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Presentación 

Originalmente el tema seleccionado para nuestra investigación era un estudio sobre la 
evolución de la estructura de la tenencia de la tierra agrícola en México, en el periodo 
1950-1970, tomando como base esencial los censos agrícolas y ejidales. Escogimos esas 
fuentes para asegurar mantener una continuidad metodológica en el levantamiento y 
presentación de la información. 

De manera global, con la investigación pretendemos un análisis detallado de la estructura 
y evolución de la tenencia de la tierra, en función de sus calidades, de sus utilidades, de 
sus principales formas de posesión y de sus extensiones. Asimismo estudiamos la 
evolución del reparto agrario, y realizamos una caracterización de las formas de tenencia. 

Sin embargo, cambios efectuados en los lineamientos del posgrado en Estudios Lati­
noamericanos, llevaron a que el Coordinador del mismo nos hiciera ver la necesidad de 
relacionar nuestro estudio con el contexto latinoamericano. Como el trabajo ya lo 
teníamos bastante avanzado, se vio la pertinencia de agregar una primera parte en la que 
se estudie, en términos generales, la estructura de la tenencia de la tierra en América 
Latina, haciendo especial énfasis en la situación de la posesión comunal en Perú y 
Bolivia. Esta última particularidad se decidió partiendo de que la posesión ejidal en 
México tiene como antcccndente la posesión comunal, de tal forrna que resultaba 
interesante ver la situación que la misma guarda en aquellos países. 

Sin duda ha sido interesante analizar ese aspecto del agro latinoamericano, lo cual ha 
enriquecido lo estudiado en los seminarios de la maestría sobre nuestro subcontinente. 
Sin embargo, tratando de ver las cosas con la mayor objetividad posible, el agregado 
sobre América Latina en general, y lo de Perú y Bolivia en particular, si bien da ese 
marco general, no eran indispensables para nuestro trabajo original, porque el eje de 
nuestro proyecto ha sido la estructura de la tenencia de la tierra en el agro mexicano. 
Diferente hubiese sido si el proyecto de investigación tuviera como objetivo un estudio 
comparativo, o algo similar, como también es una alternativa que se plantea en Estudios 
Latinoamericanos. · 

Después de esa primera parte, continúa lo fundamental de la investigación, que es el 
caso de México, originalmente dividido en dos grandes partes. Nuestras hipótesis 
centrales son que la evolución de la estructura de la tenencia de la tierra ha llevado a la 
centralización de la propiedad agrícola en pocas manos; y que la tendencia de la posesión 
ejidal, muy en contra de lo pregonado oficialmente, ha sido hacia su debilitamiento. 

Sobre la primer hipótesis, hemos podido descubrir que no obstante lo amañado del 
levantamiento de la información censal, en la propiedad privada existe una tendencia a 



la desaparición de las unidades pequeñas a la par que se fortalecen las grandes. En cuanto 
al ejido hemos comprobado que cuantitativamente el mismo se expandió, pero en lo 
esencial ha sido en base a tierras no aptas para la agricultura, a la vez que la población 
campesina ha crecido sin que al mismo ritmo se le haya incrementado la dotación de 
tierras. Asimismo, si bien es cierto que la propiedad privada y el ejido se reparten In 
tierra total censada y la de labor, casi a la mitad entre cada una de ellas, mostramos que 
no cuentan en esa misma proporción con los capitales y la tecnología para explotarlas. 

En cuanto a la segunda hipótesis consideramos que, en efecto, el ejido, a pesar de 
centralizar la mitad de la tierra agrícola, tanto de labor como total censada, tendió a 
debilitarse. Con la reforma cardenista se fortaleció, e incluso posteriores repartos de 
tierras cuantitativamente le dieron mayores extensiones (aunque como vemos a lo largo 
del trabajo, la mayor parte de las tierras otorgadas han sido no apt:L' para la agricultura), 
pero las políticas agrlcolas del Estado se abocaron a apoyar esencialmente a la propiedad 
privada, dejando en un muy segundo plano a la posesión ejidal. Amén que la misma 
penetración de las relaciones de producción capitalistas, ha sido un elemento disgregador 
del ejido. Ese debilitamiento del ejido lo vemos, por ejemplo, en la menor proporción 
que le corresponde en capitales invertidos y en tecnología usada. Desgraciadamente la 
información censal, tal como se ha levantado, no permite hacer un análisis más detallado 
de los ejidatarios de acuerdo a sus parcelas. 

En la parte sobre la tenencia de la tierra en el agro mexicano, presentamos en primer 
lugar la estratificación de las tierras a un nivel global, de acuerdo a su calidad y utilidad, 
desglozando la superficie total censada en todos sus componentes, para posteriormente 
entrar a analizar la superficie de labor en cada una de sus partes, como son las de 
temporal, las de riego y las de humedad. 

Posteriormente pasamos a analizar los tipos de tierra de acuerdo a !ns formas de tenencia 
y por sus unidades de explotación. Primero estudiarnos a nivel general la distribución 
de la tierra total censada y la de labor, desglozándolas en sus componentes, en función 
de que sean ejidal o no ejidal; inmediatamente después analizamos esas tierras y formas 
de posesión de acuerdo a las unidades de producción, o sea a las extensiones registradas. 
Asimismo hacemos un desarrollo sobre lo que implica para la producción agrícola la 
pequeña y la gran explotación. 

En tercer lugar, abordamos la estructura de la tierra no ejidal, tanto total censada como 
de labor, de acuerdo a los grupos de superficie, o sea extensiones, y por unidades de 
producción, con lo cual descubrimos el proceso de centralización de la tierra, expresado 
en la desaparición de una gran cantidad de pequeñas parcelas a la par que se fortalecen 
las grandes. · 
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En cuarto lugar efectuamos la misma operación de la parte anterior, pero con respecto 
a las tierras ejidales, lo que nos pennile ver las dimensiones de los ejidos y de las parcelas 
ejidales, así como el hecho de que al crecimiento de la población ejidal no le corresponde 
una mayor dotación de tierras. En esta parte estudiarnos el reparto agrario, tanto en la 
cantidad de la tierra entregada, como en la calidad de la misma. Igualmente abordamos 
las formas de explotación existentes en los ejidos. 

En quinto lugar, analizamos la tenencia de la tierra comunal, de acuerdo a su calidad y 
unidades de producción. Sobre la posesión comunal la información censal es demasiado 
pobre. De los tres censos en que se basa el estudio, es únicamente en el de 1970 en el 
que se presta especial atención a las tierras comunales y también se levanta información 
desglozada sobre ellas. De tal forma, no es posible hacer un seguimiento sobre la 
evolución que las tierras comunales han registrado en el periodo estudiado. 

En la tercera parte del trabajo, que en el proyecto original era la última, desarrollamos 
una caracterización sobre las formas de posesión de la tierra agrícola (privada, cjidal y 
comunal), en la que dedicarnos especial atención a la fonna ejidal. De ésta hacemos un 
rastreo desde la época prehispánica, destacando las transformaciones que la misma ha 
tenido a través de la historia, poniendo especial énfasis en lo ocurrido en el periodo de 
la revolución de 1910-1917. 

Cuando ya habíamos concluido nuestro trabajo con todo y la parte sobre América Latina, 
se sucedió en México la reforma al artículo 27 constitucional. Con nuestro asesor 
considerarnos que la misma guarda una enorme importancia, pues ella traerá una 
profunda transformación en el agro mexicano, que en el largo plazo significará la casi 
desaparición del ejido. Por ese motivo decidimos agregar al trabajo una parte en la que 
se analiza dicha reforma. 

Al abordar esa reforma al artículo 27 constitucional, en primer lugar se le ubica como 
parte de las profundas transformaciones que el gobierno con su política neoliberal está 
efectuando en el país desde 1982, las que el mismo llama de modernización, para 
posteriormente pasar a estudiar los cambios que ella encierra y sus posibles implicacio­
nes. 

Finalmente, a lo largo del trabajo emplearnos tres categorías fundamentales en cuanto a 
la posesión de la tenencia de la tierra: Comunal, Ejidal, y propiedad privada. Aunque en 
la parte: Las formas de tenencia de la lierra en el agro mexicano, se hace un amplio 
desarrollo sobre las mismas, consideramos pertinente definir bre\'ementc cada una de 
esas categorías. 

La posesión comunal, asl como las comunidades indígena• y sus relaciones sociales, 
son reminiscencias que aun quedan de un antiguo modo de producción, pero que 



paulatinamente, desde hace siglos, las nuevas relaciones de producción la• ha ido 
disgregando, subsumiéndolas a sus leyes. La posesión comunitaria, comprende tanto 
extensiones de tierras que deben ser aprovechadas comunitariamente, como son los 
bosques y pastos, e incluso tierras de cultivo, así como extensiones parcelada• que 
usufructúan los miembros de la comunidad de manera individual. Legalmente las tierras 
comunales son inalienables, y la propiedad es de toda la comunidad, ningún comunero 
en lo particular es propietario. 

El ejido es una extensión de tierra con la que, de acuerdo con la legislación agraria 
vigente, se dotó a un núcleo de población, el cual es propietario de la misma y cede el 
derecho de explotarlo a los campesinos que lo componen, sin que ninguno de ellos (hasta 
antes de la reforma salinista), en lo particular, pueda ser propietario de la tierra. 
Legalmente el ejido no puede ser enajenado bajo ninguna forma. La explotación de la 
tierra ejidal puede ser tanto colectiva (ejidos colectivos) para provecho del conjunto del 
núcleo ejidal, como individual (ejido parcelado) para beneficio de un ejidatario en 
particular. 

La propiedad privada de la tierra, como es de sobra conocido, ampara el derecho del 
propietario para, de acuerdo a la legislación existente, poder organizar su explotación 
como mejor le convenga. E igualmente el propietario puede enajenar su tierra como crea 
pertinente. 
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Introducción 

La evolución de la estructura de la tenencia de la tierra agraria en la sociedad capitalista, 
como es el caso específico de México, está.indisoJ1,1blemente ligada al conjunto del 
desarrollo económico, y muy especialmente a las políticas económicas de largo plazo 
instrumentadas por los regímenes políticos. Asimismo, las grandes transformaciones 
económicas, entre ellas las referidas a la propiedad agraria, se inscriben en las ondas (o 
ciclos) largas del desarrollo capitalista (conocidas también como ciclos Ko11drarie1'), las 
cuales púcdcn ser tanto de carácter recesivo como de crecimiento.* 

Empero, una constante en el desarrollo capitalista en el agro, es la tendencia hacia una 
cada vez mayor centralización de la tierra en pocas manos. Esta realidad es la que se 
vive en México y en el resto de los países latinoamericanos, muy a pesar de fuertes 
revoluciones que apuntaron a revertir esa situación, como es el caso paradigmático de 
la mexicana. Dichas revoluciones cuando mucho lograron frenar de forma transitoria 
esa tendencia, o bien a relativizarla con cierto reparto agrario, como sucedió en México 
y Bolivia. Pero a final de cuentas. después de pasados los años radicales de la revolución 
y sus secuelas de reformas, la gran propiedad se vuelve a imponer. 

Aparte del uso político que se hace del reparto agrario, en el caso de México se puede 
ver claro cómo las profundas transformaciones en la tenencia del suelo agrícola están 
ubicadas en los momentos históricos en que los regímenes políticos se han planteando 
importantes modificaciones económicas del país y del conjunto de la formación social. 
En cada uno de esos periodos de cambios, no es gratuito que los gobiernos, autores de 
los mismos, hayan caracterizado sus políticas como de modernización del país. Así, en 
nombre de la modernidad o de la civilización, desde la conquista española, pasando por 
la Revolución de Independencia y la República Liberal, hasta el día de hoy, se ha 
despojado a los campesinos de sus tierras para entregarla a los grandes terratenientes. 

En el estudio que en las páginas siguientes presentarnos sobre la evolución de la 
estructura de la tenencia de la tierra en México, en el periodo de 1950 a 1970, por 
comodidad de análisis nos abstraemos del desarrollo económico general en que se 
insertan esos cambios en la propiedad agraria, así como de las políticas del Estado que 

• Sobre las ondas largas del desarrollo capitalista, el economista belga, Emcst Mande!, es quien ha 
desarrollado un estudio profundo y sistemático, quizá su obra más acabada al respecto se encuentra en 
.. Las 'ondas largas' en la historia del capitalismo", que es el capítulo IV de su libro El capitalismo tardío, 
México. Edicio11es Era, 1979,· tambié11 del mismo autor se puede co11.mlrar, Lns ondas largas del 
desarrollo capitalista, Madrid, Siglo Veintiuno de España editores, 1986. Entre los trabajos pioneros se 
pueden consultar los de N.O. Komlraticff, l..os efe/os eco11dmicos largos y el de León Trotsky Lll cunm 
del desarrollo capitalista, ambos trabajos están compilados en el libro de varios aulorcs, Los ciclos 
económicos largos. ¿Una explicación de la crisis?, Barcelona, Akal editor, 1979. 
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han influido de manera determinante en dichas transformaciones, para dedicamos 
exclusivamente a la temática que nos interesa. Indudablemente un análisis de ese tipo 
tiene sus limitaciones, pero por otra parte permite realmente penetrar en los meandros 
de la tenencia de la tierra en el agro mexicano, lo cual no es una tarea fácil. Sin embargo, 
creemos pertinente señalar. aunque sea de manera somera, la forma en que están 
interrelacionados los cambios en la estructura de la tenencia de la tierra con las grandes 
transformaciones que se han instrumentado en el país, y la ubicación de estás en las 
ondas largas del desarrollo capitalista. 

Las reformas liberales, como las leyes de desamortización de las tierras de manos 
muertas y el artículo 27 de la Co11s1iwció11 de 1857, fueron realizadas en nombre de la 
modernización del país, con la cual se buscaba el desarrollo económico del mismo, para 
insertarlo en el concierto internacional de las naciones. Con la expropiación de las tierras 
en manos de la iglesia, pero sobre todo de las que poseían las comunidades indígenas, 
los liberales buscaban impulsar la fornrnción de una fuerte capa de pequeños propietarios 
que fuesen la base granítica de la nueva nación mexicana, a la par que se lograba cierta 
industrialización, todo ello directamente entrelazado con la economía internacional. 

En esa época la economía capitalista, principalmente circunscrita en aquel entonces a 
Europa, se encontraba en un ciclo largo de prosperidad (1848-1873), con una fuerte 
producción industrial y una agresiva política colonial, lo cual aseguró la obtención de 
enormes masas de plusvalor que ya no encontraban campos de inversión dentro de sus 
propias metrópolis, generando así el surgimiento de excedentes de capital que buscaron 
mercados allende sus fronteras. Fue la época en que México perdió la mitad de su 
territorio a manos de los norteamericanos y después sufrió la invasión francesa. Estos 
avatares y la prolongada guerra civil que enfrentó a los liberales contra los conservado­
res, en mucho frenaron la posibilidad de instrumentar de manera duradera un proyecto 
económico. Al triunfo definitivo de los liberales sobre los conservadores y la interven­
ción francesa, le siguió la pugna entre ellos mismos. Después de la muerte de Benito 
Juárez vino una fuerte inestabilidad, que desembocó en el golpe de Estado ejecutado por 
el general Porfirio Díaz en contra del gobierno de Sebastián Lerdo de Tejada. 

Del proyecto liberal que buscaba crear una base de pequeños propietarios agrarios, a 
semejanza de losfanners norteamericanos, es de sobra conocido que el resultado fue el 
desarrollo de enormes latifundios. La modernización económica prometida avanzó 
contra los pueblos y comunidades, a quienes se les despojó de sus tierras, aguas y 
bosques. Fue durante la dictadura de Porfirio Dfaz cuando el saqueo de las propiedades 
comunales alcanzó su apogeo, y las grandes haciendas florecieron con todo el apoyo 
estatal. A las leyes liberales la dictadura agregó otras más, como la Ley de Co/011izació11 
del 15 de diciembre de 1883 y la Ley Sobre Oc11paci6n y E11ajenaci6n de Terrenos 
Baldíos del 25 de marzo de 1894, con el fin de facilitar la monopolización de la tierra 
en muy pocas manos, como vemos más adelante. 
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Unn de Ins grandes contrndicciones de In modemiznción económica porfirista es que el 
sector agrario registró una modernización débil y desigual, pues el viejo latifundismo 
improductivo siguió teniendo una gran importancia política, y contó con el apoyo del 
gobierno para todas sus tropelías. Ciertamente hubo haciendas, como las azucarerns del 
centro del pnís, que coadyuvnron al desarrollo económico y su peoducción fue .impor­
tante en el mercado nacionnl y en algunos casos, como el de las hcnequeneras, en el 
mercado internacionnl. Se expropió a los campesinos de sus tierras, pero a la parno hubo 
la capacidad de generar empleos que los transformara en asalariados, ni en las zonas 
agrícolas, ni en la ciudades parn la actividad industrial. El resultado fue una profunda 
miser.ia para el campesinado. 

Si bien, buena parte del pcr.iodo de la dictadura porfirista se inscribe en una onda larga 
de crisis del capitalismo (1874-1893), su política se "benefició" de la pionera expansión 
imperialista caracterizada por la exportación de capitales de las naciones metropolitanas, 
la cual tuvo lugar de manera especial durante la onda expansiva de 1894 a 1914. Esta 
afluencia de capitales extranjeros hacia México permitió un importante crecimiento 
económico del pals, desde luego a costa de una grnn dependencia del exterior, especial­
mente de los pníses europeos, lo que asimismo implicó una bárbara explotación de los 
trabajadores mexicanos y de los recursos naturnles del país. De esta forma, la modern­
ización económica porfirista se basó en una profunda miseria de la mayoría de In 
población mexicana y de una irritante antidemocracia, lo que al final condujo a fuertes 
conflictos sociales que desembocaron en la revolución de 1910. 

No obstante las demandas y las batallas que dio el campesinado revolucionario durante 
la lucha armada, como vemos más adelante, muy poco o nada fueron satisfechas sus 
aspiraciones de recuperar las tierras perdidas a manos de los terratenientes: Los gobier­
nos posrevolucionarios inmediatos (Carranza, Obregón, Calles), tenían el claro interés 
de lograr la estabilidad y desarrollo económico del pnís, para lo cual con gran ahínco 
buscaban que las inversiones extranjeras volvieran a fluir al país. Esta política los llevó 
a dar seguridad a la gran propiedad, mucha de ella en manos de los terratenientes 
porfir.istas y nortearner.icanos, y a desantender la demanda de tierra de los campesinos, 
lo cual se había prometido efectuar, como compromiso para concluir la confrontación 
armada, como se constata en el contenido del artículo 27 constitucional que se pactó en 
1916-1917. 

Dichos gobiernos se encargaron de escamotear el cumplimiento de ese artículo, y los 
repartos de tierra que llegaron a efectuar en lo esencial estuvieron determinados por 
fuertes conflictos políticos entre las fuerzas en el poder -como fueron los distintos 
levantamientos armados, por ejemplo el de Adolfo de la Huerta-, tratando de evitar así 
que con la promesa del reparto agrado los rebeldes sumaran a sus filas a las fuerza~ 
campesinas. Con esa política de los gobiernos antes mencionados, la estructura de la 

9 



tenecia de la tierra no sufrió importantes alteraciones, en lo esencial se mantuvo igual 
que antes de la lucha revolucionaria. 

De 1914 a 1939 el desarrollo capitalista vivió una onda larga de crisis que provocó el 
ascenso del fascismo en Europa y la Segunda Guerra Mundial. En ese contexto 
internacional se movieron los primeros gobiernos posrevolucionarios, quienes, al igual 
que los gobiernos de los demás países capitalistas, buscaban las políticas más adecuadas 
para superar esa etapa y poder iniciar la recuperación económica. Pero en el caso de 
México, como en el de otros países subdesarrollados, a la vez se enfrentaba el fuerte 
poder de la oligarquía terrateniente que al defender sus intereses obstaculizaba que el 
país avanzara hacia la industrialización. Los gobiernos de Obregón y Calles se entram­
paron en la contradicción de buscar la modernización de México, a la par que sostenían 
a la oligarquía terrateniente porfirista. 

Fue el gobierno del general Lázaro Cárdenas el que comprendió cabalmente que, para 
sentar las bases del desarrollo económico del país, había que pacificar el agro efectuando 
una reforma agraria que entregara la tierra de manera significativa al campesinado. Con 
el reparto agrario cardenista se dio una función económica al campesino dotado de tierras 
y se le fijó al campo, evitando de esa forma migraciones masivas a las ciudades (al menos 
en la magnitud en que se presentó en otros países latinoamericanos) lo cual permitió 
regular al ejército industrial de reserva. Pero a la vez, igualmente se aseguró entrar a una 
nueva etapa de tranquilidad política, pues con el reparto agrario se evitaba que la promesa 
de tierra hiciera de los campesinos base de maniobra de las a<onadas militares que tanto 
proliferaron en la primera década posrevolucionaria, en otras palabras, se quitaba a estas 
su base de apoyo. 

En esa perspectiva, el reparto agrario cardenista fue esencial para asegurar la recupera­
ción económica y sentar las ba<es para el ulterior desarrollo económico del país. Con 
ella se acabó con el poder económico y político de la vieja oligarquía terrateniente, y en 
la estructura de la tenencia de la tierra surgió con importancia la figura ejidal, misma 
que con los años lograría tener bajo su control la mitad de la tierra agrlcola del país. 
Acabar con el latifundismo porfirista no significó terminar con la gran propiedad, lo que 
si se buscó es que la misma tendiera a funcionar dentro de las relaciones de producción 
capitalista. Sin embargo, el gobierno cardenista causó bastante escozor dentro de la clase 
dominante, entre cuyas filas aquél llegó a ser calificado de socialista. 

La onda larga de crisis del capitalismo, para Estados Unidos llegó a su fin en 1940 con 
la Segunda Guerra Mundial, y en 1948 para el caso de Europa y Japón, iniciándose un 
largo ciclo de recuperación y auge económico que se prolongó hasta 1967. En el caso 
de México la recuperación económica se inicia a principios de los años treinta, y con las 
reformas cardenistas la econornla mexicana contó con las bases para iniciar su despegue 
y en el mediano plazo insertarse en el mercado internacional. 
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Sin embargo, la reformas cardenistas que se efectuaron al calor de fuertes movilizaciones 
de Jos trabajadores del campo y las ciudades, ayudaron a incrementar la efervecencia 
social y dieron un cariz popular al gobierno del general Cárdenas, que, como hemos 
anotado, no resultaba agradable a importantes sectores de Ja clase dominante. De esa 
forma, apenas se dio el relevo de gobierno y subió al poder el general Manuel Avila 
Camacho, se inició un cierto desmantelamiento de lo realizado por Cárdenas. Sin 
embargo, no obstante las políticas encaminadas a minarlo, el ejido se mantuvo y 
cuantitativamente logró extenderse. Los repartos agrarios poscardenistas en mucho 
estuvieron determinados por las necesidades polflicas de los gobiernos en turno, como 
lo era calmar el ascenso de las luchas campesinas. 

Después del reparto agrario cardenistas, las dotaciones que se siguieron haciendo fueron 
muy dosificadas y la mayor parte de las tierras entregadas no eran de labor. Asimismo, 
se implementaron políticas completamente adversas al sector ejidal, y muy benéficas 
para la propiedad privada. El gobierno de Miguel Alemán que pregonó la modernización 
del país, al cual prometía llevarlo a la industrialización que asegurara que cada ciudadano 
pudiera tener un Cadillac, implementó una contrarreforma al articulo 27 constitucional 
con el fin de dar mayores garantías a la propiedad privada y frenar a la vez el reparto 
agrario. 

Toda la política agraria poscardenista, como fueron la construcción de distritos de riego 
y otr.S obras de infraestructura, el otorgamiento de créditos, las facilidades para 
importación de maquinaria, las polflicas de comercialización y la dotación de fertilizan­
tes y semillas mejoradas, claramente fortalecieron a la propiedad privada, a la vez que 
llevaron a que el ejido tendiera a languidecer paulatinarriente. En esa dinámica antiagra· 
rista, desde el gobierno de Plutarco Elías Calles, la mayoría de Jos gobiernos anunciaban 

· el fin del reparto agrario, pero ninguno se había atrevido a realmente darlo por concluido. 

A partir de 1968, de nueva cuenta el sistema capitalista entró en una larga onda de crisis 
que se mantiene hasta la fecha. En México, la misma hizo acto de presencia con la 
recesión de 1971, la cual fue bautizada por la polftica oficial con el timorato término de 
'.'atonía"; se vivió un breve paréntesis con el boom petrolero de fines de los setenta y 
principios de Jos ochenta, pero a partir de la crisis petrolera que llevó a la caída de los 
precios de ese producto en 1981, llegó la debacle económica. Para 1982 era evidente 
que México se sunúa en una grave crisis, la cual ha causado estragos sociales que quizá 
nadie había imaginado antes. 

Desde el gobierno de Luis Echeverría Alvarez ( 1971·1976) se instrumentaron políticas 
para enfrentar Ja crisis y tratar de superarla. En esa perspectiva se ubica su proyecto del 
"desarrollo compartido", en el que se buscaba el fortalecimiento del ejido, especialmente 
del colectivo, como una alternativa para la producción agropecuaria que permitiera 
recuperar la perdida autosuficiencia alimentaria. En el gobierno de José López Portillo 
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se pretendieron combinar las políticas monetaristas del FMI con los abundantes recursos 
aportados por el auge petrolero, lo cual concluyó en la debacle económica de 1982; pero 
a la par se mantiene la preocupación por la crisis que asuela al agro, expresada en la 
agudización de la crisis alimentaria que lleva a una gran importación de bienes alimento. 
Es en este periodo cuando se instrumenta el Sistema Alimentario Mexicano, y se busca 
la asociación de ejidatarios con inversionistas privados. 

Con el gobierno de Miguel de la Madrid se inicia una profunda reestructuración 
capitalista, a través de la instrumentación de una política neoliberal completamente 
apegada a los lineamientos del FMI, en la cual desde un principio se hizo evidente una 
orientación antiagrarista que se planteaba como uno de sus objetivos concluir el reparto 
agrario. Dicha política ha sido continuada por el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, 
presidente que está llevando adelante esa profunda y rndical reestructuración económica 
del país. 

Es durante este último gobierno, que con la aplicación de una política neoliberal se 
promete modernizar al país y llevarlo al selecto club del primer mundo, cuando se ha 
instrumentado una reforma al artículo 27 constitucional cuyo objetivo central es concluir 
el reparto agrario e iniciar la liquidación del ejido. De llevarse adelante esta política es 
indudablemente que estaremos frente a un cambio radical en la estructura de la tenencia 
de la tierra en el agro, y en otros múltiples aspectos. Este tema lo abordarnos de manera 
amplia en la última parte del presente trabajo, por lo cual aquí únicamente la menciona­
mos. 

Asimismo, como hemos anotado más atrás, nuestro estudio abarca el periodo 1950-1970, 
basado esencialmente en los 3 censos que se levantaron en 1950, 1960 y 1970; pero 
queremos destacar que realmente el periodo de estudio tiene como punto de partida 1940, 
porque el censo de 1950 toma su información a partir de aquel año, 1940. Lo cual implica 
que de 1940 a 1970 transcurrieron 5 sexenios presidenciales: de 1940 a 1946, Manuel 
Avila Camacho; de 1946 a 1952, Miguel Alemán Valdés; de 1952 a 1958, Adolfo Ruiz 
Cortines; de 1958 a 1964, Adolfo López Mateos; y de 1964 a 1970, Gustavo Díaz Ordaz. 

Es en el gobierno del general Lázaro Cárdenas del Río (1934-1940) cuando se instru­
mentan una serie de políticas (entre las que destacan la nacionalización del petróleo, la 
reforma agraria, la nacionalización de los ferrocarriles, y la corporativización de los 
trabajadores al aparato estatal), que sientan las bases de los grandes cambios que llevarán 
a la transformación de México, el cual dejará de ser un país agrícola para pasar a ser 
industrial. Con el gobierno de Avila Camacho, (que se encargará de dar pruebas de que 
el populismo cardenista quedó atrás), se inicia la ejecución de una serie de políticas que 
llevarán a una importante industrialización del país. El tipo de industrialización que se 
instrumenta, tiene serias repercusiones sobre el sector agrícola, especialmente sobre el 
subsector ejidal, y no precisamente positivas. 
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Si a mediados de los años 30 avanza la recuperación de la economía, es a mediados de 
los años 40 cuando despega con cierta fuerza el proceso industrializador de la época 
posrevolucionaria, cuyo punto de partida es la sustitución de importaciones. Pero a la 
vez, con el gobierno de Avila Camacho se reinicia la ofensiva contra el ejido, y la política 
del Estado posrevolucionario hacia el sector agrícola estará marcada por esa orientación. 

La transformación de la estructura económica de México se va a dar con cierta velocidad. 
Por ejemplo, en 1940 el sector agrícola empleaba el 65% de la fuerza de trabajo nacional, 
y aportaba má< del 23% del producto nacional bruto (PNB); 3 décadas después, 
empleaba menos de la mitad de la fuerza de trabajo, y contribuía con sólo el 16% del 
PNB, lo que evidencia que en él no se vivía un proceso modernizador. A la par, el sector 

.industrial avanzó, como lo demuestra la expansión de su producto interno bruto: el 
promedio del mismo, de 1940 a 1954, fue del 6.6%; de 1955 a 1961, 7.4%; y de 1962 
a 1970, 9.7%. 

Empero, el tipo de industrialización subdesarrollada que se impulsó, aunada a la ofensiva 
contra el ejido, no tuvieron como complemento el desarrollo equilibrado del agro, de tal 
forma que se generara una importante oferta de empleos en el sector agrícola, como 
tampoco se logró en las zonas urbanas. Por lo mismo, la centralización de las tierras 
privadas en menos manos, así como las de tipo ejidal que se fueron apropiando 
terratenientes y caciques, y la paulatina pauperización de la mayoría de los ejidatarios, 
condujeron a un acrecentamiento de la miseria en el agro. 

El sector agrícola va quedando atrás, valga decir, no se industrializa.La política estatal 
se centra en apoyar con todo, y en todos los aspectos al sector industrial (apoyos fiscales, 
facilidades para la importación de maquinaria y equipo, facilidad en el otorgamiento de 
créditos, energéticos baratos, transporte ferroviario económico, dotación de infraestruc­
tura, etcétera.), incluso el desarrollo de los transportes y las comunicaciones lo tienen 
como principal beneficiario. 

Anteriormente hemos anotado que las políticas agrarias en lo esencial estuvieron 
orientadas a fortalecer a la propiedad privada a la par que dejaban un tanto en el olivo 
al ejido, aunque el discurso olicial siempre afirmó lo contrario. De las políticas centrales 
del Estado hacia el agro, la esencial, sin duda, fue la de dar plenas garantías ala propiedad 
privada, evitando lo más posible su afectación para satisfacer la demanda de dotaciones 
de los ejidatarios, y, sobre todo, a minimizar lo más posible el reparto agrario (antes y 
después de lo entregado a los campesinos en el gobierno de Lázaro Cárdenas), lo cual 
llevó al dominio de la gran propiedad. ·En producción y productividad, así como en 
inversiones, en maquinaria, equipo y tecnología, la propiedad privada terminó predo­
minando. A la par, la gran mayoría de los ejidos y los minifundistas privados languide­
cían. Ese panorama de la tenencia de la tierra está ampliamente desarrollado en el 
presente trabajo. 
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Empero, también a través de otras políticas agrarias los gobiernos posrevolucionarios 
determinaron la orientación de la producción agrícola, políticas que fueron diseñadas 
en función del modelo económico que se impulsaba en el país, cual fue la sustitución 
de importaciones y, especialmente, el desarrollo estabilizador. El eje central de dichas 
políticas fue buscar la industrialización del país, lo cual condujo a refuncionalizar al 
sector agrícola de acuerdo a las necesidades del sector industrial. Ello dio corno resultado 
un atraso en el primero, aunque en él se lograron desarrollar algunas zonas, especial­
mente las dedicadas a la agricultura de exportación y a la producción de insumos para 
la industria. 

El papel que, de manera generalizada, se especifica que debe jugar el sector agrícola en 
una economía que avanza hacia su desarrollo, en México lo cumplió plenamente, a saber: 
a) producir en cantidad suficiente los bienes salarios para una población en constante 
expansión. b) Producción creciente de materias primas para el sector industrial. c). Una 
importante captación de divisas a través de sus exportaciones, para con ellas financiar 
las importaciones que requiera en su desarrollo el sector industrial. d) Una oferta de 
mano obra capaz de satisfacer las demandas del sector industrial y de los servicios. e) 
Mercado para los productos del sector industrial. 

Las políticas del Estado indujeron a que el sector agrícola cumpliera con bastante 
satisfacción dichas tareas. En la que mostró mayor debilidad fue en la de ser un buen 
mercado para la producción industrial, insuficiencia a través de la cual se manifestaba 
el atraso al que fue condenado corno sector debido al tipo de desarrollo económico 
instrumentado por los diferentes gobiernos poscardenistas. 

Aparte de la política hacia la teneciade la tierra, hay dos políticas más del Estado a través 
de las cuales éste determinó la evolución del mismo. Una es la orientada a la creación 
de obras de irrigación, y la otra es la política del crédito. Por todo un periodo, la primera 
absorvió lo esencial del presupuesto estatal destinado al desarrollo agropecuario. Ambas 
fueron determinantes para fortalecer en el agro un fuerte subsector privado, de empre­
sarios agrícolas, orientado principalmente a la producción de bienes para la exportación 
y para insumos del sector industrial. Aunque sea de manera somera nos referiremos a 
ellas. 

No está por demás recordar que el grupo triunfante en la revolución, el que finalmente 
ocupó el poder, estuvo compuesto de norteños, principalmente del grupo sonorense 
encabezado por Alvaro Obregón. Algunos de ellos desde antes de la revolución eran 
agricultores, y con su ascenso al poder, orientaron las políticas agrarias con la clara 
intención de beneficiar a sus cada vez mas grandes latifundios que erigieron en pocos 
años. En esa perspectiva, el desarrollo de obras de infraestructura para la irrigación 
ocupará un papel central en las políticas al fomento agropecuario. 
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En 1926 se creó la Comisión Nacional de Irrigación, y en ese mismo año se aprobó la 
Ley de Irrigación. Con ese entramado jurídico empezaron a fluir fuertes inversiones 
públicas al sector agrlcola, y al mismo tiempo se inicia la construcción de importantes 
obras de irrigación. Por años lo esencial de dichas obras se ubicará en el norte del país: 
Chihuahua, Coahuila, Sonora, Tamaulipas, Coahuila-Durango (La Laguna), y Guana­
juato que ya está en el centro. Trabajos menores tendrán lugar en Michoacán, Jalisco, 
Hidalgo, Baja California y San Luis Potosi. 

La importancia que cobran las obras de irrigación lo ilustran los siguientes datos: de 
1941 a 1946 absorvieron el 90% de las inversiones para el fomento del sector agrope­
cuario. En ese periodo se beneficiaron 549,129 hectáreas, y se concluyeron importantes 
presas, como El Palmito (La Laguna), La Angostura (Río Yaki, Sonora), Marte R. 
Gómez (Tamaulipas). Asimismo se iniciaron otras obras en Sonora, Sinaloa, Tamauli­
pas, Puebla y Veracruz. 

De 1947 a 1952 se mantiene la misma tenencia, se incrementan las inversiones públicas 
al fomento agropecuario y la mayor parte de ellas va a irrigación, aunque en una 
proporción menor al periodo anterior, debido a que una parte de dicho presupuesto fue 
destinado a combatir la fiebre aftosa que asoló a la ganadería mexicana en aquellos años. 
El total de la superficie beneficiada fue de 625,512 hectáreas. 

Las zonas beneficiadas por las nuevas obras de irrigación son el norte y noroeste del 
pafs, especialmente los estados de Sonora, Baja California y Tamaulipas; y en menor 
medida se favorecen la zona centro y el Golfo de México. Asimismo se inician trabajos 
en los rlos Papaloapan y Tepacaltepec. 

De 1947 a 1960 no varía dicha dinántica en el sector agrlcola. Igualmente los estados 
del norte siguen siendo los más respaldados. de las inversiones para irrigación, el 25% 
va a Sonora, 20% a Tamaulipas y 16% a Baja Calüomia. 

De 1959 a 1964, el 75% de la inversión pública destinada al fomento agropecuario se 
destinó a obras de riego, y sobre todo a grandes obras. La superficie total beneficiada 
en ese lapso fue de 250,767 hectáreas, quedando varios proyectos de largo plazo 
inconclusos. De 1965 a 1970 la política de fomento agropecuario sigue la misma 
tendencia, aunque en este periodo destaca la cantidad de obras que quedan inconclusas. 
Sin embargo, para 1968 se rebasó la mela fijada para el periodo en cuanto a inversiones 
públicas para la irrigación, aunque ciertamente en los últimos años del conflictivo 
sexenio echeverrista esas inversiones caen debido a la crisis económica que empieza a 
enfrentarse. 

Que las obras de irrigación fueron destinadas a beneficiar a los empresarios agrlcolas, 
lo demuestra el hecho de que la mayorla de las mismas se localizan en el norte del pals, 
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zona donde está la menor cantidad de ejidos. De 1941 a 1970 el 60% de esa inversiones 
beneficiaron a Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Baja California, Chihuahua y Coahuila; de 
ellos, los 3 primeros concentraron el 40% del total. 

En cuanto a la política del Estado en relación al crédito para el sector agrícola, es sabido 
que a través de ella se puede orientar de manera detenninante la producción, y desde 
luego por esa vía se ve a que sectores se beneficia. Con crédito se pueden asegurar 
inversiones en maquinaria, semillas mejoradas, fertilizantes, y lo necesario para una 
mejor producción. El Estado mexicano a través de sus bancos ha otorgado crédito tanto 
a los propietarios privados como a los ejidatarios. Empero, la propiedad privada además 
ha contado con la posibilidad de crédito vía la banca privada, al cual no tenla acceso el 
ejido debido a que ese tipo de posesión, hasta antes de la contrarreforma salinista, no 
era enajenable por ninguna vía, por lo tanto no podía ser garantía de un crédito ya que 
no era factible su embargo, ni su venta. 

Al igual que en Ja irrigació.1, es en 1926 cuando se emite una ley que autoriza a Ja 
Secretaría de Agricultura y Fomento a formar los Bancos Agrícolas y Ejidales, que serían 
fundados en el país y que sólo podrlan operar con ejidatarios. En enero de 1931 se 
promulga Ja Ley de Crédito Agrícola con Ja intención de organizar el crédito destinado 
a ejidatarios y pequeños propietarios asociados. Con dicha ley desaparecen Jos bancos 
ejidales y las Sociedades Regionales, para ser sustituidas por Bancos Regionales y 
Sociedades Cooperativas (que fue Ja forma de organizar a los solicitantes de crédito para 
que pudieran ser sujetos de crédito). 

En 1934 se promulgó Ja Ley de Crédito Agrícola, y se formaron los bancos encargados 
de proporcionar el crédito, en principio fueron 762. En diferentes años (1935, 19.42, 
1945, 1947) sufrirá reformas dicha ley, y en diciembre de ~955 se emite una nueva Ley 
de Crédito Agrícola, que en lo esencial conserva el mismo sistema de crédito establecida 
por la ley derogada. 

No obstante Jos múltiples cambios en cuanto a Ja banca oficial dedicada a proporcionar 
crédito agrícola, será el Banco Nacional de Crédito Ejidal el encargado, en lo esencial, 
del crédito a Jos ejidatarios. El crédito ejidal no se proporciona individualmente, sino a 
ejidaiarios organizados. Por lo mismo, los ejidatarios tuvieron que agruparse en socie­
dades locales de crédito ejidal, a las cuales las agencias locales del banco les proporcio· 
naba Jos préstamos. Para renovar créditos ha sido condición que el banco pueda recuperar 
el entregado en el periodo anterior, lo cual obligó a que las sociedades locales cumplie· 
ran, y para hacerlo tuvieron que depurarse de los miembros incumplidos. Esta política 
obviamente condujo a que Jos ejidatarios con pequeñas parcelas o en peores condiciones 
económicas terminaran no siendo sujetos de crédito, y por esa misma vía se llevó a la 
formación de un sector de ejidatarios acomodados que, en lo fundamental, han sido los 
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beneficiados de dichos créditos, entre los cuales se encuentran prósperos empresarios 
agrícolas, que siguen siendo ejidatarios. 

En 1940 había en operación 3,473 sociedades locales de crédito ejidal que obtuvieron 
préstamos, delos que se beneficiaron 239,407 ejidatarios. En l 952eran 3,658 sociedades 
y 234,380 beneficiados, en 1958 4,353 sociedades y 271,046 beneficiados, en 1964 
8,958 sociedades y 278,051 beneficiados y en 1970 8,245 sociedades y 303,530 
beneficiados. Para tener una idea de la porporción de ejidatarios que recibieron créditos, 
es conveniente recordar que en 1950 había l.378,326ejidatarios, en 1960 eran 1.523,796 
y en 1970 llegaron a 2.012,856, lo cual pemtite observar que ni siquiera el 20% de 
ejidatarios recibió créditos, dato que muestra con objetividad el ap:iyo de las políticas 
gubernamentales al sector ejidal. 

Los propietarios privados han podido beneficiarse de créditos tanto de la banca privada 
como de los bancos nacionales, y en este sector obviamente los minifundistas, en lo 
fundamental, no son sujetos de crédito, el cual es acaparado por los medianos y grandes 
propietarios. Empero, también en el caso del crédito a los propietarios privados, su fuente 
principal son los fondos del Estado. 

Así, por ejemplo, en 1943 se creó el fondo Nacional de Garantía Agrícola para garantizar 
los préstamos que otorgara la banca privada; en 1954 se formó el Fondo De Garantía y 
Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura, para incentivar más la participa­
ción del crédito privado en la agricultura, asegurándole la recuperación del dinero 
prestado; en 1965 se crea el Fondo Especial para Financiamientos Agropecuarios, con 
características similares al Fondo Je Garantía. Por estas vías, la política estatal hacia el 
sector agropecuario buscaba que la banca privada llevará sus recursos al agro, asegu­
rándole a cambio el reembolzo de lo que prestara a los propietarios privados, de tal forma 
que si ellos no pagaban, la deuda la redinúa el Fondo existente, o sea el erario público. 

Como tendencia general, el crédito privado no ha apoyado a ia gran mayoría de 
productores privados, lo cual se explica por la estructura de la tenencia de la tierra que 
es el tema de nuestro estudio. Más del 50% de las unidades productivas está compuesta 
por pequeños predios cuya explotación no permite ni siquiera satisfacer la subsistencia 
del productor y su familia, en muchas de éstas el ingreso que les permite sostenerse viene 
de otras actividades, como las de asalariados. Ese tipo de predios, e incluso los que a 
duras penas su producción hace autosuficiente a la familia del propietario, no son sujetos 
de crédito para la banca privada, ya que su producción, y a veces ni su parcela, es 
suficiente garantía. 

La proporción del crédito que la banca privada ha dirigido al sector agropecuario, en 
relación al total prestado, es el siguiente: en 1942 representó el 15.4%, en 1947 fue 7.4%, 
en 1953el 11.1%,en 1959el 16.4%,en 1965el22%yen !969el 10.1%. 
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En la dinámica de la polltica agraria poscardenista, de pleno apoyo a la propiedad 
privada, a costa de abandonar al sector ~jidal, la contrarreforma ejecutada por Miguel 
Alemán al artículo 27 constitucional, tue la muestra contundente de esa nueva situación. 
Con ella se reintrodujo el amparo agrario (en su anterior vigencia sólo habla servido a 
los terratenientes, y fue para lo que nuevamente sirvió}, y se ampliaron los límites de la 
propiedad privada. Posteriores leyes avanzaron en la consolidación de esa política, 
erosionando cada vez más al ejido. 

Empero, como anotamos más atrás, cuando el bloque gobernante enfrentó conflictos 
illlernos, como las diversas sublevaciones militares de los años 20 y 30, en ese momento 
reali7.ó dotaciones ejidales, con el fin de aislar a los sublevados que enarbolaban el 
reparto agrario como una forma de ganar fuerzas campesinas. Pero igualmente, frente a 
ciertos ascensos del movimiento campesino, diferentes gobernantes también se vieron 
obligados a ceder en la distribución de tierras. 

Sin embargo, la realidad del movimiento campesino (haciendo una breve disgresión), 
es que después del esplendor de sus grandes movilizaciones posrevolucionarias, esce­
nificadas en los años previos al gobierno cardenista y durante el mismo, se sumió en un 
serio reflujo, especialmente en los años 40 y 50. Lázaro Cárdenas entregó a los 
campesinos más de 20 millones de hectáreas, y al inicio del gobierno de Manuel Avila 
Camacho continuaron movilizaciones demandando más tierras, sin embargo parece que 
las mismas fueron los coletazos finales del gran asenso de las batallas campesinas que 
desembocaron en el cardenismo. Si en 1941 aún se registraron 220 invasiones de tierras, 
en J943 se redujeron a 33 y a 6 en J946. 

Además, con Cárdenas Ja entrega de tierras fue expedita; después de ese gobierno Jos 
laberintos burocráticos se impusieron para posponer lo más posible la solución a las 
peticiones de dotación, y al final el veredicto no siempre era favorable a los peticionarios. 
Incluso se volvió práctica común que al final del larguísimo proceso, cuando la 
resolución presidencial era favorable, la misma no era ejecutada y los campesinos debían 
continuar por años buscando que se cumpliera. 

No obstante el reflujo del movimiento campesino, el gran problema de demanda de tierra 
se mantuvo, presentándose a veces a través de diversos movimientos políticos. Ese fue 
el caso del movimiento sinarquista, en cuyas demandas ocupó un papel importante la 
del reparto agrario, por la cual atrajo a campesinos pobres a sus filas. 

Asimismo se manifiestan guerrillas campesinas en los primeros años 40, especialmente 
en los estados de México, Marcios y Puebla, entre las que se encuentra el legendario 
zapatista Rubén Jaramillo. Incluso a través de pequeños grupos armados se resiste al 
"rifle sanitario", que era la política a través de la cual se atacaba la fiebre aftosa, pero a 
costa de diezmar la economía de los campesinos pobres. 
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A fines de los años 40 y durante los 50, la lucha en el agro se centra especialmente en 
donde existen fuertes organizaciones campesina.< que surgieron o se fortalecieron con 
el reparto cardenistas, como son las zonas de agricultura ejidal colectiva. Ahí el combate 
es por el agua, el crédito, por los canales de comercialización. Se enfrenta a la gran 
propiedad privada favorecida en todo por la polftica gubernamental, y al gobierno en 
tumo que busca la parcelación de los ejidos colectivos. Asf, por ejemplo, en 1946 y en 
1947 salen caravanas de campesinos de La Laguna hacia la ciudad de México, para 
exigir la entrega de créditos, la respuesta de los gobiernos de Avila Camacho y de Miguel 
Alemán, respectivamente. son promesas que jamás cumplirán. 

Los años finales de la década de los 50 es recordada por la luchas de los trabajadores 
urbanos, sin embargo también en el agro los campesinos pobres se movilizan, esto 
sucede en Baja California, Nayarit, Morelos, Sonora y Sinaloa, donde se presentaron 
invasiones de latifundios, en lo fundamental orientadas por la UGOCM. La población 
campesina crece, y con ella también las demandas de tie1ra que no son satisfechas por 
los gobiernos poscardenistas. 

En More los Rubén Jaramillo mantiene la batalla por el reparto agrario. En 1960 organiza 
la toma de un latifundio de 24 mil hectáreas en los llanos de Michapa y Guaría; 6 mil 
solicitantes demandan se les reparta, el gobierno promete que lo hará, los campesinos 
desalojan, para que nunca les cumplan. Después habrá otra invasión, pero entonces el 
ejército echará a los campesinos. 

A principios de los años 60 hay una importante lucha de los campesinos de Chihuahua 
en contra de los latifundios de la compañía "Palomas Land and Cattle". A principios de 
1963, en ese estado, se registran 25 invasiones de tierras dirigidas por la UGOCM. El 
gobernador promete que habrá expropiaciones y reparto de tierras, lo cual jamás 
cumplirá. Durante 1964 y 1965 se mantienen ese tipo de luchas, pero también la 
represión se agudiza. 

También en el estado de Guerrero a principios de los años 60 se vive una importante 
lucha en la que se combinan demandas de tipo democrático con las de reparto agrario. 
La represión también es bastante fuerte; por ejemplo, la represión militar contra un mitin 
popular en Chilpancingo deja algu.nas decenas de muertos, que según la versión oficial 
reconoció 15. Alrededor de 100 mil campesinos sin tierra demandan el reparto de 
latifundios ubicados en diferentes municipios del estado, algunos de ellos propiedad del 
gobernador Caballero Aburto. De esas lucha.< fuertemente reprimidas nacerá la idea de 
la autodefensa armada, la cual llevará al surgimiento de las guerrillas de Genaro Vázquez 
y Lucio Cabañas. 

Pero las movilizaciones campesinas que se viven a finales de los años 50 y principios 
de los 60, no logran articularse en unn lucha campesina más profunda y de más largo 
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plazo, y tampoco configuran un ascenso generalizado del movimiento campesino. Pero 
ellas muestran que la batalla en el agro está latente, la cual se sigue manifestando aunque 
sea de manera aislada. 

Ciertamente algunos gobiernos posrevolucionarios en diferentes momentos han cedido 
a las presiones campesinas, pero por lo regular tienden a no solucionar sus problemas, 
e igualmente una constante ha sido responder de manera violenta. Un ejemplo elocuente 
de esto último fue el a~esinato que el gobierno de Adolfo López Mateos perpetró en 
1962 contra Rubén Jaramillo y su familia, quien daba continuidad a la lucha zapatista. 

Las políticas agrarias implementadas por los gobiernos poscardenistas, tenninaron 
sumiendo al sector agrícola en una fuerte crisis, en la cual se encuentra desde mediados 
de los años 60. Muestra elocuente de ello fue que de ser un país autosuficiente en la 
producción de bienes alimentos, pasó a ser importante importador de granos básicos. 
Esta nueva realidad no pudo ser revertida ni siquiera por el programa del Sistema 
Alimentario Mexicano instrumentado con abundantes recursos durante el gobierno de 
Lópcz Portillo. 
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Primera Parte: La tenencia de la tierra en América Latina 

En América Latina, como en otras regiones del planeta, las formas de tenencia de la 
tierra han jugado un papel fundamental en la determinación del desarrollo económico, 
no sólo en el agro sino también al nivel global de las sociedades. En las sociedades 
agrarias, como por un largo periodo lo fueron los países latinoamericanos (incluso 
algunos hoy mantienen ese nivel), el control de la tierra se traduce en poder. 1 Aún en 
los países que en la actualidad han alcanzado un importante nivel de industrialización, 
sus regiones agrarias suelen estar bajo el poderío de los grandes propietarios, quienes 
las más de las veces ejercen sus mandos como si todavía estuvieran en sociedades 
agrarias. 

En el presente capítulo veremos cuál es la situación general que guarda la tenencia de 
la tierra en América Latina como paso previo a proceder a analizar el caso de México. 
De manera especial prestarnos atención a Perú y Bolivia, países donde la propiedad 
comunal guarda importancia, debido a que la posesión ejidal mexicana tiene como 
antecedente la posesión comunitaria. 

l. Predominio de la gran propiedad agraria. 

Muy a pesar de que las más de las veces las clases dominantes propagandizan lo 
contrario, el hecho determinante en el agro latinoamericano es el predominio de la gran 
propiedad, la cual en algunos lugares existe bajo la forma tradicional del gran latifundio 
y en otros a través de la moderna o semimoderna empresa agrícola capitalista. Pero 
también es cierto que en lo general en América Latina lns relaciones de producción 
dominante son las de tipo capitalista, donde la fuerza de trabajo es comprada por el 
capital para ser explotada. Lns reminiscencias de formas preteritas <le producción han 
sido subsumidas por la relaciones capitalista de producción. 

Ciertamente las reforma agrarias que han estremecido al agro en varios países de dicho 
continente han logrado liquidar al latifundio como poder económico y político domi­
nante, e incluso en algunas de ellas se han llevado a cabo importantes repartos de tierra 
que han favorecido a amplias capas de campesinos pobres. Así, no es gratuito que 
algunas reformas agrarias han sido impulsadas por gobiernos que representan los 
intereses de In burguesía industrial y financiera, para a través de ellas liquidar el poder 
de In oligarquía terrateniente. 

1 Arthur L. Domike y So16n L. Barraclough, "La estructura agraria en siete países de América Latina'', 
en De.farrollo Agrfcola. selección de Edmundo Flores, México, Ed. Fondo de Cultura Económica, 1972. 
~'1119 
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Cuadro A 
Concentración de la tierra en América Latina. 

Grupos de ramaño Explotaciones Superficie 
(hectáreas' 

Número Porclento Hectáreas Porclenlo 
0-20 7.500.776 76.3 34.018.000 4,5 
20-100 1.595.127 16,2 71.453.000 9.6 
100-1000 634.448 6,5 177.426.000 23,7 
msde 1000 98.706 !.O 464.694.000 62,2 
Totales 9.829.057 100.0 747.591.000 100.0 

Fuente: Osear Delgado, Reformns agrarias en In América Latina, Fondo de Cultura Económica, 
México, 1968. Citado por Francisco Cholvis, Esencia de Ja Economía L11inoamericann, Cuenca 
ediciones, Buenos Aires, 197 J, p.82. 

Pero también es evidente que Ja gran propiedad ha tenido la capacidad de sobrevivir a 
esas arremetidas, porque fundamentalmente el desarrollo de la empresa capitalista 
agraria está basada esencialmente en la gran propiedad, pero explotada de acuerdo a la 
racionalidad del capital. En general el desarrollo capitalista ha conducido en todos los 
ámbitos económicos a la formación de grandes propiedades, resultado de los procesos 
de concen1ración y centralización de los capitales. Así, los grandes propietarios han 
preservado sus enormes extensiones de tierra, aunque hayan perdido su hegemonía 
económica y política, o bien surgieron nuevos propietarios que tuvieron la habilidad y 
el apoyo del poder estatal para centralizar una gran cantidad de tierra, como es el caso 
deMéxico2• 

En lo general las reformas agraria• o no alcanzaron a modificar sustancialmente la 
estructura de la tenencia de la tierra o bien los cambios, aunque profundos como fue el 
caso mexicano, con el tiempo fueron revertidos parcial o totalmente. En esta última 
situación se ubica la refmma efectuada en Guatemala en 1952 por el presidente Jacobo 
Arbenz, liquidada después del golpe de estado ejecutado por Castillo Armas en 19543• 

Muy diferente fue la trayectoria de la reforma agraria llevada a efecto en Cuba, país 
donde se transformó radicalmente la estructura de la tenencia de la tierra, y se creó un 
nuevo sistema social. 

2 Idcm. pp. 362-364. Michel Gulehnan, Estrucl/lra y reformas agraria'i', Barcelona, España, Editorial 
Fontnmarn, 1978. Especialmente el primer capítulo de la segunda parte. 

3 Aparte de Jos textos anteriores, este tema tambi~n lo abordan, Salomón Kalmanovitz, Desarrollo de la 
agricultura e11 Colombia, Bogotá, Ed. La Carreu:i, 1978, pp.41-47. Y Francisco Cholvis, Esencia de la 
economfa latinoamericana, Buenos Aires, Cuenca Ediciones, 1971, p.93 · 
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La enonne concentración de la tierra agraria fue constatada por la CEPAL en un estudio 
donde reporta que, para Jos afios sesenta, de 32 millones de población agrícola activa, 
IOU mil o menos son dueños de dos terceras partes del total de la tierra, mientras que 30 
millones son minifundistas propietarios de pequeñas y miserables parcelas'. 

Como se puede apreciar en el Cuadro A, las propiedades superiores a un mil hectáreas 
apenas suman el uno por ciento del total, pero acaparan el 62.2% de toda Ja superficie. 
Si a estos latifundios se suma el estrato de las propiedades que fluctúan de las 100 a las 
1000 hectáreas, entonces se tiene que el 7 .5% de las unidades cuent:m con casi el 86%. 
En el otro extremo, el 76.3% de las propiedades apenas cuenta con 4.5 hectáreas. Si a 
este estrato se le suma el de las uniddes de 20 a '"ºhectáreas, resulta que el 92.5% del 
total de las explotaciones tiene en su poder el escaso 14.1% de Ja tierra. En términos 
generales esa es Ja realidad de la estructura de la tenencia de la tierra en el agro 
latinoamericano: el predominio de la gran propiedad que se encuentra en manos de unos 
cuantos terratenientes, mientras la inmensa mayoría de la población campesina carece 
de tierra, o en el mejor de los casos cuenta con diminutas parcelas cuya explotación no 
les da ni Jo indispensable para poder sobrevivir. 

Como anota Emest Peder: "No parece que durante la sexta década y en años más 
recientes se hayan experimentado cambios importantes en las pautas fundamentales de 
uso de la tierra"5, más bien los estudios de casos indican una tendencia a la agudización 
del latifundismo. Esta realidad se agrava si se considera que la concentración de la tierra 
es aún mayor de lo que indican las informaciones censales. "En ciertas regiones los 
terratenientes poseen casi el doble de la extensión de tierras indicadas por Jos datos 
censales"'. Con el apoyo de Ja legislación respectiva, los grandes propietarios han 
encontrado los subterfugios que les permiten disimular las enormes extensiones uc 
terrenos agrícolas que detentan. A excepción de la reforma agraria cubana, las que han 
tenido Jugar en el resto del continente ni acabaron con la gran propiedad privada, ni 
resolvieron el problema de la falta de tierra de millones de campesinos pobres. Así, 
Francisco Cholvis destaca que la reforma agraria boliviana no ha "cerrado el paso a las 
diversas y sutiles formas de reconstrucción del latifundio"7• Lo mismo puede decirse 
del caso mexicano o del peruano, entre otros. 

4 Francisco Cholvis, op. cit., p.81 

!i Ernest Fedcr, Violencia y despojo del campesino: latifwulismo )' explotaci611, México, SXXI. 1984, 
p.69. 

6 Anhur L. Domike ... , op. cit., p.324 y Emes1 Fcder, op. cit., pp. 49-50. 

7 Francisco Cholvis, op. cit., p.92 
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CuadroB 

Distribución de las propiedades rurales y de la tierra de cultivo en 10 países, 
al rededor de 1960 (En POrcientos) 

- Nde Tierra de Miniíundios Propiedades Hacierdas Haciendas 
Propiedades cultivo(mllcs rnmiliares medianas grandes 

(miles\ de Has,\ 

- No. Tierra No. Tierra No. Tierra No. 11etn1 

Argentina 446 173 946 43 3 49 45 7 34 1 18 
Brasil 3334 249862 31 1 39 8 27 38 3 63 
Chile 151 27712 37. a 40 7 16 12 7 81 
Colombia 1194 24264 64 s 30 25 s 25 1 45 
Guatemala 417 3449 87 19 11 19 2 36 a 26 
Pcr 852 18605 85 IS 11 s 3 s 1 75 
El Salvador 227 1581 91 22 7 21 1 20 1 37 
Honduras 178 2417 67 12 26 27 6 33 1 28 
Nicararn1a J02 3823 51 4 27 JI 21 44 1 41 
n.· Menos del 0.5% 

Nota: Los minifundios incluyen lns llamadas microfincas en Guatemaln, El Salvador y Nicaragua, y 80tl 
omunidndes indígenas del Perú con sus numerosas Tenencias pequcftas. 

Fuente: Ernest Feder, V iol cncia y despojo del campesinado: Latifundismo y Explotación. Edit Siglo XXI 
México, 1972 

Para tener una mayor concreción de la importante centralización del sucio agrícola 
latinoamericano en unos cuantos propietarios, en el Cuadro B se presenta el caso de 10 
paises que ilustra bastante bien dicho fenómeno. En Perú, antes de la reforma agraria 
que fue precedida de grandes movimientos campesinos (entre los que destaca la epopeya 
encabezada por el legendario Hugo Blanco) y fuertes luchas guerrilleras, el uno por 
ciento de los propietarios acaparaba el 75% de la tierra de cultivo, mientras que en el 
otro extremo social el 85% minifundista apenas contaba con el 15% de ese tipo de suelo, 
desde luego se trata de las peores tierras distribuidas en diminutas parcela•. Si a este 
estrato se suma el de las propiedades familiares (las que su producción está destinada 
para el sostenimiento de la familia), entonces se tiene que entre el 96% de las unidades 
de producción se prorrntea el 20% de la tierra dedicada al cultivo. 

En Colombia, pals donde se vivió un largo y sangriento periodo de violencia, a través del 
cual los terratenientes afianzaron su forma de dominación y consolidaron sus vastos 
!utifundios8, el 1 % de los grandes propietarios centraliza en sus unidades de producción el 

8 El periodo de Ja violencia puede verse en Salomón Kalmanovitz, op. cit., capflulo 1; y del mismo autor, 
Eco11omfa y nación. Una brel'C historia de Colombia.. Colombia, SXX.I cdirorcs y CJNEP·UN. 1985, 
caplrulo VI. 
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45% de la tierra de labor. Si a estos la tifundios se suma el rubro de los grandes 
propietarios agrupados en haciendas medias, resulta que el 6% de las propiedades acumula 
el 70% del mencionado sucio. En la otra orilla de este panorama de la estructura de la tenencia 
de la tierra, el 64% de los muy pequeños propietarios se distribuye el 5% del suelo para 
cultivo. Si a este renglón se añade el de las propiedades familiares, el resultado es que el 
94% de las unidades de producción únicamente tienen el 30% de la tierra. 

Es verdad que tiempo después se efectuó una reforma agraria, pero la misma no alteró 
sustancialmente la estructura de la tenencia de la tierra en Colombia, como bien lo anota 
Salomón Kalmanovitz en su estudio sobre la agricultura colombiaua: "La aceleración 
de la reforma agraria a partir de 1968 no alcanzó a modificar en grado significativo la 
estructura de la propiedad"'· 

En los países centroamericanos agrupados en el Cuadro B se observa el mismo 
fenómeno, de una aguda monopolización de la tierra agrícola en muy pocas manos. En 
El Salvador, Hondura• y Nicaragua (antes de la revolución de 1979), el 1 % de las 
unidades de producción cuentan con el 37, 28 y 41 % respectivamente del suelo dedicado 
al cultivo. En Guatemala menos del 0.5% de propiedades tiene el 26% de dicha tierra. 
Si a las grandes haciendas se suman los datos de las haciendas medianas, el resultado 
arroja que en El Salvador el 2% de las propiedades tiene el 57% de la tierra; en Honduras 
y Nicaragua las unidades de producción son el 7 y el 22% respectivamente, y la tierra 
que acaparan significa para cada uno de esos países el 61 y el 85%. En el caso de 
Guatemala un poco más del 3% de las propiedades concentran el 62% del sucio agrícola 
abocado al cultivo. 

El predominio del latifundismo en América Central, al igual que en el resto de América 
Ltina, tiene como contraparte a la inmensa mayoría de Jos campesinos pobres que cuenta 
con pequeñas y miserables parcelas, y alguna parte de ellos ningún jirón de tierra les 
pertenece. En Guatemala el 87% de la posesiones clasificadas como minifundios 
mantienen el 19% de la tierra de cultivo. En los casos de El Salvador, Honduras y 
Nicaragua, esa relación de número de propiedades-tierra es de 91-22, 67-12 y 51-4% 
para cada uno de ellos. En los pequeños paises centroamericanos donde se supondría 
que debido a las pequeñas extensiones naturales, la agricultura tendría un carácter 
intensivo, la realidad reporta lo contrario, en ellos los dominante es la explotación 
agrícola extensiva'º· 

11 Sulnmón Kalmanovi1z, Desarrollo de la agricultura e11 Colombia, op. cil., p.45. 

'° Ernesto Feder, op. cit., p.65. Edelberto Torres Rivas, lnterpretaci611 del desarrollo 
social cemroamericano, Costa Rica, Editorial Universitaria Centroamericana, 1981. 
p.187 SS. 
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En el resto de Jos países latinoamericanos agrupados en el Cuadro B se mantiene la 
misma tendencia hacia el predominio de Ja gran propiedad, mientras la inmensa mayoría 
de campesinos pobres se amontona en reducida• y pobres propiedades. En Ecuador 
menos del 0.5% de posesiones (haciendas grandes) tiene el 45% de la tierra de labor; o 
de otra forma, un poco más del 3% de las unidades acumula el 68% de dicho sucio. A 
la par el minifundio, que representa el 84% de la< propiedades, apenus alcanza el 12% 
de esa tierra. En Argentina el 8% de las propiedades (haciendas) agrupa el 52% del suelo 
para el cultivo, mientras el minifundio (43% del total) reune el 3% de la tierra. 

De Ja evolución que registra Ja cs1ructura de la tenencia de Ja tierra en América Latina, 
aparte del caso específico de México que se analizará en Jos siguientes capítulos. 
tomemos el ejemplo de Brasil. En este país, en la sexta década, las propiedades menores 
de 5 hectáreas se incrementaron en 575 mil unidades; las que su extensión fluctúa de 5 
a IO hectáreas, se expandieron con 214 mil nuevas unidades. De conjunto las propieda­
des de hasta 1 O hectáreas se incrementaron en un 110%, sin embargo al nivel de la tierra 
que controlan su crecimiento apena• fue del 9% de la tierra de cultivo, que en términos 
absolutos representó 2.9 millones de hectáreas. Asimismo, calcula Emest Feder que, de 
acuerdo con el censo agrícola de 1960, "cada nuevo productor de las unidades que tienen 
de 100 a 1000 hectáreas" acumuló 230 adicionales, "y que cada nuevo productor de 
todas las propiedades agrícolas que excedía de 100 hectáreas contó con casi 4000 
hectáreas" 11 . 

Como se ha anotado párrafos atrás, la realidad de la fuerte concentración de la tierra en 
pocas manos, es aun más grave de lo que reportan los censos y toda la información 
oficial. Por ejemplo, "en la sierra del Perú hay en pastizales ocho millones de hectáreus 
adicionales a las que aparecen en el censo" y lo mismo puede observarse "en un país 
como Guatemala"". Uno situación similar se verá páginas adelante en el caso de México. 

Otra realidad del agro latinoamericano es que en lo general el carácter de la explotación 
agrícola fundamentalmnente es de corte extensivo. En el caso de América Central ese 
es un fenómeno presente en las grandes haciendas. Pero no obstante la explotación 
agrícola extensiva, el latifudismo pennite la existencia de grandes extensiones de tierras 
que se mantienen ociosas, no se cultivan. En Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, Guate­
mala, Perú, El Salvador y Nicaragua, "la tierra ociosa de Jos latifundios es el doble de 
la tierra cultivada"; la misma tendencia se observa en Colombia y Chile 13• 

11 Erncst FcJcr, op. cit., pp. 57-58 

12 Idem, p.49 

13 ldcm, pp. 67-68 
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CuadroC --------- --
USO DE LA TIERRA PO R CLASE DE PROPIBDAD RURAL EN SIETE 
PAÍSES,ª 1950--1960 (M JLLONES DE HECTÁREAS Y PORCIENTO) 

pro~~~:dd~ral ' ncrr;1 rnl1iv11d;1 1 

s~~rni~~+ 1~ J ;~ I.il 
(minifundio~I 1 

1 
5!\ 1 

~~~:::::" 29.4 ' 125~ l 
Haciendas 39.5 (34.J) 
medinnas 33 
Latifundios 40.7 (35.I) 

16 

TOTAL 115.'I (IOOJ 
24 

.... F"""'l ~.~ I·~······ narurales incluyendo ticrr.1 J las propk•dm.lc~ 
__ ___ .. _ cstcri111 -· ... __ ......!!!..rn~.-. 

Ha rJ: Ha+1 ~9f 1 Ha % 
3 4 (1.4) 1.0 (1.0) 9 07 1 (1 <JJ 6 11 4 (2.)) 

JO: ·'--- 100 

53.J (2251~ 1 
14.7 (15.1) 4.6 m.4> 102.1 {20.9) 

14 5 100 

49.0 (20.5) 20.8 (21.4) 8.7 (23.4) 118.I (24.1) 
42 18 7 100 

133.2 (55.8) 60.9 (62.5) 23.1 (62.3) 257.9 (52.7) 
52 23 8 100 

2JR.9 {100) 97.4 (100) 37.1 (100) 7 489.5 tlOOJ 
49 20 100 

or,Guatcm.110,Pcrú. 
orados, y lic:rrn en b:ubccho 

a Argcnlinn, Bra.~il, Chile, Colombia, Eculld 
b Tierra de cu11ivo, p:isros nrtificialc:~ o mcj 
Puente: fanc:sl Peder. Violc:nci11 y <lc:~pojo d el campt.:\ino: L:lrifundismo y C:llplou1ción &fü. Siglo XXI, hfüico, 19s.i. p.107. 

1 

Para concluir el presente inciso, ahora veamos la dis<ribución de la tierra (en función de 
sus diferenles usos), entre los lipos de propiedades que ya se han abordado anteriormen­
te, en 7 países de América Latina: Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, 
Guatemala y Perú. Esta información está agrupada en el Cuadro C. 

En los mencionados 7 países, los latifundios aglutinan el 52.7% de toda la tierra rural; 
si a ellos se suma la parte correspondiente a las haciendas medias, el resultado es que la 
gran propiedad controla el 76.8% de ese bien. El minifundio, también conocido como 
unidad subfaniliar, apenas tiene el 23% del suelo, y aun sumándole el 20.9% de las 
propiedades rurales familiares, la pequeña propiedad cuenta con el 23.2 del total. 

Analizando de manera vertical el Cuadro C podemos apreciar al seno de cada clase de 
propiedad los tipos de tierras que integran su total. La mayoría absoluta de las tierras de 
los latifundios se ubica en paslizales y bosques, con 52 y 23% respec<ivamente. En tierra 
cultivada tienen el 16% y en o<ros usos el 8%. En las haciendas medianas los pastizales 
siguen teniendo importancia (42%), pero en menor proporción que en los latifundios, y 
l~n ellas dc!-ilaca la tierra de cullivo con un 33"k. Un estudio más específico podría 
determinar si en ese tipo de unidades de producción la agricultura tiene más importancia 
que en el latifundio, y si en éste la ganadería extensiva es la actividad más importante. 
En las haciendas medianas los bosques representan el 18%, y las tierras de otros usos 
son el 7%. En los dos tipos de propiedad aquí mencionados es probable que la tierra 
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agrupada en otros usos esté integrada por una buena parte de pa,tos artificiales y tierra 
en barbecho. 

En los minifundios la tierra cultivada tiene una importancia preponderante (55%), lo 
cual indica la importancia de la agricultura para ese estrato. Llama la atención que los 
pastizales con que cuentan sumen una cantidad sustancial (30%). La apropiedad en 
bosques sí es bastante reducida en relación a los otros rubros, pues sólo representa el 
9%; y en otros usos tienen los minifundios el 6%. Es probable que en este último nivel 
se ubique una buena parle de tierra estéril. En las propiedades familiares los pastizales 
guardan un peso importante (52%), proporcionalmente similar al que tiene en los 
latifündios; empero, la tierra de cultivo que representa el 29%, relativamente detenta 
una magnitud inferior a la registrada en los minifundios y en la' haciendas medianas. 
En las propiedades familiares, que pnícticamcnlc son autosuficicntes, quizá la agricul­
lura se combina con la ganadería, teniendo cada una de dichas actividades un peso 
sustancial en la producción total. En bosques y otros usos se localiza el 9 y el 6% 
respectivamente de la tierra de las propiedades familiares. 

Estudiando el Cuadro C de manera vertical, relacionando cada tipo de tierra con la clase 
de propiedad, podemos concretar aun más el peso que tiene la pequeña y la gran 
propiedad. En los 7 países ya mencionados, la gran propiedad ubicada en los renglones 
de los latifundios y las haciendas medias, acapara el 69.2% de la tierra cultivada. A la 
par, las explotaciones subfamiliares o minifundios cuentan en su haber el 5.4°/o de eJJa. 
De los pastizales los latifundios tienen el 55.8%, que sumado al 20.5% de las haciendas 
medias, arroja que la gran propiedad centraliza el 76.3%. En ese mismo tipo de sucio 
los minifundios poseen el 1.4% y las propiedades familiares el 22.3%. 

De bosques el latifundio se beneficia con el 62.5%, y junto con la hacienda media 
usufrutúan el 83.9%. En ese mismo tipo de suelo, el minifundio conserva el 1 % y las 
propicdudes familiares el 14.7%. Como puede apreciarse, la gran propiedad monopoliza 
la mayoría absoluta de los diferentes usos de la tierra y, evidentemente, la pequeña 
propiedad cuenta con la parte más reducida, que por lo regular son las de menor calidad. 

2. La posesión comunal en Perú y Bolivia 

Cuando los españoles llegaron al Nuevo Mundo y se dedicaron a conquistarlo de manera 
salvaje y sangrienta, la organi7;1ci6n social dominante de sus pobladores era fundamen­
talmente comunitaria. De esa forma estaba organizada la vida económica, en la cual las 
relaciones comunales eran la savia que le daba vida y fortaleza. Los mayores grados de 
organización social, en los que había una jeraqufa social y un Estado que centralizaba 
el poder, se ubicaban en las culturas Inca y Azteca. 
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Múltiples son los estudios realizados con el fin de conocer y caracterizar a ambas 
sociedades. En el desarrollo de un análisis global algunos estudios, quizá los más ricos, 
han utilizado la categoría marxista de Modo Asiático de Producción (MAP), aunque la 
comprensión que de él se tiene registra diversas variaciones. Considerando que la 
posesión comunal que pervive en la actualidad en Bolivia y Perú tiene sus antecedentes 
en la que existía en la sociedad Inca, creemos pertinente exponer de manera somera lo 
que ella significaba en la economía de esa época, desde la óptica del análisis del MAP. 

A. El Modo Asiático de Producción y la sociedad Inca 

Se considera al MAP como la organización económica de una formación social en la 
que por primera vez en la historia aparece, aunque de forma embrionaria, la sociedad 
de clases y el Estado. A simple vista pareciera que en dichas sociedades los cambios en 
la estructura económica apenas son perceptibles, sin embargo el análisis de las mismas 
permite encontrar importantes transformaciones, como los ocurridos en la división social 
del trabajo, la organización de la producción, el desarrollo del comercio e incluso los 
cambios en los instrumentos de trabajo, como fue el uso de pala, arado, azadón, fuerza 
de animales domesticados, abonos animales, el riego. 

En la sociedad Inca hay una cierta especialización en los trabi~os, tanto al seno de la 
actividad agrícola según los cultivos, como en otros, tales como el pastoreo, o la 
producción en talleres textiles del inca, para los cuales los ayllus contribuían con 
mujeres. Asímismo, existía la mita, que eran "trabajos por tandas de individuos miem­
bros de los ayllus, en tareas distintas a las correspondientes a la comunidad [ ... ]trabajo 
en minas, constrUcción de caminos, en los depósitos estatales (tambos), etc., siempre 
bajo el control del inca" 14• 

En elMAP el Estado (comunidad superior) controla la lierr.1 cultivable y construye obras 
de infraestrUctura como son los sistemas de riego. En la perecuación de lo producido, 
el Estado, a través del tributo, obtiene los recursos para sostenerse él (ejército, iglesia, 
etcétera) y mantener a la clase dominante. Las aldeas (comunidad inferior) eran la unidad 
de producción y reproducción social, estaban formadas por comunidades de vecinos y/o 
familiares. De esa forma la aldea era la unidad de producción y consumo, por lo que en 
lo esencial era autosuficiente. El excedente que ella tiene es transferido al Estado a través 
de impuestos. Dice Marx que "las condiciones colectivas de la apropiación real a través 

14 Alberto J. Pla, Modo de Producci611 Asiático )' las formacio11cs eco11ómico sociales inca y a;:teca, 
México, Ediciones El Cnballito, 1982; p.121. El autor realiza una c.xplicaciún del MAP y lo aplicn al 
análisis de las sociedades mencionadas en el título de la obra. También se pude consultar la interesante 
recopilación rcnliui.da por Rogcr Bartra en el libro, El Modo de Producción Asldtico. Problemas de la 
/listoria de los paf ses coloriialcs, en el que se encuentran exposiciones teóricas sobre el MAP (empezando 
por Marx) y algunas interpretaciones de sociedades concretas, como la que Bartra hace en "Tributo y 
tenencia de In tierra en la sociedad azlcca". 
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del trabajo [ ... ] aparecen como obra de la unidad superior. del gobierno despótico que 
flota por encima de las pequeñas comunidades" Is. 

En el imperio Inca las comunidades inferiores eran llamadas ay/111, entre los azteca' se 
les conocía como calpul/i. "La servidumbre existe en el mundo andino [ ... ]precisamente 
en la relación comuna inferior comuna superior (ayllu-inca) [ ... ] allí encontramos el 
mecanismo de tributación, y en este caso ese tributo se realiza en fuerza de trabajo'""'· 
En esa sociedad no sólo existen las tierras del ayllu, sino que también el inca cuenta con 
tierras propia~. en las cuales trnhnjan los mitimaes (especie <le colonos) y los yanas (que 
algunos estudiosos han caracterizado como "scr\'idorcs a perpctmdad"). Se considGra 
que en el MAP no existía la propiedad privada, y si la había era muy limitada; sin 
embargo también hay quienes opinan que sí la había y tenía cierta importancia. 

En el MAP la propiedad de la tierra era comunitaria, pertenecía a la aldea, pero ésta la 
entregaba en usufrutuo a las familias, quienes la poseían bajo las condiciones estableci­
das por la comunidad, la cual tributaba a la comunidad superior, por ser ésta, en última 
instancia, "el propietario eíectivo y el supuesto eíectivo de la propiedadcolectiva" 17• En 
esa realidad se ubica una contradicción, expresada en que por una parte existía un 
profundo carácter social de la relación comunitaria, y por otra también estaban presentes 
elementos que eran sociales pero a la vez antisociales, impuestos desde afuera por la 
comunidad superior. Quizá esa contradicción era la que estaba llevando a la des­
composición a la sociedad inca, la cual cm t.:larn cuando los españoles iniciaron su 
conquista. 

'"Las aldeas eran, por lo menos en las épocas tempranas del modo asiático de producción, 
comunales en i;;u forma, pero contenían una sustancia nueva que era al mismo tiempo 
social y antisocial: la explotación. la obligación de prestar servicios civiles y militares, 
constituyeron relacione~ antblJcialcs que se impusieron a las aldeas desde afuera [ ... ] 
Las aldeas eran formalmente parte de un reino o de un imperio; sus miembros eran los 
súbditos de una autocracia o una teocracia a cuya cabeza estaba un monarca o una casta 

15 Knrl Marx, "Fonnns que preceden a Ja producción capilalista", obra que fonua parti: de Elememo.~ 
jimda11wt11ales para la crüica de la t!Wlwmiu políticci (borrador) 1857~1858, Tmno 1, México, SXXI. 
·1971: p.436. Una ver'iión muy conocida de esas Formas .... fue publicada hajo el título: Formaciones 
eco11ú111icm precapitalistas, con un cxcelenle prólogo de Eric Hobsbawm, Argentina, Editorial Platina. 
1966. Además se puede consultur el libro Sobre el ,\lodo de Producció11 AJidliro, Barcelona, España. 
Ediciones Martínet. Roca. 1969; en el que aparte de un texto de Maurice Gcx.lelicr.cscncialmcnte contiene 
unn rccnpil:1ción Je textos de Engcb y Marx !-.obre el tcnlil. 

11' Albcrlo J. Pla. op. cit. p. t86. 

17 Karl Mnrx. op. cit., p. 435. 
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de sacerdotes'"'' Oc e•a forma el Estado, en su aparición temprana, cumple su papel de 
ser el instrumento de dominación de estamentos inferiores, y que en otras sociedades 
que no sufrieron la interrupción de su evolución, avanzaron a ser las clases hegemónicas 
que sometieron a la clase mayoritaria 

No obstante la clara contradicción entre las comunidades de base con la comunidad 
superior. Jos mtcgrantl"S de la primera ''no se comportan como trahajadore1'1. sino como 
propietario" -y miembro!-> de una entidad comunitaria", y contra lo que se pueda ercer el 
o~jctivo de ~u trahaJO no e~ la creación de valor. sinn ln creación de valllrcs de wm pnrn 
el sustento de la t.11nilia y para el pago del tributu, "alln cuandl1 es posibJc que se ejccuk 
plustrahajo para intercamhiarlo por productos ajenos"" De esa forma. en el MAP existe 
el intercambio y el comercio, aunque no se encuentran muy desarrollado•. a pesar de 
que para comerciar se hicieran largos desplazamientos y existieran especialista." en la 
actividad, quienes en el caso del imperio Azteca iban desde el Valle de México hasta 
Guatemala para conseguir las plumas de Quetzal, las cuales cambiaban por cacao. En 
el caso de los incas el comercio estaba aun menos desarrollado, por eso se Je considera 
una sociedad autosuficientc. 

El desarrollo de las fuerzas productivas evidentemente era limitado, y la productividad 
de las aldeas y comunidades era baja. La producción de manufacturas (industria) era 
bastante atrasada. Surgieron importantes centros urbanos en los que se asentaba el poder 
de la comunidad superior (Estado), ~on su" di\'crsus expresiones como son las jurídica, 
política y militar. En ellos hubo un importante desarrollo del comercio, de las artes y de 
la ciencia. Un ejemplo de ello es la construcción de la ciudad sagrnda de Machu-Picchu 
en los Andes. realizada por la comunidad .,uperior inca con el plustrabajo obtenido de 
los ayl!us. 

B. La posesión comunitaria a partir de la conquista española 

La conquista española del Nuevo Mundo, y el saqueo que con ella llegó, aparte de Ja 
búsqueda del enriquecimiento tuvo como objetivo central la destrucción del orden social 
vigente para imponer el que se trafa de España, aunque a final de cuentas de él se 
desenvolvieron con mayor magnitud sus aspectos más negativos. No obstante que, dada 
la magnitud de la destrucción que llevaban adelante los conquistadores. la corona 
española se vio precisada a emitir leyes que daban cierta protección a la propiedad 
comunitaria, ésta fue bastante diesmada. Como anotó sobre este aspecto Mariategui: "La 

\ti Laurcnu· KrnJcr, "H¡.,1nn<1 ~ ... 1g11ilh:;u\11 lld mmlu a!-.itllicu <le proJuL'1,:hin'·. en l'l libro comJin:u.ln por 
Modesto Suáre1., Historia Amro¡wlog(a )" Política. Homenaje u Auge/ Palerm. 1, Méll>ico, Alianza 
Editori:ll Mexicana. l IJl>O: p.1 M. 

1'1 Kml Murx. up. cil .. p.43~. 
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destrucción de esta economía -y por ende de la cul!ura que se nutría de su savia- es una 
de las responsabilidades menos discutibles del coloniaje, no por haber constiluído la 
destrucción de las formas autóctonas, sino por no haber traído consigo su sustitución 
por formas superiores1120• 

Las revoluciones de independencia que en las primeras dos décadas del Siglo XIX 
convulsionaron a América Latina, y al final lograron acabar con el coloniaje español, 
no significaron una mejoría sustancial para los indígenas, ni muchos menos implicaron 
la reintegración de sus tierras, aguas y bosques usurpados por los colonizadores. Al gran 
latifundio fonalecido en los siglos de dominio español, cuando mucho lo que le sucedió 
en la época independiente fue pasar de unas manos a otras. Los movimientos que 
tuvieron lugar para desumonizar los bienes de manos muenas, es de sobra conocido que 
en lo fundamental afectaron las posesiones comunales, con el fin de engrandecer a las 
ya enormes haciendas. 

En los capítulos siguientes abordamos esa experiencia en el caso de México, pero lo 
mismo, guardando las proporciones, sucedió en Bolivia y Perú. "La política de desa­
monización de la propiedad agraria iniciada por la revolución de la independencia-como 
una consecuencia lógica de su ideología-, no condujo al desenvolvimiento de la pequeña 
propiedad. la vieja clase terrateniente no había perdido su predominio. La supervivencia 
de un régimen de latifundistas produjo, en la práctica •. el mantenimiento del latifundio. 
Sabido es que la desamonización atacó más bien a la comunidad'"'· 

Las comunidades indígenas opusieron resistencia tanto al conquistador español, como 
posteriormente a las clases emergentes que llegaron a dominar con las revoluciones de 
independencia. La propiedad comunitaria no conoció tregua en la época independiente, 
muy al contrario, las extensiones que había logrado preservar del saqueo español s.e 
vieron seriamente reducidas con la nueva embestida del latifundismo. A pesar de las 
revoluciones cuyas reformas agrarias se propusieron reintegrar las tierras robadas a las 
comunidades (México, Bolivia); o de grandes movilizaciones de indígenas y campesinos 
pobres en general que, ya muy avanzado el presente siglo, obligaron a sus respectivos 
gobiernos a llevar adelante la reforma agraria (Guatemala, Perú), que también suponía 
la devolución de sus propiedades a las comunidades, en Ja realidad eso no sucedió o sólo 
de manera muy limitada se hizo. Aún en el caso de México donde hubo un importante 
reparto de ticrrus, no fue para fortaJeccr a la propiedad comunal, como veremos más 
adelante. 

211 
Jm.i.= Car/oi; f\.lari<itcgui, 7 e11.ruyo.fc/l' i11tc..·rprrradt111 de In rt!alidad per11a11a, Lima. Perú. Ed. Dibliulcca 

Amauw, 1971; p.49. 

21 Jdcm, p.5 J. Asimismo se puede consultar de Liborio Justo, Bo/Ma: la n•mlucitill derrotada. Cocha­
bmnba-Bolivia, EJ. Serrano Hnos., l1Jf17, pp.55-63 
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Aparte del latifundismo clásico, el desarrollo capitalista que se empieza a vivir de manera 
muy clara en América Latina en el presente siglo, paulatinamente ha ido subsumiendo 
la< reminiscencias de modos de producción pretéritos que han logrado sobrevivir, como 
es el comunitario. Conforme la producción capitalista avanza en el agro, la posesión 
comunal tiende a disgregarse aceleradamente. Pero a pesar de que el avance capitalista 
va imponiendo el individualismo que corroe Jas relaciones comunitarias, aun se mantie­
nen hasta la fecha ciertas tradiciones comunitarias y algunos patrones culturales. 

En México, la revolución de 1910 tuvo como uno de sus postulados fundamentales Ja 
reintegrJción de la tierras usurpadas a las comunidades y pueblos, sin embargo el bloque 
que finalmente salió triunfante de Ja contienda armada, no obstante que se vio obligado 
a reconocer legalmente ese postulado, en Jos hechos no Jo cumplió. El reparto agrario 
que se llevó adelante se hizo bajo Ja forma híbrida del ejido, el cual poco tiene que ver 
con el exido de la época colonial o con las formas comunitarias de Ja época prohispánicu, 
aunque en éstas se encuentran las rafees más profundas del primero, en ellas se pueden 
localizar sus anreccndcntes semicomunitarios que preserva, si bien de manera muy 
diluida. Esa lejana relación del ejido con Ja posesión comunal es Ja que nos lleva a ver 
cuál es la situación que guarda esta última en Bolivia y Perú. 

Muy aparte de Jos debates que se han desarrollado para tratar de dilucidar qué tanta 
similitud tienen las actuales comunidades indígenas y su forma de posesión agraria con 
las que existían antes de la conquista española, es indudable que de éstas descienden". 
Incluso algunas de las actuales comunidades aun preservan sus ancestrales vocablos para 
distinguir ciertas actividades económicas y cul!urales. Asimismo, en cada país las 
comunidades asumieron diferentes mecanismos para sobrevivir ante las muy diversas 
arremetidas que han sufrido por siglos. En opinión de Celso Furtado, en Bolivia "la 
comunidad indígena, que mantiene los vínculos aglutinantes del ay//11 tradicional, 
conservaba en 1952, y conserva hasta hoy una importancia considerable en la estructura 
social boliviana""· 

Originalmente las características de la economía comunitaria eran: "Propiedad colectiva 
de Ja tierra cultivable por el ay/111 o conjunto de familias emparentadas, aunque dividida 
en lotes individuales intransferibles; propiedad colectiva de las aguas, tierras de pasto y 
bosque por la marca o tribu, o sea Ja federación de ayllus establecidos alrrededor de una 
misma aldea; cooperación común con el trabajo; apropiación individual de las cosechas 

:::!:::! Augusto y Scbas1f¡¡n Salz:ir Bondy, el al, L1.1 enaucijada del Pa1i, Monle\'idi:o, Uruguay, Ed. Horn d~ 
ladnoamérica, 1963,p.54.Luis F.delaPuenle Uccdn, La.reforma del agro peruano, Lima, Perú, ediciones 
Ensayos sociales, 1966. 

2.l Celso. Funadn, La ermwm(a fati11oamerica11a. México, Ed. SXXI, 1983, p.31 O 
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y frillos"2'. Pero en la aclualidad la organización comunimria del trabajo y la poscsi<ln 
de sus lierras, bosques y aguas, ha variado suslancialmcnte 

Parn el caso deJ Peni la Comisión para la Reforma A!?rana \ la Viv1cncfa hace uni.i 
clas1ficac1ón de la~ comunidades de acucrch1 ""'º grad<1 de i.Jcsrntegrac1ún. "I. {'omun1 
dades en las cuales subsisle el reparto periódico de parcela,, que han de ser trahaJadas 
por los comuneros 1 . j Sin embargo los produc1os de la tierrn son de propiedad privada 
1 .1 2.Comunidades mixtas. c11 ''" que. aunque !Odas las tierrns son nominalmente 
propicdíld de la comunidad, en la práctica se transmiten por hcrcncrn. y su~ fruto:-. son 
propiedad absoluta de quien la lrabaja, pero no pueden ser vendidas ni enajenadas en 
ninguna forma. Las tierras de menor calidad y los pastizales son de usufruc1uo colectivo 
[ ... ] existen algunas comunidades que permilcn las 1ransaccioncs de tierras. pero sólo 
entre comuneros, y otras que pnsecn además uno o varios pequeños lotes de tierra de 
cultivo que los arriendan o trabajun en cormín y cuyos fruto!'\ .se destinan para gastos 
motivados por los litigios, gestiones administrativas. fiestas patronales, obras publicas. 
etc. J. Comunidades de propiedad colectiva sólo de pas1izalcs y aguas. Es!a es la forma 
más fn.•cucnlc de comunid;id ¡, .. Jtas licrrns dL' inferior cali<laJ están sometida~ a un 
régimen de propiedad privada. 4. Comunidadc.i; de usufructuo. las cualc~ no poseen 
!cgalm~nlt,:: 1ic1ra.1.. ;moque frccucntctncnte !ns poseyeron alguna vez. huhiCndola~ per 
dicto en algtin obscuro litigio ¡ ... j Los comuneros han arrendado 1ic1rns ' en ellas 
funcionan con el sistema comunal como si lns tierras fueran suyas"~·\ 

u. Bolivia 

Anlcs de la revolución de 1952. en Bolivia la ac1ividad económica fundamen1al era la 
minera (como lo sigue siendo en la actualidad), y en ella, desde principios del presente 
siglo, la exploiación del estaño era lo más redituable. En la minería, así como en la escasa 
actividad industrial (produc1ora de bienes de consumo), en el comercio y los servicios. 
Jas relaciones socinlcs de produccíún dominante eran de carácter capitalista. basadas en 
la compra-venta de la fuerza de trabajo. Pero a la vez, en las grandes extensiones agrarias. 
donde se asentaba la mayoría de la población, lo dominante era la hacienda que 
combinaba el trabajo de servidumbre con algunas formas de trabajo semiasalariado. 

Esa realidad llevó a plantear que "Bolivia e' un Tibe! misterioso donde es posible 
en~ontrar todavía los rastros fehaciente~ <le la colonia. del inkunalo y de J35 antigua:-i 
tradiciones americanas. Al lado del arado Je palo, eslá, 'in embargo, el motor Dicssel . 

.! 
1 Cc!t;1r Amonio Ug•irlt.'. /Jnsr¡in)ú dt• lct lli.l'lmw 1•1·11111imint del J•a1i. dtado p111 :-..luriiilc!,!Ul. np 1;1{. 

pp.54-55. Para unn e.xplic:1cíón más detallada de es1e 1cm;1, \'Cr /.u e11crudjudu dd Pa1i, op dl. pp.57·63. 

1~ Gusl<.1\'ll Espino1;a y C11rlos Malpica. El pmble11w 1/e la Úl.'rrtt, f.111111. Perú. l:tnprcsa bli1or;1 Amau1a. 
JlJ71), pp .. :!<J3.294. 
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Las minas son la contrachcc1ón de la agricultura primitiva. El indio guarda una distancia, 
socialmente. de tres siµ lo.< al mestizo v ni hlancn La vida económica, por consiguiente. 
prosip.ur un r11mn 1ncohcrcntr en lu cmdad v el i.:a111p11 El 11npcriahsmn se ha incrustado 
en el fcudah~nu1 h11 la cmdad y en lo~ \'lllono!<ri hatman el hJam 1 ' l'I 111cst1zo. en la 
campaña mtegramentr d mdm "'11' 

pn Bolivia, antes de la revolución de 1952. los hacendados. en In fundamental. 
mantenían el control de las comunidades porqLil' de esa forma manipulahan y se 
upropiaban del producto de la~ mismas. Por eso mismo, en dicho pab una hucna parte 
de las comunidades se encontraban localizadas dentro de las haciendas, de las cuales 
eran cautivas. De las tierras de la comunidad, una parle estaba dis~ribuit.la en parcelas 
individuales para que de ellas cada familia obtuviera su sustento; y la otra parte, la 
considerada comunal, era trabajada en beneficio del hacendado. Es1a situación de las 
comunidades cautivas fue alterada con la reforma agraria emprendida a partir de Ja 
revolución de 1952, como veremos más adelante. 

Empero. también existían comunidade~ libres, en tanto qul' no estaban drntro de la!>o 
hacicndm •. aunque también ella!-. sufrían, y sigue ."iufnendo. el cmhalc dr lo.., tcrn1tcnkn 
tes que bu~can arrebatarle~ "iUS posesiones. Según tcst1mumo {h' ( ·c1..,11 J--ur1ml11. ··c11 l l}~(I 
existían en el paí:-. l:crca ck 8 mil hac1cnda:-., de la~ l'.Uale~ n::n.:a de (1000 poscía11 m;h d1.· 
500 hectárea!<!. en las cualc~ trabajaban aproximadamente 200 mil familia:-. mdígcna~ .. _, .. 
Como toda la lustnrm agraria latinnarncricam1 de la misma época. Ja~ h:iriL•fHla!'. :-.e 
formaron con el desp<~Iº de las tierras a las comunidadc~ indígena:-. 

En el Cuadro D se puede apreciar la aguda concentración de la propiedad de la tierra 
antes de la reforma agraria. Los grandes propietarios con unidades de producción 
mayores a las 500 hectáreas contaban con el 8.1 % de las fincas, pero del área total en 
fincas concentraban el 95.1 %. De esa tierra los terratenientes únicamente cultivaban el 
0.8%, lo cual evidencia su carácter parasitario. En el airo extremo, el 69.4% de las 
unidades de producción apenas tenían el 0.41 % del área total en fincas, y de ella cultivaba 
el 49.6%. En el estrato de propietarios de 10 a 500 hectáreas se agrupan tanto pequeños 
como grandes propietarios, lo cual lo hace poco claro. En este nivel, el 22.5% de las 
fincas tenía el 4.48% del área total en fincas. cultivando de esa extensión sólo el 52.6%. 
Además, en un estudio de Luis de la Puente llccda, se informa que en el mismo periodo 
habfo 4 mil 29 propietarios con extcns1onc~ de mil a JO mil hectárea:-., que en total 
concentraban 18 millone' 163 mil 668 hectáreas" 

2
" T1i .. w11 Ma111!. l.;1 lra!!cdia Ji:l alt1plmw. llucno., ,\in.:~. \1JJS. Citado por J.ihori11 Ju-;tn. 1101i1·fo: /.a 

n•1·0/ud1i11 damwd11. 11p ~11 .. p.1'16. 

27 Cel,.11 l:ur1ado. op t·it. 11 ~111 

.!K Lui~ 1· dl· la l'm:nl~ u~l.'llil. op Cll. p.M9 
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r-_-_-_-_-_-_-_-_.._.._~------_-_-_-_-_-_-_-_-_-_-_-_c ___ u~a~d_r-o·_-.!!_ __________ -·~==---_ - ---·· 
Bolivia: Distribución de la propiedad agrícola antes de la reforma agraria. 

Tamaño de las fincas en 1 Fincas Áren lotal en finca!i. 1 Área IOlíll cultivada· 
hectdreas 

Menores de JO N:;~BB 6:.4 CH73~~:-rl. -~'.~1He~~~¡-;6 
De 10 a 500 19 4~7 22.:'i 1 467 4fl8 4.48 

1 

344 385 2l:'i 
Mayorc!>dc!iOCI 6Y52 l 8.1 31149398 9~.11 243892 1 O.fl 
TOJ:_A_L j 86 }]1 _ _ HJO.O 32 74\l_~~- __ 100.QQ __ ¡ _ §54 ~58 / __ _1.U J 
FUENTE: Miniqcno de l'lanilkación y Coordinación, Es1rn.1cgiaSoc1occnnó11llcndcl dcs:i.1!ollo mmonnl, 1971-1991. Loi l'a1.,J 
1970. En Sihia Rivera cu~knnqu, ApuntcSP'11'!1 una Hi\lorindc la~ lucha_\campc~inn~cn Bohvi11 ( l 9(JO-.J978J,dcl libro lfü1oria 
Pultica de los üunpe~inos lalino:imcricano~. coordinado por Pablo Gonzkz Casanova, &l. S XXI, Mx1co 1911:'i, p. l?:i 

En el Cuadro E se puede apreciar la estructura de la tenencia de la tierra en la Bolivia 
prerevolucionaria de acuerdo al tipo de posesiones. La gran propiedad productiva basada 
en el colonato (que tenía en sus dominios a las comunidades cautivas) representaba el 
9.4% de las fincas, pero del área total en fincas centralizaba el 38.8%; y de tierra total 
cultivada contro:aba el 44.3%. Los que serían pequeños y medianos propietarios tenían 
el 65.1 % de las fincas, del área total en fincas contaban con el 29.1 % y de área 
cultivada el 18.9%. Las comunidades libres si bien poseían el 4.4% de las fincas 
usufructuaban el 21.9% del total de la tierra, pero únicamente el 26.9% de la tierra 
cuJtiva<la. Arrcndatnrios, medieros y tolerados ocupahan un porcentaje muy reducido 
de fincas y de tierra. 

A simple vista pareciera que las comunidades bolivianas concentraban una parte 
importante de la tierra, pero esto se relativiza si se toma en cuenta que la población 
indígena abarcaba a un millón 500 mil personas'º. las cuales en lo fundamental vivían 
de las 170 mil 106 hectáreas que cultivaban. 

Esa estructura agraria señorial basada en el latifundio estaba armonizada con el resto de 
la economía, la cual manifestaba por todos lados los signos del atraso. El eje de la 
economía boliviana era la explotación minera, pero en ella la tecnología utilizada 

·denotaba un gran rezago. Así, no resulta sorprendente que la estructura agraria tuviera 
como moldes sociales:"economía del trabajo basada en los servicios personales gratuitos 
[ ... ]; radicación tradicional de los colonos en sayanas o pegujales[ ... ]; tmbajo gratuito 
del colono o arremlero; régimen estricto de contrnprestacioncs r ... J: auto~uficienciu 

29 Amado Canelas, Bolivia: 1111 caso de reforma agraria, La Habana, Cubn, Estudios del Centro Je 
Documentación Juan F. Noyolu. Casn de !ns Américas, 1967. p.22 
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Cuadro E -----------·-
Número de Fincas Aren Total en Fincas Area Total Cultivada. 

··--- Fincas Áreatolalcnfincas Áreutotnlc~ 

Arrendaturm' 
Mediero:. 
Cumun11Jadcs 

---.,.---· --
_N.J!!!L_ % Hcct~rcas % Hectáreas % 

56259 65.I 9526422 29.1 123328 18.9 

8137 

1359!1 1 
1o:n ! 

1 ~;~ ¡ 

9.4 12 70J 077 

15.8 1 983 7(15 
38.8 

6.1 

290 165 

44467 

15 . ·'R2 115 l.:! i; 21J6 j 
4.4 ¡ 7 178449 : 2111 170 1116 ' 

44.3 
6.R 

0.8 

26.0 
Tolcmdm 
Otro~ 

TOTAL 

954' _l 1 

·--- __ 86377 !. 
'::~' ~~~~~~: ¡ '~·~ '~~~; ~ 

100.0 327498~ .. -l@JU_.1!1.~ 
'" 2.0 

lQQ,Q_ 

FUENTE M1ni\tcnu lle Planilic:ic1ón y Coonlinadón, E.ma!cgfo SOCHll'COnóm1ca del dcs;arrollo nncion:il. 1971 1991. La Pa1, 
19711. En Silvia H1\cr:1 ru.~icam¡u. Apunresparn unalfütoria de la~ luchn~c;m1pesinn~cn Hoh\·ja( 1900- l978J, Je] hbro l listorin 
Potím·:i de lo~ C¡m1pc~ino~ Latinoamcricanos,coonlin:ido por Pnbln Gonzlcz C~~nno~:1, Ed. S XXI, Mxico 1985, p. 17J 

laboral [ ... ]; au1oridad patriarcal y centntliznda en el hacendado o en sus mayordomos 
o /Jilacates"30• 

La reforma agraria que se empezó a inslrumentar en 1953, fue produclo de una 
revolución social profunda que tuvo como prolagonistas centrales a los mineros, quienes 
con imprcsionan1es movilizaciones, y armados hasta con cartuchos de dinamita, destru­
yeron al ejércilo regular. Con esla revolución, "en Bolivia 1uvo lugar la segunda ¡mm 
tentativa de modificación de eslructuras sociales que ha conocido América Latina en 
este siglo'i:H. 

Ciertamente el Movimiento Nacionalista Revolucionario (MNR) que encabezó la revo­
lución boliviana de abril de 1952, no conlcmplaba en su programa In inslrumcniación 
de una reforma agraria, pero el ímpetu del movimiento revolucionario y la destrucción 
del ejército, amén de la influencia de otros grupos revolucionarios como el Parlido 
Obrero Revolucionario de orientación trotskisla, fueron elementos que despertaron e 
impulsaron al campesinado a lratar de transformar su situación. Si bien el campesinado 
"no tuvo ninguna participación en la revolución de abril de 1952, pero una vez en el 
poder el MNR, llevó a cabo su propia revolución. Sus miembros se apoderaron de las 
tincas y his dimibuycron enlre ellos. Para hacerlo así tuvieron que lanzars~ a una 

,\O 1\11111nin Ci:ircía, "'l.:1 rcfnrma :l!;íilílil y el de<;rrnllu social". en el lihrn de o~cur DelgíldO, Rejim1uu 
a1:mrim t'll la Am~ri'm /.atina /""''''".w r Jlt'l"J/1rcti1 m·. f\k\ll:t1-Rucno.~ Aire!>. Fondo de Cultura 
Bcomímica. 1965: ¡>.404 

JI Cclsn Furladn. op cit. p.310. La eitplicación l'll 111rno a lns rafees profunda.; que provocamn la 
revolucitín. asi c11mocl pnpclju~udopor la derrota qur Bolivia sufrió en la guerra del Chaco. !ot! cncucntrnn 
en fa.; difcrcnlcs obras que cilnmus. 
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verdadera guerra contra los propietarios, a los que daba el nombre de 'rosca', lo que en 
Bolivia significaba clase privilegiada que utilizaba sus privilegios para explotar a los de 
abajo. En 1953 las zonas rurales de los grandes valles de Cochabamba, densamente 
pobladas de indios quechuas, constituían región herméticamente cerrada para los 
antiguos propietarios, para todas las personas sospechoza< de pertenecer a la 'Rosca' y 
para los extranjeros"32. · 

La reforma agraria boliviana, emprendida por los campesinos e indígenas, buscaba lo 
mismo que otras reformas de América Latina, como la mexicana: tenninar con la 
explotación a que aquellos eran sometidos por los hacendados, liberar a las comunidades 
cautivas para que gozaran de su plena autonomía y recobrar las tierra usurpadas por los 
terratenientes. El resultado inmediato de la reforma agraria fue la entrega en propiedad 
privada de las parcela< que los indígenas cultivaban dentro de las haciendas, fenómeno 
que se presentó en las regiones tradicionales del país. Dies años después de iniciada 
dicha reforma, se habían entregado 200 mil títulos de propiedad, cifra similar al número 
de familias indígenas que vivían en las haciendas. Diversos estudios sobre el caso 
coinciden en que "la reforma de 1953 consistió principalmente en la distribución de 
tierras de hacienda a los colonos, principalmente en las regiones tradicionales del pafs"33. 

Ciertamente la reforma logró tcr¡ninar con la servidumbre, se reconocieron los derechos 
sociales y políticos de los campesinos y se integró a las poblaciones indígenas segregadas, 
pero esencialmente con ella se liquidó al latifundismo como estructura social, económica y 
política que tenía un peso detcm1inante en la sociedad boliviana, y que por lo mismo era un 
obstáculo para el desarrollo capitalista. 

En los momentos más candentes de la reforma agraria se buscó preservar la tierra 
comunal que en la hacienda era trabajada en beneficio del latifundista, dejándole su 
carácter comunitario para con ella formar cooperativas para el uso de la comunidad. 
En los hechos ese intento fracaso y toda la tierra terminó siendo repartida34. 

32 R. W. Patch, Bolivia dlet. años de revolució11 nacional, ParCs, cuadernos, septiembre de 1962, citado 
porLiborioJusto, op cit, p.171 

JJ Javier Albó, ¿llodm· ti(• Plata? o requiem por wu1 reforma agraria, La Paz, Bolivia, Centro de 
investigación y prumociún del campesinado (CJPCA), 1979. Liborio justo, op ci~, p.~4. Amado canelas, 
op cit, Capítulo IV, Javier Albó, op cit, p.6. Celso Furtado, op cit, p. 311 ss. "l..3 ley de refonna agraria 
no brinda ventnja u mejora alguna especial a los campesinos miembros de las comunidades. limitándose 
;1 i;.nrnnlin1r a los comunilrios lo~ di:rechos que tenían con anterioridad sobre J¡¡s licrras de comunidnd y 
dt~pnruenJo la re~1itución a dicha.'! comunidades di: la~ 1ii:rras de que habían sido dcpojadns desde lmce 
poco más de medio siglo (a partir de 1900)": Castro Fcrragul, .. Ln reforma agraria", en el libro de Osear 
Dclagndo, op cit. P: 446 

J-1 Javier Albó, op cit, p.6. Celso furtado, op cil, p.174. Antonio Garcfa,op cit. p.431 
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Al igual que la reforma agraria mexicana, la boliviana en el papel logró muchas 
transformaciones, pero en la realidad fueron bastantes menores los beneficios, mucho 
menores incluso que los obtenidos por los campesinos mexicanos con el reparto agrario. 
En Bolivia la distribución de tierras se hizo lenta y muy limitada, y aunque como poder 
económico y político se liquidó al latifundismo, como gran propiedad siguió existiendo, 
para lo cual ha contado con la protección de las leyes y las autoridades. A los campesinos 
se les entregó un pedazo de tierra pero no se les complementó· con el acceso a 
instrumentos de trabajo modernos y a una mejor organización técnica del trabajo, de tal 
forma que siguieron desarrollando la explotación de la tierra bajo sus antiguas formas 
y con sus viejos instrumentos. Con el tiempo los indígenas volvieron a enfrentar la 
miseria y la ofensiva de los terratenientes que han buscado monopolizar sus propiedades. 

Más tarde los terratenientes pudieron rehacer sus propiedades, debido a que el mismo 
decreto de reforma agraria del 2 de agosto de 1953 dejó los márgenes legales necesarios 
para que lo hicieran". Al igual que en el caso mexicano, la ley y los gobiernos bolivianos 
posteriores a la reforma se encargaron de dar todas la garantías a la gran propiedad 
privada en el agro. Con el paso de los años, lo poco que lograron los indígenas bolivianos 
se fue diluyendo y su economía ha sido subsumida por la producción capitalista. 

b. Perú 

A diferencia de Bolivia, en Perú, al menos en ciertas regiones, la agricultura conoció 
con bastante anticipación profundas transformaciones debido a que en ellas la produc­
ción capitalista logró una amplia penetración. Pero en Perú, al igual que en Bolivia, la 
población indígena ha tenido una importancia considerable en la vida económica. La 
gran mayoría de la población campesina se encuentra organizada en comunidades. 

Las comunidades indígenas en el Perú se concenl~an en tres grandes zonas: la sierra, la 
costa y la selva. En 1960 la fuerza de trabajo agrícola estaba integrada por un millón 
719 mil campesinos, cuya distribución era la siguiente: 16% en la costa, 71 % en la sierra 
y 13% en la selva36• En la sierra se concentra la mayor parte de las comunidades, y su 
nivel socio económico era muy similar al del resto de las comunidades. Empero, el auge 
en el desarrollo agrícola se dio en la periferia: en la selva y en la costa. En estas zonas 
se registró una mayor penetración de las relaciones de producción capitalista, predomi­
nando la compra-venta de fuerza de trabajo, lo cual propició una importante expansión 
del trabajo asalariado, y a la ve7. es donde de manera más temprana surgen los sindicatos 
campesinos. Tales fueron los casos de los trabajadores cañeros y algodoneros, cuyas 
batallas datan de llJl5. 

·15 Amado Canelas. op cit. p.40. LiborioJmao, op cit, p.174 

36 Celsn Funado. op cit. p.315 
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Sin embargo, en la sierra lo esencial del desarrollo de los sindicatos campesinos fue 
propiciado por las relaciones de servidumbre que los gamonales imponían a los campe­
sinos. Así, los sindicatos fueron fortalecidos por los arrendires y los allegados, que 
trabajaban la parcela que les entregaba en arrendamiento el terrateniente, a los cuales se 
sumaron los habilitados, que eran los asalariados eventuales. Estos sindicatos se trans­
formaron en un fuerte movimiento de masas que adquirió un importante peso político 
en la escena nacional. Este tipo de sindicalismo tiene su apogeo en la segunda mitad de 
la década de los SO y a principio de los años 60. 

Sobre el número de comunidades y su población no hay una información precisa, según 
lo destacan diversos estudios. El censo de 1940 declaró la existencia de 4 mil 623 
comunidades, de las cuales oficialmente están inscritas un mil 472; asimismo se calculó 
su población en 700 mil personas. Sin embargo, Luis de la Puente, de quien tomamos 
esta información, consideraba que realmente la población indígena era de 2 millones de 
personas". En un informe preliminar del censo de 1960 se asegura que "el total de 
comunidades indígenas reconocidas es de 1.519. Se estima en 3.000 las no reconoci­
das"38. En ese informe preliminar se prometió que en la publicación definitiva "se 
presentará la información correspondiente para el total de las comunidades", lo cual no 
se hizo. En el Catastro de la ex-Dirección de Asuntos Indígenas se informa que para 
1968 estaban inscritas 2 mil 290 comunidaes39• Pero indudablemente lo dominante en 
el agro peruano ha sido la gran propiedad cuyo crecimiento se ha dado a expensas de 
las posesiones comunales. 

Observando el C~adro F, se puede tener una idea de la estructura del área agrícola en 
Perú antes de la reforma agraria. En propiedad se ubica el 68.6% de dicha tierra, a la par 
la posesión comunal cuenta con el 12.0%, cifra que es inferior al 13.2% de tierra que se 
encuentra en arrendamiento. Empero, la misma imprecisión existente en el número de 
las comunidades se reíle ja en la cantidad de tierra que ellas poseen. Según una tabulación 
elaborada por la Dirección de Asuntos Indígenas del Ministerio del Trabajo del Perú, 
las comunidades dispondrían de 7 .8 millones de hectáreas de tierra, de las cuales 
únicamente 891 mil 604 (11.4%) serían de labor, el resto está integrado por p:istos 
naturales'º· En la realidad esta cifra o la del Cuadro F, muestran que la tierra en manos 
de los campesinos organizados en comunidades es pequeña para el número de los 

·17 Luis F. de la Puente Uccda, op cit, p.122 

38 Citado en el libro del Comité lnlcramcricano de Desarrollo Agrícola (ClDA), Washington. D.C., 
Te11et1cin ele la tierra y desarrotfo sado-eronómico del uctar u,i:ricola, 1966; p.31 

' 9 Citado por Gustavo Espinoza y Carlos Malpica, op cit, p.296 

40 Dirección General de Asuntos Indfgcnas, lBM del Perú, 1964 (documento mimeografiado). citado por 
CIDA, op cit, p.36 . 
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CuadroF 
Perú: Estructura del Área amcola oor réit men de tenencia 

R~11imen de Tencnci!!.__ su~rficic hectáreas % 
Propiedad 12.767214 68.6 
Arrendamiento 2.446.477 13.2 
Aparceóa y Ganaconaje(a) 220.222 1.2 
Comuneros y comunidadcs(b) 2.240.256 12.0 
Otrafonna 930.331 5.0 
Tola! 18.604.500 100.0 

Fuenle: Primer Censo Nacioool Agropecuario, Julio de 1961. Principales rcsultndos obtenidos por muestreo. noviembre de 
1963. Tom:ido de: Comit6 ln1cramcricano de Dcsnrrol k1 Agrícola (CIDA), Tenencia de Ja tierna y dc5:uro1Jo de 5ocio-i:!conómico 
del Scclor Agrlcola. Wuhingeon, D.C., 1966. O.: esta mlsm:i obra se obücncn las siguientes now. 

mismos, quienes, según las diversas informaciones, fluctúan de 1 a 2 millones. Aun en 
el caso de que efectivamente fueran 7.8 millones de hectáreas las que tenían los 
comuneros, es una cantidad reducida, Ja cual se ve minimizada si se toma en cuenta que 
de ella menos de un millón es tierra de cultivo. 

En el Cuadro G se puede apreciar la concentración de la tierra en el agro peruano, antes 
de la reforma agraria. En el total de unidades, en las que se encuentran integradas las de 
los comuneros, el 34.2% tiene extensiones menores a una hectárea, y en promedio 
cuentan con menos de media hectárea, porque la tierra que ese porcentaje de unidades 
cuenta es apenas el 0.6% del total. Sumados los dos primeros estratos, que los constitu­
yen unidades inferiores a 5 hectáreas, resulta que el 83.2% de las unidades apenas 
dispone del 5.5% del total de la tierra. 

En el otro extremo de esta estructura de la tenencia de la tierra, el 0.1 % de las unidades 
con extensión superior a las 2 mil 500 hectáreas concentra el 60.9% del total de la 
superficie declarada. Aglutinando los estratos con unidades superiores a las 500 hectá­
reas, ellas representan el 0.4% del total, pero concentran el 75.9% de dicha tierra. 

Observando las columnas de las unidades independientes de uso individual (de hecho 
se trata de propiedad privada), se ve un panorama similar al antes descrito. La gran 
propiedad latifundista ubicada en propiedades superiores a las 2 mil 500 hectáreas cuenta 
con el 0.1% de las unidades, pero ellas representan el 59.3% del total de la tierra de ese 
tipo. O bien, las extensiones superiores a las un mil hectáreas son apenas el 0.2%, pero 
concentran el 68.5% de la propiedad privada. Asimismo las unidades superiores a las 
500 hectáreas, que ya se trata de grandes propiedades, son el 0.4% del total y centralizan 
el 74.4% de la tierra. 

En el otro extremo de esa aguda concentración de la tierra destaca, en el mismo Cuadro 
G, que las propiedades inferiores a las 5 hectáreas son el 83.3% del total de las 
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CuadroG 
Perú: Número y superficie de las unidades agropecuarias con tierras declaradas. clasificadas por tamaño. 

Total de Unidades iunldade:l Iadrpcndicntts de Uso lndh1dual Unidades aihh.das porcomuncnisª/ Unldade5 de Uso Oi~to"/ 
Individualmente 

NU.mtro Pordmlo """""' Pordmto Número [Porcknto """"" Porrlento Nümtni tfordmto """"" ·Pordmto 1 Número [Pordmto ,.edúus ptordcnlo 

Mcno1del """" 3',2 127.869 º·' m.89S 3'.4 120.675 JIJ.) 7.19-l IJ - -
Del;i.5 417.J!i'J 49,0 926.851 .. 39S.Cl61 48.9 877.SSI '·' 22296 51,9 49.JOO ., 
DeSa20 !07.199 l>b 879385 4.7 10!.llS 12.S 827.162 ·~ 

S.973 IJ.9 Sl.100 9.0 111 IJ.7 1.123 QI 

De20;i. IOO 2-t.628 Z9 ""º" 5.2 23374 "' """' '" 957 2,2 39.564 6,9 'NI '36,7 14.1.50 Q9 

Oc 10011.soo !1.061 0.9 1.624643 8,7 7-'74 D.9 1.459.541 M "' IJ 122490 21.S 1'8 19.6 42.612 Z7 
Dc.500.al<XXI 1.SBS 0.2 1.()65.157 6J 1.415 D.2 963.324 S,9 118 OJ """ 11.7 '2 6,4 '""' 2,2 

De l.COOa2.500 1.116 0.1 ·1.6S8.636 u 1.020 0,1 1.507.242 9.2 18 Q04 24.407 43 78 9.7 126.987 79 
M1de2.SOO Ul91 0,1 ll.J.41.901 60,9 "' 0,1 9.749.935 ,,, 14 QOJ 208.167 36.6 112 13.9 1.383.799 86,2 

TOTAL 851.957 100,0 18604.500 IOQO 808.204 too.o I6.43I.n4 100.0 42.945 IOQO 568770 IOQO 808 100,0 1.tiOJ.956 IOQO 

Fuente: Conrccaon.:u:lo por el CIDA sobre b base de la infomw:i.n prescnlada en la publicacin del INP, Dil:ea:in Nacional de Estadistlcls yCcnJOS., Primer Censo Nidonal Agropecuario. 2de Rciu1lados 
Ob1cnidos por Muc~ltco, No'licmbrc 1963. Tenencia de 11 Ticn• y Deurrotlo JOÓOCCOnmico del ICC!or •grcob.. Wuhington 

el Comuneros: Lo~quc c1:plotan indl'idualmcntc 1icrras que les asigna la comunidad• que pcnenenacn. 

b/Tietr.1-~ resel"Y.ldois oor la com11nid1d ooira ~ uiufruC1uadu en comdn por lo1 comuneros (gcnc111lmen1e pu101J o para Jos cuos de emergencia. 



independientes de uso individual, aunque de tierra sólo cuentan con el 6.1 % del total. 
En las unidades menores a una hectárea la extensión promedio no alcanza ni la media 
hectárea. Incluso si se observa el panorama de la propiedad privada en las unidades de 
hasta 20 hectáreas (tomando en cuenta el renglón de unidades de 5 a 20 hectáreas, que 
se trata de pequeñas propiedades) se puede ver como la aguda centralización de la tierra 
deja a la casi totalidad de propietarios con una canlidad irrisoria de tierra: el 95.8% de 
unidades de producción disponen del 11. I % de la tierra. 

Esa misma situación destaca en las unidades cultivadas por comuneros individualmente. 
De estas, las que registran una extensión de hasta 5 hectáreas suman el 82.2 del total, 
pero de tierra tienen el 10%. Si se abre el rango a unidades de hasta 20 hectáreas, ellas 
representan el 96. I % del total y de tierra alcanzan el 19%. No hay duda que la pequeña 
posesión, sea privada o comunal, cuenta con la menor cantidad de tierra, y en general 
la de peor calidad. Esta realidad es la que priva en todo el agro latinoamericano, como 
se ha visto en páginas anteriores. 

Esta fuerte centralización de la tierra que a nivel del Perú se aprecia en el Cuadro O, se 
reproduce en la' diferentes regiones agrícolas de ese país andino. No es el interés del 
presente estudio entrar en ese análisis regional, como el ya citado del CIDA, el de Luis 
Puente, el de Hugo Neira y el de Eduardo Fioravanti41 • 

Como anotamos púginas atrás, la temprana penetración de las relaciones capitalistas en 
ciertas áreas del agro peruano -lo cual data de la' últimas décadas del siglo pasado-, que 
aseguraron la ampliación del uso del trabajo asalariado, involuntariamente también 
coadyuvaron al surginúento y desarrollo del sindicalismo campesino, el cual ha jugado 
un papel muy importante en la vida política del Perú en el presente siglo. Ahí. "el medio 
rural norteño es el de mayor antiguedaden crisis sociales. Los primeros sindicatos rurales 
aparecieron por 1912, en el Valle de Chicarna. Una mentalidad anarcosinclicalista los 
inspiraba. Y los discípulos de Bakunin y de los anrquistas españoles en el valle azucarero 
de la Libertad, coincidieron en su expansión con el crecinúento de las grandes explota­
ciones extranjeras [ ... ] este anarcosindicalismo será absorbido por un parlido político 
naciente: el Apra"42. 

De esta forma, a diferencia de Bolivia, la reforma agraria que se ejecutará en 1969 es 
precedida de una intensa lucha social en el agro, en la cual se combinan las moviliza­
ciones de los asalariados del agro con la de los pequeños propietarios comuneros, quienes 

°'1 CJDA, op cit. Luis F. de Ja Puente Uceda, op cit. Hugo Neira, Los Andes: tierra o muerte, Madrid, Ed. 
ZYX, 1968. Eduardo Fioravanli, lntifimdismo y sindicalismo agrario e11 el Perii, Lima, Instituto de 
Estudios Peruanos, 1974 

42 Hugo Neira. op cit, p.72 
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anee Ja falta de tierras invaden los latifundios. De 1932a1933 se vive una revuelta agraria 
al norte del país. Empero, las grandes luchas campesinas que conmoverán al Perú y que 
tendrán como elemento central Ja consolidación e incluso reconocimiento de fuertes 
sindicatos agrarios, se darán en Jos años 50, especialmente en la segunda mitad de esa 
década, y a principios de los años 60. 

Especial importancia tendrán en las luchas campesinas los sindicatos que surgen en Jos 
valles de Ja Convención y Lares a partir de 1956, en Jos que jugará un papel de primera 
magnitud Hugo Blanco, quien dirigirá Jo esencial de Ja lucha en Ja zona. Este dirigente 
es apresado en 1963, sentenciado a 25 años de prisión, pero liberado en 1970 gracias a 
las presiones ejercidas en Perú y a nivel internacional. 

Parte de la confrontación social que determina la instrumentación de la reforma agraria, 
es el desarrollo de las guerrillas, cuya fuente de inspiración es Ja revolución cubana, pero 
con unas bases materiales bastante enraizadas en Ja enorme polarización social vivida 
en Ja sociedad peruana. La lucha guerrillera que se inicia a principios de los años 60 
cobra especial ímpetu durante 1965, año considerado por Jos protagonistas como el de 
Ja insurrección guerrillera, en Ja que destacan el Ejército de Liberación Nacional y el 

. Movimiento de Izquierda Revolucionaria. Incluso el movimiento campesino encabeza­
do por Hugo Blanco devino en un movimiento guerrillero, aunque con una concepción 
polltica diferente a la de las organizaciones antes señaladas43 • 

El problema de las comunidades Jos ilustra muy bien Hugo Blanco para el caso del 
Cuzco, donde "la realidad agraria predominante era Ja del latifundio atrasado con 
relaciones serviles y, por otro lado, Ja comunidad. El conflicto se presenta fundamen­
talmente como las luchas de Jos comuneros por recuperar sus tierras arrebatadas en 
épocas relativamente recientes y lucha de Jos "indios de hacienda" por Ja disminución 
de obligaciones del campesino por la parcela que ocupaba; y algunas veces, por su 
permanencia en esa parcela, ya que la penetración del capitalismo impulsaba al hacen­
dado a desalojarlo"44• 

No obstante que las movilizaciones campesinas habían recibido un severo revés con la 
derrota propinada a Jos sindicatos dirigidos por Hugo Blanco, Jo cual los habla sumido 
en un serio retlujo, fueron sus luchas y las de las guerrillas, entre otras, las que finalmente 

43 Sobre Ja lucha guerrillera se puede consultar el libro de Héctor Béjar Rivera {cuñado del Che Guevara, 
prolngonisla central del movimiento guerrillero peruano), Prrti 1965. Una e.rperiencia libertadora e11 

Amlrim, México, SXXI. 1969. De Hugo Blanco, 7icrra "muerte. lm luchas campesinas en Pení, 
MCxico, SXXJ, 1972, en el cual expone la experiencia de su lucha al ln<lodel campesinado peruano, hasta 
llegar a la confrontación armada. En este punto plantea su diferente concepción de la lucha annada con 
respecto n In del gucrrillcrismo vanguardista. 

"-' Hu~o Blanco, op cit. p.16 
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determinaron que el gobierno militar reformista de Velasco Al varado iniciara en junio 
de 1969 la refonna agraria. 

Si el gobierno pretendla llevar adelante una refonna agraria sin la participación del 
campesinado, su objetivo se vio rápidamente frustado, debido a que la misma acción 
oficial fue un aliciente para que volviera a levantarse un importante movimiento 
campesino. Ciertamente con dicha reforma el gobierno militar buscaba transformar las 
estructuras económicas, políticas y sociales del Pení, en las que seguían teniendo un 
peso determinante los latifundistas, para abrir paso al dominio del capital industrial y 
financiero, liquidando así "a uno de los más conservadores grupos de poder: los 
terratenientes"45. 

En Ja parte de la costa, la reforma agraria fundamentalmente expropió los complejos 
agroindustriales para transformarlos en cooperativas. En la sierra y en la selva dicha 
refonna se abocó esencialmente a tratar de liquidar las fonnas de explotación del 
campesinado que datan de laépocade la colonia, y se incentivó la organización colectiva. 
Sin embargo, la propiedad privada es conservada cuando la tierra es trabajada por los 
dueños. Asimismo los terratenientes expropiados son indernnizados46• Sin embargo, "la 
refonna agraria mantuvo en las empresas asociativas el mismo sistema de producción 
agropecuario extensivo a cargo de los trabajadores de las antiguas haciendas"47• 

Las transformaciones que la reforma lleva adelante en el agro son impuestas de manera 
vertical y autoritaria por el gobierno, contra lo cual el campesinado se movilizó. Lo 
mismo hizo para enfrentar la fuerte resistencia presentada por los latifundistas, asf como 
contra los diversos subterfugios que estos encontraron en la ley para tratar de preservar 
sus grandes propiedades, tal como ha sucedido en otras refonnas agrarias, como la 
mexicana. De esta forma, un década después de iniciada Ja refonna agraria, cuando se 
hajén adjudicado 9 millones 800 mil hectáreas, de ella quedó marginada "la gran masa 
de campesinos parcelarios y comuneros (que constituyen las 4/5 partes de la población 
rural} y que reivindican históricamente el derecho a recuperar la tierra que les habla sido 
usurpada por los hacendados"48• 

45 Hemando Aguirrc Gamio, El proceso peruano, M~xico, El Caballito, 1974, p.254 

46 Celso Furtlldo, op cit, p.317 

47 Mariano Valderrama L.,"Historia polflica del movimien10 campesino peruano en el siglo XX", en el 
libro coordinado por Pablo Gonzálcz Casanova, Historia polflica de los compe.rinos lalinoamericanos, 
Mé<ic?, SXXJ, 1985: p.143 

48 1dem. 
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En Perú como en Bolivia, la reforma agraria oficialmente fue presentada como la vía 
para resolver los problemas ancestrales sufridos por el campesinado pobre, entre el cual 
tiene una importancia vital el organizado en las comunidades. Sin embargo, en la 
realidad eso fue lo que menos se logró. Esencialmente con dicha reforma se buscó 
cambiar las estructuras económica, política y social, con el fin de liquidare! poder-sobre 
todo politice- de los grandes terratenientes, para dar paso al predominio de los sectores 
más modernos dentro de la clase dominante, como en ese momento lo eran los 
industriales y financieros. 

Si bien dichá reforma pretendió terminar con el poder de los terratenientes, no fue su 
. -~" finalidad·acabar con los grandes propietarios, cuando mucho buscaba modernizarlos 

para encuadrarlos en una clara explotación capitalisl;l que coadyuvara al conjunto del 
desarrollo económico del país en cuestión. Por eso mismo, la gran propiedad agrnria 
pudo sobrevivir a los embates reformista y, aunque en los momentos más críticos se vio 
afectada, posteriormente logró recomponerse. Para ésto contó con el apoyo de las leyes 
agrarias que dejaron los suficientes resquicios que así se lo permitieron, y desde luego 
siempre ha estado de su lado el poder del Estado y de los sucesivos gobiernos capitalistas. 

Por estas razones los campesinos pobres, a pesar de la reformas agrarias, han seguido 
tanguideciendo enmedio de su miseria. Esa misma realidad es la que viven los campe­
sinos mexicanos, no obstante que éstos fueron beneficiados por una importante distri­
bución de tierras llevada a cabo 20 años después de iniciada la reforma agraria, como 
veremos en los siguientes capítulos. 
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Segunda parte: La Tenencia de la Tierra 
en el Agro Mexicano 

En el año de 1970 la población del país se computó en 48,225,238 personas, de las cuales 
sólo 12,955,057 forman la PEA, que en ténninos relativos significan el 26.9%. De dicha 
población total, 19,916,682, o sea el 41.3% se ubica en las zonas rurales, y de esa 
cantidad, 5,103,519 son PEA, lo cuál representa 25.6% de la población rural y 39.4% 
de la PEA nacional, según ilustra el Cuadro 1. 

Cuadro 1 

Transformaciones cuantitativas de la población, 1950-1970 

Población Población 
Año Total PEA total Rural PEA rural 
1950 25,791,017 8,272,093 14,807,534 4,823,901 
1960 34,923,129 11,253,297 17,218,011 6,084,126 
1970 48,225,238 12,955,057 19,916,682 5,103,519 

Fuente: Elaboración propia con base en Secretaría de Programación y Presupuesto, Anuario Estadístico 
de los Estados Unidos Mexicanos 1980. 

Si observamos las transformaciones cuantitativas que la población mexicana sufrió en 
el periodo 1950-1970, encontramos que ésta se incrementó 87% al pasar el 25,791,017 
a 48,225,238. La población rural registró un crecimiento pequeño, pues pasó de 
14,S07,534 a 19,916,682, cantidad que significa el 34.5%, la cual es muy baja en 
comparación al 87% del aumento en la población total. A primera vista pareciera como 
que efectivamente la población rural ha tenido una tasa natural de crecimiento menor a 
la de la población total. Pero bien sabemos que esto no es posible. Esa disminución 
relativa de la población rural se debe fundamentalmente a la emigración de los habitantes 
del agro hacia las zonas urbanas en busca de mejores condiciones de existencia. 

En el mismo periodo 1950-1970, la población económicamente activa total pasó de 
8,272,093 a 12,955,057, lo que significa un crecimiento del 56.6%, que en comparación 
con el aumento de la población total, es 30% menos. La PEA en el agro evolucionó de 
4,823,901 a 5,103,519, lo que expresa un crecimiento verdaderamente· reducido del 
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5.8%. No obstante el hecho antes mencionado, la PEA rural representa el 39.4% de la 
PEA total, proporción elevada que manifiesta el escaso desarrollo industrial del país. 

Para 1950 el 57.4% de la población total radicaba en las zonas rurales, y el 49.3% y el 
41.3% en 1960 y 1970 respectivamente. De esta población, nos interesa ubicar su 
relación con la estructura de la tenencia de la tierra. 

Los únicos datos con que se cuentan para penetrar en los meandros de la tenencia de la 
tierra, son los sistematizados en los censos agrícolas. Trabajar con este tipo de informa­
ción, en cierta forma hace más ardua la tarea debido a que no mantiene un a misma 
metodología, así por ejemplo en los censos de 1960 aparecen estados de la república 
sobrecensados, con una cantidad de tierras agrícolas mayor a la superficie territorial. 

Pero aparte de que los mencionados censos no guardan una unidad metodológica el 
contenido de sus datos tiende una especie de cortina de humo, con la que se pretende 
obstaculizar el arribo a la verdadera realidad que se vive en el agro mexicano. En el caso 
de la tenencia de la tierra se toma casi imposible poder descubrir la estructura que guarda 
la propiedad privada, entre otros problemas. De tal manera que tratar de ubicar a la gran 
propiedad y su importancia en la producción agrícola, es casi una tarea digna de Sísifo. 

No obstante las limitaciones señaladas, y otras más que existen, dado que los datos 
contenidos en los censos son los únicos con que se cuenta, hurgaremos entre ellos todo 
lo necesario para bosquejar, tan claro como estos lo permitan, las transformaciones que 
la tenencia de la tierra ha sufrido en el periodo 1950-1970. 

l. Estratificación de la tierra por su utilidad y calidad 

A. Superficie total censada 

Una radiografía general del suelo agrícola en función de la calidad de sus componentes, 
·nos la proporciona el Cuadro 2. De los datos que lo componen lo que en primer lugar 
llama la atención es el reducido porcentaje que del total corresponde a las tierras de labor 
y el limitado incremento obtenido por las mismas de 1950 a 1970. En este último año 
las mencionadas tierras representan el 16.5% del total, y desde 1950 sólo se expandieron 
en un 16.1%, que en términos absolutos significan 3,210,144 hectáreas. 

En el mismo lapso de 1950-1970, la superficie ocupada por pastizales se incrementó 
10.6%, que en térrrtinos absolutos da una cantidad de 7,119,778 hectáreas, la cual es 
121.Bo/o superior al crecimiento reportado por las tierras de labor; pero para 1970 ocupan 
más de la mitad de la superficie, 53.3%, cantidad superiora la registrada en 1950 y 1960. 
Los bosques disminuyeron su superficie en 48.9%, casi a la mitad. En 1950 repre­
sentaban el 26.7% del total, y en 1970 sólo eran el 14.2%. 
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Cuadro2 
Claslficaci6n de las tierras por su utilidad. 

(Hectáreas) 
1950-1970 

Superficie: 1950 % 1960 % 1970 % 

Total 145,516,943 100.0 169,084,208 100.0 139,868,191 100.0 

Tierras de labor 19,928,261 13.7 23,816,912 14.1 23,138,405 16.5 

Pastizales 67,379,042 46.J 79,092,227 46.8 74,498,820 53.3 

Bosques 38,835,781 2~;7 43,678,641 25.8 19,857,787 14.2 

Tl<mlS iocu!tas pro;luctiy"' 7,777,053 5.3 11,192,714 6.6 6,576,175 4.7 

Tierras improductivas 11,596,806 8.0 11,303,714 6.7 15,797,004 11.3 

Fuentes: Elaboración propia con base en Secretaría de Industria y Comercio, Censos Agropecuarios, 
México 1959. IV Censos Agrícola Ganadero y Ejidal 1960, México 1965, Resumen General. V 
Censos Agrícola Ganadero y Ejidal, 1970, Resumen General, México, 1975. 

También destaca el activo acrecenlamienlo de las tierras improductivas, cuya superficie 
se amplió con 4,200,198 hectáreas que ya no tienen utilidad agrícola, lo que significa 
que en el mencionado periodo se expandieron 36.2%. Tendrla especial importancia 
poder saber de qué renglón proceden estas tierras, es probable que una parte importante 
de ellas provenga de antiguos bosques arrasados por las grandes empresas madereras y 
papeleras que practican la explotación de estas zonas sin ocuparse de su reforestación; 
de la expansión de la ganadería (como sucede en el sureste) que sirve de pretexto a los 
ganaderos para arrasar zonas boscosas; y de que los campesinos usan los bosques como 
fuente de energfa. 1 En 1950 las tierras improductivas representaban el 8% del total de 

·las superficie censada y en l 970el 11.3%, lo cual muestra un deterioro del suelo agrlcola. 

Por último, las tierras incultas productivas vieron reducida su superficie en un 15.4%. 
Se trata de tierras que el hombre no cultiva, pero si recolecta productos que la naturaleza 
crea espontáneamente en ellas, tales como la raíz de zacatón, la candelilla, ixtle de 
zacatón, ixtle de palma, barbasco, etcétera. Por lo regular este tipo de tierras después de 
que le son arrancados sus productos naturales, quedan inservibles, a menos de que se 
cuiden para que los mismos se reproduzcan. En 1970 contaban con el 4.7% del total. 

1 Ver, Luis M. Fernández Ortíz y María Tarrio García, Ganaderfa y estrucmrn agraria en Chiapas, 
México, UAM·X, 1983 
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Habiendo abordado de manera global la clasificación de las tierras por su utilidad, ahora 
nos ocuparemos, aún en un nivel general, de las tierras de labor, jerarquizándolas de 
acuerdo a su calidad. 

B. Superficie de labor 

De la expansión total de las tierras de labor, el 61.5% benefició a las de temporal; el 
33.6% a las de riego y el 4.9% a las de jugo o humedad. Para l 970del total de la superficie 
de tierras dedicadas al cultivo, la inmensa mayoría de ellas (80.2%) está compuesta por 
tierras de temporal, lo que significa que para su explotación dependen completamente 
de la estación de lluvias. Ante el corto periodo de lluvias que caracteriza al país y debido 
a que las citadas tierras no conservan la humedad, dependiendo de una buena temporada 

CuadroJ 
Calidad de las tierras de labor 

(Hectáreas) 
1950-1970 

Suoerficle 1950 % 1960 % 1970 % 

Total de labor 19,928,26t 100.0 22,506,768 100.0 23,138.405 100.0 

Temporal 16,582,696 83.2 18,344,862 81.5 18,556,684 80.2 

Riego 2,503,719 12.6 3,408,439 15.t 3,583,027 15.5 

Jugo o humedad 841,846 4.2 753,467 3.4 998,694 4.3 

Fuentes: Elobornción propia con base en Censos Agropecuarios ... , IV Censo Agrícola ... , V Censo 
Agrfcola ... , op. cit. 

de precipitación pluvial, a lo más en ellas se levanta una cosecha al año. De 1950 a 1970, 
el área de temporal se expandió 11.9%, pero en relación al total en 1970 su importancia 
disminuyó debido a la ampliación del área de riego. 

Las tierras de j~go o humedad, son aquéllas que debido a condiciones naturales, como 
son su composición y/o su ubicación, logran retener por un mayor tiempo la humedad, 
lo cual les permite no depender tan directamente de las lluvias, como es el caso de las 
tierras de temporal, pudiéndose levantar en ellas más de una cosecha al año. Sin embargo, 
la superficie ocupada por este tipo de tierras es muy reducida, en 1970 apenas alcanzaba el 
4.3% del total de las de cultivo, que en términos absolutos significa 998,694 hectáreas, y en 
relación a 1950 aumentaron 18.6%, aunque con respecto al total se mantuvieron igual. · 
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Las tierras irrigadas son las únicas que tienen posibilidad de contar con agua durante 
todo el año, por lo que pueden explotarse intensivamente. No obstante lo ideal de estas 
tierras para la agricultura, la superficie que ocupan es pequeña en comparación al total 
del área cultivable, en 1970 representaban el 15.5%. Esa reducida proporción, pero con 
agua todo el año, combinada con adecuada maquinaria e insumos mejorados, reporta un 
alto nivel de productividad y aporta una parte importante de la producción nacional, 
principalmente destinada a la exportación. 

La ampliación del área irrigada ha sido lenta, a tal grado que de 1960 a 1970 fue del 
5.1 %, que en ténninos absolutos son 174,588 hectáreas. De 1950 a 1970 esta superficie 
creció 43. I %, pero la mayor parte de este aumento sucedió de 1950 a 1960. A final de 
cuentas, este frenón en la expansión de la superficie irrigada es producto de una menor 
atención a la creación de nuevos distritos de riego, y/o la ampliación de los existentes. 

2. Distribución de la tierra por su utilidad, tipo de tenencia 
y unidades de explotación 

Formalmente la tenencia de la tierra en México está compuesta por cuatro sectores: 
privado, ejidal, comunal y federal -estatal- municipal. En la realidad son dos tipos de 
tenencia, privada y ejidal, las dominantes. En los V Censos agrícolas ... de 1970, la primer 
forma controla el 49.7% de la superficie total censada y la segunda 43.3% de la misma, 
lo cual da por resultado que entre ambas formas de tenencia cuentan con el 93% del 
total. El 7% restante se distribuye entre las formas comunal y federal -estatal- municipal, 
correspondiéndoles el 6.6% y el 0.4% respectivamente. 

·En los censos agrícolas si bien a nivel muy general se distinguen las diferentes formas 
de tenencia, el levantamiento de todos los datos se hace en función de las dos formas 
predominantes: ejidal y no ejidal, ésta última también denominada de producción 
privada. Como hecho excepcional, en los censos agrícolas de 1970 por primera vez se 
da un tratamiento especial a los ejidos y a las tierras comunales, para quienes también 
se realiza la recolección de datos de manera pormenorizada. 

Por nuestra parte nos centraremos en las dos formas de tenencia preponderantes, primero 
porque es sobre las que existe la información en los censos, en segundo lugar porque al 
ser las dominantes de manera absoluta, las restantes tienen una mlnima importancia, y 
porque con esta simplificación, que no ocasiona mayores alteraciones, se facilita la 
comprensión de la problemática que nos ocupa. As{, cuando nos refiramos a la forma 
110 ejidal, prácticamellle puede leerse, salvo excepciones, propiedad privada. 

Dada la importancia histórica que en el país ha tenido la forma comunal, aprovecharemos 
los datos con que se cuentan para dar una revisada, así sea general, a la situación que 
guardan las tierras comunales. 
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A. Superficie total censada, ejldal y no ejldal 

En 1950 casi las tres cuartas partes del total del área censada la acaparaba el sector no 
ejidal y la restante el ejidal. Pero de 1950 a 1970 la proporción fue seriamente alterada, 
llegando la superficie ejidal a casi la mitad del total, más exactamente al 49.8%, 
quedando únicamente el 56.7% en manos del sector no ejidal, cuya casi totalidad es 
propiedad privada, como podemos apreciar en el Cuadro 4. 

Cuadro 4 
Superficie Total censada por tipo de tenencia 

(Hectáreas) 

1950 % 1960 % 1970 % 

Total 145,516,943 100.0 169,084,208 100.0 139,868,191 100.0 

Ejidnl 38,893,899 26.7 44,497,075 26.3 69,724,102 49.8 

No ejidnl 106,623,044 73.3 124,587, 133 73.7 70,144,089 50.2 

Fuente: Elaboración propia con base en Censos Agropecuarios ... , IV Censos Agrícola ... , V Censos 
Agrícola .. ., Op. cit., y V Censos Ejidal 1970, Resumen Especial, M~xico, septiembre 1976. 

De 1950 a 1970 las tierras ejidales se incrementaron 79.3%, mientras que las no ejidales 
disminuyeron 34.2%. El incremento del área ejidal evidentemente es producto del 
reparto agrario, y es interesante destacar que este fenómeno es pronunciado en el lapso 
de 1960 a 1970, dado que de 1950 a 1960 el aumento de dicha superficie fue del 14.4%. 
De alguna forma los censos de 1950 y 1960 reflejan lo más agudo de la contrarreforma 
agraria implementada después de concluido el gobierno del general Lázaro Cárdenas. 

De 1960 a 1970 se ubican los periodos presidenciales de Adolfo López Matees y de 
Gustavo Díaz Ordaz. Se trata de un lapso preñado de abundantes conflictos agrarios, 
cuyo eje reivindicativo fundamental, como siempre, es el de la demanda de la tierra. Fue 
éste relativo auge de las movilizaciones campesinas lo que obligó a los gobiernos en 
tumo a agilizar· el reparto agrario, prácticamente congelado durante el gobierno de 
Miguel Alemán.2 

2 Al respecto ~e pueden consultar: Armando Banra, los herederos de Zapata, M~xico, Era, 1985; 
especialmente los capítulos VII y VIII. De Beatriz Canabal Cristiani, Hoy luchamos por la tierra ... , 

· México, UAM~X. 1984; cap. 11. De Blanca Rubio, Resistencia campesina y explotaci6n rural e11 Mixico, 
M6xico, Ero 1987. 
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Adelantándonos un poco, queremos asentar que, aunque parezca lo contrario, la expan­
sión territorial del ejido no se basó totalmente en la reducción de la propiedad privada, 
sino parcialmente, como lo demuestra el hecho de que la propiedad federal-estatal-munici­
pal, de 1960 a 1970 se redujo de 11,651,718 a 603,462 hectáreas. 

Es cierto que en un pafs como México, dependiente, con un débil desarrollo industrial, 
particularmente expresado en el atraso del agro, la explotación agropecuaria dominante 
es de tipo extensivo, por lo que cobra especial importancia la dimensión de la superficie 
controlada por quienes se dedican a esa actividad. 

Pero si bien la distribución de la superficie total censada nos da una idea de la situación 
de la 'tenencia de la tierra, ésta es aún muy general, por lo que se requiere examinar la 
utilidad de la misma de acuerdo a las formas de tenencia, para después hacer lo propio 

Cuadros 
Clasilicaclón de las tierras por su utilidad y por tipo de tenencia. 

(Hectáreas) 
1950-1970. 

Superficie: 1950 % 1960 % 1970 % 

Total 145,516,943 169,084,208 139,868, 191 

Labor 19,928,261 100.0 23,816,912 100.0 23,138,405 100.0 

Ejidal 8,790,866 44.1 10,329,247 43.4 11,717,294 50.6 

NoEjidal lt,137,395 55.9 13,487,665 56.6 11,421,lt 1 49.4 

Pullzalcs 67,379,042 100.0 79,092,227 100.0 74,498,820 100.0 

Ejidal 16,530,212 24.5 19,613,989 24.8 24,874,939 33.4 

NoEjidal 50,848,830 75.5 59,478,238 75.2 49,623,881 66.6 

Bosqucs 38,835,781 100.0 43,678,641 100.0 19,857,787 100.0 

Ejidal 8,800,614 22.7 8,029,907 18.4 10,924,356 55.0 

NoEjidal 30,035,167 77.3 35,648,734 81.6 8,933,431 45.0 

-¡mhihm 7,777,053 100.0 lt,192,714 100.0 6,576,175 100.0 

Ejidal 1,717,564 22.1 3,947,320 35.3 4,781,340 72.7 

Noejidal 6,059,489 77.9 7,245,394 64.7 1,794,835 27.3 

Improductivas 11,596,806 100.0 lt,303,714 100.0 15,797,004 100.0 

Ejidal 3,054,643 26.3 2,576,612 22.8 8,235,050 52.1 

NoEjidal 8,542,163 73.7 8,727,I02 77.2 7,561,954 47.9 

Fuentes: Elaboración propia con base en Censos Agropecuarios .. ., IV Censo Agrícola .... V Censo 
Agrícola ... , V Censo Ejidnl..., op.cit. 
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con la tierra de labor, y así lograr una mayor concreción en la clarificación del problema 
que nos ocupa. La ampliación de las tierras ejidales, por ejemplo, es importante, como 
cuantitativamente lo hemos visto, pero arribaremos a una comprensión superior si 
sabemos la calidad de las tierras que ha hecho posible este crecimiento. 

La información estadística agrupada en el Cuadro 5 es ba5tante elocuente. De ella se 
desprenden conclusiones importantes. Empecemos por ver la calidad de las tierras que 
componen el sector ejidal, en particular las que hicieron posible la expansión del mismo 
de 1950 a 1970. 

La superficie total bajo control ejidal pasó de 38,893,899 hectáreas en 1950 a 60,532,978 
en 1970, Jo que significa un incremento de 21,639,079 hectáreas, o sea del 55.6%. 
Concomitantemente el área no ejidal no sólo no se expandió sino que sufrió una 

Cuadro6 
Calidad de las tierras con que se expandió el ejido 1950-1970 

(Hectáreas) 

Superficie: 1950-1970 % 

Labor 2,926,428 13.5 

Pastizales 8,344,727 38.6 

Bosques 2,123,742 9.8 

Incultas 3,063,776 14.2 
productivas 

Improductivas 5,180,407 23.9 

Total 21,639,080 100.0 

Fuente: Cuadro S 

importante regresión del 25.6% que en hectáreas da la cifra de 27,287,831. A primera 
vista pareciera ser como si el ejido hubiese sido tan dinámico, producto de las políticas 
agrarias de los diferentes gobiernos, que de manera importante a través de los años ha 
restado peso al sector no ejidal, en específico a la propiedad privada, logrando ponerse 
por encima de ésta. Empero, esto no es más que la apariencia de las cifras, muy 
manipuladas oficialmente, por que la misma realidad de la vida cotidiana de los 
campesinos pobres, refleja lo contrario. Para tratar de acercamos a la objetividad de las 
mismas cifras, desglosamos por su calidad las tierras que han aumentado la superficie 
ejidal, según la información de los censos agrícolas. 
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De los 21,639,079 hectáreas en que se acrccentó Iasuperficiecjidal, únicamente el 13.5% 
es de labor. Es digno de resaltar que del total antes mencionado, el 38. ! % está compuesto 
con tierras no aptas definitivamente para la agricultura, porque de esa cantidad, el 23.9% 
no sirve absolutamente para nada, y del restante 14.2% únicamente se recolecta lo que 
la naturaleza de manera espontánea produce en esas tierras prácticamente improductivas, 
según nos ilustra el Cuadro 6. 

Paralelamente, el sector no ejidal en el mismo lapso apenas levemente expandió su área 
de labor que prácticamente se mantuvo en la misma cantidad. Incluso en 1970 ésta era 
2.5% menor que laejidal. Pero si para este año ambos sectores contaban con una cantidad 
semejante de tierra de labor, no sucedía lo mismo con el capital o con los gastos 
realizados, como se refleja en el Cuadro 7. 

Del capital total invertido en el agro, excluyendo el valor de las tierras y del ganado, 
para 1970 el 82.3% corresponde al sector no ejidal y únicamente el 17.7% al ejidal. De 
1950 a 1970 la dinámica de este capital tendió a ser favorable al sector no cjidal, quien 
en 1950 controlaba el 68.7% del total, y en 1960 el 73.4%. Paralelamente el sectorejidal 

Cuadro7 
Capital y gastos por tipo de tenencia. 1950-1970* 

(Millares de pesos, corrientes) 

1950 .. 19'0 .. 1!170 .. 
Capllaldntlttraulgwdo 2,350,154 100.0 ~288.10I 100.0 15,657,573 IDO.O 
Ejid41 735,837 31.3 2.204,327 26.6 zm.m 17.7 

NoBjidal 1,614,317 68.7 6,084,377 73.4 12,883,999 82.J 

Gastos en Ttaiología" n.d. 103,130 IDO.O JSOS.497 IDO.O 
Ejidal n.d. 195.589 27.8 1,179,671 33.7 
NoEjidal n.d. S07,S41 72.2 2,325,826 66.J 
SueldosySDlarlns 679,611 100.0 1.367,383 100.0 4,793,348 100.0 

Ejid:ll 72.721 I0.7 228,097 16.7 1,642,250 34.3 

NoEjidal 606,890 89.3 1.139,286 83.3 J,151,098 65.1 

•• La idea de elaborar este renglón la tomamos del CIDER. Incluye: fenilizan1es químicos, nbonos 
naturales y mejorados, semillas y plantas mejoradas, insecticidas, íungici<las, herbicidas, medicinas, 
vacunru;, veterinario, agua para riego, energía eléctrica y combustible. 
• Para 1970 los datos del seclor ejidnl incluyen también los correspondientes a las tierras comunales. 
pero son una proporción tan pequeña que no causan ninguna alteración de cierta importancia. 

n.d.= no se cuenta con datos. 

Fuentes: Elaboración propia con base en Tercer Censo Agrícola Ganadero de 1950, Resumen General; 
Censo Ejidal de 1950; IV Censos Agrícola ... y V CcnsOs AgrCcola, op. cit. 
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a través de los años vio decrementar su participación en dicha inversión, pasando del 
31.3% en 1950 al 26.6% en 1960. En los gastos en tecnología y en sueldos y salarios, 
para 1970 también el sector no ejidal participa con la mayoría: 66.3% y 65.7% 
respectivamente. En estos dos últimos rubros la tendencia ha mostrado mayor dinamis­
mo en el sector ejidal. 

Para una mejor explotación agrícola, no es suficiente contar con tierra de labor, son 
indispensables los insumos como semillas y fertilizantes mejorados, maquinaria, fuerza 
de trabajo, etcétera. En 1970 Jos sectores ejidal y no ejidal acaparaban una cantidad 
semejante de tierra de labor, pero al segundo además de ésto, poseía la mayor parte del 
capital invertido y de los gastos efectuados. Es obvio que los resultados serían también 
favorables a él.' 

El crecimiento de las tierras de labor bajo control de los ejidos no fue un hecho único 
ya que la misma dinámica, y a un ritmo superior, registraron las superficies ocupadas 
por bosques, pastizales, incultas productivas e improductivas. De la expansión reportada 
por las tierras ejidales, 86.5% fue del tipo de las antes mencionadas. Así por ejemplo, 
en 1950 los ejidos sólo tenían el 22.1 % y 26.3% del área ocupada por tierras incultas 
productivas e improductivas, en 1970 esa proporción pasó a ser del 72.7% y 52.1% 

. respectivamente. La misma situación se destaca en los pastizales y bosques, a tal grado 
que del incremento total de las tierras ejidales en el lapso de 1950 a 1970, el 48.4% 
correspondió a este tipo de superficies. 

Los anteriores datos, expuestos en los cuadros 5 y 6, muestran que el reparto agrario 
·-tan pregonado por los gobiernos que se han turnado de 1950 a 1970--ha tenido como 
base tierras no aptas para la agricultura. Se han distribuido entre los campesinos pobres, 
eriales inservibles para la actividad agrícola u otro tipo de tierras, como bosques y 
pastizales, que debido a la falta de capital no pueden explotar. 

En el Cuadro 5 también apreciamos Ja evolución registrada por el sector no ejidal. Para 
1970, de las tierras de labor, dicho sector contaba con el 49.4%, cifra inferior al 55.9% 
de 1950, aunque en n6meros absolutos creció en una cantidad cercana a las 300,000 
hectáreas. En los bosques la reducción del área no ejidal fue más pronunciada, pues del 
77.3% que tenía en 1950 pasó al 45% en 1970, en números absolutos el tránsito fue de 
30,035,167 hectáreas a 8,933,431. Esta drástica calda en Jo fundamental se debe a la 
reducción global.reportada por la superficie boscosa en el periodo: que, segun los censos 
de 1970, se debe a que anteriormente se censaban las superficies sin importar si eran o 

3 Ver, Francisco Ornar Lerda. la diferenciacidn social en los ejidos y comunidades agrarias, en Ja revista 
Investigación Econ6mica, num. 170. Méx.ico, FE-UNAM, octubre-diciembre 1984. De Michel Gutelman, 
Capilalismo y refonna agraria en México, Era, México 1971: especialmcnle la segunda parte. 
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no explotadas, Jo cual se modificó para el último año, en el que sólo se tomaron en cuenta 
las unidades de producción que eran explotadas.4 

En las tierras incultas productivas el sector no ejidal se contrajo de 6,059,489 hectáreas 
en 1950a 1,794,835 en 1970, lo cual llevó a que para este año sólo controlara el 27.3% 
del total de las mismas, siendo que el primer año tenía el 77.9%. En las tierras 
improductiva< también el área no ejidal redujo su proporción ya que en 1950 repre­
sentaba el 73.7% y en 1970 el 47.9%, aunque en números absolutos únicamente se 
decrementó de 8,542,163 hectáreas a 7,561,954, pero a la par el sector ejidal estuvo 
cerca de triplicar su cifra. 

En Jcis pastizales el área no ejidal mantuvo Ja hegemonía aunque absoluta y relativamente 
se decrementó. En 1950 registró el 75.5% de Ja misma y para 1960 el 66.6%, en cifras 
absolutas se retrajo de 50,848,830 a 49,623,881, lo que significa un decrecimiento del 
2.4%. Sólo en este tipo de tierras los no ejidos mantienen una hegemonía indiscutible, 
Jo que en Jo fundamental se debe a Ja existencia de Jos certificados de inafectabilidad 
ganadera, empezados a otorgar por el gobierno de Lázaro Cárdenas y renovados 25 años 
después, a su vencimiento. 

No obstante que la dinámica de Ja distribución de la tierra se ha inclinado benefactora­
mente hacia el sector ejidal, pero contando el sector no ejidal con Ja mayor parte del 
capital invertido y de Jos gastos realizados en el agro, Jos resultados finales expresados 
a través de Ja producción agrícola total han sido superiores en Ja explotación no ejidal, 
como es del dominio público . 

. B. Superficie de labor, ejldal y no ejldal 

Desglosar las tierras de labor por su calidad y por tipo de tenencia, permite un mayor 
acercamiento al problema de la estructura de Ja tenencia de Ja tierra. Sin embargo, esta 
posibilidad se ve obstaculizada por las contradicciones internas en Jos datos reportados 
por Jos Censos. Según Ja información que ordenarnos en el Cuadro 5, para 1970 las 
tierras de labor en total suman 23,138,405 hectáreas, correspondiendo IJ,717,294 
(50.6%) a Jos ejidos y 11,421,l l l (49.4%) al sectorno ejidal. Estos datos pertenecen a 
Jos resúmenes general y especial de los V Censos Agrícolas ... y del V Censo Ejidal .. ., 
de éste último la superficie de labor ejidal se encuentra en sus cuadros l y 2. Pero en el 
mismo Censo Ejidal, al presentar las tierras de labor por su calidad, en el Cuadro 6, el 
total de dicha área, sin mediar ninguna explicación, disminuye, pues ahí sólo aparecen 
9,2 J0,226 hectárea<. Se esfuman 2,507,068 hectáreas que no aparecen por ning1í11 lado. 
Lo mismo sucede con Ja superficie correspondiente a las comunidades, para quienes en 
el Cuadro 1 del citado Censo, se reportan l,035,558 hectáreas de labor y en el Cuadro 

4 V Censo agrícola, ganadero y cjidal 1970, resumen general, México 1975, p.3 
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Cuadro8 
Clasilicacl6n de las tierras de labor por calidad y tipo de tenencia 

(Hectáreas) 
1950-1970 

1 2 
SuocrfUc: 1950 % 1960 % 1970 % 1970 % 

Total 19,928.261 100.0 23,816,912 100.0 20,024.139 100.0 2.1,138,405 100.0 

Ejidlll 8,790,866 44.1 10,329,247 43.4 9,210,226 46.0 12.752.852 55.1 

Noejidlll 11.137,395 s~.9 13,487,665 56.6 10,813,913 54.0 10,385,553 44.9 

Tanporal IMB2,696 100.0 19 .. 408,113 100.0 15,720,861 100.0 18,556,684 100.0 

Ejldal 7,154,855 43.I 8,464,639 43.6 7,242.616 46.1 10,453,100 56.3 

NocjiiW 9,427,841 56.9 10,943,475 56.4 8,478,245 53.9 8,103.S84 43.7 

Jqpolhmkl 841,&46 100.0 893,489 100.0 922.438 100.0 998,694 100.0 

Ejidal 416,096 49.4 436,660 48.9 438,390 47.5 539,516 54.0 

Nocjidal 42S,7SO 506 456,829 Sl.I 484,048 S2S 459,178 46.0 

Rl'1!0 2,SOJ,719 100.0 3,515,310 100.0 J.380,840 100.0 3,583,0:Z7 100.0 

Ejidal 1.219,915 48.7 1,427,9SO 4Q6 l,!i29,220 45.2 l,760,236 49,1 

Nocjidal 1.283,804 Sl.l 2,087.360 59.4 1,851,620 54.8 1,822,791 50.9 

1. Esta columna la elaboramos utilizando los datos que sobre el ejido proporciona el resumen especial 
del V Censo Ejidal, los cuaJes son inferiores a los reportados en el resumen general de los V Censos 
Agr(colas. 
2. Esta columna la elaboramos utilizando los datos que para el ejido proporciona el resumen general 
de los Censos Agrícolas ... , en los que se incluyen las tierras comunales, pero que, incluso, deduciendo 
tstas, dichos datos son muy superiores n los proporcionados por el V Censo Ejidnl. 

Fuentes: Elaboración propia con base en Censos Agropecuarios ... , IV Censos Agrícola .. ., V Censos 
Agr(cola ... , V Censo Ejidal... op. cil. 

6 únicamente se registran 428,360 por lo que también desaparecen 607,198 hectáreas. 
En total, en el mismo censo se desvanecen 3,/J4,266 hectáreas de tierras de labor 
correspondientes a ejidos y com1midades. Por este motivo resulta que de este tipo de 
tierra, los ejidos quedan con 9,210,226 hectáreas y el sector no cjidal (en el que están 
incluidas las que corresponden a las comunidades) con 10,813,913, según puede 
apreciarse en la primer columna de 1970 en nuestro Cuadro 8. 

De esta diferencia en las cifras de un mismo censo surgen infinidad de dudas e 
interprelaciones. La interrogante fundamental es ¿Qué sucedió con esos millones de 
hectáreas de labor?, en la realidad ¿han existido o no? 

Con este entuerto en las cifras, para desglosar las tierras de labor por su calidad hemos 
decidido· hacerlo por dos v!as -ambas incluidas en el Cuadro 8- por lo que para 1970 
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aparecen dos columnas. La primera la elaboramos con los datos decrementados del 
Resumen Especial del V Censo Ejidal, cuyo total de las tierras de labor suma 20,024, 139 
hectáreas. La segunda la estructuramos con la información proporcionada por el Resu­
men General de los V Censos Agrícolas .. ., que contiene las cifras elevadas utilizadas en 
el Cuadro 5, pero en la discriminación por tipo de tierras, en los renglones correspon­
dientes a los ejidos, éstos contienen las tierras de las comunidades, y, por lo tanto, los 
renglones no ejidales carecen de éstas. Desde nuestro punto de vista, la columna más 
objetiva es la primera, en tanto que refleja fielmente la separación de las tierras por su 
calidad y por los tipos de tenencia, como a nosotros nos interesa. En el total ejidal de la 
columna 2 de 1970, el 8.1 % es de tierras comunales, las que en su mayoría son tierras 
de temporal, por lo que es relativamente pequeña la cantidad que correspondería a las 
tierra$ de riego y a las de jugo o humedad. 

Observando la información ordenada en el Cuadro 8, nos percatamos que de 1950 a 
1960 las tierras de labor se incrementaron 19.5% pero de este último año a 1970, según 
el total de la columna 2, que es el más elevado, decrecieron 2.8%, y de acuerdo con la 
columna 1 correspondiente a este último año, la reducción es del 15.9%. Ambos datos 
para 1970 indican una contracción en el tipo de tierras señaladas. De acuerdo a la 
columna 1 de 1970, desde 1950 las tierras de labor habrían crecido sólo el 0.48%, y 
según la columna 2, dicho aumento fue del 16.1%. 

Llama la atención que de 1960 a 1970, la superficie mencionada no se haya expandido, 
y más bien redujo su extensión. Nos inclinamos a pensar que este fenómeno es producto 
del sobrecensamiento registrado en 1960, por lo cual la información de los censos 
agrícolas de este año inflan las cantidades de las tierras existentes. De ahf que tal vez 
sólo sea aparente el no crecimiento del área de labor en el lapso mencionado. Pero de 
igual forma, la contradicción en la información en el V Censo Ejidal, puede tener su 
explicación en el mismo hecho. 

En el Cuadro 8, también se ilustra la distribución del área de labor por tipo de tenencia. 
Así tenemos que en 1950 y en 1960, la mayor parte de ella la conserva el sectorno ejidal, 
con 55.9% y el 56.6% para cada uno de estos años; paralelamente al sector ejidal 
corresponde en los mismos periodos el restante 44. l % y 43.4%. Para 1970, de acuerdo 
a la columna l, la diferencia se conserva levemente modificada a favor de los ejidos a 
quienes toca el 46% y a las tierras no ejidales el 54%. Si a la columna 2 de este año, al 
total ejidal le restamos lo que es de las comunidades ( 1,035,558) y lo sumamos al no 
ejidal, la proporción de dichas tierras queda: 50.6% ejidal y 49.4% no ejidal. En ambas 
columnas, lo que destaca es que para 1970 las tierras de labor se reparten casi a la mitad 
entre las dos formas de tenencia. 

Al distinguir las tierras de labor por su calidad, sobresale que la inmensa mayoría de ella 
está compuesta por las de temporal. En 1950 a éstas les corresponde el 83.2%, para 1960 
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el 81.4% y en 1970, según Ja columna I, 78.5% y de acuerdo a Ja columna 2, 80.2%. 
De los totales de tierras de labor ejidal y no ejidal, durante el periodo, en promedio el 
80% de cada uno de ellos lo fonnan tierras de temporal. 

Del total de la tierra de temporal, durante 1950 y 1960 la mayoría la acumula el renglón 
no ejidal, con 56.9% y 56.4% respectivamente, quedando al sector ejidal Jos restantes 
43.1% y 43.6%. Para 1970, observando la ~alumna!, el 53.9% de ellas son para el 
primer rubro y el 46.1 % para el segundo; lo cual muestra que si bien los ejidos mantienen 
la menor parte, en números relativos reflejan un ligero avance, aunque en números 
absolutos la cantidad es menor, como también es más reducido para este año el total de 
dichas tierras. Tomando en cuenta la infonnación de la columna 2 de 1970, y restando 
a los ejidos la parte correspondiente a las comunidades (calculamos que es el 85% de 
1;035,558 hectáreas de tierras de labor que en esta información se le asigna a ellas), a 
la vez que la sumamos al renglón no cjidal, queda que el 51.6% lo centralizan los 
primeros y el 48.4% el segundo. Con estos datos, para 1970 el sector ejidal controla la 
mayor parte de las tic1Tas de temporal. 

Del total de las tierras de labor, las de jugo o humedad ocupan un área por demás 
pequeña. En el periodo que nos ocupa, estas últimas en promedio alcanzan un poco más 
del 4%, y la mayor parte de ellas -aunque esta mayoría también es pequeña- corresponde 
al sector no ejidal; con la excepción de los datos agrupados en la columna 2 de 1970, 
los cuales muestran que dicha relación se invierte a favor de los ejidos. 

Las tierras de rieg;i -sin lugar a dudas las que gozan de una mejor situación en tanto que 
para su riego no dependen de la precipitación pluvial, por lo que en ellas se pueden 
levantar varias cosechas al año- también aglutinan una cantidad reducida. En 1950 y en 
1960, del total de tierras de labor las de riego contaban con el 12.6% y 14.8% 
respectivamente; para 1970, de acuerdo a la·columna I, sumaban 16.9%, y en función 
de la columna 2, 15.5%. En números absolutos, la cantidad más alta que reportan los 
censos, apenas rebasa los tres núllones y medio de hectáreas. 

La distribución de las tierras de riego por tipo de tenencia, muestra que la mayor parte 
de ellas la centraliza el sector no ejidal. En 1950 contaba con el 51.3% y en 1960 pasó 
al 59.4%. Para 1970, columna !, con 54.8% y de acuerdo a la columna 2, restándole 
previamente a los ejidos la parte correspondiente a las comunidades (calculamos el 10% 
de sus tierras de labor) y sumándole la misma cantidad a los no ejidos, queda que éstos 

·se mantienen en mayorfa con 53.8% y el restante 46.2 es de los primeros. 

De 1950 a 1960, el total de tierras de riego se incrementó 1,011,591 hectáreas (40.4%), 
de ellas el 79.4% favoreció al sector no ejidal quien pasó de 1,283,804 hectáreas a 
2,087,360, núentras los ejidos únicamente captaron el 20.6% al expandirse de 1,219,915 
a 1,427,950 hectáreas. 
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En 1970, a pesar de que el área irrigada no ejidal sigue siendo mayoría, la ventaja se 
reduce debido tanto al decremento del total con respecto a 1960, como al aumento de la 
extensión ejidal. De 1960 a 1970, según la columna 1 de este año, la reducción de las 
tierras de riego no ejidales es del 11.29% y de acuerdo a la columna 2, 7.71 % (haciendo 
previamente el ajuste antes señalado); paralelamente los ejidos se incrementaron 7.1% 
(columna J) ó 16% (columna 2). 

En el periodo que nos ocupa, no hay Jugar a dudas que la expansión de las tierras de 
riego ha beneficiado fundamentalmente al sector no ejidal, lo cual es verdaderamente 
pronunciado en el lapso de 1950 a 1960. Esto es así tanto en términos absolutos, como 
relativos. La explicación posible a este fenómeno es que las políticas estatales sobre 
irrigación han estado orientadas a beneficiar a Jos propietarios privados.' · 

Asimismo, la predominancia de las !ierras de temporal, sujetas a las vicisitudes de las 
lluvias, y en las que se computan eriales no aptos para la agricultura, es un elemento 
vital para explicar los avatares que enfrenta la agricultura mexicana, particularmente Ja 
producción de bienes para el consumo, como son los granos básicos, para cuyo cultivo 
se destinan principalmente este tipo de tierras. El área irrigada produce fundamental­
mente para la exportación y mat.eria prima para la industria. 

C. Superficies total ceru;ada y de labor por unidades de explotación: ajidal y no ejidal 

En el periodo que nos ocupa, la expansión del área ejidal, tanto de superficie total censada 
.como de labor, mantuvo un ritmo superior al del rubro no ejidal, a tal grado que en tierras 
de labor, para 1970, centralizaba un poco más de Ja mitad, siendo que en 1950 sólo 
contaba con el 44.1 %, según apreciamos en el Cuadro 5. Pero esta evolución no se ha 
correspondido con un fenómeno semejante en lo que respecta al capital invertido y alas 
gastos realizados, renglones en lo que sector no ejidal conserva su predominancia, como 
se ilustra en el Cuadro 7, por lo que también lo hace al nivel de la producción. 

Con la intención de concrelar aún más el desarrollo de las tierras ejidales y no ejidales, 
relacionaremos sus extensiones totales con las unidades de producción, y en el caso de 
los ejidos también con los ejidatarios, para aproximamos lo más posible a un promedio 
de hectáreas por unidad y por ejidatario. Con esto lograremos una visión más objetiva 
de la estructura de la tenencia de la tierra. 

5 Ver, Roger D. Hansen, lApolfrica del desarrollo mexicano, México, Siglo XXI, 1974, panicularmente 
el cap.4. De Ifigenia M. de Navarrcte et al, Bienestar campesi110 )'desarrollo económico, México, FCE 
1971, primerpane, caPírulo 4 
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Es pertinente advertir que este acercamiento no nos proporcionará imágenes exactas, en tanto 
que la infonnación existente no es suficiente. A pesar de esta limitación, obtendremos una 
imagen más cercana a la realidad que la percibida con cifras y dinámicas generales. 

En el caso de las unidades no ejidales la situación se simplifica en tanto que su número 
es semejante al de los posesionarlos. El censo define como "unidad de producción 

Cuadro 9 
Superficie promedio por unidad de producción no ejida(• 

1950-1970 

1950 

SUPERFICIE TOTAL CENSADA Superficie Unidades Sup.prom. 
Hcc:t4rus por unidad 

lkdma<; 

Tollll 106,623,044 1,365,633 78.1 

Mayoms de S Ha.~. 105.260,245 360,798 291.7 

De S Ha.s. o menos 1,362.799 1,004,835 1.4 
SUPERFICIB DE LABOR 

Total 11,137.395 1,()()4,824 11.1 

Maycrude5f14s. 9,857,580 200,l.56 49.2 

Oc S Hu. o menos 1.279,815 804,668 1.6 

19(1() 

SUPERFJCJB TOTAL CENSADA 

Total 124,S87,t33 1,346,442 92.S 

MAyarcsdeSHas. 123,259,026 447,334 275.S 

De 5 Hu. o menos 1.328,107 899,108 l.S 

SUPBRPtCm oe LABOR 

Total 13.487,665 1,202,023 · 11.2 

Mayoresde.5Has. 12.218,644 343,943 3S.S 

DcSJfas.orncnos J,269,021 8.58,080 l.S 

1970 
SUPERFICIE TOTAL CENSADA 

Total 70,144,089 9!17,324 70.3 

Mayo~ de S Has. 69,263,182 388,392 178.3 

De S Hns. o menos 880,907 608,932 1.4 

SUPERFICIE DE LABOR 

Total I0,385,.553 824,939 ll6 

Mayo~ de S Ha.s. 9,675,457 337.266 28.7 

O.:SHu.omcnos 710,006 487,673 l.S 

Para 1960 el área correspondiente n las comunidades el Censo las inlegra en las unidades mayores de 
5 Has.; para 1970 esto no sucede, por lo que las unidades no ejidales de hecho son propiedad privada. 

Fuen1e: Elaboración propia con base en Censos Agropecuarios ... ; IV Censos Agrícola ... ; V Censos 
Agrícola ..• 
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agrícola-ganadera (no ejidal), a toda superficie de tierra que se dedique en cualquier 
escala a la producción agrícola, ganadera, avícola, apícola, o más de una de dichas 
actividades, siempre que éstas se lleven a cabo bajo una misma administración y 
haciendo uso de los mismos recursos". De tal suerte que contando con el número de 
hectáreas de extensión y con el número de unidades, no resta más que realizar una 
división para obtener un promedio de cierta exactitud. 

Situación diferente guardan los ejidos. De ellos se cuenta con el número de parcelas y 
de ejidatarios. En lo que respecta a las primeras, las más de las veces no se sabe si las 
mismas sólo corresponden a las otorgadas de manera individual o si abarcan las de 
carácter colectivo. De los segundos, cuando los censos se refieren a ejidatarios con 
tierras, no especifican si se trata sólo de quienes cuentan con parcelns individuales o 
también integra a quienes participan de las unidades colectivas, como excepcionalmente, 
por ejemplo, si lo hace el censo de 1970, aunque este no diferencia a quienes pnrticipan 
de tierras de labor de quienes lo hacen de superficies no aptas para la agricultura. 

No obstante estas limitaciones, creemos que en los cuadros 9 y 10 se presentan 
superficies promedio aceptables, por unidad y por ejidatario, que muestran aproxima­
damente la realidad de la tenencia de la tierra en función de los poseedores. 

Lo que a primera vista destaca en los cuadros antes mencionados, es que existe una 
aguda diferencia entre las superficies promedio controladas por los productores ejida-

Cuadro 10 
Superficie ejidnl media por parcela y por ejidatario 

1950-1970 

Superficie Nn.dr No.de -llcdárcas Parcelas Elldatnrlos -1950 
Superficie total censada 38,893,899 n.d. 1.378,326 n.d. 
Superficie de labor 8,790,866 l,342,962 1,378,326 6.S 

1960 

Supcrficietot:ilccnsad.l 44,497,075 nd. 1,523,796 n.d. 

Su~rficic de labor I0,329,2-17 l,491,455 1.512.125 6.9 

1970 
Superficie total ccn.~da 60,532.978 2.035,389 2,012,856 29.7 

Supcrfich: de IM>or 9,210.226 l,718.SS7 2,012.856 ~-~ 

n.d.: No se cuenta con estos datos. 

Por: 
Elldalarlo 

28.2 

6.4 

29.2 

6.8 

30.1 ... 
Fuentes: Elaboración propia con base en Censos Agropecuarios ... ; IIl Censo Ejida.1 ... : IV Censos 
Agrícola ... ; V Censo Ejida1... 
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!arios y Jos no ejidatarios. A pesar de Ja importante expansión del áreaejidal, Ja superficie 
media es plenamente favorable a Jos no ejidos. 

De Ja superficie total censada, el promedio por ejidatario para 1950 es de 28.2 hectáreas, 
y de 29.2 y 30. J para 1960 y 1970 respectivamente. En ese mismo lapso el sector no 
ejidal, centralizaba en promedio por unidad 78.1, 92.5 y 70.3 hectáreas. Esta fuerte 
diferencia Ja podemos apreciar mejor si en las unidades no ejidales distinguimos las 
mayores de 5 Ha. de las de 5 Has. o menos, como Jo ilustran10s en el Cuadro 9. Así nos 
percatamos que las mayores de 5 Has. que aglutinan más del 98% de Ja superficie total 
censada, tienen una superficie promedio de 291.7 hectáreas en 1950, de 275.5 en 1960, 
y de 178.3 en 1970. Es evidente la importante desproporción que hay en Ja superficie 
promedio de Jos ejidos y los no ejidos. 

A pesar de Ja desigualdad señalada, el promedio por ejidatario no es despreciable. Pero 
el problema radica en que Ja absoluta mayoría de esas tierras no son aptas para Ja 
agricultura, que de ellas nada o casi nada obtienen sus poseedores. Incluso los bosques 
y pastos bajo su control, no son explotados adecuadamente debido a que no cuentan con 
los instrumentos ni el capital indispensable para hacerlo. Diferente situación se presenta 
para las unidades no ejidales, principalmente las grandes, controladas por la burguesía 
y pequeña burguesía agraria, quienes cuentan con los medios necesarios para aprovechar 
a través de la ganadería, de la explotación maderera u otras actividades, esas amplias 
extensiones. En este caso no sólo explotan sus posesiones, sino también las de Jos ejidos 
y comunidades, como sucede con Jos bosques.6 

En las tierras de labor se presenta un fenómeno similar al descrito para Ja superficie total. 
El promedio de hectáreas porejidatario es de 6.4 en 1950, 6.8 y 4.6 para 1960 y 1970 
respectivamente. En esos mismos años las unidades no ejidales registran un promedio 
de 11.1, 11.2 y 12.6. 

De las unidades noejidales, las ubicadas en extensiones mayores de 5 Has. -que acaparan 
más del 90 o/o del total de dicha superficie- tienen en promedio 49.:i hectáreas en 1950, 
355 y 28.7 en 1960 y 1970 respectivamente, Jo que significa una proporción de 5 a 7 
veces superior a la de Jos ejidatarios, y de 2 a 3 veces más en relación al promedio del 
total de las unidades no ejidales. A esta aguda desproporción en Ja extensión de tierra 
poseída, habría que agregar Ja correspondiente a Jos recursos técnicos y de capital, con 
lo cual se completa el discrepante cuadro del agro mexicano, en el que coexiste una 
inmensa mayoría de campesinos miserables, ejidatarios y no, con una pequeña pero 
próspera burguesía agraria, a quien le sigue los pasos una voraz pequeña burguesía. 

6 Al respecto se puede consultar a Karel Chambille,Atenquique. l.LJs bosqu~s del surde Jalisco, UNAM, 
México 1983. De varios autores, Jornada el campo y el rampesfoo: prod11cci6n y hambre, México, 
UAM·X t984. 
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Es interesante observar que durante el periodo, el conjunto de las superficies promedio 
no sufre alteraciones importantes. Esto es explicable por la evolución tanto del número 
de unidades y ejidatarios, como del área total. 

Así lo constatamos en el promedio de la superficie total de los ejidatarios, el cual fluctúa 
de 28.2 a 30.1 hectáreas de 1950 a 1970. Ese promedio.estable es debido a que al 
incremento del número de ejidatarios -de 1,378,326 a 2,012,856- le corresponde un 
proceso similar en el área total, la cual pasó de 38,893,899 hectáreas a 60,532,978. En 
los no ejidatarios se presenta una situación semejante. La extensión promedio de 
superficie total censada va de 78.3 a 70.3, lo que muestra una reducción de 8 hectáreas; 
aunque si lo vemos en relación a la media de 92.5 hectáreas correspondiente a 1 960, el cambio 
se manifiesta de manera drástica, de 20 hectáreas. 

Para ubicar esta aguda disparidad en su real dimensión, tenemos que recordar que el 
censo de 1960 está inflado debido al sebrccensamiento registrado en varios estados de 
la república. De ahí que el incremento tan elevado de 1950 a 1960 y la caída de este año 
a 1970, no son dignas de confianza. A diferencia de los ejidos, en el sector no ejidal la 
extensión total tendió a reducirse de manera importante. De 106,623,044 hectáreas 
censadas en 1950, se pasó a 70,144,089 en 1970. Reducción superior al 34%. El número 
total de unidades también decayó, de 1 ,365,633 a 997 ,324. Decremento del 27%. 

Esta centralización de las unidades no ejidales también muestra un fenómeno típico del 
desarrollo capitalista. Se trata de un proceso de centralización de la tierra, producto de 
la liquidación de medianos y pequeños propietarios -principalmente de éstos últimos­
.que prefieren deshacerse de sus pequeñas parcelas, ya que en lugar de reportarles 
beneficios les acarrea infinidad de problemas. Esto lo podemos constatar empíricamente 
al observar la evolución del número de unidades en el periodo. Mientras que las mayores 
de 5 Has. mantienen cierta estabilidad -de 360,798 a 388,392-, las de 5 Has. o menos se 
redujeron en casi el 40% al pasar de 1,004,835 a 608,932, obviamente lo propio sucedió 
con la superficie total correspondiente a las mismas. 

En la superficie promedio de tierras de labor se destaca un fenómeno semejante al 
descrito en párrafos anteriores. En los ejidos, esta media fluctuó de 6.4 a 4.6 hectáreas 
en el periodo de 1950 a 1970. Reducción cercana a las dos hectáreas, registrada 
específicamente en el lapso de 1960 a 1970. Esto se debe a que los ejidatarios pasaron 
de 1,512,125 a 2,012,856, mientras que la superficie de labor se redujo de 10,329,247 
hectáreas a 9,210,226. 

En los no ejidos la superficie promedio de labor mostró cierta estabilidad al pasar de 
11.1 hectáreas en 1950 a 12.6 en 1970. Igualmente ésto se debe a que a una baja en la 
superficie total le correspondió una reducción del número de unidades. Al igual que en 
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la superficie total censada, también en la de labor la caída del número de unidades se 
ubica en las de 5 Has. o menos. 

En 1950 éstas sumaban 804,668 y para 1970 sólo alcanzan la cifra de 487,673, lo que 
significa un decremento del 39.4%. Casi el 40% de las unidades de labor no ejidales de 
·s Has. o menos ha desaparecido, indudablemente para sumarse a unidades mayores, lo 
cual muestra el fortalecimiento de la burguesía y la pequeña burguesía agraria. 

La centralización de la tierra, producto del desarrollo capitalista en la agriculturu, se 
traduce en una masiva expulsión del campesino pobre, quien para poder vivir tiene que 
prolctarizarse, vender su fuerza de trabajo en el lugar que ésto sea posible, para lo cual 
tiene que emigrar, ya sea de manera temporal o bien definitivament~. 

D. Grande y pequeña explotación agrícola 

El desarrollo de la explotación capitalista en la agricultura guarda caracterlsticas y leyes 
propias que la diferenclan del proceso que sigue la industria. No sobra recordar que 
ambos sectores tienen la misma finalidad: a través del proceso de producción valorizar 
el capital.7 

La historia de la industria muestra que su expansión puede darse por dos vías, a saber, 
la acumulación y la centralización. Y por ambas, separadas o combinadas, crece. Incluso 
con la sola acumulación, guardándose ciertas condiciones económicas, la industria 
puede crecer sin necesidad de hacerlo por el camino de la absorción de empresas de 
menor tamaño y capacidad económica. Así, una fundidora puede ampliarse a través de 
agregarle más construcción a sus instalaciones, adquirir más maquinaria, comprar más 
materia prima, contratar más fuerza de trabajo, o sea a partir de la acumulación de capital, 
sin que haya tenido la necesidad de absorber a otras plantas ya existentes. 

La agricultura no sigue ese mismo proceso. Estando repartido el territorio agrícola si se 
dese~ agrandar una explotación agrícola, esto solo puede lograrse a través de la obtención 
de nuevas tierras, lo cual implica la desaparición de unidades de producción ya 
existentes, porque su principal medio de producción, que es el suelo, no se puede 
aumentar libremente, tiene límites naturales. De tal forma, la expansión de la explotación 
agrícola únicamente puede lograrse por la vía de la centralización, agrupando explota­
ciones ya existe~tes. 

Mientras la industria puede multiplicarse a discreción por los mecanismos de la acumu­
lación y/o la centralización, la agricultura lo hace exclusivamente por éste último. Esa 

7 Ver. Knrl Kaursky, la cuestió11 Agraria, Ruedo Ibérico, París 1970, Primera parte. De V.I. Lcnin, El 
desarrollo del capitali.fmo e11 Rllsia, Obras completas Tomo 3, Bspaña, Ayuso-Akal, 1977. 
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expropiación sigue diversas fonnas, muy parecidas en ambos sectores. Se recurre· desde 
la compra más o menos legal, respetando la sagrada propiedad privada, hasta el robo 
descarado que bien puede implicar el asesinato del antiguo propietario, pasando por la 
compra fraudulenta y demás artimañas usadas por el capital en su desarrollo.' 

Del mismo modo, en Ja industria y en la agricultura, la gran unidad de producción erigida 
no registra Ja misma dinámica en su proceso de explotación. Mientras que en el primer 
sector -en circunstancias normales- la.gran empresa tiende a ser mejor, en tanto que 
implica concentración de las fuerzas productivas, lo cual deriva en un mayor aprove­
chamiento de la fuerza de trabajo a través de una mejor división técnica del trabajo, en 
un menor desperdicio de material, en menor costo de producción, en menores gastos de 
inspección, control de calidad, etcétera, en Ja agricultura no siempre la gran unidad es 
Ja mejor. En este sector, Ja centralización del suelo no implica ipsofacto concentración 
de fuerzas productivas y cambio en los métodos de cultivo. Infinidad de grandes 
explotaciones agrícolas en el país se desarrollan sin contar con maquinaria e insumos 
adecuados. Cuántos propietarios capitalistas suman y suman nuevas parcelas a su 
original extensión, sin necesidad de introducir nueva y mejor maquinaria, y muy al 
contrario siguen utilizando el arado de reja tirado por animales, sus trabajadores limpian 
Jos cultivos con antiguos azadones o tarecuas, transportan la producción de los campos 
a sus bodegas en las espaldas de los mismos trabajadores o a lomo de bestia• u otros 
medios de transporte anticuados. 

La gran explotación agrícola no implica, y no es Jo común en nuestro país, el ahorro de 
trabajo, ahorro de materiales (fertilizantes, pesticidas, etc.) o la utilización de transportes 
más adecuados. 

En Ja agricultura, una mediana, e incluso hasta una relativa pequeña unidad de produc­
ción puede ser bastante más productiva que una grande, en tanto se practique en ellas 
una explotación intensiva, lo que implica también una alta inversión de capital. Maqui­
naria moderna y adecuada, semilla y abono mejorados, pesticidas y riego, entre otros 
elementos, aseguran una mayor productividad. 

En la producción agrícola, dada la esca•ez del suelo, Ja composición orgánica del capital 
cobra especial relevancia, ya que el incremento de ésta parcialmente compensa dicha 
limitación. Por lo mismo, Ja extensión en si de las unidades de producción no significa 
una explotación capitalista científica,' la cual puede desarrollarse en una unidad de 
medianas proporciones. De tal forma, en la agricullura una explotación importante no 
requiere de grandes extensiones, como por ejemplo por condiciones naturales es 
necesario en las plantaciones, en Ja explotación forestal o en áreas para pastos. Incluso 

e Rodolfo Stavenhagen et al, Neo/atifundismo y explotación, Mé.t.ico, Nuestro Tiempo,.1968. 
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hay detenninadas plantaciones, como el café, que con capital suficiente, en una mediana 
unidad, se asegura un elevado rendimiento. 

Empero, los aumentos de la composición orgánica del capital y de la intensidad de la 
explotación en una misma área, tienen límites físicos que replantean la necesidad de 
ampliar la extensión de la unidad de producción por la tínica vía posible en la agricultura, 
la de la centralización, la cual igualmente enfrenta obstáculos naturales. 

Para una mejor explotación capitalista del suelo agrícola, también es preciso contar con 
obras de infraestructura, tales como las carreteras y los sistemas de riego, las que exigen 
elevadas inversiones de capital. En lo fundamental, asegurar estas condiciones generales 
de la producción ha sido tarea del Estado. La existencia o no de dichas obras determina 
la capacidad productiva de las parcelas y el nivel de la renta del suelo. 

Así, el conoci!Iliento de la extensión de las unidades de producción sólo nos dá una 
visión parcial de la capacidad de producción de las mismas, ya que su dimensión no 
implica calidad en la explotación capitalista, como es más comtín en la industria. Para 
completar ese conocimiento, es indispensable el concurso de la• fuerzas productivas, la 
fuerza de trabajo en relación con los medios de producción, en este caso en particular 
con los instrumentos de trabajo. 

3. Distribución del área no ejidal, por grupos de superficie y por 
unidades de producción 

En los cuadros I, 4 y 7, podemos observar de una manera más precisa la estructura de 
la tenencia de la tierra en el sector no ejidal, así como la evolución de la misma en el 
lapso de 1950 a 1970. Dada la información estadística con que se cuenta, es la mayor 
aproximación que se puede lograr. A este nivel trabajamos tanto con la superficie total, 
como con la de labor, y de ésta prestarnos particular atención a las tierras de riego. 

A pesar de la• limitaciones de la información censal, una primer mirada a los cuadros 
mencionados, nos muestra una importante concentración de la superficie agrícola en 
pocas unidades de producción y, por lo tanto, una dispersión acentuada de la mayoría 
de las unidades a quienes corresponde un área reducida. 

A. Superficie total censada 

Para 1970, de la superficie total censada no ejidal, el 80% se encontraba en poder del reduddo 
4.8% de unidades. O sea que 56,062,496 hectáreas se distribuían entre 43, 172 explotaciones 
cuya extensión sobrepasa las 200 hectáreas. Esta aguda centralización de la tierra es 
particularmente pronunciada en las unidades con más de 1000 hectáreas, las que suman 1.1 %, 
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pero acaparan el 60% del total del área censada. Pero de entre esas explotaciones, el 
0.2% del total tienen bajo su control el 33.8% de dichas tierras, como muestra el Cuadro 1 l. 

Resulta que 10,124 unidades de más de 1000 hectáreas acaparan 41,840,137 hectáreas. 
De ellas, las que fluctúan de 1,000. l a 5,000. hectáreas, en promedio cuentan con 2,302 
hectáreas; y a la• de 5,000. l y más hectáreas, también en promedio les corresponden 
l 0,581 hectárea•. Aún con esta información limitada, es difícil negar, como cotidiana­
mente lo hace el discurso oficial, la existencia de latifundios. 

Aunque los censos no las registran, es conocida la pervivencia de grandes propiedades 
cuyas extensiones suman varias decenas de miles de hectáreas, principalmente en manos 
de ganaderos, quienes a través de diversos subterfugios y con el consentimiento de las 
autoridades, violan las leyes y mantienen "disfrazados" sus latifundios. A diario en la 
prensa nacional o en reuniones de las organizaciones campesinas, tanto oficiales como 
independientes, se da cuenta de los latifundios existentes, muchos de ellos en manos de 
los políticos pertenecientes a la "familia revolucionaria". Es común encontrar entre los 
denunciados, los apellidos Obregón, Calles, Avila Camacho, Toledo Corro, López 
Tapia, etcétera. 

Según apreciarnos en el Cuadro 12, del total de superficie controlada por las unidades 
con extensión de más de 5000 hectáreas, el 74.8% de la misma se ubica en tres estados 
de la República: Chihuahua, Coahuila y Sonora, correspondiendo al primero el 34.5%. 
De dicho total, el 92.5% se ubica en sólo ocho estados, por cierto éstos se encuentran 
en el norte del país, la zona más próspera tanto en explotación agrícola como ganadera, 
en que se utilizan las técnicas y maquinaria más modernas. 

El 62.7% de la superficie aglutinada por las unidades de 1000.1 a 5000 hectáreas, se 
concentra en cuatro estados: Sonora, Chihuahua, Tamaulipas y Coahuila; el primero por 
sí solo controla el 22.4% y el segundo el 19.9%.En este caso ocho es Lados tienen el 83% 
del total de dicha área. Igualmente todos ellos se encuentran en las zonas geográfica 
antes anotada. 

En el otro extremo de la estructura de la tenencia de la superficie total no ejidal, la 
relación entre unidades y superficie es totalmente inversa a lo descrito anteriormente, 
como podemos constatarlo en el Cuadro 1 l. Para 1970, al 79.7% de las unidades 
únicamente les correspondía el 4.8% del total de la superficie agrícola, o sea que 725,396 
explotaciones, con extensión máxima de 25 hectáreas, contaban con sólo 3,371,571 
hectáreas (lo que en promedio da 4.6 hectáreas por unidad). Así, la aguda centralización 
de la tierra también se expresa en el apiñonarniento de la inmensa mayoría de unidades 
en una mínima proporción del total de la superficie. 
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CUADRO U 
Distribución del área total censada no ejidal, por grupos de superficie y por unidades de producción 

1950-1970 

1950 1960° 1970 

VNI· % SVP. % SVP. VNJ. % SVP. " SVP. VNJ. <;; SVP. " SVP. 
DADES ""· ~IED. DAD ES ""· MED. DAD ES ""· MED. 

""'" ""'" ""'" 
TOTAL 1.365.63.1 100.0 106.623.044 100.0 1.346.442 100.0 124.587,132 100.0 910.168 100.0 70.144,089 100.0 

Hn.sul 498,399 36.S 182.313 0.2 0.4 nd nd 255,020 28.0 145.lfiO 0.2 0.6 

Dcl.laS .506,436 37.1 l,U!0,486 1.1 23 899,108 66.8 l.32;8,107 1.1 1.5 266.756 293 735,747 1.0 2.8 

DcS.l a 10 90,213 6.6 '702,8!0 0.7 7.8 94.310 7.0 678.849 0.5 12 IOl,918 11.2 m.736 1.2 7.6 

De 10.1 a25 IOl,112 7.4 J,708.184 1.6 16.9 132.292 9.8 2,104,083 1.7 15.9 101,702 11.2 1,712.928 2.4 16.8 

Dc2S.J a SO 59.S23 4.4 2.233,476 2.0 37.5 70.103 S.2 2,484,036 2.0 35.4 60~35 6.6 2,262,178 3.2 37.5 

DcSO.l a 100 43,290 3.2 3.282,229 3.1 75.8 58,679 4.4 4,136.932 3.3 70.5 48.731 S.4 3,683,348 S3 75.6 

De 100.l a200 Tl,195 2.0 4,090.439 3.8 147.2 41,196 3.1 5,679.399 4.6 137.9 32.534 3.5 4,764,496 6.8 1464 

Dc200.laSOO 20,932 1.6 6,884.719 6.S 328.9 26.802 2.0 8,185,496 M 305.4 24,124 2.7 1,165.rno 11.1 321.9 

De SOO.I a UXX> 7.414 0.5 5.384,274 S.I 726.2 10,689 0.8 7,340,868 S.9 686.8 8.924 1.0 6,457.289 9.2 723.6 

De 1000.J aSOOCI 7.335 05 17.ITI,418 16.J 2341.B 9.4"9 0.7 22.023,166 17.6 2.340.6 1.BBS 0.9 IS.150.279 25.8 2..301,9 

Oc:SOOO.lym.il.s 3,184 02 63.796.696 59.8 20.036,7 3,854 02 70.626.196 56.7 18,325,4 2.239 0.2 23,689,8.58 33.8 10.SS0.6 

nd.: no hay datos. 

•En el Censo de 1960 _la superficie correspondiente a las comunidades, 8,735,450 Hectáreas, está contenida en el 
rubro no ejidal como predios mayores de 5 Hectáreas. 

Fuentes: Elaboración propia con base en Censos Agropecuarios ... ,m Censos Agrícola ... , IV Censos Agrícola ... ; V 
Censos Agrícola ... op. cit. 



CUADR012 
Estados con mayor concentración de superficie total, no ejidal, correspondiente 

a unidades con más de 1000 hectáreas 
1970 

De unidades de 100.1 a 5000 Has. De unidades mayores de 5000 Has. 

Superficie % Superficie % 
Total 18,150,279 100.0 Total 23,689,858 100.0 
Subtotal 15.046,379 82.9 Subtotal 21,9I0,465 92.5 
Sonora 4,061,328 22.4 Chihuahua 8,177,265 34.5 
Chihuahua 3,614,806 19.9 Coahuila 5,550,281 23.4 
Tamaulipas 1,891,759 I0.4 Sonora 4,009,523 16.9 
Conhuila 1,823,990 IO.O Durango 1,579,490 6.7 
Nuevo León 1,473,968 8.1 Tamaulipas 835,825 3.6 
Durnngo 1,062,122 5.9 Zacatecas 764,760 3.2 
Zacatccas 569,600 3.1 San Luís 553,642 2.3 

Potosí 
Baja California 548,806 3.0 Nuevo León 439,679 1.9 
Sur 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censos Agr(cola .. .,op. cit. 

Esta atomización de las unidades es más grave si observamos que el 57 .3% del tQtal de 
las mismas tenía en su poder el reducido 1.2% de la superficie. Peor aún, el 28% de las 
explotaciones sólo alcanzaban el 0.2% de la misma área; estas tienen una extensión 
máxima de 1 hectárea, y en promedio les corresponde 0.6 hectáreas. Por otra parte,' el 
29.3% de las unidades cuentan con una extensión de 1.1 hectáreas y en promedio 
alcanzan 2.8 hectáreas. 

En medio de los dos extremos se encuentran las explotaciones que fluctúan de 25. I a 200 
hectáreas, quienes representan el 15.5 % del total y acaparan el 15.3% de la superficie. 

Las unidades cuya extensión es de hasta 5 hectáreas, en su mayoría se localizan en los 
siete estados que presentamos en el Cuadro 13. Estos concentran el 8~% de las 
explotaciones de hasta 1 hectárea y 70.1 % de las que poseen de 1.1 a5 hectáreas. Destaca 
que dichos estados se ubican geográficamente del centro hacia el sur del país, además 
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CUADR013 
Distribución de las unidades de hasta 5 Has., por estados con mayor 

concentración de las mismas 
1970 

Unidades hasta de 1 Ha. Unidades de 1.1 a 5 Has. 

Unidades % Sup. Unidades % Sup. 
Promed. Promed. 

Total 255,020 100.0 - 266,757 100.0 -
Sub total 216,433 85.0 - 187,029 70.l -
Puebla 57,008 22.4 0.6 49,632 18.6 2.6 
México 48,204 18.9 0.5 26,124 9.8 2.5 
Oaxaca 38,589 15.1 0.7 39,334 14.7 2.6 
naxcala 28,695 11.3 0.5 12,896 4.8 2.3 
Hidalgo 22,895 9.0 0.6 23,054 8.6 2.6 
Veracruz. 13,845 5.4 0.6 21,989 8.2 2.8 
Michoacán 7,197 2.8 0.7 14,000 5.2 2.9 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censos Agócola ... op. cit. 

de que se caracterizan por su atraso en la explotación agrícola debido al débil desarrollo 
de las fuerzas productivas en el sector. 

El 67.7% de las unidades de hasta 1 heclárease ubican en los estados de Puebla, México, 
Oaxaca y Tiaxcala, correspondiendo el 22.4% al primero y 18.9% al segundo. La 
superficie promedio por unidad va de 0.5 a 0.7 hectárea. · 

Puebla, Oaxaca y México, concentran el 43.1 % de las unidades de 1.1 a 5 hectáreas, 
siendo el 18.6 para el primero y el 14.7 para el segundo. La superficie promedio por 
unidad en estos siete estados va de 2.3 a 2.9 hectáreas. 

En los cambios registrados en la distribución del área total, en el periodo de 1950 a 1970, 
destaca la reducción de la superficie controlada por las unidades mayores de 5,000 
hectáreas, según lo ilustra el Cuadro 11. En 1950 el número de dichas explotaciones 
significaba el 0.2% del total y acaparaban el 59.8% de la superficie; para l 970el número 
se mantenía en 0.2% pero el área controlada se redujo sensiblemente, quedando con el 
33.8%. En consecuencia la superficie media por unidad pasó, en el mismo lapso, de 
20,037 a 10,581 hectáreas. 
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En el otro extremo, las unidades con extensión de hasta 5 hectáreas redujeron su número 
tanto relativo como absoluto, y su superficie total decreció en números absolutos aunque 
en relativos prácticamente mantuvieron el mismo nivel. Así, el número de unidades 
disminuyó 48.1 % y el de la superficie bajó 35.4%. Empero la superficie media por 
unidad registró un incremento, aunque muy reducido. Es evidente que la evolución de 
la estructura de la tenencia de la superficie no ejidal ha afectado seria y negativamente 
a las pequeñas explotaciones. 

Como anotamos en páginas anteriores, consideramos que esta dinámica también ha 
significado una importante expulsión del campesino pobre, quien a través de diversos 
mecanismos ha sido expropiado de su parcela, la que ha pasado a fortalecer a la burguesía 
agraria. No se puede argumentar que la reducción del número de estas pequeñas unidades 
ha sido por que las mismas han avanzado a ocupar extensiones un poco más grandes. 
Los datos que sistematizamos en el Cuadro 11 no permiten llegar a tal explicación. 

Tenemos el caso de las unidades cuya extensión es de 5.1 a 50 hectáreas. El número y 
superficie de las mismas prácticamente se mantuvo inalterable, el incremento que se 
observa es reducido. Asimismo la superficie media por explotación se conservó casi 
igual. Las unidades que más aumentaron fueron las de 5.1 a JO hectáreas, ya que pasaron 
de 90,213 a IOl,918 y su superficie creció de 702,810 a 777,736 hectáreas. Aún así, ese 
incremento es débil en relación a la fuerte reducción de las pequeñas explotaciones. 

Es en las unidades que cuentan con extensión de 50.1 a 5,000 has. donde se registra un 
crecimiento importante, pero ésre es más acentuado en las que llegan hasta las 500 
hectáreas. 

Las explotaciones de 50. I a 500 hectáreas, durante el lapso que nos ocupa, crecieron en 
13,372 unidades y su superficie total aumentó 1,955,527 hectáreas. La superficie 
promedio por unidad se mantuvo casi inalterable, dado que sufrió reducciones pequeñas. 
La expansión reportada por los tres estratos en que se dividen dichas unidades, fue 
uniforme. Las de 50.l a 100 hectáreas se incrementaron 12.6% y su superficie creció 
12.2%; la1 de 100.l a 200 hectáreas también aumentaron 17 y 16% respectivamente; y 
las explotaciones de 200. l a 500 hectáreas se expandieron 15.2 y su superficie aumentó 
12.8%. 

El número de unidades de 500. l a 1,000 hectáreas se acrecentó en 20.4% y la superficie 
total que ocupan aumentó 20%, en números absolulos ésta se expandió con l,073,015 
nuevas hectlÍrcas. Las de 1,000.1 a 5,000 hectáreas crecieron en un 7.5% y su área en 5.7%, 
que en números absolutos significó 972,861 hectáreas. De 1950 a 1970 estos dos estratos 
centralizaron una mayor cantidad de tierra que la de los ubicados en extensiones de 50. l a 
500 hcc1árca1, siendo que estos tienen 5.5 veces más unidades que los primeros. Proporcio­
nalmente, también fueron ellos los que concentraron una mayor área por unidad. 
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No obstante la diferenciación en el avance de las unidades superiores a las 50 hectáreas, 
sus respectivos datos nos permiten constatar que en efecto, la aguda reducción sufrida 
por las pequeñas explotaciones de hasta 5 hectáreas tuvo como función el fortalecimiento 
de la pequeña y gran burguesía agraria, a la par que significó la expulsión de un número 
importante de campesinos pobres a quienes no quedó más que su fuerza de trabajo para 
poder sobrevivir, por lo que seguramente, y dando el agudo desempleo que azota al agro, 
pasaron a engrosar las filas de la superpoblación relativa. 

B. Superficie de labor 

En lo tocante a la superficie de labor no ejidal, igualmente se presenta el fenómeno de 
una fuerte centralización de la misma en pocas unidades de producción, mientras en el 
otro extremo la inmensa mayoría de éstas ocupa un área reducida como lo constatamos 
al observar el Cuadro 14. 

Para 1970 las explotaciones con extensión superior a las 100 hectáreas, representaban 
el 2% del total pero ocupaban el 40.5% del área de labor, o sea, 4,207,699 has. De ellas 
destacan las que cuentan con400. l y más hectáreas, ya que siendo sólo el 0.2% controlan 
el 14% de dichas tierras, y el promedio por unidad les asigna 835 hectáreas. Las que 
tienen una extensión de 200.1 a 400 hectáreas, representan el 0.5% del tola! y cenUulizan 
el 11.2% de la superficie, y en promedio por unidad alcanzan 279 hectáreas. Finalmente 
las explotaciones de 100.1 a 200 hectáreas son el 1.3% de las mismas y cuentan con el 
15.3% del área, o sea 1,591,814 hectáreas, y en promedio les corresponden 144.7 
hectáreas. 

Sin temor a equivocamos podemos anotar que entre las explotaciones superiores a las 
200 hectáreas, se encuentran unidades que existen sobre la base de contravenir las leyes 
respectivas que limitan a esa extensión la propiedad sobre tierras de labor. Es conocido 
como a través de diversos subterfugios se crean extensas explotaciones que aparente­
mente son de varios dueños (familiares, amigos, etc.), pero en la realidad son de uno 
sólo. En este mismo sentido, la existencia de grandes unidades de producción que 
cuentan con varios miles de hectáreas de tierra de labor, no aparecen en los censos, 
principalmente,.porque sus.propietarios proporcionan información falsa. 

Del total de la superficie en que se ubican las unidades con extensión superior a las 400 
hectáreas, el 71.2% se localiza en siete estados de la república y, más en especifico, en 
cuatro de ellos se encuentran el 50% de la misma: Veracrúz, Sonora, Tamaulipas y 
Tabasco. Entre éstos destacan los dos primeros con 17.5 y 14.1 respectivamente, según 
apreciarnos en el Cuadro 15. 
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Cuadro14 

Distribución del área de labor no ejidal, por grupos de superficie y por unidades de producci6n 
1950-1970 

1950 1960" 1970 

UNI· ... SUP. ... SUP. UNI· ... SUP. ... SUP. UNI· ... SUP • .., SUP. 
DADES Das. Mm. DADES lhl. Mm. DAD ES H•. Mm. 

Das. Das. H-. 

TOT{'L 1,236.121 100.0 ll,137,39S 100.0 1.202.023 100.0 13,487,664 100.0 824.939 100.0 ID.38S,55J 100.0 

HastalH:a n.d. n.d. n.d. n.d. 281,095 34.I 106.ll'JO 1.6 0.6 

De t.la5 l,o:?0.747 825 1.504397 135 15 928.717 713 1.460,739 IQ8 1.6 285.973 347 788.234 7.6 18 

Dc!Ua 10 88,015 7.1 686.251 6.2 7.8 95.229 7.9 664932 4.9 7.0 99.m 12.1 1li6,689 7.4 7.7 

De 10.1 a25 71143 5.8 1.208.506 10.9 16.8 101968 8.6 1,581.308 11.7 15.4 80.288 9.7 1.339,695 12.9 16.7 

Dc25.la50 30.Sl4 15 J,131,614 101 37.1 37.299 3.1 1.279.682 95 343 37,455 4.6 1.381,663 133 36.9 

DcSO.la 100 15.930 13 1,192,641 10.7 74.9 12.035 1.8 l,49&.S74 11.1 68.0 n:m 2.8 1,735.483 16.7 74.6 

De 100.J a 200 s.m 05 863.967 7.7. 144.7 10389 o.s 1.328,521 9.9 127.9 IQ.997 13 1.591,814 153 144.7 

De 200.t a 400 1.857 0.2 527,156 4.7 283.9 3,333 03 888.0SS 6.6 266.4 4.178 05 1.163.799 ll.2 Z18.6 

Dc400.1ymú 1546 0.1 4,022,863 36.12602..l 2.053 º"' 4,785.&53 3552.331.2 1.739 0.2 1.452.086 14.0 835.0 

N.d.: No hay datos 

Fuentes: Elaborad6n propia co~ base en Censos Agropecuarios: .. , III Censos Agrícola. .. , IV Censos Agrícola ... , V 
Censos Agrícolas ... 



Cuadro 15 
Estados con mayor conel!nlraclón de superficie de labor no ejidnl 

correspondiente a unidades con más de 100 Has. 
1970 

De Unidades de De unidades de De unides de 400.l 
100.l a 200 Has. 200.1 a400Has. y másHas. 

Superficie % Superficie % Superficie % 

Total 1,591,814 100.0 1,163,799 100.0 1,452,086 100.0 
Subtotal 974,777 61.2 808,845 69.5 1,033,415 71.2 
Vcracrúz 280,Q42 17.6 239,521 20.6 253,822 17.5 
Chiapas 194,082 12.2 154,339 13.3 129,599 8.9 
Tnmo.ulipa'i 129,144 8.1 94,197 8.1 135,429 9.3 
Tabasco 113,144 7.1 104,333 9.0 13!,702 9.1 
Sonora 89,377 5.6 104,096 8.9 204,426 14.1 
Chihuahua 87,736 5.5 - - 85,242 5.9 
Guanajuato 81,252 5.1 48,223 4.1 - -

Yucatán - - 64,136 5.5 93,195 6.4 

Fuente: Elabornción propia con base en V Censos Agrícola ... 

El 69.5% del total de la superficie ocupada por explotaciones de 200.1 a 400 hectáreas, 
se sitúa en siete estados, y de ellos Veracrúz, Chiapas, Tabasco y Sonora cuentan con 
el 51.8% de la misma, correspondiendo el 20.6 y 13.3% a cada uno de los dos primeros. 

De la superficie en poder de las unidades de 100. l a 200 hectáreas, el 45% se localiza 
en los estados de Veracrúz, Chiapas, Tnmaulipas y Tabasco, entre los que se distinguen 
los dos primeros por contar con el 17.6 y 12.2% cada uno. 

Relativamente estos estados concentran menor superficie de labor de unidades de gran 
extensión que laque igual número de otras entidades acaparan de área total. Este mismo 
fenómeno destaca al observar que globalmente dichas explotaciones, de manera también 
relativa, centralizan más superficie total que de labor. 

Igualmente sobresale que en tanto que el área de las grandes unidades de superficie total, se 
encuentra en su inmensa mayoría en los esflldos del norte del país, la correspondiente a la tierra 
de labor se asienla tanto en esa zona como en entidades del Golfo y del sur, predominando estas 
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últimas. Este hecho llama la atención ya que dichos estados no cuentan con una parte 
importante de la maquinaria existente, ni de gastos en tecnología o en capital invertido. 

La otra cara de la estructura de la tenencia de la tierra de labor muestra que la relación 
entre unidades y superficie es completamente inversa a la antes descrita, según lo refleja 
el Cuadro 4. En él vemos que para 1970el 80.9% de las unidades sólo detenta el 16.6% 
del área de labor, lo que significa que entre 667,005 explotaciones, con extensión de 
hasta 10 hectáreas, se reparten 1,721,013 hectáreas. 

Esta dispersión de la gran mayoría de unidades que se asientan en una reducida extensión de 
tierra, cobra mayor magnitud si destacamos que entre el 34. lo/o de las núsmas distribuye el 1.6 
de lá mencionada superficie, lo que reporta un promedio de 0.6 hectárea para cada 
explotación. El siguiente 34.7% de unidades, de 1.1 a 5 hectáreas, posee el 7.6 del área de 
labor y un promedio de 2.8 hectáreas. Al restante 12.1 % de explotaciones, de 5.1 a 10 
hectárea<, les toca el 7 .4% de dicha superficie y una media de 7.7 hectáreas. 

Entre los dos extremos de la estructura de la tenencia del área de labor antes descritos, 
se encuentra el 17.1% de explotaciones cuya extensión es de 10.1a100 hectáreas y 
controlan el 42.9% del total de la superficie de labor. Los tres estratos que las componen 
registran una superficie media de 16.7, 36.9 y 74.6 hectáreas, respectivamente. 

La mayor parte de las unidades de hasta 5 hectáreas se localizan en las siete entidades 
federativas que ilustran el Cuadro 16. Estas centralizan el 84.8% de las unidades de hasta 
1 hectárea y el 64.8% de las que fluctúan de l.l a 5 hectáreas. Con excepción de 
Gúanajuato, el resto de los estados son los núsmos que también aglutinan a la mayoría 
de las unidades de la núsma extensión de superficie total censada, presentados en el 
Cuadro 13, cuya carateristica fundamental es el gran atraso y pobreza que los aflige, 
expresada en el uso de instrumentos de trabajo rudimentarios. Entre ellos se encuentran 
los más pobres de la república: Tlaxcala, Hidalgo y Oaxaca, quienes cuentan con el 34.6 
% de las explotaciones de labor de hasta 1 hectárea. 

En Puebla, México y Oaxaca se ubica el 54.8% de las explotaciones de hasta 1 hectárea 
y el 38.8% de las de 1.1 a 5 hectáreas; la superficie promedio para el primer caso es de 
0.6, 0.5 y 0.7 hectáreas respectivamente, y para el segundo de 2.5, 2.4 y 2.5 hectáreas 
para cada uno de esos estados. En los dos tipos de unidades, Puebla ocupa el primer 
lugar al albergar 22.2% y 16.4% del total de cada una. 

De 1950 a 1970 se desarrollaron cambios importantes en la distribución del área de labor, 
según lo manifestado en el Cuadro 14. Como sucedió con las unidades más· grandes de 
superficie total que vieron reducida la cantidad de hectáreas ocupadas, lo propio 
aconteció con las de labor, en este caso con espacio superior a las 400hectáreas, al pasar 
de 4,022,863 hectáreas a sólo 1,452,086. La reducción fue del 63.9%. También relati-
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Cuadro 16 
Estados con mayor concentraci6n de unidades con superficie de labor de hasta 

5 hectáreas 
1970 

Unidades de hasta 1 Ha. Unidades de 1.1 a 5 Has. 

Unidades % Promedio Unidades % Superficie 
superficie Promedio 

Has. Has. 

Totnl 281,095 100.0 285,973 100.0 . 
Subtotal 238,346 84.8 . 185,241 64.8 . 
Puebln 62,506 22.2 0.6 46,957 16.4 2.5 
M6xico 50,051 17.8 0.5 25,371 8.9 2.4 
Oaxaca 41,622 14.8 0.7 38,631 13.5 2.5 
Tiaxcala 28,902 I0.3 0.5 - - -
Hidalgo 26,798 9.5 0.6 19,745 6.9 2.5 
Vcracrúz 19,959 7.1 0.6 24,794 8.7 2.8 
Michoacán 8,708 3.1 0.7 15,573 5.4 2.9 
Guanajualo - - - 14,170 5.0 3.2 

fuente: Elaboración propia con base en V Censos Agrícola ... 

vamente esta área decreció ya que en 1950 representaba el 36'. l % del tola!, y en 1970 
bajó al 14%. Contradictoriamente el número de explotaciones aumentó absoluta y 
relativamente, pasando de 1,546 a 1,739, o en otros términos del 0.1% al 0.2%. La 
superficie promedio, obviamente se vió seriamente afec1ada, decrementándose de 2,602 
a 835 hectáreas. 

La evolución de la estructura de la tenencia de las tierras de labor, también afectó 
negativamente a la gran cantidad de explotaciones de hasta 5 hectárea~. las que 
decrecieron tanto en números absolutos como relativos. El número de las mismas se 
contrajo 44.4%, lo cual significó la desaparición de 453,679 unidades. La disminución 
de la superficie ocupada por el total de ellas fue del 36.6%. Para 1970 el área de éstas 
unidades representaba el 9.2% del tola!, siendo que en 1950 era el 13.5%. Este 
debilitamiento se observa ya desde 1960 cuando la misma significaba el 10.8%, e 
igualmente en números absolutos estaba aminorado. 
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Como vemos, la disminución de la superficie en poder de las grandes unidades con más 
de 400 hectáreas en nada benefició a las pequeñas de hasta 5 hectáreas. La expansión 
de las explotaciones, tanto en número como en superficie, se registran a partir de las que 
cuentan de 5.1 a 400 hectáreas, particularmente importante es la que se presenta en las 
que van de 50.1 a400 hectáreas, según comprobamos en el mismo Cuadro 14. 

Las unidades de 5.1a10 hectáreas se incrementaron en 13.5% y su superficie 11.7%, 
la extensión media se mantuvo casi igual al pasar de 7.8 a 7.7 hectáreas. Las de 10.1 a 
25 hectáreas tuvieron un crecimiento menor, en unidades fue del 11.3% y en área del 
11.7%, al igual que las anteriores su superficie promedio se mantuvo inalterable, pasó 
de 16.8 a 16.7 hectáreas. De esas explotaciones es importante destacar que de 1950 a 
1960 reportan un crecimiento mayor, pero de este año a 1970 disminuyeron, aunque 
conservando un nivel superior al del primer año. Las de 25. l a 50 hectáreas muestran 
un acrecentamiento más importante, en número de explotaciones fue del 22. 7% y en 
extensión del 22. I %, la superficie promedio decreció levemente en 0.2 hectáreas. 

La ampliación de las unidades de 5.1 a 25 hectáreas, en número y superficie, en el lapso 
de 1950 a 1970, fue moderado, en ambos casos fluctuó alrededor del 12%. De conjunto, 
las que cuentan con extensión de hasta 25 hectáreas, para 1970 suman el 90.6% y su 
área el 29.5%. La atomización de la gran mayoría de las explotaciones que ocupan un 
espacio reducido, es la evidencia que muestran los datos. 

La expansión más importante la vivieron las explotaciones de 50.1 a 400 hectáreas. Sus 
posesionarlos fueron los beneficiados de la expulsión del campesino pobre, del verdadero 
pequeño productor. Las de 50.1 a 100 hectáreas en unidades crecieron 46.1 % y en área45.5%. 
Las de 100. I a 200 hectáreas se incrementaron 84.2% en ambos rubros, y las de 200. I a 400, 
en explotaciones aumentaron en 125% y en el total de extensión en 120.8%. 

En el periodo que nos ocupa, esas unidades de 50.1 a 400 hectáreas fueron las que 
registraron el acrecentamiento más importante. En 1950 las mismas representaban el 
2% y su espacio el 23.1%, y para 1970 significaban el 4.6 y el 43.2% respectivamente. 
Particularmente importante es la expansión que benefició a las de 200.1 a 400 hectáreas 
que de 1,857 que eran en 1950, pasaron a 4,178 en 1970, igualmente su superficie se 
expandió de 527,156 a 1,163,799 hectáreas. 

Al igual que en la superficie total censada, en la de labor también fueron las grandes 
unidades las ampliamente favorecidas con la reducción de las pequeñas, o sea con la 
expulsión del campesino pobre. De 1950 a 1970, la pequeña y gran burguesía agraria 
incrementó el número de sus explotaciones y el área controlada, no obstante que de 
conjunto las primeras se redujeron 33.3% y la segunda 6.8%. Sin lugar a dudas los miles 
de campesinos expropiados de sus parcelas, sin medios de producción. para crear los 
bienes que necesitan para existir y reproducirse, se tienen que contratar oomo asalaria-
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dos, pero dada la poca demanda de fuerza de trabajo en el agro, la mayoría engrosa las 
filas de la superpoblación relativa y se ve obligada a emigrar a otras zonas, principal­
mente a las urbanas, en las que ve más posibilidades, así sea mendingando, 'de allegarse 
el mínimo necesario para sobrevivir. 

C. Superficie de riego 

De las tierras de labor, las de riego son las de mayor calidad. Su capacidad productiva 
está muy por arriba de las de temporal que dependen de la precipitación pluvial. El hecho 
de poder contar con agua regularmente, en el momento que el cultivo la requiere, es un 
elemento fundamental para asegurar una mayor producción, y levantar más de una 
cosecha al año. Debido a esta cualidad, son las más codiciadas. Tierras de riego, más 
insumos mejorados y maquinaria adecuada, aseguran los más altos rendimientos. Su 
concentración en pocas unidades de producción es característica fundamental de ellas. 

A diferencia de las tierras de temporal, las de riego aseguran que en una relativa pequeña 
o mediana extensión se levanten grandes cosechas que se traducen en enormes ganancias 
para sus usufructuadores. Legalmente un propietario privado no puede tener más de 100 
hectáreas de este tipo de superficie. Empero, es conocido como a través de diversas 
triquiñuelas se mantienen explotaciones formadas con grandes propiedades, de miles de 
hectáreas -aparentemente divididas entre diferentes miembros de la misma familia, 
amistades o empleados- y con el arrendamiento de pequeñas parcelas de campesinos 
pobres o de los ejidos, las que reunidas bajo una misma administración conforman 
grandes extensiones de las mejores tierras. Evidentemente, en los censos sólo parcial· 
mente se refleja esta realidad latente en el agro mexicano. 

No obstante esta limitación, los datos reportados por los censos permiten formarnos una 
idea sobre la estructura de la tenencia del área de riego. Analizando el Cuadro 17 nos 
percatarnos que en 1970 la centralización de ésta se da a partir de las unidades con más 
de 25 hectáreas. Ellas representan el 10.9% del total, pero tienen en su poder el 73.8% 
de la superficie global. 

Entre las tierras de riego destacan los dos estratos con mayor extensión. Para 1970 las 
mayores de 400 hectáreas son el 0.2% del total pero controlan el 12.3% de la superficie, 
y cada unidad cuenta en promedio con 805.9 hectáreas. Las de 200. l a 400 hectáreas 
son el 0.5% y de superficie tienen el 10.3%, su área promedio es de 280.8 hectáreas. Las 
dos en conjunto suman el 0.7% de las explotaciones y el 22.6% de las tierras de riego. 
Las de 100. l a 200 hectáreas igualmente muestran un importante acaparamiento de estas 
tierras, representan el 1.3% del total de unidades y el 14.2 de la superficie, en promedio 
cuentan con 147.3 hectáreas. 
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Cuadro 17 
Distribución del área de riego no ejidal, por grupos de superficie y por unidades 

de producción* 

1960 1970 

VNJ. "' SUP. "' SUP. VNJ. "' SUP. "' SUP. 
OAES Has. MF.DIA OAES Hu. MEDIA 

Has. Has. 
TOTAL 178.204 100.0 2IHl;J(JJ 100.0 139,040 100.0 l,8Z2,191 100.0 

H11Sta1H11 Nd Nd Nd 56,819 40.9 31,100 1.7 0.5 
De l.t ns 128,GU 71.9 164,435 7.9 1.3 39,982 28.7 107,837 5.9 2.7 
OcS.11110 12,052 6.8 82,999 4.0 6.9 13,695 9.8 107,777 5.9 7,9 

De 10.l a2S 20.604 11.6 324,119 15.S 15.7 13.564 9.7 231,306 12.7 17.1 
DclS.laSO 7,882 4.4 279,388 13.4 35.4 7,032 5,1 264,116 14.5 31.6 

Oc50.I a 100 6.026 3.4 419,140 20.0 69.6 S.245 3.8 410,714 22.5 78.3 
Oc 100.l n'ZOO 2.761 1.5 328,436 15.8 119.0 1,757 1.3 25~776 14.2 147.J 

Ocl00.1 a400 587 0.3 148,269 7.1 252.6 669 0.5 187,871 10.3 280.8 

Dc400.I ym.i.s 248 0.1 340,574 16.3 1,373,3 277 0.2 223.234 12.3 805.9 

•Paro los censos de 1950 no fue levantada esta información 
Fuentes: Elaboración propia con base en IV Censos Agricolas .. ; V Censos Agrícolas ... 
Nd: No hay datos. 

Dentro de esos tres niveles seguramente se encuentra una buena cantidad de unidades 
que violan la ley que limita a 100 hectáreas la propiedad de tierras de riego. Para hacerlo 
'no sólo se valen de los subterfugios que la misma ley les permite, sino también de la 
condescendencia. de las autoridades que "se hacen de la vista gorda''. 

Las explotaciones de 50.1 a 100 hectáreas cuentan con el 3.8% del total de unidades y 
con el 22.5% de Ja superficie de riego, su área promedio es de 78.3 hectáreas. Las de 
25.1a50 hectáreas son el 5.1% del total y tienen el 14.5% del área, en promedio les 
corresponden 37.6 hectáreas. 

A primera vista una extensión de 25 hectáreas de labor no es grande, y en efecto no lo 
es, pero si se trata de área de irrigación con un elevado coeficiente de inversión, que se 
traduce en una explotación intensiva del sucio, entonces el tamaño se relativiza en 
función del capital utilizado en ella. 

Obviamente la burguesía agraria no se limita a cultivar 25 hectáreas de riego. Es conocida 
la fuerte centralización de este tipo de tierras, principalmente en el noroeste del país, donde 
destacan los estados de Sonora y Sinaloa, en cuyos distritos de riego se asienta la producción 
fundamentalmente destinada a la exportación. Como anotamos anterionnente estas grandes 
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unidades de producción se fonnan con Ja propiedad del empresario agrícola y con el 
arriendo de parcelas de pequeilos propietarios y ejidatarios, ambos sin el capital necesario 
para explotar directamente sus posesiones, anle Jo cual no les queda más que rentarlas porque 
les resulta mejor hacer ésto que ponerse a cultivarlas con sus csca,os recursos.9 

Discriminando a los siete estados que concentran Ja mayor cantidad de tierra de riego, 
de unidades de 25. 1 y más hectáreas, destaca que entre ellos predominan absolutamenle 
los que se ubican en el norte del país, encontrándose en los tres primeros Jugares Sonora, 
Sinaloa y Tamaulipas, según apreciamos en el Cuadro 18. 

De los cinco tipos de unidades que ilustran el mencionado cuadro, en cuatro de ellos el es lado 
de Sonora mantiene el primer lugar en cuanto a concentración de área de las mismas. De las 
dos más grandes, superiores a400 hectáreas y de 200.1 a 400, tienen el 67.4% y el 53.2%, 
respectivamente. En las de 100.1 a 200 hectáreas controla el 30.1 %, cantidad que si bien no 
es la mayorla si representa un monto importante, tratándose de una sola entidad federativa. 
En las dos restantes cuenta con 16.1 y 12.4% encada una de ellas. 

Si Sonora tiene el primer lugar en Ja centralización de tierras de las explotaciones antes 
anotadas, es debido a que también cuenta con Ja mayor cantidad del total de tierra de 
riego.dedicada a la produt:ción privada no ejidal: 25. l %. Del conjunto del área de labor 
sólo tiene el 5.4%, lo que lo ubica en el octavo lugar de importancia. No obstante ésto, 
para 1970 fue la primer entidad por el valor de su producción agrlcola, de Ja que Je 
correspondió el 14%.10 

De la superficie de riego ocupada por explotaciones superiores a las 400 hecláreas, 
Sinaloa registra el 7.4%, y sumando a esta canlidad lo concerniente a Sonora, dos estados 
controlan el 74.8% de dicha área; después les siguen en importancia Tamaulipas (3.9%), 
Guanajuato (3.7%), Baja California (3.4%), Zacatecas (2.7%), y Colima (1.9%). Entre 
los siete acaparan el 90.4% de Ja mencionada superficie, destacando, repelimos, Sonora 
con el 67.4%. En las de 200.1 a 400 hectáreas, Sinaloa también se ubica en el segundo 
lugar con el 12.8%, y Tamaulipas en el tercero con 10.6%, quienes junto con Sonora 
tienen el 76.6%. Por otra parte, Tamaulipas y Sinaloa ocupan el segundo y tercer lugar 
respectivamente, por Ja concentración del área de las unidades de 100. l a 200 hecláreas, 
correspondiéndoles el 14.3 y 12.5% a cada una de ellas. Con lo de Sonora, entre Jos tres 
mantienen el 56:9%. 

9 Sobre el arrendamiento de parcelas ejidales se puede Consultar a Sergio Reyes Osario et al, Eslructura 
agraria y desarrollo agrfcola en México, México, FCE, 1974. Cap. VI. 

JO V Censo Agrfcola ... , op cit. 
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Cuadro18 
&lados con mayor concentración de superficie de riego de las unidades de 25.1 y más hectáreas 

1970 
(Hectáreas) 

De unidades de De unidades de De unidades de De unidades de De unidades de 
25.1 a SO Has. 50.1 a 100 Has. 100.1a200 Has. 200.1 a 400 Has. 400.1 y más Has. 

Suoerficie % Suoerflcie % Suoerficie % su ..... Pl'lcie % Suoerficie % 

Total 264,116 100.0 410,774 100.0 258,776 100.0 187,871 1 oo.o 223,234 100.0 

Subtotal 175,0lO 66.3 309,103 75.2 207,514 80.1 167,070 88.9 201,877 90.4 

Tamaulipas 40,116 15.2 65,296 15.8 36,965 14.3 19,948 l0.6 8,612 3.9 

Sonora 32,738 12.4 66,115 16.1 77,849 30.1 99,992 53.2 150,660 67.4 

Guanajuato 24,941 9.5 32,418 7.9 19,429 7.5 7,456 4.0 8,284 3.7 

Chihuahua 24,757 9.4 30,707 75 16,897 6.5 5,883 3.1 - -
Sinaloa 19,458 7.3 55,708 13.6 32,390 12.5 24,114 12.8 16,590 7.4 

Coahuila 18,495 7.0 23,162 5.6 12,752 49 - - - -
Baja California 14,505 5.5 - - 11,232 4.3 4,812 2.6 7,649 3.4 

Baja California Sur - - 35,697 8.7 - - - - - -
Queretaro - - - - - - 4,865 2.6 - -
Zacatecas - - - - - . - - - 5,947 2.7 

Colima - - - - - - - - 4,135 1.9 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censos Agrícola ... 



Delas de 50.1 a 100 hectáreas, siete estados tienen en su poder el 75.2% de su superficie, 
de ellos sobresalen Sonora, Tamaulipas y Sinaloa con 16.I, 15.8 y 13.6% cada una. 
Igualmente 7 estados controlan el 66.3% del área de unidades de 25.1 a 50 hectáreas: 
Tamaulipas 15.2%, Sonora 12.4%, Guanajuato 9.5%, Chihuahua 9.4%, Sinaloa 7.3%, 
Coahuila 7% y Baja California 5.5%. 

Como podemos apreciar en los datos anteriores, la mayor concentración de tierras de 
tjego se encuentran en el norte del país. Esto lo corroboramos al apreciar la información 
del Cuadro 19, en el que se demuestra que siete estados, de los que sólo uno, Guanajuato, 
está fuera de esa zona, central izan el 69% de la misma. Destacan Sonora con el 25 .1 % 
y Tamaulipas con el 11.9%. 

En el otro extremo de la distribución del área de riego no ejidal, al igual que en los otros 
tipos de tierra, la relación es inversa a la que en párrafos anteriores hemos visto. La 
mayor parte del número de unidades ocupa una menor proporción de área. Así tenemos 
que para 1970, el 69.6% de las mismas se asienta sobre el 7.6% de esta última, según 
apreciamos en el Cuadro 17. Pero esta atomización de tierra de riego es mayor si 
destacamos que el 1.7% de ella se reparte entre el 40.9% de las explotaciones, lo que da 
una superficie promedio de 0.5 hectárea, en unidades cuya extensión máxima es de 1 
hectárea. Entre el 28. 7% de las de 1.1 a 5 hectáreas, con área promedio de 2.7 hectáreas, 
se reparte el S.9% del total de dicha superficie. 

Cuadro 19 
Estados con mayor concentración de superflcle de riego no ejidal 

1970 

Total 

Subtotal 

Sonora 

Tamaulipas 

Sinaloa 

Chihuahua 

Guannjuato 

Coahuila 

Baja California 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censos Agrlcoln ... 
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100.0 

69.0 

25.1 

11.9 

8.9 

7.0 

6.9 

4.7 

4.5 



Las unidades de 5.1 a 10 hectáreas, con extensión media de 7 .9 hectáreas, representan 
el 9.8% del total y les corresponde el 5.9% del área total; y las de 10.1 a 25 hectáreas 
son el 9.7% y se asientan en el 12.7% de la superficie, lo que les dáen promedio 17.1 
hectáreas. 

La mayor dispersión de las unidades se ubica en los tres primeros estratos, mismos que 
de conjunto suman el 79.4% de ellas y sólo tienen el 13.5% del total de la tierra de riego. 
De ellos los dos primeros son los que evidentemente acusan esa grave concentración de 
una enorme cantidad de pequeñas explotaciones, y su ubicación geográfica fundamen­
talmente está en los estados del centro al sur del país, aunque también aparecen algunas 
entidades del norte, según lo constatamos en el Cuadro 20. 

En efecto, el 70.2% de las explotaciones de hasta 1 hectárea se localiza en siete estados 
de la república. De ellos destacan Puebla, México e Hidalgo por ser los que aglutinan 
una mayor cantidad: 21, 19.4 y 13.8% respectivamente, entre los tres cuentan con el 
54.2%. Los cuatro siguientes: Michoacán, Tlaxcala, Guanajuato y Zacatecas, suman el 
16% restante. En las de 1.1 a 5 hectáreas siete estados controlan el 62% de las mismas, 
igualmente son Puebla, México e Hidalgo los que cuentan con la mayor parte: 34.5%, 

Cuadro20 
Distribución de las unidades de basta 5 hectáreas de riego, por estados con 

mayor concentración de las mismas 
1970 

Unidades de basta Unidades de 
1 Hectárea 1.1 a 5 Hectáreas· 

Unldadrs \\ Supetf. U nidada ~ Superf, 
Promedio Promtdlo 

Total S6,819 100.0 39,982 100.0 
Subtotal · 39,867 1n2 24,801 620 

Puebla 11,904 21.0 ·~ S,650 14.1 24 

Mxico 10,996 19.4 o~ 4,131 ln4 24 

Hilblgo 7,833 13.8 o.s 3,999 10.0 2.4 

Michoacán 2Bm 4.9 0.7 3,172 7.9 2.8 

Tlnxcalil 2.787 4.9 0.4 

Guanaju:i10 1,863 3.3 0,7 

""""""" 1,677 2.9 0.6 

oa-.oca 2.925 7.3 2.S 

Sonora 2.476 6.2 3.0 

O.ihunhua 2.448 6.1 3.0 

Fuente: Elnbornción propia con base en V Censos Agrícola ... 
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perteneciendo a cada uno de ellos 14.1, 10.4 y 10% respectivamente; en orden descend­
ente les siguen Michoacán 7.9%, Oaxaca 7.3%, Sonora 6.2% y Chihuahua 6.1 %. 

En cuanto a las transformaciones en la distribución del área de riego no ejidal, en el 
periodo que nos ocupa, nos enfrentamos al hecho de que el Tercer Censo Agrícola 
Ganadero de 1950 no levantó información sobre estas tierras. Así que los cambios 
ocurridos sólo los podemos observar de 1960 a 1970, pero debemos tener presente que 
para el primer año la información puede adolecer de serios defectos debido al sobrecen­
samiento realizado, como ya lo hemos advertido en páginas anteriores. 

De 1960 a 1970 destaca la reducción de la superficie de riego y del número de unidades, en 
el primer caso fue del 12.7% y en el segundo del 22%. Este decremento se refleja, con 
excepción de dos, en casi todos los estratos, particularmente agudo es en los dos extremos. 

En las explotaciones superiores a las 400 hectáreas, el área se contrajo en 34.5%, 
mientras que contradictoriamente el número de las misma5 aumentó 11.7%, lo cual se 
tradujo en el fenómeno de que la superficie media pasó de 1,373.3 hectáreas a 805.9. 
En este nivel se registró la calda más aguda. 

En las de extensión de hasta 5 hectáreas, el número se redujo en 24.4% y el espacio en 
15.5%. Si bien al nivel de la superficie, este estrato fue menos afectado que el anterior, 
aunque parezca contradictorio, el impacto negativo fue más grave en estas pequeñas 
unidades ya que significó la desaparición de casi la cuarta parte de las mismas. O sea 
que, al igual que en la superficie total y en la de labor, en la de riego también se ha 
registrado una importante expulsión del campesino que cuenta con pequeñas parcelas, 
las cuales en área promedio se mantuvieron casi inalterables pues de 1.3 hectáreas 
pasaron a 1.4. Mientras que las superiores a 400 hectáreas crecieron en números, aunque 
en superficie promedio vieron reducida su extensión. 

Las dos únicas clases de explotaciones que se expandieron de 1950 a 1960, son las que 
les siguen a cada una de las dos antes mencionadas. En las grandes, es la que se encuentra 
inmediatamente antes, la5 de 200. l a 400 hectáreas, mismas que aumentaron en 14% y 
su superficie creció 26.7%. En las pequeñas se trata de las que se encuentran inmedia­
tamente después, las de 5.1 a 10 hectáreas, se incrementaron 13.6% y su área se expandió 
29.9%. La gran diferencia es que las primeras cuentan con una superficie promedio de 
280.8 hectáreas, mientras que para las segundas esa media es de sólo 7.9 hectáreas. 

En los restantes cuatro estratos sobresale el decremento en número y en superficie total. 
También es en los extremos donde la caída es má5 notable. En los de 10. l a 25 hectáreas 
el monto de unidades bajó 34.2% y la superficie 28.6%. Para las de 100. l a200 hectáreas 
la reducción respectiva fue de 36.4 y 21.2%. En las de 25. l a 50 hectáreas estos 
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decrementos fueron de 10.8 y 5.5%. Finalmente las de 50.1 a 100 hectáreas decrecieron 
en 13 y 2%. 

En los cambios ocurridos en la tenencia de la tierra en el periodo 1950-1970, destaca 
que en los tres tipos de áreas analizados: total, de labor y de riego, la superficie total 
decreció, siendo pronunciada esta caída en el lapso de 1960 y 1970. Pero en los dos 
primeros tipos de tierras, esta reducción se manifiesta drásticamente en los estratos de 
extensión mayor y en los más pequeños, resultando que en la mayoría de los restantes 
la evolución muestra una expansión. Esto principalmente se observa en el conjunto del 
periodo de 1950 y 1970, porque de 1960 a 1970 los decrementos son más pronunciados 
y los incrementos más discretos, lo que creemos que se debe en lo fundamental al ya 
multimencionado sobrecensamiento realizado en 1960, que en cierta manera se corrigió 
en el levantamiento de 1970. 

Pero en las tierras de riego, como acabamos de ver, la dinámica fue diferente. En primer 
lugar, por falta de información para 1950 no podemos ver la evolución desde ese afio, 
pero aún teniendo dicha deficiencia, de 1960 a 1970 también se observa la reducción 
del área total, como en los otros tipos de tierras, pero en este caso el decrecimiento, con 
excepción de dos tipos de unidades, afecta al conjunto de las mismas, con lo que resulta 
que las transformaciones en este lapso fueron completamente negativas. 

Queda la duda de si efectivamente se presentó un decrecimiento de las tierras de riego, 
o simplemente se trató de un ajuste ante el incremento irreal registrado en 1950. Nos 
inclinamos a creer esto último debido a que en cierta forma, aunque de manera menos 
aguda, es el mismo fenómeno observado en la superficie total y en la de labor. 

4. Distribución de la superficie ejidal 

Si la tarea de dar a luz sobre la estructura de la tenencia de la tierra en el sector no ejidal 
es ingrata, pretender hacer lo mismo en el sector ejidal es prácticamente imposible. La 
inf01maci6n ofrecidá por los censos agrícolas está elaborada de tal forma que impide o 
no facilita cumplir con dicho cometido. 

Los V Censos Agrícolas ... se jactan de ser los primeros en dar un tratamiento especial 
al ejido, y en efecto así es, pero en lo que hace a la posesión de la tierra sigue reinando 
la obscuridad. Así, por ejemplo, en lo que corresponde a la superficie total censada se 
clasifican los ejidos de acuerdo a grupos de superficie, pero no se hace lo mismo en 
función de las parcelas o los ejidatarios, para así podemos formar l!na idea 'de cuántos 
ejidatarios o parcelas se agrupan en determinadas extensiones de tierra, lo cual daría una 
visión más concreta que saber que hay un ejido menor de 5 hectáreas, o que la mayoría 
de los mismos se ubican entre las 500.1 y las 5,000 hectáreas. 
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De tal forma, no es posible saber cómo está distribuída el área total ejidal entre los ~jidatarios. 
ni cuál ha sido su evolución de 1950 a 1970. En lo tocante al área de labor la información 
no es tail mala, ya que en cierta forma podemos detectar la estructura guardada en 1970, pero 
no existe la información sobre las transformaciones que ésta sufrió en el periodo que nos 
ocupa. Para las tierras de riego la información existente no dá ni para una ni para otra cosa. 

Podríamos seguir enumerando el sinfín de problemas que imposibilitan bosquejar al 
menos una imagen sobre la estructura de la posesión ejidal, pero mejor preferimos pasar 
a mostrar lo poco que se puede lograr con la información censal, que en su mayor parte 
ria da ni siquiera para imágenes borrosas. 

A. La realidad del reparto agrario 

La actitud del Estado Mexicano y de sus· diversos gobiernos hacia el ejido, se refleja de 
manera clara en el reparto agrario realizado, no sólo en cuanto a la cantidad de lo 
entregado sino en relación a la calidad de esas tierras. 

Observando el Cuadro 21 que ilustra el reparto agrario, en primer lugar destaca que lo 
recibido realmente por los ejidatarios es inferior a lo concedido en las resoluciones 
presidenciales. El gobierno de Lázaro Cárdenas -periodo a partir del cual se cuenta con 
esta información diferenciada- ha sido el único en ejecutar un reparto real superior al 
otorgado formalmente; podemos suponer que fue así porque en esos años se hicieron 
efectivos repartos anteriores que sólo se habían otorgado en el papel. Los gobiernos 
restantes realmente han entregado menos tierras de la que concedieron por resolución 
presidencial. En este saldo negativo destacan los gobiernos de López Mateas con 72.5%, 
Gustavo Díaz Ordaz 70.9%, siguiéndoles en esa importancia negativa: Luis Echeverrfa 
43.4%, Miguel Alemán 35.4%, Rufz Cortfnez 30.6% y Manuel Avila Camacho 11.8%. 
En total, de 1916 a 1979 se repartieron 57,174,552 hectáreas, siendo que en un periodo 
menor, de 1935 a 1976, por resolución presidencial supuestamente se entregaron 
70,700,051 hectáreas. El número de ejidatarios beneficiados refleja·esta diferencia, con 
la excepción de los gobiernos de Dlaz Ordaz y de Luis Echeverrfa, en lodos los demás, 
incluyendo el de Lázaro Cárdenas, los ejidatarios que recibieron tierras fueron menos 
que los reportados en las resoluciones presidenciales. 

Estos fríos datos contradicen el discurso demagógico del régimen prifsta que utiliza 
como base de sustentación al campesino pobre, pero cuando éste se moviliza y presiona 
para que le entregue la tierra, lo reprime y sólo parcial y formalmente le responde a sus 
requerimientos, Por lo que respecta al gobierno de Lázaro Cárdenas, su reparto agrario 
fue una excepción. 

Al raquítico reparto real de tierras, hay que agregar la mala calidad de las mismas. 
Obviamente, esta información no es presentada en las estadísticas oficiales, pero puede 
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Cuadro 21 
Reparto agrario efectivo y aparente 

periodo Reparto por reparto No, debcnerlclados 
resolución efectivo por: 

nresldenclaJ. 
HcctArcas b .. rcsotucl6n reparlo 

~ dectlvo 

Venustiano Carranza 1916·1920 - 381,926 - 77.203 

Alvaro Obrcoón 1921-1924 - 1,715,581 - 161,788 

Plu1orco Elias Calles 1925-1928 - 3.173,149 - 301,587 

Emilio Pones Gil 1929 - 1,850~32 - 126.317 

Pascual Ortiz Rubio 1930-1932 - 1,492,308 - 117,091 

Abelnrdo Rodríguez 1933-1934 - 2,047,196 - 1.58,039 

Lázaro Cárdenas 1935-1940 17,906,430 20,074,704 811,157 771,6'0 

Manuel A vita Camacho 1941-1946 5,944,4l0 5,286,636 157,836 ll0,712 

Miguel Alemán 1947·1952 4,844,123 J,129,285 97,391 74,644 

Adolfo Rufa Cortlnez 19SJ..1958 4,936,665 3,469,958 230,888 55,292 

Adolfo Lóoez Mateas 1959-1964 11.361,270 3,162.796 304,801 202,620 

Gustavo Dfaz Ordaz 1965-1970 14,139,469 4,120,530 246,695 320,000 

Luis Echcverrfa 1971-1976 11.567,644 6.Sl6,262 186,024 289,439 

Jos6 Lónez Portillo 1977-1979 - 753,689 - 133,598 

Fuente: Gustavo Esteva, la batalla en el México rural p. 230. M6xico, Eclit. S XXI, 1980. 

ser deducida a partir de los censos agrícolas. Si tomamos en cuenta la expansión de las 
tierras ejidalcs y desglosamos la calidad de las núsmas, nos podremos percatar que en 
este nivel también es engañosa la refonna agraria. Del total de tierras con que se expandió 
el ejido de 1950 a 1970, sólo el 13.5% fueron de labor, aunque en ellas se computan 
eriales inservibles que se entregan a los ejidatarios como buenas tierras; el 23.9% no 
sirve absolutamente para nada; el 38.6% son pastizales que los ejidatarios muy poco 
aprovechan porque no cuentan con los recursos para practicar la ganadería, de tal fonna 
que comúnmente son utilizados por los ganaderos privados; de bosques corresponde el · 
9.8% que tampoco beneficia a los ejidatarios, ya que éstos son explotados por las grandes 
compañías madereras y fabricantes de papel y, finalmente, el 14.2% es de tierras incultas 
productivas que sólo proporcionan lo que la naturaleza entrega espontánea.mente: raíz 
de zacatón, candelilla, ixlie de zacatón, etcétera. 
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En 1970 los ejidatarios contaban con el 43.4% del total de la superficie censada y casi 
con el 50% de la superficie de labor, sin embargo, aparte de ser tierras de mala calidad, 
no tienen los recursos suficientes para explotarlas. 

Aunque las relaciones de producción capitalista han penetrando aceleradamente al ejido, 
oliviarnente la propiedad privada, y particularmente la gran propiedad, controla la mayor 
parte del capital y gastos invertidos en el agro: el capital sin tierra ni ganado, se distribuye 
en 17.7% para los ejidatarios y 82.3% para la propiedad privada; los sueldos y salarios 
fueron 34.3% y 65.7% respectivamente y los gastos en tecnología el 33.7% y 65.7% 
para cada uno de los sectores señalados. A pesar de que los ejidatarios cuentan con casi 
el 50% de tierras de labor, como no tienen los recursos para explotarlas adecuadamente, 
muchos de ellos terminan entregándolas en arriendo a la burguesía agraria. 

B. Formas de explotación de los ejidos 

Con el inicio legal del reparto agrario se estableció que la dotación de tierras no se haría 
de manera individual sino que estuviera dirigida a núcleos de población, de tal forma 
que las extensiones otorgadas serían para usufructo de cuando menos veinte campesinos 
que las hubieran solicitado y que cumplieran con los requisitos especificados. 

En la práctica los ejidos empezaron a experimentar dos formas de organización interna: 
colectiva e individual, ya sea que sus integrantes decidieran explotar la tierra de manera 
conjunta, o bien en forma parcelada. En los hechos la tendencia era hacia la predomi­
nancia de la segunda, y legalmente hasta 1922 no exisUa ninguna reglamentación que 
detenninara la o las formas a seguir. 

En 1922 la Comisión Agraria expidió su Circular 51, a través de la cual pretendía 
establecer la explotación colectiva y la distribución proporcional del producto entre los 
ejidatarios participantes. Pero esto no pasó de ser un deseo plasmado en el papel. 11 

En 1925, durante el gobierno de Plutarco Elfas Calles, fue aprobada la Ley del Patrimonio 
Ejidal, la cual establece formalmente el fraccionamiento de los ejidos en parcelas individua­
les, y sirvió para legalizar el parcelamiento existente y darle un mayor impulso. 

Sin embargo, en este mardeejidos·divididos, de manera marginal siguieron coeiústiendo 
algunos ejidos colectivos en tierras de labor, porque en lo que respecta a bosques y pastos 

~ 1 Sobre los aspectos jurídicos se pueden ver: Lucio Mcndiela y Núñcz, El problema agrario en Mlxico, 
México, Pomln S.A. 1983, quinta parte en adelante. De Jesús Silva Herzog, El agrarismo mexicano y la 
refornia agraria, FCE, México 1974, del capítulo IX en adelante. Jos6 Hinojosa Ortiz, El ejido en México 
and/ls/sjurfdlco. México, CEHAM, 1983. 
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la tendencia ha sido a mantenerlos bajo el régimen de explotación colectiva debido a lo 
impráctico de su división, por lo que legalmente no está pennitido fraccionarlos. 

El gobierno de Lázaro Cárdenas en 1936 de manera excepcional (sin que significara 
toda una estrategia de polftica agraria) presionado por el fuerte ascenso de las luchas 
campesinas y apoyándose legalmente en el Código Agrario aprobado en 1934, creó los 
que son considerados como los primeros ejidos colectivos a partir de la expropiación de 
prósperas haciendas que enfrentaban serios conflictos con los campesinos pobres y los 
peones. Debido a que se trataba de unidades de producción con plantaciones de cultivos 
industriales, principalmente, no era recomendable, ni técnica ni económicamente, 
parcelarlos. 12 

De esta manera, en la organización interna del ejido, hasta nuestros días coexisten las 
formas parcelada y colectiva, siendo predominante la primera. Los V Censos Agrícolas ... 
de 1970, dan la info!lllJlción parcial sobre éstas formas ejidales y además agregan la 
forma mixta, a la que definen como aquélla en la "que se desarrollan actividades en 
forma individual y además tienen tierras de labor, bosques o pastos que se explotan en 
forma colectiva". Creemos que en lo fundamental los ejidos mixtos están compuestos 
por tierras de labor parceladas y con bosques y pastos que deben ser aprovechados 
colectivamente. 

Según apreciarnos en el Cuadro 22, para 1970 de 21,461 ejidos, únicamente 934 son 
colectivos, o sea el 4.4% del total, y se asientan en el 9.9% de la superficie que en suma 
corresponde al sector ejidal. En efecto, es poca la importancia de este tipo de ejido que 
a través de los afias ha sido deteriorado por las polfticas gubernamentales adversas al 
mismo. Desde su nacimiento los ejidos colectivos fueron pocos, aunque buena parte de 
'ellos se erigieron sobre prósperas haciendas que mantenían una producción capitalista 
altamente organizada, pero poco a poco se fueron deteriorando, no sólo por el abandono 
gubernamental sino también por los propios embates de los antiguos propietarios que 
mantuvieron el control de aspectos claves del proceso económico, como es el de la 
comercialización. 

Grandes unidades de producción ejidal fueron subdivididas, primero en varios ejidos 
colectivos y posteriormente parceladas, con lo que finalmente se liquidó su forma 
original de explotación, como fueron algunos casos de los ubicados en el Valle del Yaqui 
y en el Valle de Apatzingán. En esta atomización de los ejidos colectivos jugó un papel 

12 Ver, Salomón Eckstein, Et ejido colectivo en Mhico, México, FCE 1966, primera parte, cap. 11. De 
Jesíis Silva Henog, op.cit, cap XI. De Annando Bartra, op ciL Francisco A. Gómcz. Jara, El movimiento 
campe.sino en México, Editorial Campesina, México 1970, cap. VII. De lván Restrcpo y Salomón 
Eckstein, La agricultura colectiva en Mlxlco, México, Siglo XXI, 1979, Cap. V De Arturo Anguiano, El 
Estado y la poWica obrera del carderiismo, Ern,M6xico 1975, cap. Il 
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Cuadro22 
Número y Superficie de los ejidos según forma de explotación 

1970 

Número % Aren Total % 
Hectáreas 

Total 21,461 100.0 60,532,978 100.0 

Colectivos 934 4.4 5,976,234 9.9 

Mixtos 2,240 10.4 8,311,213 13.7 

Parcelados 18,287 85.2 46,245,531 76.4 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censo Ejidal ... 

importante la presión de los funcionarios p~blicos, como en su conocida obra anota 
Salomón Eckstein: 

Los ejidos colectivos fueron un gran 6,;ito, tanto desde el punto de vista económico como 
social, mientras el clima político continuó si6ndoles favorable. CuMdo Ja marca política se 
volvió contra ellos, se hizo la parcelación de Jos ejidos por la fuerza, y funcionarios que se 
oponían vigorosamente al movimiento fueron designados para ocupar puestos claves en todos 
los niveles administrativos y poHticos. El descontento, la de.sconfiant.a mutua y el antagonismo 
social reinaron entre los ejidatruios.y de este modo se puso en movimiento el proceso de división 
piugrcsiva. IJ 

Volviendo al Cuadro 22, observamos que el 85.2% de los ejidos son parcelados y ocupan 
el 76.4% de la superficie total del sector. Los denominados ejidos mixtos representan el 
10.4% y cuentan con el 13.7% del área total. Es elocuente el fuerte peso de los primeros 
sobre el conjunto. Desgraciadamente los censos de 1950 y 1960 no registran esta 
información, lo cual imposibilita observar su evolución. 

Para 1970, el Cuadro 23 muestra que en nueve estados de la República Mexicana se 
localizan el 78. l % de los ejidos colectivos, de entre ellos destacan Yucatán con 30.8%, 
Sonora con 12.1% e Hidalgo con 11.2%. Entre los tres centralizan el 54.1% del total. 
Los siete restantes son Cohauila 5.7%, Sinaloa 4.6%, Michoacán 4.3%, Jalisco 3.6%, 
Baja California Sur 3.0% y Durango con 2.8%. 

La distribución territorial de los ejidos colectivos no guarda una relación proporcional 
con la correspondiente a la superficie. Asl por ejemplo, Hidalgo cuenta con el doble de 

13 Salomón Eckstein, El ejido colectivo ... , op cit, p. 157 
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Cuadro 23 
Estados con mayor concentración de ejidos colectivos y parcelados 

1970 

~Idos colectivos Ejidos parcelados 

Núm. % Núm. % 

Total 934 100.0 Total 18,287 100.0 

Subtotal 730 78.1 Subtotal 10,159 55.5 

Yucatán 288 30.8 Veracrúz 2,208 12.0 

Sonora 113 12.1 Michoacán 1,203 6.6 

Hidalgo 105 11.2 Guanajuato 1,169 6.3 

Coahuila 53 5.7 Jalisco 1,140. 6.2 

Sinaloa 43 4.6 Chiapas 1,098 6.0 

Michoacán 40 4.3 México 887 4.9 

Jalisco 34 3.6 Tarnaulipas 870 4.8 

Baja Calif.Sur 28 3.0 San Luis P. 802 4.4 

Durango 26 2.8 Puebla 782 4.3 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censo Ejidal ... 

'ejidos colectivos en comparación con Coahuila, pero la superficie total de los mismos 
en el primer caso es de 77,024 hectáreas y en el segundo de 1,313,991, 17 veces más. 
Relativamente el primer estado centraliza el 1.3% del área total de dichos ejidos, 
mientras que el segundo tiene el 22.0%. 

Los cinco estados que ilustran el Cuadro 24 aglutinan el 76.9% de la superficie total de 
los ejidos colectivos. Coahuila guarda la mayor proporción, 22.0%, después le siguen: 
Baja California Sur 15.6%, Sonora 14.6%, Yucatán 12.4% y Baja California 12.3%. 

Comparando lo correspondiente a los ejidos colectivos del Cuadro 23, con el Cuadro 
24, constatamos que en efecto la distribución del número de ejidos no es semejante al 
de la superficie de los mismos. Asimismo destaca que el 64.5% del área de los ejidos 
colectivos se localiza en 4 estados del none del país, y de los cinco que componen el 
Cuadro 24, sólo Yucatán se ubica al sur y le corresponde el 12.4%. 

De acuerdo a la información del Cuadro 23, la distribución geográfica del número de 
ejidos colectivos favorece a los estados del centro y sur del país (Yucatán, Hidalgo, 
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Cuadro 24 
Estados con mayor concentración de superficie total de ejidos colectivos 

1970 
(Hectáreas) 

Sul!!;rficie % 
Total 5,976,234 100.0 

Subtotal 4,596,234 76.9 

Coahuila 1,313,991 22.0 

Baja California Sur 933,010 15.6 

Sonora 875,223 14.6 

Yucatán 738,332 12.4 

Baja California 736,056 12.3 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censo Ejidal ... 

Michoacán y Jalisco), quienes concentran el 49.9% del total, mientras que a los del norte 
les queda 28.2%. 

El Cuadro 23 también ilustra el reparto territorial de los ejidos parcelados, los cuales 
muestran una mayor dispersión a la registrada en los colectivos. Nueve estados centra­
lizan el 55.5% de los mismos. En Veracruzse encuentra la mayorconcetración con 2,208 
que representan el 12% del total. Después le siguen Michoacán 6.6%, Guanajuato 6.3%, 
Jalisco 6.2%, Chiapas 6%, México 4.9%, Tamaulipas 4.8%, San Luís Potosí 4.4% y 
Puebla·4.3%. 

Al igual que en los ejidos colectivos, en los parcelados tampoco guarda proporción la 
distribución geográfica del mlmero de los mismos con la de su superficie. Esto lo 
verificamos al comparar la información contenida en los Cuadros 23 y 25 y auxiliándo­
nos con otros datos aportados por el V Censo Ejidal. 

Veracruz cuenta con el 12% de los ejidos parcelados, pero éstos se asientan en el 4.1 % 
de la superficie total de los mismos. Una relación inversa se da en Chihuahua, estado 
que registra el 3.3% de los ejidos y el 13.1 % del área respectiva. 

El Cuadro 25 muestra que en 9 estados se ubica el 56% de la superficie de los ejidos 
parcelados, pero comparándolo con la columna resP.ectiva del Cuadro 23, destaca que 
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Cuadro25 
Estados con mayor concentración de superficie total de ejidos parcelados 

1970 

E lid os % Superficie Has. % 
To1al 18,287 100.0 46,245,531 100.0 
Sub101nl 6,831 37.3 25,894,585 56.0 
Chihuahua 609 3.3 6,042,893 13.l 
Coahuiln 585 3.2 3,309,074 7.1 
Zacatecns 641 3.5 3,064,974 6.6 
Durango 577 3.2 2,905,685 6.3 
San Luis Potosí 802 4.4 2,706,224 5.9 
Guerrero 723 3.9 2,019,862 4.4 
Sinaloa 656 3.6 1,973,038 4.3 
Chiapas 1,098 6.0 1,967,078 4.2 
Jalisco 1,140 6.2 1,905,757 4.1 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censo Ejidal... 

la mayor parte de ellos no son de los que albergan a una mayor porción de ejidos. Después 
de Chihuahua, que es el estado que cuenta proporcionalmente con más superficie total 
correspondiente a los ejidos parcelados, le siguen en importancia Coahuila 7.1%, 
Zacatecas 6.6%, Durango 6.3%, San Luís Potosí 5.9%, Guerrero 4.4%, Sinalon 4.3%, 
Chiapas4.2% y Jalisco 4.1%. También en este aspecto hay más atomización que en los 
ejidos colectivos, donde observamos una mayor centralización de superficie en menos 
estados. 

Analizando la columna de los ejidos parcelados del Cuadro 23, resalta que de 9 eslados 
7 se ubican geográficamente del centro al Sur del país y centralizan el 46.3% de los 
mismos, quedando el 9.2% restante para dos estados del norte, Tamaulipas y San Luis 
Potosí. 

Lo contrario se presenta en Ja información del Cuadro 25, donde vemos que la ubicación 
.territorial de la superficie de los mismos ejidos, en su mayor parte, 43.3%, se encuentra 
en los estados del norte, y el restante 12.7% corresponde a tres estados del centro ni sur 
de la República, Jalisco, Guerrero y Chiapas. 
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En efecto, es en los grandes estados del norte, cuya caracterlstica es contar con enormes 
extensiones de tierra áridas, utilizadas fundamentalmente para la ganadería extensiva, 
donde se localiza la mayor parte de la superficie de Jos ejidos colectivos y parcelados. 
Es de presumir que en su mayor parte se trata de tierras no aptas para la explotación 
agrlcola. 

Si la distribución territorial de la superficie total de los ejidos favorece a los estados del 
norte, no sucede Jo mismo con la ubicación de los ejidatarios, quienes en su mayor parte 
se localizan en los estados del centro al sur del pals, según destaca el Cuadro 26. 

Para l 970 en doce estados se ubica el 65.2% de los ejidatarios, nueve de ellos se localizan 
del ·centro al sur del pals y cuentan con el 52.6% de los mismos, el restante 12.6% 
corresponde a tres estados del norte, aunque uno de ellos, Zacatecas, es de los más pobres 
de Ja República. Veracruz que no aparece entre los estados con mayor concentración de 

Cuadro26 
Estados con mayor concentración de iüidatarios 

1970 

Número % 

Total 2,012,856 100.0 

Subtotal 1,312,275 65.2 

Veracruz 185,699 9.2 

México 162,115 8.1 

Puebla 113,173 5.6 

Chiapas 111,296 5.5. 

Michoacán 107,575 5.3 

Hidalgo 102,939 5.1 

Yucatán 100,727 5.0 

Jalisco 91,904 4.6 

S.L.P. 88,299 4.4 

. Guerrero 84,384 4.2 

Sinaloa 82,469 4.1 

Zacatecas 81,695 4.1 

Fuenlc: Elaboracidn propin con base en V Censo Ejidal ... 
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tierras, es el que alberga al mayor número de ejidatarios por estado, 9.2%. México, 
Puebla, Michoacán e Hidalgo guardan una situación similar, correspondiéndoles a cada 
uno de ellos 8.1,5.6,5.3 y 5.1 % de ejidatarios. Los estados de Chiapas, Yucatán, Jalisco 
y Guerrero si aparecen entre los que cuentan con mayor área de ejidos parcelados y sólo 
Yucatán en los colectivos, pero todos ellos se localizan entre los que tienen más número 
de ejidatarios. 

En cuanto a las formas de explotación ,de las tierras ejidales de labor, los censos sólo 
proporcionan la información que presentamos en el Cuadro 27, que además de muy 
general únicamente comprende de 1950 a 1960. Esta es una gran limitante debido a que 
es en este tipo de tierras donde el campesino pobre obtiene los productos para subsistir. 
Para el ejidatario que en su inmensa mayoría está compuesto por campesinos pobres, 
los pastos, bosques y tierras incultas productivas, tienen una utilidad muy secundaria. 
La relación del campesino con la tierra de labor, puede proporcionar una visión m:ls 
concreta de la realidad que estarnos analizando. 

Para 1960 el 96.7 % de la tierra de labor ejidal se encontraba parcelada, correspondiendo al 
ínfimo 3.3% a los ejidos colectivos. En 1950, la relación era muy semejante, 96.1 % y 3.3 % 
respectivamente. De 1950 a 1960 ambos rubros registraron incrementos, aunque de 
manera relativa guardaron una proporción semejante con respecto al total. Entre los 
ejidos, es indiscutible la predominancia de la forma parcelada, aún más acentuada en la 
superficie de labor. 

Cuadro 27 
Tierras ejldales de labor por formas de explotación. 

1950-1960 

1950* 1960 
Hectáreas % Hectáreas % 

Total 8,790,866 100.0 10,329,247 100.0 
Parcelada 8,451,931 96.1 9,990,626 96.7 
Colectiva 294,286 3.3 338,621 3.3 

•Para este año, por error del censo, In suma de las panes no es igual al tota1. 
Fuente: Elaboración propia con base en 111 Censo Nacional Ejidal de 1950; IV Censo Agrícola ... 
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C. Estructura de la posesión del área de labor ejidal 

Para abordar la estructura que guarda la tenencia de las tierras de labor ejidal, debido a 
la heterogeneidad de los censos, para 1950 y 1960 lo haremos relacionando la superficie 
con el número de ejidatarios, y con el número de parcelas para 1970. Ciertamente no 
lograremos una precisión total, porque aunque el monto de parcelas es semejante al de 
los ejidatarios, siempre guardan un margen de diferencia, amén de otras taras propias 
de la información censal. No obstante estas diferencias, son los instrumentos con que 
contarnos para tratar de lograr una mayor concrcció sobre este aspecto. Así que 
indistintamente nos referiremos a parcelas y ejidatarios. 

Para 1970 se censaron 9,210,226 hectáreas de tierra de labordistribufdas entre 1,718,557 
parcelas, lo cual da en promedio 5.3 hectáreas, cantidad en exceso pequeña tomando en 
consideración que la gran mayoría de los cjidatarios con tierra, cuando mucho cuentan 
con una de estas unidades. Pero si la media es ínfima, peor es la extensión individual de 
la mayoría de los ejidatarios. 

La información que proporciona el V Censo Ejidal al respecto, y que agruparnos en el 
Cuadro 28, está minuciosamente estratificada, al grado que una sola mirada nos da una 
visión de la lacerante realidad que viven los ejidatarios, herederos de la< huestes 
campesinas que en 1910 se levantaron en armas al grito de tierra y libertad, hicieron una 
revolución, derrocaron a la dictadura de Porfirio Dfaz, echaron del poder al usurpador 
Victoriano Huerta, y continuaron su batalla en pos de un pedazo de tierra y de los recursos 
para explotarla. 

La información oficial sobre la distribución de la tierra de labor ejidal, sesenta años 
después de iniciada la gesta revolucionaria que acaudillaron Emiliano Zapata y Francis­
co Villa. reporta que el 62.5% de las parcelas alcanza una extensión máxima de 5 
hectáreas y de conjunto ocupa el 29% de la superficie total respectiva. Si a la pequeñez 
del pedazo de tierra en posesión del ejidatario, se agrega que en las tierras de labor ejidal 
están computadas áreas inservibles para la agricultura, y que ese agricultor no cuenta 
con el capital que le asegure el acceso a los instrumentos de trabajo adecuados, así como 
a los insumos mejorados, tenemos el cuadro de miseria en que se debaten los cjidatarios, 
y por lo que se ven orillados a rentar, entregar en aparcería o en "préstamo" sus parcelas. 

Del 62.5% de las parcelas antes anotadas, la mitad cuenta con .superficie de hasta 2 
hectáreas y con el 7% del área total de labor ejidal. Las parcelas de 5.1 a 15 hectáreas 
representaban el 33.2% del total y centralizan el 52. l % de la superficie. Las de 15. l y 
más hectáreas son el 4.3% y se asientan en el 18.9% del área. En estos últimos estratos, 
y particularmente en los dos finales, seguramente se encuentran los ejidos colectivos 
que para 1960 ocupaban 338,621 hectáreas de este tipo de tierras. Por esto mismo, un 
pequeño número de unidades agrupa un monto significativo de superficie. 
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Cuadro 28 
Distribución de las parcelas y áreas ejldales por grupos de superficie 

1970 

Parcelas % Superficie % 

Total 1,718,557 100.0 9,210,226 100.0 

Hasta 1 Ha. 280,436 16.3 191,509 2.0 

De 1.1 a2 253,214 14.7 467,103 5.0 

De.2.1 a3 198,329 11.6 567,121 6.2 

De 3.1 a4 220,863 12.9 864,750 9.4 

De4.la5 120,405 7.0 588,296 6.4 

De5.l a6 126,670 7.4 751,153 8.2 

De6.l a 7 66,583 3.9 458,843 5.0 

De7.la8 172,643 !O.O 1,375,399 14.9 

de8.l a9 35,071 2.1 310,455 3.4 

De9.l a 10 83,047 4.8. 827,360 9.0 

De 10.1a15 85,358 5.0 1,067,462 11.6 

De 15.1 a20 59,228 3.4 1,116,728 12.1 

De20.l a40 14,296 0.8 392,463 4.3 

De40.l y más 2,414 0.1 231,584 2.5 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censo Ejidal ... 

Reagrupando la información del Cuadro 28 de acuerdo a los grupos de superficie del 
Cuadro 29, podemos conocer la evolución de la estructura de la posesión del área de 
labor ejidal. En primer lugar destaca que en 1950 se registraron 1,378,326 ejidatarios 
con derechos sobre tierras de labor y para 1970 se censaron 1,718,557 parcelas, lo que 
significa un incremento del 24.7%, aunque este porcentaje puede ser mayor debido a 
que el número de ejidatarios en 1970 era de 2,012,856, según los datos del Cuadro 26, 
pero hay que tener presente que una buena cantidad de ejidatarios no cuenta con tierras 
de labor. Paralelamente la superficie ejidal de labor en el periodo pasó de 8,790,866 a 
9,210,226 hectáreas lo cual da un aumento de sólo 4.8%. 
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Cuadro29 
Distrlbuci6n de los ejidos y ejldatarlos por grupos de superficie 

1950-1960 

1950 1960 
Elldos Elldatarios "' ~!Idos Elldatarlos "' Toca! 11,519 1~18~26 100.0 18,301 l,Sl2.12S 100.0 

Hasta 1 Hectñrcn "" 101,848 1.4 1,124 147,118 9.1 

De 1.l a4 4,860 467,873 33.9 5,681 521,044 34.S 
Oc4.14 IO 7,8~9 580,891 42.1 7,878 612,984 40.5 

De 10.1 y má.~ 3,874 216,643 15.7 3,618 230,979 15.3 

A~ 102 

Sln1upcrfidc. de 115 11,071 0.8 
,_ 
Fuente: Elaboración propia con base en 111 Censo Nacional Ejidal ... ¡ IV Censos Agrícolas ... 

El crecimiento del número de ejidatarios fue mucho más dinámico que el de la superficie 
analizada, lo que inevitablemente se traduce en consecuencias negativas para los 
primeros, como veremos en las siguientes líneas. 

Si el número de ejidatarios-parcelas aumentó en 340,231 y el de la citada superficie en 
419,360 hectáreas, es evidente que el incremento de los primeros pudo darse sobre la 
base de la apertura de pequeñas parcelas y la subdivisión de las ya existentes, lo cual 
redunda en una mayor pulverización de las parcelas ejidales, con su secuela de hechos 
negativos para los posesionarlos. 

De 1950 a 1970, los ejidatarios-parcelas con posesión de hasta 1 hectárea aumentaron 
en 178,588 unidades o sea 75.3%, el porcentaje más elevado de los cuatro grupos. El 
peso de esta evolución también se observa en la relación que los primeros guardan con 
respecto al total. En el primer año esta era el 7.4o/o'y para el segundo representa el 163%. 

Los ejidatarios-parcelas con extensión de 1.1 a 4 hectáreas se expandieron 43.7%, 
aunque en números absolutos, 204,533 fue el aumento más elevado. En relación al total, 
en 1950 les correspondía el 33.9% y en 1970 el 39.2%. Para este último año resulta que 
el 55.5% del global de las parcelas tiene una extensión de cuando mucho 4 hectáreas, 
lo cual evidencia la atomización de la tierra en manos de los ejidatarios. 

En el mismo periodo, el grupo de 4.1 a 10 hectáreas reportó un crecimiento muy 
reducido, del 4%, o sea 23,528 unidades. En relación al total su peso se vió sensiblemente 
disminuido, en 1950 este era del 42.1 % y para 1970 se desplazó hacia atrás, al 35.2%. 
Pero si los datos de 1970 los vemos en relación a 1960, punto medio del periodo, se 
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manifiesta que este grupo decreció en 8,565 unidades, o sea 1.4%. Es patente que la 
reducida expansión de las tierras de labor se distribuyó en parcelas de hasta 4 hectáreas. 

En el caso del grupo con extensión superior a las 1 O hectáreas, la situación se presentó 
completamente negativa, pues de 1950 a 1970 decreció 25% al pasar de 216,643 a 
161,296 ejidatarios-parcelas. Evidentemente su relación con el total se contrajo del 
15.7% en 1950 al 9.3% en 1970. En este caso desaparecieron 55,347 ejidatarios-parcelas, 
que hipotéticamente puede explicarse por la subdivisión a que recurren las autoridades 
agrarias para ºsatisfacer", a su manera, la demanda de tierra de parte de los campesinos 
pobres. Si también en este caso comparamos la información del último año con 1960, 
resulta que la caída fue más acentuada pues de 230,979 retrocedió a 161,296, lo que 
significa una reducción del 30.2%. 

Para la ubicación territorial de las parcelas ejidales, por grupos de labor, hemos 
seleccionado a los ocho estados que para cada caso agrupan a más de la mitad de las 
mismas. En los Cuadros 30, 31 y 32 presentamos los resultados de esta tarea. En el 
conjunto de los tres cuadros destaca que la mayor parte de las parcelas en ellos agrupadas, 
se ubica en los estados localizados del centro al sur del país, correspondiendo, en general, 
una pequeña proporción a los estados del norte. 

En el Cuadro 30 ordenarnos los cinco grupos de parcelas de hasta 5 hectáreas. De los 
ocho estados seleccionados sólo tres se ubican en el norte del país, y les corresponde 
una proporción reducida. San Luís Potosí es el único estado norteño que en este cuadro 
tiene presencia en cuatro de los cinco grupos. En el de hasta 1 hectárea, los ocho estados 
concentran el 69.6%, la mencionada entidad representa el 5.4% y Sinaloa, que es en el 
único estrato en que aparece, el 3.6%; el restante 60.6% corresponde a estados que se 
encuentran del centro al sur del país, de ellos México e Hidalgo centralizan el 37.1% 
correspondiendo 27% al primero y IO. l % al segundo; los cuatro restantes que aglutinan 
al 23.5% son: Puebla 7.3, Oaxaca 7, Veracrúz 5.5 y Guerrero 3.7%. 

También ocho estados tienen el 62.1 % de las parcelas de 1.1 a 2 hectáreas, de ellos sólo 
uno está en el norte, San Luís Potosí y acapara el 6.3%. En los restantes se observa una 
mayor dispersión, ilustrada en el hecho que cuatro estados apena• reúnen el 39.1%, 
ocupando el primer lugar México con 14.4%, después le siguen Puebla 9.4%, Veracrúz 
8% e Hidalgo 7.3%. La• entidades con menor porcentaje son Oaxaca y Guerrero con 
5.6% cada uno y Chiapas 5.5%. 

En las unidades de 2.1 a 3 hectáreas se observa una menor centralización que en las dos 
anteriores, lo que se refleja en que el mismo número de entidades agrupa el 56.6% y las 
tres con mayor porcentaje no alcanzan ni el 10%: Puebla 9.4, México 9.2 y Veracrúz 
8.4%. Con menores car1tidades están: Chiapas 6.8%, Michoacán 6.3%, Hidalgo 6.1 %, 
Oaxaca 4%, y del norte sigue San Luis Potosí con 6.4%. 
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Cuadro30 
Distribución de las parcelas ejidales de labor de hasta 5 Hectáreas, por estados con mayor concentración 

de las mismas 
1970 

Hasta lHa. De 1.1a2 Has. De 2.1 a 3 Has. De 3.1 a 4 Has. De 4.1 a 5 Has. 

% % % % % 

Total 280,436 100.0 253,214 100.0 198,329 100.0 220,863 100.0 120,405 100.0 

Subtotal 195,216 69.6 157,257 62.1 1!2,391 56.6 117,849 53.4 66,047 54.9 
México 757,65 27.0 36,389 14.4 18,268 9.2 9,505 4.3 - -
Hidalgo 28,398 10.1 18,497 7.3 12,097 6.1 - - - -
Puebla 20,473 7.3 23,702 9.4 18,728 9.4 17,891 8.1 8,034 6.7 

Oaxaca 19,585 7.0 14,360 5.6 8,029 4.0 - - - -
Veracruz 15,223 5.5 ·20,297 8.0 16,646 8.4 17,148 7.8 11,639 9.7 

S.L.P. 15,216 5.4 15,836 6.3 12,728 6.4 - - 6,305 5.3 

Guerrero 10,327 3.7 14,256 5.6 - - - - 6,169 5.1 

Sinaloa 10,279 3.6 - - - - - - - -
Chiapas - - 1,392,0 5.5 13,422 6.8 . 12,660 5.7 9,306 7.7 
Michoacán - - - - 12,473 6.3 20,679 9.4 10,843 9.0 

Jalisco - - - - - - 15,532 7.0 6,003 5.0 

Guanajuato - - - - - - 13,186 6.0 7,748 6.4 

Durango - - - - - - 11,248 5.1 - -
Fuente: Elaboraci6o propia con base en.Y Censo Ejidal 1970. 



Cuadro31 
Distribución de.las parcelas ejidales de labor de 5.1 a 10 hectáreas, por estados con mayor concentración de las 

mismas 
1970 

De 5.1a6 Has. De 6.ta 7 Has. De 7.1 a 8 Has. De 8.1 a 9 Has~ De 9.1a10 Has. 
% % % % % 

Total 126 670 100.0 66583 100.0 172 643 100.0 35071 100.0 83 047 100.0 
Subtotal 72225 57.0 39354 59.0 108696 63.0 22298 63.6 56398 67.9 
Veracruz 11704 9.3 6917 10.4 12485 7.2 4907 13.9 9653 11.6 

Jalisco 11121 8.8 5 512 8.2 19716 11.4 2346 6.7 3397 4.1 

Guanajuato 9923 7.8 6393 9.6 16476 9.5 2691 7.7 - -
Chiapas 9676 7.6 4034 6.1 7004 4.1 1897 5.4 5602 6.8 

Michoacán 9532 7.5 4553 6.8 10012 5.8 2514 7.2 6669 8.0 
Durango 7 614 6.0 3263 4.9 16015 9.3 - - - -
Zacatecas 6386 5.1 5023 7.5 19439 11.3 3001 8.6 7728 9.3 
S.L.P. 6269 4:9 - - - - - - - -
Sinaloa - - 3659 5.5 7 549 4.4 ·35¡9 ·10.0 14722 17.7 
Nayarit - - - - - - 1423 4.1 - -
Chihuahua - - - - - - - - 5016 6.0 
Tamaulipas - - - - - - - - 3 611 4.4 

Fuente: Elaboración propia éon b~ en V Censo Ejidal 1970. 



Cuadro32 
Dlstrlbuci6n de la parcelas ejldales de labor mayores de 10 hectáreas, por 

estados con mayor concentración de las mismas 
1970 

De 10.1 a ISH!IS De ts.1 a20Hu. De 20.1 a 401-l:ls. Dc40.I ynWHa\. 

"' ... ... ... 
Totlll BS,358 100.0 59,228 IDO.O 14,296 100.0 2.414 100.0 

Sublotnl 54,800 64.2 43,433 73.3 I0.664 74.6 1683 69.7 
Vcrncruz 19,055 22.3 14,206 24.0 3,279 22.9 2S4 10 . .5 

Chi11pa<; 7,818 9.2 8,204 13.9 1,828 128 129 .5.4 

TMUIUlipas 6,999 8.2 
Zac:atecns 4 .. 150 S.1 
l.afüco 4,291 s.o 494 3.5 216 8.9 

Tob.uco 4~08 4.9 3,868 6.S 2,ln l.5.2 379 15.7 
Chll;UAhu:i 4181 4.9 3,690 6.2 820 S.1 113 4.7 
Nayiiri1 3898 4.6 151 S.3 
Ouem:rn 2,454 4.1 224 9.3 
Sinnloa 3,373 S.1 
BajaCtllifomla 4,895 8.3 
Sonora 2,743 4.6 644 4.S 247 10.2 

º"'""' 665 4.7 
México 121 .5.0 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censo Ejidal 1970. 

En los tres estratos hasta aquf mencionados destaca la presencia de los estados más 
pobres de la República, como son Oaxaca, Guerrero, Hidalgo y Zacatecas, en los que 
se localiza una parte importante de las más pequeñas parcelas eji<lales <le labor. 

De los estados con mayor concentración de parcelas de 3.1 a 4 hectáreas, únicamente 
Durango se ubica en el norte y representa el 5.1 % de las mismas, los siete restantes se 
localizan del centro al sur del país. Entre éstos· sobresale la presencia de los estados que 
conforman el bajío: Michoacán 9.4%, Jalisco 7% y Guanajuato 6%. Los tres restantes 
son Puebla 8. 1 %, Veracruz 7.8% y Chiapas 5.7%. 

F.n el siguiente grupo, de 4.1 a 5 hectáreas, también resaltan los estados del Bajío, aunque 
con un menor porcentaje: Michoacán 9%, Jalisco 5% y Guanajuato 6.4%. Del norte se 
encuentra San Lufs Potosí con 5.3%, los restantes son: Veracruz 9.7%, Chiapas 7.7%, 
Puebla 6.7%, y Guerrero 5.1 %. Entre los ocho reúnen el 54.9%. 
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En el Cuadro 31 presentamos los grupos de 5.1 a 10 hectáreas por estados con mayor 
concentración. En general se distingue un mayor peso de los estados del norte, al grado 
que en el último estrato registran la mayoría. Igualmente cobran importancia, como 
resalta desde los últimos grupos del cuadro anterior, los estados que forman la zona del 
bajío. Asimismo el estado de Veracrúz manifiesta una mayor importancia que en el 
cuadro anterior, en el que aparece en todos los tipos de parcelas. 

De las parcelas de 5.1 a 6 hectáreas, 8 estados centralizan el 57%; de ellos, tres ubicados 
en el norte cuentan con el 16%: Durango 6%, Zacatecas 5.1 y San Luís Potosí 4.9%; los 
del bajío 24.1%: Jalisco 8.8%, Guanajuato 7.8% y Michoacán 7.5%. Veracruz que es 
quien más concentra registra el 9.3% y Chiapas 7.6%. 

En las parcelas de 6.1 a 7 hectáreas se mantiene una situación relativamente similar. 
Veracrúz conserva el primer lugar con 10.4%. El bajío 24.6%: Guanajuato 9.6%, Jalisco 
8.2% y Michoacán 6.8%. Los estados del norte incrementan su porcentaje: Zacatecas 
7.5%, Sinaloa 5.5% y Durango 4.9%, de conjunto suman 17.9%. Por último Chiapas, 
localizado al sur, registra 6.1 %. Los ocho estados representan el 59% de este tipo de 
parcelas. 

De las unidades de 7.1 a 8 hectáreas, los ocho estados seleccionados reúnen el 63%, los 
ubicados en el norte y el bajío ven fortalecida su presencia. Los primeros representan el 
25%, distribuído de la siguiente manera: Zacatecas 11.3%, Durango 9.3% y Sinaloa 
4.4%. Los segundos reportan el 26.7%: Jalisco 11.4%, Guanajuato 9.5% y Michoacán 
5.8%. Veracruz retrocedió a 7.2% y Chiapas al 4.1%. 

En las parcelas de 8.1 a 9 hectáreas, los estados del norte reducen su presencia al 18.6%: 
Sinaloa 10% y Zacatecas 8.6%; lo mismo acontece con el bajío que pasa al 21.6%: 
Guanajuato 7.7%, Michoacán 7.2% y Jalisco 6.7%, Veracruz vuelve a ocupar el primer 
lugar con 13.9%. Los dos estados restantes son Chiapas con 5.4% y Nayarit con 4.1 %. 

Finalmente, los ocho estados seleccionados agrupan el 67.9% de las unidades de 9.1 a 10 
hectáreas, de dicha cantidad los estados del norte tienen la mayoría: 37.4%, repartida así: 
Sinaloa 17.7%, que es el estado con mayor concentración, San Luís Potosí9.3%, Chihuahua 
6% y Tamaulipas 4.4%. Del Bajío se conservan Jalisco y Michoacán con 4.1 % y 8%, 
respectivamente. Los dos estados restantes son Veracruz 11.6% y Chiapas 6.8%. 

En el Cuadro 32 exponemos las parcelas mayores de 10 hectáreas de acuerdo a los ocho 
estados con mayor concentración de las mismas. De conjunto resalta la importancia que 
exhiben los estados de Veracruz, Chiapas y Tabasco, a la par que los del norte reducen 
su presencia. 
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De las unidades de 10.1 a 15 hectáreas, los ocho estados seleccionados representan el 
64.2%, en primer lugar se encuentran Veracruz con 22.3%. De los estados del norte, se 
localizan Tamaulipas con 8.2%, Zacatecas 5.1%yChihuahua4.9%, entre los tres reúnen 
18.2%. Los cuatro estados restantes son Chiapas 9.2%, Jalisco So/o, Tabasco 4.9% y 
Nayarit 4.6%. 

En las de 15.1 a 20 hectáreas, 8 estados reúnen el 73.3%, de ellos Veracruz y Chiapas 
cuentan con el 37.9%. Los del norte representan 24.8%: Baja California 8.3%, Chihua­
hua 6.2%, Sinaloa 5.7% y Sonora 4.6%. Por último, Tabasco y Guerrero tienen el 6.5% 
y el 4.1 o/o respectivamente. 

En las parcelas de 20.1 a 40 hectáreas, los tres estados con mayor concentración son: 
Veracrúz 22.9%, Tabasco 15.2% y Chiapas 12.8%, entre los tres cuentan con el 50.9%. 
De los estados del norte se encuentran Sonora con 4.5% y Chihuahua con 5.7%. Los 
otros tres son Nayarit 5.3%, Oaxaca 4.7% y Jalisco 3.5%. 

En' las unidades de más grande extensión, superiores a las 40 hectáreas, los ocho estados 
seleccionados reúnen el 69.7%. De las entidades del norte se localizan: Sonora con 10.2% y 
Chihuahua con 4.7%. Tabasco ocupa el primer lugar con 15.7%. Los cinco restantes son: 
Veracruz 105%, Guerrero 9.3%, Jalisco 8.9%, Chiapas 5.4% y México 5%. 

5. Las tierras comunales 

Los indígenas, quienes a pesar de la rapiña y exterminio de que fueron víctimas durante 
la época de la colonia, lograron preservar cierta posesión territorial, pero resintieron una 
nueva embestida en el periodo de Iii Reforma Liberal, a mediados del siglo XIX. La ley 
de desamortización de 1856 no sólo estaba dirigida contra el principal latifundista del 
país, el clero, sino también contra la~ corpornciones civiles, en especial las comunidades 
indígenas, cuyos bienes territoriales igualmente fueron considerados de manos muertas 
.por lo que debían ser vendidos para pasar a integrarse al régimen de propiedad privada. 
Esta norma finalmente fue confirmada parla Constitución de 1857. 14 

Las leyes sobre colonización y terrenos baldíos (que también datan de mediados del 
siglo pasado) y la posterior instalación de las compañías deslindadoras, de igual forma 
se encargaron de despojar de sus tierras a las comunidades. La ínfima extensión 
territorial que, a.pesar de estos embates, los llamados pueblos libres aún mantenían, les 
fue siendo robada por las grandes haciendas. Lo que sobre este aspecto John Womack 
escribe en tomo al pueblo de Anenecuilco, Marcios, era lo común. 

14 Ver, Wistano Luis Orozco, les ejidos de los pueblos, México, El caballilo 1975. Del mismo autor, 
Legis/acidt1 y Jurisprudencia sobre terrenos baldfos, El caballito, México 1974 (Facsimil de la edición 
de t895). 
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"Duranle treinta años, los grandes terrnrenientes cultivadores de caña de azúcar le habfnn 
disputndo a Anen~uilco los derechos sobre las tierras y las aguas de la comarca. En los 
campos, n lo largo de las acequias de riego y en los tribunales, los de Anenecuilco habían 
luchado por sus derechos a los recursos locales. Pero, por lo general, gracias a que los 
hacendados influían poderosamente en el gobierno federal de la Ciudad de México, a que 
dominaban el gobierno de Marcios y tenían sujetos a los funcionarios de lns cabeceras de 
distrito, los campesinos perdieron sus pleitos". u 

Esta situación intolerable llevó a que los campesinos del estado de Marcios y otros 
estados circunvecinos se levantaran en armas para integrarse a la ola revolucionaria que 
se inició en noviembre de !9!0. Entre sus demandas fundamentales se encuentra la 
restitución de tierras a Jos pueblos libres que hubiesen sido despojados, según especifica 
en el punto 6 el Plan de Aya!a: 

"60. Como parte adicional del plan que invocamos, hacemos constar: que los terrenos, montes 
y aguas que hayan usurpado los hacendados, cientfficos o caciques a la sombra de Ja justicia 
venal, entrarán en posesión de esos bienes inmuebles desde luego, los pueblos o ciudades que 
rengan sus tflulos, correspondientes a esas propiedades, de las cuales han sido despojados por 
la mala fe de nuestros opresores, manteniendo a todo trance con las armas en la mano la 
mencionada posesión, y los usurpadores que se consideren con derecho a ello Jo deducirán 
ante los tribunales especiales que se establezcan al triunfo de la revolución".'~ 

Con las armas en las manos los zapatistas iniciaron la restitución de las tierras a los 
pueblos. Durante el periodo de lucha armada se mantuvieron estos revolucionarios y los 
pueblos, indob!eglab!es, no daban marcha atrás en su demanda de la tierra. 

Con la ley ngrarin del 6 de enero de 1915, considerada oficialmente como el punto de 
partida de la refom1a agraria. Venustiano Carranza pretendía arrebatar a los zapatistas 
la bandera de la lucha por la tierra, por lo que tuvo que retomar aspectos fundamentales 
del Plan de Ayala. En la exposición de motivos de la citada ley, se detalla sobre la rapiña 
de que fueron objeto los pueblos y comunidades, arribando a la conclusión de: 

"Q~e en vista de lo expuesro, es palpable In necesidad de devolver a los pueblos los tcnenos 
de que han sido despojndos, como un acto de elemental justicia y como la única fonna efectiva 
de ac;egurur la paz y de promover el bienestar y mejoramiento de nuestras clac;es pobres, sin 
que a esto obsten los intereses creados a favor de las personas que actualmente poseen los 
predios en cuestión: porque aparte de que estos intereses no tienen fundamento legal, desde 
el momento en que fueron establecidos con violación de las leyes que ordenaron solamente 
el repartimiento de los bienes comunales entre los mismos vecinos, y no su enajenación en 
favor de extrnílos, tampoco han podido sancionarse o lcgilimarse es1os derechos por una larga 
posesión, tanto porque las leyes antes mencionadas no establecieron las prescripciones 
adquisitivas respecto de esos bienes, como porque los pueblos a que pertenecían estaban 

15 John Womack Jr.1 2.npala y la re~·ofucitfo mexicana, México, Siglo XXI, 1969, p. l. 

16 Pla11 de Aya/a reproducido en John Womath op. cit. pp. 395~396. 
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imposibilitados de defenderlos por falta de personalidad necesaria para comp!ll'ecer en 
juicio."" 

Y en su artículo primero, esta ley anula leyes, reglamentos, etcétera, que hayan 
posibilitado la "enajenación de tierra, agua y montes pertenecientes a los pueblos, 
rancherías, congregaciones o comunidades", y en otros artículos establece los mecanis­
mos para avanzar en la restitución de dichas tierras. 

Asesinado Zapata, una de las formas adoptadas para apaciguar a los campesinos por él 
acaudillados, fue la de aceptar formalmente que se les restituirían sus bienes territoriales. 
Incluso en el primer Código Agrario de 1934, se establecen las modalidades de dicha 
restitución, aunque entra en la contradicción de a la vez aceptar el derecho de los 
particulares a poseer propiedad privada dentro de los límites de una restitución de tierras. 

No obstante que legalmente a los pueblos y comunidades despojados, se les prometió 
la restitución de sus posesiones, en la realidad este proceso fue muy limitado y hasta la 
fecha se evita al máximo hacerlo. Si la presión es fuerte, las autoridades optan por 
entregarles las tierras pero bajo el régimen ejidal. Los argumentos leguleyos para negar 
lo primero, se basan en el supuesto de que no se satisface la demostración de que lo 
reclamado realmente les habla pertenecido, a pesar de que los reclamantes presentan 
títulos que datan de la época colonial. 

ºEste fue el caso, por ejemplo, en el municipio de Chiconcuac, Befo. de México, en donde 
varios pueblos solicitaron, desde Jos primeros afias de la reforma agrnrin, fa afectación de una 
hacienda. vecina, con base en Utulos de la épocn colonial que obraban en su poder. Pero tos 
expertos de Ja Comisi6n Nacional Agraria dictaminaron que estos títulos eran apócrifos, y la 
expropiación de tierras de la hacienda se llevó a cabo para dotar de ejidos a los pueblos 
mencionados."11 

Esta política contra las comunidades, ha dado como resultado la existencia de un ínfimo 
número de las mismas, las que día a día están sometidas a los despojos de sus bosques, 
aguas y tierras, que hoy llevan a cabo las compañías madereras y paP.,leras, asl como la 
burguesía agraria. Dadas estas condiciones adversas a que son sometidas las comunida­
des, hay estudiosos que pronostican su ineluctable desaparición. 

El V Censo Ejidal 1970, da cuenta de que aún existen l,231 comunidades, con 205,616 
comuneros que se asientan en 9, 191,124 hectáreas de la superficie total censada. En el 
IV Censo Agrícola Ganadero ... de l960, se informaba de 1915 comunidades con 
8,735,450 hectáreas de superficie total censada. 

17 Decreto del 6 de enero de 1915, en La primern Ley Agrnrla del constitucionntismo 6 de enero de 1915, 
M6xico, CEHAM, pp. 88-89. . 

18 Segio Reyes Osario, et al, Estructura Agraria y Desarrollo Agricola, México, FCE, 1974, p. 541 
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De 1960 a 1970 las comunidades se redujeron 35%, aunque su área total se incrementó 
5%; El número de comuneros entre la superficie total que poseen da una media de 44.7 
hectáreas, cantidad nada despreciable, pero es necesario detenemos a ver la calidad de 
las tierras que componen ese total. 

Del total de la superficie en posesión de los comuneros, el 11.3% es de labor, según la 
información contenida en el Cuadro l del V Censo Ejidal y que presentamos en nuestro 
Cuadro 33. Pero de acuerdo al Cuadro 6 del mismo censo en el que se presentan dichas 
tierras en función de su calidad y del cual tomamos los datos que ilustran nuestro Cuadro 
34, esta proporción se reduce al 4.7%. Ambas cantidades son excesivamente pequeñas. 
Si las dividimos entre el número de comuneros, en el mejor de los casos da una media 
de 5 hectáreas y en el peor 2 hectáreas de área de labor. Es evidente que ninguna de las 

. dos posibles alternativas resuelve el problema de los comuneros, a saber el de contar 
con la tierra necesaria para crear el valor indispensable que les asegure la reproducción 
de su fuerza de trabajo. 

De acuerdo al Cuadro 33, el 29.4% del área en posesión de los comuneros está compuesta 
por cerros y el 19.5% por tierras completamente improductivas, no aptas ni para la 
agricultura ni para la ganadería, lo que da que el 48.9%, casi la mitad, no tiene ninguna 
utilidad para ellos. De tierras incultas productivas cuentan con el 5.1 %, de ellas 
únicamente pueden recolectar lo que la naturaleza produce espontáneamente, como son 
la raíz de zacatón, la candelilla, el ixtle de iacatón, el ixtle de palma, barbasco, etcétera. 
De bosques registran el 25.4%, pero es bien sabido que no son los comuneros 
quienes los explotan, sino compañías madereras o papeleras, y de las primeras las 
más de las veces se trata de capital extranjero; lo cual da por resultado que muy poco 
o nada les beneficia a los posesionarías de estas zonas boscosas. Finalmente el 9.3% 
de la superficie total mencionada, está formado por llanuras, parte de la cual puede 

Cuadro33 
Clasificación de las tierras comunales por su utilidad 

1970 

Superficie 

>-~~~~~~~~~~~~~~~~~·~·"'~'~""'~~~~~~~~-.~ 
Toial 

l.ohor 
Cerro~ 

Ll:mur.i, 
Bosque." 
lrn:ull~ productiva" 
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serviipara pastar ganado, pero a los comuneros poco les sirve debido a que no tienen el 
capitalnecesario para practicar la ganadería y sólo cuentan con unas cuantas cabezas, 
por lo regular de ganado caprino y lanar. 

De las tierras de labor, según apreciamos en el Cuadro 34, el 87.5% es de 1emporal y 
sólo el 6.7% de riego, correspondiendo el reslante 5.8% a las de jugo o humedad. En el 
lota! del drea de labor se informa que hay 128,976 parcelas, que en promedio les 
corresponde 3.3 hectáreas. 

Legalmente las lierras comunales no pueden ser divididas y entregadas en usufruclo 
particular, como si sucede con las ejidales. Se supone que la exploración de ellas debe 
ejercerse de manera comunilaria, pero en la realidad lo que ha sucedido es que predomina 
la parcelización con su consecuenle beneficio privado de lo que en ellas se produzca . 

. Si en lierras de labor hay 128,976 parcelas y en total existen 205,616 comuneros, es 
evidenle que una buena cantidad de estos no tiene acceso a este tipo de superficie y los 
que si Jo tienen, es a una extensión por demás reducida. 

Ante este panorama, produclo del desarrollo capitalista del agro mexicano, en efecto, 
las comunidades tienen un negro futuro. Tanto económica como culturalmente constan­
temente eslán acosadas por el avance del capitalismo, finalmente esta forma de produc­
ción comunitaria, que más bien son residuos de un anliguo modo de producción, día a 
día es subsumida por el modo de producción donúnante, el capita!isla, quien no se 
detiene anle dilemas morales con tal de imponer su hegemonla y desarrollarse. 

Los 205,616 comuneros que según el V Censo Ejidal existen, están dispersados en 24 
estados de la república, según apreciamos en el Cuadro 35. Oaxaca y Guerrero caneen-

Totol 

Tcmpornl 

Jut:nohuJTit.•11.:id 

Riego 

Cuadro 34 
Clasificación de las tierras de labor por su calidad 

1970 

428.Jliíl 

374,661 

24.870 

28.829 

Fuenle: Elubornción propi:1 con base en V Censo Ej1dril... 
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Cuadro3S 
Distribución territorial de los comuneros 1970. 

Número % 
Total 205,616 100.0 
Colima 779 0.4 
Chiapas 7,139 3.5 
Chihualiua 2,437 1.2 
Distrito Federal 3,166 1.5 
Durango 5,910 2.9 
Guanajuato 2,712 1.3 
Guerrero 29,336 14.3 
Hidalgo 5,503 2.7 
Jalisco 4,218 2.1 
México 9,575 4.7 
Michoacán 19,507 9.5 
Marcios 1,222 0.6 
Nayarit 8,382 4.0 
Nuevo León 245 0.1 
Oaxaca 69,150 33.6 
Puebla 5,586 2.7 
Quertaro 1,291 0.6 
San Luis Potosí 6,715 3.3 
Sinafoa 2,073 1.0 
Sonora 5,145 2.5 
Tabasco 715 0.3 
Tamaulipali 329 0.1 
Veracruz 11,866 5.8 
l.acatecas 2,615 1,3 

Fuente: Elaboración propia con base en V Censo Ejidal ... 
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tran la mitad de los mismos, correspondiendo 33.6% al primero y 14.3% al segundo. Le 
siguen en imponancia Michoacán con 9.5% y Veracruz con 5.8%. De tal forma que en 
cuatro estados se centraliza el 63.2%de los comuneros que aún logran existir. El restante 
36.8% está atonúzado en las otras 20 entidades federativas. 
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Tercera parte: Las Formas de Tenencia de la Tierra 
en el Agro Mexicano 

En el agro mexicano son dos las formas predominantes en la tenencia de la tierra, a saber, 
la privada y la ejidal. También existen la comunal (que más bien se trata de reminiscen­
cias) y la federal -estatal- municipal. Esta última se ha ido desintegrando al ritmo que el 
reparto agrario le ha impuesto, a tal grado que para 1970 únicamente representaba el 
0.4% del total de la tierra censada 1• Los gobiernos postcardenistas en tumo, ante su 
negativa a afectar las grandes propiedades· para satisfacer la demanda de tierra de los 
campesinos pobres, han echado mano de las extensiones en poder estatal para salirle al 
paso a este problema. Sin importar si las misma• tienen o no utilidad agrlcola. La forma 
comunal coexiste al lado de la ejidal y la privada, pero su supervivencia es en completa 
desigualdad, con la tendencia a desaparecer del panorama nacional debido a los embates 
del desarrollo capitalista en el agro, el cual les arrebata a los comuneros sus tierras y los 
arroja al mercado de trabajo, obligándolos a transitar a un nuevo ámbito económico y 
cultural. Para 1970 las comunidades contaban con el 6.6% del total de la tierra censada, 
y el número de comuneros registrados era de 205,616. 2 

En este apartado nos ocupamos de las formas de tenencia fundamentales, la privada y 
la ejidal. Por la importancia que en la historia de México ha tenido la forma comunal, 
mostrada en el hecho que durante la Revolución de 1910 uno de los ejércitos de 
campesinos revolucionarios, el zapatista, hizo eje de su lucha la demanda de que se 
restituyeran a las comunidades y pueblos libres las tierras usurpadas, y que aún en la 
actualidad los grupos indígenas sostienen el combate contra los más diversos ataques 
que los condenan a la desaparición, también abordamos e.ste tipo de tenencia. 

l. La propiedad Privada 

Á. Antes de la revolución de 1910 

Con la conquista española del territorio en el que se conformó el virreinato de la Nueva 
España, la corona hispana introdujo e impulsó el desarrollo de la propiedad privada de 
la tierra a través de lá donación de mercedes, como las peonías y las caballerías, y con 
las ventas (a precios de regalo) de tierras realengas. Puede afirmarse que la propiedad 
privada llegó a lo que hoy es nuestro país con los españoles. Aunque hay estudios que 
sugieren que ya en la época prehispánica se había iniciado la descomposición de la forma 

l. Censo agrfco/a ganadero y ejidal 1970, Resumen ge11eral, M~xico 1975 
2.ldem 
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comunal y se perfilaba el surgimiento, aunque aún incipiente, de cierta propiedad 
individual. 

En la Recopilación de Indias, Título doce, Libro cuarto, Ley I, está la ordenanza sobre 
el repartimiento de las tierras y de los indios: 

"Porque nuesttos vasallos se alienten al descubrimiento y población de las indias y puedan 
vivir con la comodidad y conveniencia que deseamos: Es nuestra voluntad que se puedan 
repartir y repartan casas, solares, tierrns, caba1lerías y peonías a todos los que fueren a poblar 
tierras nuevas, en los pueblos y lugares que por el Gobernador de la nueva población les fuesen 
señalados, haciendo distinción entre escuderos y peones, y los que fueren de menos grado y 
merecimiento, y los aumenten y mejoren, atenta la calidad de sus servicios, para que cuiden 
de la labranza y crianza: y habiendo hecho de citos sus moradas y labor, y resentido en aquellos 
pueblos cuatro años, les concedemos facultad para que de allí adelante los puedan vender y 
hacer de ellos a su volun1ad 1ibremenle, como cosa suya propia; y así mismo, conforme su 
calidad el gobernador, o quien tuviera nuestra facultad, les encomiende los indios en el 
repartimicnlo que hiciere paraque gocen de sus aprovechamientos y demoras, en conformidad 
de las tasas, y de lo que está ordenado."3 

Con leyes o sin ellas, los españoles tomaron en propiedad enormes extensiones de tierras 
y también a los indígenas que las habitaban. 

"La gran propiedad, la pingüe propiCdad del pa(s, fue toda repartida entre los hijos de la 
península ib6rica ... El gran despojo se consumó para siempre; y de nllC surgieron no sólo los 
títulos de propiedad expedidos a favor de aventureros afortunados, sino también los títulos 
dados en favor de las iglesias, los asilos, los hospitales y los conventos; es decir, surgió de 
allC la propiedad santa y sagrada, In propiedad piadosa y comunal", 4 

En los primeros años del México independiente se impulsó la colonización de zonas 
deshabitadas, para lo cual se ofrecían en propiedad las tierras baldías. Los primeros 
antecedentes de esta naturaleza se encuentran en las disposiciones para colonizar el 
Territorio de Tejas y el Istmo de Tehuantepec. Indistintamente se solicitaban colonos 
extranjeros y nacionales. Posteriormente el 18 de agosto de 1824 "El·soberano Congreso 
Constituyente de los Estados Unidos Mexicanos" emitió el primer decreto sobre 
colonización que contaba con la venia de un Congreso Constituyente. En el artículo 
primero del decreto se dan garantías a los extranjeros que acepten arribar a territorio 
'mexicano para colonizar alguna zona: 

3· Wistano Luis Orozco, Legislación y Jurisprudencia Sobre Terrenos Baldlos, México, El Caballito, 
1974, pp. 25-26. (Facsimil de la edición de 1895) También se puede consultar de Francisco de Soluno, 
Cedulario de Tierras. Complicación de legislación agria colonial (1497-1820), M6dco, UNAM, 1984. 
4. Wistano Luis Orozco, Los Ejidos de los Pueblos, El caballito, M6xico 1975 , p.89 Sobre el mismo Tema 
está de Fran~ois Chevnlier, l.Ll formacid11 de los latifundios en México, Mlxico, Fo11do de Cultura 
Económica, 1975 
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"Art. lo. Lii Nación Mexicana ofrece a los extranjeros que vengan a establecerse en su 
territorio, seguridad en sus personas y en sus propiedades, con tal que se sujeten a las leyes 
del país". El el artículo noveno se asegura que se dará preferencia en la distribución de las 
tierras a los mexicanos: 

"Art. 9o. Deberá atenderse con preferencia en la distribución de tierras a los ciudadnnos 
mexicanos, y no se hará distinción alguna entre ellos, sino únicamente aquella a que den 
derecho los méritos particulares y servicios hechos a la patria, 6 en igualdad de circunstancias, 
Ja vecindad en el lugar a que pertenezcan los terrenos que se reparten."' 

En 1855 los liberales encabezados por Benito Juárez llegaron al poder a través de la 
revolución de Ayutla. El eje implícito de su programa era la organización económica 
del país que garantizara el impulso del desarrollo capitalista. Para avanzar hacia esta 
meta se toparon con el obstáculo constituído por el latifundismo que se había creado 
durante la época de la colonia, y que fundamentalmente se encontraba en manos de la 
iglesia. De acuerdo con afirmaciones de Don Lucas Alamán, las propiedades del clero 
representaban no menos de la mitad del valor de los bienes ralees del país 6• Esta rémora 
sustraía de la circulación mercantil una parte sustancial de las tierras y a la vez trataba 
la ampliación del mercado interno. Los liberales enfrentaron directamente el problema 
decretando en 1856 la desamortización de los bienes raíces de manos muertas, con lo 
que se asestó un fuerte revés a la iglesia, pero también a las comunidades indígenas 
cuyos bienes, de la misma manera, fueron considerados de manos muertas. Con esta ley 
igualmente se prohibió a las corporaciones religiosas y civiles poseer propiedades ralees 
más allá de lo indispensable para sus funciones, y se dispuso que los excedentes fueran 
vendidos a sus arrendatarios o a quien denunciara su existencia. 

Con la desamortización de los bienes de manos muertas, los liberales mexicanos 
·pretendían impulsar la formación de una amplia capa de medianos propietarios y 
productores que fueran la base granítica de la naciente sociedad que añoraban crear. En 
la realidad los hechos evolucionaron de manera opuesta. Las tierras expropiadas al clero 
y a los indígenas, sirvieron para el surgimiento y desarrollo de un nuevo latifundismo 
que alcanzó su época de esplendor durante el porfiriato. 

A finales del siglo XIX y principios del XX, con el despojo ejecutado a través de las 
compañías deslindadoras, nos dice Femando González Roa que "las adjudicaciones se 
hicieron por millones de hectáreas. En la Baja California se dieron más de once millones 
y medio de hectáreas a cuatro concesionarios. En Chihuahua más de catorce millones y 
medio de hectáreas a siete concesionarios. Solamente a uno se adjudicó casi la mitad, 
es decir, alrededor de 7 ,000,000. En Chiapas se adjudicaron a un concesionario poco 

5· Wistano Luis Orozco, l.egislació11 y Jurisprude11cia. .. pp. 181-191 
ci. citado por Fernando González Ron, A.vpecro Agrario de la Revoluci6n Mexicana, México, SRA·CE-
HAM, t981, p.69 . . 
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menos de 300,000 hectárea•. En Puebla se entregaron a otro concesionario más de 
76,000 hectáreas. A uno sólo se adjudicaron más de 2.000,000. En Tabasco se adjudi­
caron más de 720,000 a una sola persona. A un solo adjudicatario se entregaron poco 
menos de 5.000,000 de hectáreas en los estados de Coahuila, Nuevo León, Tamaulipas 
y Chihuahua. En Durango se entregaron a dos adjudicatarios casi 2.000,000 de hectáreas. 
En consecuencia, grandes extensiones de terrenos baldíos vinieron a formar enormes 
latifundios, quizá más grandes de los que existían anteriormente'". Como veremos má• 

. adelante, una fuente fundamental del latifundismo fue el saqueo descarado de las 
propiedades comunales. 

De entre los grandes latifundios, destacan los que se encontraban en manos extranjeras, 
principalmente norteamericanas .. Gozó de fama la gran propiedad de Hcarst, magnate 
de la prensa norteamericana, quien inspiró a Orson Wells la película "El Ciudadano 
Kane", que acumulaba 30,000 kilómetros cuadrados en la parte norte de Chihuahua. 

Jesús Silva Herzog enumera algunas de las compañfas extranjeras a las que se entregaron 
inmensos terrenos: "a la Compañía Richardson, 222,000 hectáreas, en la región meri­
dional del Río Yaqui, y otra parte en el norte hasta completar 300,000; a la Colorado 
River Lan Co., 325,364 hectáreas, en el Distrito Norte de la Baja California; a The 
Palomas Land Co., en Chihuahua 776,938 hectáreas.; a L. Bocker, 35,000; a E.P. Fullcr 
230,000; a H.G. Barree, 105,702; a The Chihuahua Timber Land Co., 125,000".8 

Rnymond Vcmon afirma que "Para 1910, los extranjeros eran propietarios de alrededor 
de 30 millones de hectáreas, aproximadamente una séptima parte de la superficie 
terrestre del país" 9• 

Para 1910, la propiedad privada de la tierra predominaba plenamente en el agro 
mexicano. Las comunidades, a pe~ar de su tenaz resistencia, habían perdido la mayor 
parte de sus bienes ralees. De dicha propiedad privada, lo dominante era la gran 
propiedad, el latifundismo que obtuvo, durante la dictadura de Porfirio Díaz, todas las 
facilidades para sus tropelías." En 1910 el 96.9% de los jefes de familia rural no poseían 
ni un pedazo de tierra, junto a ellos existían 8,431 haciendas que centralizaban la gran 
propiedad de la tierra, y 48,633 ranchos" to. 

B. En la revolución de 1910. 

Durante la revolución de 191 O el campesinado revolucionario se levantó contra el 
latifundismo, pero ninguna de sus dos alas más radicales, Ja zapatista y la villista -que 

7· lhid. p. 82 

H Jesús Silva Hcrzog, El Agrarismo Mexicano y la Reforma Agraria, Mé:r:ico, FCE, 1974, p. 125 
9

· Raymond Vcrnon, El Dilema del /Je.mrrollo Económico de México, México, Diana, 1970, p.68 

ID. Jesús Silva Hcrzog, op.cit., pp. 122·123. 
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en los momentos de mayor auge de la cresta revolucionaria acaudillaron al grueso de 
los campesinos insurrectos-llegó a plantear la posibilidad de abolir la propiedad privada 
de la tierra, jamás negaron el derecho a la misma. 

El villismo se pronunció contra el latifundismo, pero no contra la propiedad privada, ya 
que proponía la reducción del primero para impulsar la creación de la pequeña propiedad. 
En la exposición de motivos de la Ley Agraria del General Francisco Villa se plantea 
como objetivo de su Reforma Agraria "el reducir las grandes propiedades territoriales 
a límites justos, distribuyendo equitativamente las excedencias" 11 • El ejército villista 
compuesto fundamentalmente de rancheros y campesinos medios que durante la Repú­
blica Liberal vieron frustradas sus aspiraciones de consolidarse como granjeros inde­
pendientes al estilo farmcr , en la revolución veían el instrumento que podía ayudarles 
a satisfacer sus deseos, para lo cual era necesario empezar por la destrucción del 
latifundio. 

En el desarrollo y profundización de la lucha confraternizaron con el ejército zapatista, 
apoyaron su programa de contenido comunitario, pero aún así no olvidaron que para 
ellos reivindicaban la tierra suficiente que les asegurara un estatus de rancheros inde­
pendientes. 

El zapatismo también se levantó contra el latifundismo, pero para demandar la reinte­
gración de las tierras robadas a las comunidades y pueblos libres, para quiene,; igual­
mente se reivindicaba el derecho de mantener su organización comunitaria; incluso para 
las dotaciones que se ofrecía otorgar a quienes no tuvieran derechos de restitución, 
proponía el mismo tipo de organización. A pesar del profundo contenido comunitario 
de las demandas zapatistas -sobre lo que profundizaremos en el siguiente inciso-, 
tampoco esta corriente revolucionaria del campesinado, y tal vez la más radical 
políticamente, llegó a sugerir la liquidación de la propiedad privada. sobre la tierra. 
Muy al contrario, dio garantías de que la misma se respetaría. Tanto en el conocido 
Plan de Aya/a como en La Ley Agraria emitida el 28 de octubre de 1915, así se asegura. 
Es en esta última ley donde se encuentra desarrollada la posición sobre la propiedad 
privada: 

"ARTICULO 4o. La Nación reconoce el derecho indiscutible que asiste a todo mcxicnno para 
poseer y cultivar una extensión de terreno, cuyos productos le pcnnitan cubrir sus necesidades 
y las de su familia; en consecuencia, y para el efecto de crear la pequeña propiedad, serán 
expropiadas por causa de utilidad pública y mediante la correspondiente indemnización, todas 
las tierras del país, con la sola excepción de los terrenos pertenecientes a los pueblos, 

11 • Ley Agraria del Ge11eral Francisco Villa, reproducida en el apéndice 2 <le Ifigenia J. de Navarrete, et 
· al, Bie11estar Campesit10 y Desarrollo Económico, México, FCE, 1980, pp. 125-129 
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rancherías y comunidades, y de nqueltos predios que, por no exceder del máximum que fija 
esta ley, deben permanecer en poder de sus actuales propietarios" 11• 

Las extensiones de tierra que la citada ley se proponía dejar en manos de "pequeños 
propietarios", explotadas capitalistamente no únicamente servirían para el mantenimien­
to del productor y su familia, sino que igualmente podían garantizar cierta acumulación 
de capital. Aunque es un poco larga la lista de superficies englobadas en el rango de 
"pequeña pr~piedad", es conveniente reproducirla: 

"ARTICULO So. Los propietarios que no sean enemigos de la Revolución, conservarán como 
terrenos no expropiablcs, porciones que no excedan de la superficie que, como máximo, fija 
el cuadro siguiente: u 

Clima caliente, tierras de primem calidad y de riego 
Clima caliente, tierras de primera calidad y de temporal 
Clima caliente, tierras de segunda calidad y de riego 
Clima caliente, tierras de segunda calidad y de temporal 
Clima templado, tierras de primera calidad y de riego 
Clima templado, tierras de primera calidad y de temporal 
Clima templado, tierras pobres y de riego 
Clima templado, tierras pobres.y.de.temporal 
Clima frío, tierras de primera calidad y de riego 
Clima frío, tierras de primera calidad y de temporal 
Clima frío, tierras pobres y de riego 
Clima frío, tierras pobres y de temporal 
Terrenos de pastos ricos 
Terrenos de pastos pobres 
Terrenos de guayule ricos 
Terrenos de guayule pobres 
Terrenos henequeneros 
En terrenos eriazos del norte de la República, 
Coahuila, Chihuahua, Durango, 
Norte de Zacatecas 
y Norte de San Luís Potosí 

Hectáreas 
100 
140 
120 
180 
120 
160 
140 
200 
140 
180 
180 
220 
500 
1000 
300 
500 
300 

1500" 

El día de hoy, de acuerdo con el desarrollo que han alcanzado las fuerzas productivas y 
el incremento de la población campesina, estas extensiones se antojan grandes para 

l2. Ley Agraria, reproducida en el apéndice C de John Womack Jr .. Zapata y la Rcvolucldn Méxica11a, 
México, Siglo XXI, l969, pp. 398-403. 
13· ldem. 
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presentarlas como pequeñas propiedades. Pero para el año de 1915, con la existencia de 
gran cantidad de latifundios, con la importante extensión de tierras que en total había, 
con la población campesina baja en relación a la actual y con el débil desarrollo de las 
fuerzas productivas en el agro, muy bien puede ser que las anteriores superficies no 
aparecieran como grandes ante los ojos del campesinado revolucionario que enfrentaba 
propiedades de cientos de miles y hasta de millones de hectáreas. 

De las haciendas existentes, el Plan de Ayala en su artículo séptimo, decretaba la 
expropiación de sólo un tercio de las mismas, dejando los dos tercios restantes en manos 
de los hacendados 14• Antonio Dfaz Soto y Gama aclara "que esta fijación de sólo una 
tercera parte de cada latifundio para los efectos de la expropiación, aceptable hasta cierto 
punto para el Estado de Morelos y sobre todo en los momentos en que se acometía la 
ázarosn empresa de la reforma agraria; no podría bastar para los Estados del Norte o del 
Centro, en donde la desmesurada extensión de los latifundios exige la afectación o 
expropiación de una mayor cantidad de tierras para los efectos de la destrucción del 
latifundismo y la creación de la mediana y la pequeña propiedad''. Dejar una parte de la 
hacienda a los antiguos dueños era con la finalidad, según el mismo autor, de no "cometer 
el error, el crimen imperdonable, de ahogar la libre iniciativa y de matar el espíritu de 
empresa; sin suprimir, tampoco los ranchos y las haciendas de mediana extensión". Unos 
párrafos más adelante explica Díaz Soto y Gama que esto es así porque "Sólo el pequeño 
y el mediano propietario disponen de capacidad y recursos suficientes para desarrollar 
un sistema de abundante producción" 15, 

El villismo, también explicitó su concepción y alternativa al problema agrario. En el 
plano militar fue una potencia que arrasó a diversos ejércitos y sólo pudo ser derrotada 
por el ejército de Alvaro Obregón cuando la ola revolucionaria ya estaba en descenso, 
después de que las huestes campesinas comandadas por ella y el zapatismo tomaron la 
ciudad de México y se mostraron incapaces de estructurar un Estado y un poder 
alternativo al que combatían. Pero el poderío militar villista no se tradujo en una opción 
política sistematizada en un programa-así fuera parcial y limitado- que lo hicieran suyo 
los campesinos, como si aconteció con el Plan de Ayala, a pesar de que la corriente que 
creó y sostuvo a éste, militarmente nunca se acercó a la fortaleza del villismo. La gran 
tragedia de ambos ejércitos campesinos, tanto separada como conjuntamente, fue su 
imposibilidad de elaborar un programa político nacional que tuviera como meta la toma 
del poder y la restrUcturación del Estado y la sociedad. A final de cuentas lo que se puso 
de presente fue esta gran incapacidad histórica del campesinado. 

14· Plan Je Ayala. reproducido en John Womack, op.cit., pp.394·397 
1 ~· Antonio Díaz Soto y Ga.ma., l..a cuestiót1 Agraria en Mlxko, M~xico, El Cnballito, 1976, pp. 13-14. 
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La Ley Agraria del General Francisco Villa no reivindica la restitución de las tierras 
usurpadas a los pueblos y comunidades, por lo que jamás se refiere al ejido. Esto se debe 
fundamentalmente a que en el norte, la zona en que nació, se desarrolló, tenla su 
influencia fundamental y de la que nutría sus filas, no existla la profunda tradición 
comunitaria como en la mayor parte del centro y sur del pals, por lo que tampoco habla 
la herencia de lucha en defensa de las posesiones hurtadas por las haciendas. Y es 
conveniente recordar que esta ley se firmó el 24 de mayo de 1915, siete meses después 
de aquel 28 de octubre de 1914, cuando los villistas, -junto con otras fuerzas- en la 
Convención de Aguascalientes aclamaron y votaron los artlculo·s fundamentales del Plan 
de Ayala y concluyeron la sesión con vítores al mismo y a Zapata. De igual modo es 
pertinente tener presente que esta ley se da a luz en el momento en que el villismo está 
en retroceso, pues ya ha sufrido dos graves derrotas militares en Celaya que marcan el 
inicio de su posterior desintegración. Por lo mismo, poca utilidad práctica podla ya tener 
esta ley, aunque guarda su importancia histórica. 

En la exposición de motivos de dicha ley se asienta que "siendo la tierra en nuestro país 
la fuente, casi la única de la riqueza, la gran desigualdad en la distribución de la propiedad 
territorial ha producido la consecuencia de dejar a la gran mayorla de los ·mexicanos, a 
la clasejomalera, sujeta ala dependencia de la minoría de los terrateuientes, dependencia 
que impide a aquella clase el libre ejercicio de us derechos civiles y políticos" 16• 

Tal concentración de la tierra "es un obstáculo para la elevación de los jornales, ... es 
causa de que permanezcan incultas grandes extensiones de terrenos y de que, en la 
mayorla de éstos, sea el cultivo tan deficiente que la producción agrícola nacional no 
basta.a menudo para satisfacer el consumo." 

A partir de estas consideraciones se determina como "una apremiante necesidad nacional 
reducir las grandes propiedades territoriales a límites justos, distribuyendo equitativa­
mente las excedencias." Y en el articulado se procesan las formas que deberán sugerirse 
para cumplir con este cometido. 

En el Artículo 1 o. se asegura.que "los gobiernos de los Estados, durante los tres primeros 
meses de expedida esta Ley, procederán a fijar la superficie máxima de tierra que, dentro 
de sus respectivos territorios, pueda ser poseída por un solo dueño." En el articulo 
tercero, "Se declara de utilidad pública el fraccionamiento de las grandes propiedades 
territoriales en la porción excedente del limite que se fije conforme a los artículos 
anteriores. Los gobiernos de los Estados expropiarán, mediante indemnización, dicho 
excedente, en todo o en parte, según las necesidades locales". 

16• Ley Agraria del General Francisco Villa, op.ci1.; las referencias siguienres son de esta obra. 
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La distribución de tierras propuesta por la ley villista comprendía que los beneficiarios 
pagarían por ellas, por lo que también distaba del reparto propuesto por el zapatismo 
para el cual no implicaba pago alguno. 

Antonio Olas Soto y Gama comparando las concepciones agrarias de ambas corrientes, 
dice que "Para los norteños ... la solución radicaba en el fraccionamiento de los enormes 
latifundios y en la creación de gran numero de pequeñas propiedades, con extensión 
suficiente para soportar el costo de una buena explotación agrícola, realizada con 
recursos suficientes para garantizar abundante producción y perspectivas de progreso. 

"Se aspiraba, por lo tanto , no a la parcela paupérrima d~I ejido, sino a la posesión de una 
unidad agrícola que mereciera el nombre de rancho ·aspiración suprema de todo hombre de 
campo". 

" ... exigía él para sf una porción de tierra de regular extensión, que le perteneciese en pleno y 
completo dominio, sin las restricciones o taxativas que impone la estructuración de la 
tradicional comuna indígena ... aspiraba a poder explotar y cultivar n sus anchas el lote de 
terreno que en el reparto agrario se le asignase, con el derecho inclusive, de poder venderlo 
o enajenarlo o de imponerle los gravámenes que la adquisición de fondos o la contratación 
de préstamos exigiese" n. 

"Al César lo del César y a Dios lo de Dios" re1.a la sentencia blblica del Nuevo Testamento. 
Para Zapata y el zapatismo que obtuvo el apoyo del villismo: a tas comunidades lo que era 
de las comunidades, y a la propiedad privada lo de la propiedad privada, sin que ésta se 
excediera de cierto~ límites. 

Esta utopla zapatista que ambicionaba hacer coexistir en igualdad de derechos a la 
comunidad con la propiedad privada capitalista, cuando ésta para garantizar su desarrollo 
necesita liquidar a la primera (segun se ha demostrado no sólo en el desarrollo económico 
de México, sino también en todos los lugares donde ha existido esta contradicción), 
planteaba una fuerte antinomia, insoluble en el marco del mismo proyecto zapatista que 
se ubicaba en una sociedad que avanzaba hacia el capitalismo. La solución a este nudo 
gordiano la dio el bando contrario, primero derrotando a las huestes zapatistas, como 
previamente lo hizo con las villistas, y luego aceptando formal y parcialmente sus 
demandas a la vez que instrumentaba en la práctica lo contrario: impulsando y fortale­
ciendo la propiedad privada. 

Por su parte Francisco l. Madero y Venustiano Carranza fueron los más fieles defensores 
de la propiedad privada, por lo cual mantuvieron una actitud hostil contra el ejido y 
contra las fuerzas campesinas que pugnaban por la reconstitución de los mismos. Dentro 
del programa polltico que cada uno de ellos enarboló, evitaron explicitar que se 
ejecutaría un reparto agrario en base a la expropiación de las grandes haciendas, y nunca 

17· Antonio Dfaz Soto y Gama, op.cit.pp.29-30. 
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se manifestaron por la reconstitución de los ejidos en base a la organización comunitaria, 
como fue la demanda zapatista. 

En detepünados momentos las circunstancia polfticas obligaron a esos representantes 
de una parte importante de la oligarquía a aceptar que se efectuarla cierta distribución 
de tierras, pero ésto lo hacían por simple maniobra política, como los hechos lo 
demostraron posteriormente. Francisco l. Madero en el Plan de San ú1is prometió que 
" ... siendo de toda justicia restituir a sus antiguos poseedores los terrenos de que se les 
despojó de un modo arbitrario ... " 18• Pero ya instalado en el poder se negó sistemática· 
mente a cumplir con este punto, e incluso fue explícito al asegurar que" ... no se pueden 
satisfacer en toda su amplitud las aspiraciones contenidas en la cláusula tercera del Plan 
de San Luis Potosr' 19• 

Incluso Charles C. Cumberland, biógrafo de Madero, interpreta que en esa cláusula del 
Plan de San Luis jamás se propuso restaurar los ejidos." A pesar de las deducciones 
hechas posteriormente por los opositores de la formulación del artículo, la determinación 
era simple y directa, coherente con el co~cepto de Madero de la propiedad rural. Lo que 
perturbaba a Madero en 191 O era la desaparición de los ranchos, no la eliminación de 
los ejidos, y el plan se refería a las pequeñas propiedades privadas" 20• 

Venusliano Carranza, por su parte, desde la elaboración del Plan de Guadalupe se opuso 
tajantemente a integrar en el mismo demandas de carácter social, y mucho menos la 
reintegración de las tierras robadas a los campesinos. Su posición derechista sobre el 
problema agrario fue incluso más beligerante que la del mismo Madero, como se pudo 
constatar en la ofensiva militar y política contra el zapatismo. 

La formulación de la Ley del 6 de enero de 1915 -en la que se prometía un reparto 
agrario· fue una maniobra de Carranza, como analizaremos páginas más adelante. En la 
primera oportunidad que tuvo reformó esa ley para evitar lo más posible el reparto de 
tierras. Igualmente su proyecto de artículo 27 constitucional no sólo manifiesta su firme 
defensa de la propiedad privada, sino también su clara oposición al ejido y a las 
comunidades. 

Las posiciones de Francisco l. Madero y Venustiano Carranza contra el ejido y los 
campesinos pobres, en las que se evidencia su defensa de la propiedad privada la 

18· Francisco l. Madero, Plau de Sar1 Luis·Ma11ijiesto a la Nación, reproducido por Francisco Gonz.ález 
de Cossfo, Historia de la Tenencia y explotación del campo en México, Tomo ll, México, SRA·CBHAM, 
t98t 
19• John Womack, op.cit. p.88 
20· Charles C. Cumbcrland, Madero y la Revolución Mexicana, Siglo XXI, México 1984; p.240 
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abordamos más adelante. Ahí veremos sus tajantes oposiciones a la reintegración de los 
ejidos y a. la reorganización comunitaria que reivindicó el zapatismo. 

La derrota del proyecto comunitario, aunque con la concesión de un reparto agrario Slli 
ge11eris que se realizaría bajo la forma ejidal, y el reconocimiento de la predominancia 
de la propiedad privada, quedaron estipuladas en el Artículo 27 constitucional. Es cierto 
que el texto original del mismo es ambiguo, pero esa ambigüedad refleja que aunque 
derrotados los ejércitos campesinos revolucionarios, no estaban aplastados y la facción 
triunfante no podfa hacer gala de una forialeza total que no tcnfa, aún se veía precisada 
a hacer algunas concesiones que más tarde se encargaría de ir recortando, hasta donde 
Ja correlación de fuerza entre las clases se lo permitiera. 

En la elaboración del Artículo 27 constitucional, al igual que en otros puntos centrales, 
el ala carrancista ortodoxa que pretendía simplemente hacerle algunas modificaciones 
al artículo respectivo de la Constitución de 1857, se enfrentó a la facción radical -a la 
que tildaba de jacobina- que vislumbraba la necesidad de realizar algunos cambios 
sustanciales y retomar aspectos del programa zapatista con la finalidad de controlar la 
'situación y evitar nuevos levantamientos campesinos. En los debates se impuso la 
corriente ·~acobina" de tal forma que se aceptó que en el texto constitucional apareciera 
que a las comunidades se les restituirfan las tierras usurpadas y a los campesinos sin 
derechos sobre tierras comunales se les dotaría con tierras expropiadas a los latifundios, 
pero de la misma manera se asentó que la propiedad privada, con ciertas modalidades, 
seguirfa existiendo. 

El fantasma del campesinado revolucionario recorrió el recinto donde los diputados 
constituyentes debatían el problema agrario. Formalmente se aceptaron algunos cambios 
importantes, pero en la realidad quienes se quedaron en el poder se encargaron de 
recortarlos, para asegurar la predominancia de Ja propiedad privada, a la que desde 
entonces se le han otorgado todas las facilidades para su desarrollo. 

En la redacción del Artículo 27 constitucional, no hubo oposición a que se explicitara 
el derecho a la propiedad privada. En el artfculo original, votado por los constituyentes, 
se anota que "La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del 
territorio nacional corresponde originalmente a la Nación, Ja cual ha tenido y tiene el 
derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad 
privada" Más adelante se precisa que "La Nación tendrá en todo el tiempo el derecho 
de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público ... " 21 • 

21 · /11icia1iva sobre el Artfc11/o 27 Constitucio11al, Modificaciones de la Comisión Dictaminadora. El 
Debare, en El Agrarismo en JaConslitución de 1917, México, CEHAM, 1982, p. 49. · 
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Esta es la modalidad fundamental que los constituyentes le impusieron a la propiedad 
privada de la tierra: originalmente el suelo es propiedad de la Nación, quien crea la 
propiedad privada y se reserva el derecho de imponerle los·cambios que "dicte el interés 
público". Formalmente esto significa un gran avance. De ahí que se pregone que en su 
inicio la Constitución Mexicana fue de las más avanzadas del mundo, que, incluso, en 
aspectos claves se adelantó a la constitución soviética. 

En la práctica los hechos han mostrado que en lo fundamental se hace lo contrario de lo 
que se dice la Constitución. Ha sido la propiedad privada sobre el suelo agrícola; la que 
ha dictado las modalidades a las que debe subordinarse el interés público, y la propiedad 
privada ha asumido también como propia a la Nación. Cuando parcialmente el "interés 
público" se ha impuesto a la propiedad privada, es debido a la radicalización del combate 
de los campesinos. 

En el mismo artículo constitucional se explicita que en caso de dotaciones y restituciones 
se podrá afectar la propiedad privada, pero respetando la denominada pequeña propie­
dad: "Los pueblos, rancherías o comunidades que carezcan de tierras y aguas, o no las 
tengan en cantidad suficiente para las necesidades de su población, tendrán derecho a 
que se les dote de ellas, tomándolas de las propiedades inmediatas respetando siempre 
la pequeña propiedad'"2• 

No hay duda que entre los diputados constituyentes había quienes creían necesario 
impulsar la formación de pequeños y medianos propietarios. que fueran la base del 
desarrollo económico del agro. Al igual que los villistas, veían en la creación de 
rancheros independientes la solución al problema agrario. Pero en los hechos, el término 
de pequeña propiedad ha servido para encubrir la existencia de grandes extensiones, las 
que a través de diversos subterfugios se presentan como pequeñas. 

C. J,a contrarreforma de Miguel Alemán 

Ha sido tarea de todos los gobiernos postrevolucionarios, otorgar todo tipo de facilidades 
para que las unidades agrícolas de propiedad privada puedan centraliZar grandes 
extensiones de tierra. Pero correspondió al presidente Miguel Alemán no sólo dar dichas 
garantías de facto sino legislar y modificar la Constitución para proteger a los grandes 
propietarios. 

Con la reforma a la fracción XV del Artículo 27 constitucional, el citado presidente 
determinó que pequeña propiedad son 100 hectáreas de tierra de riego, 200 de temporal, 
400 de agostadero de buena calidad, 800 de monte o agostadero en terrenos áridos. 
Igualmente es pequeña propiedad la extensión de 200 hectáreas de temporal o agostadero 

22·1dem. 
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suceptiblcs de cultivo; de 150 cuando las tierras se dediquen ni cultivo de algodón, de 
300 cuando se destinen ni cultivo de plátano, caña de azúcar, café, henequén, hule, 
cocotero, vid, olivo, quina, vainilla, cacao o árboles frutales. Así mismo "Se considerará 
pequeña propiedad ganadera la que no exceda de la superficie necesaria para mantener 
hasta quinientas cabezas de ganado mayor o su equivalente en ganado menor en los 
términos que fije la ley de acuerdo con la capacidad forrajera de los terrenos" 23• 

Esta misma reforma también definió que cuando debido a mejoras que los propietarios 
hagan a sus tierras, y que por tal motivo rebasen los mínimos legales, no podrán ser 
afectadas sus posesiones. Textualmente dice: 

"Cuando debido a obras de riego, drenaje o cualesquiera. obas ejecutadas por los dueños o 
poseedores de una pequeña propiedad a la que se le haya expedido certificado de inafectabi­
tidad se mejore la calidad de sus tierras para la explotación agrícola o ganadera de que se 
trate, tal propiedad no podrá ser objeto de afectaciones agrarias, adn cuando, en virtud de la 
mejoría obtenida, se rebase los máximos señalados por esta fracción, siempre que se reúnan 
los requisitos que fije In ley" u. 

Igualmente fue el presidente Miguel Alemán el que reintrodujo el derecho de amparo, 
suprimido en 1934 debido a que de él se beneficiaban los grandes propietarios, como 
actualmente sigue sucediendo. Para ésto, agregó a la fracción XIV del Artículo 27 
constitucional el siguiente párrafo: 

"Los dueños y poseedores de predios agrícolas o ganaderos, en explotación, a los que se haya 
expedido, o en el futuro se expida, certificados de innfcctabilidad, podrán promover el juicio 
de amparo contra In privación o afectación agraria ilegales de sus tierras o aguas" Js. 

Con las reformas alemanistas se ampliaron las garantías a la propiedad privada del suelo 
agrícola, se legisló para legalizar lo que en la práctica se hacia y se garantizó la 
inafectabilidad a través del amparo agrario. Con dichas reformas y la expedición de 
certificados de inafectabilidad ganadera, empezados a otorgar durante el sexenio carde­
nista, la propiedad privada en el agro , en particular la gran propiedad, se impuso sobre 
el minifundio y el ejido. Los gobiernos posteriores al de Miguel Alemán se encargaron 
de.dar P.lenas garantías a la propiedad privada a la par que sumían en el olvido al ejido 
y a las comunidades. 

Según la ley, en el agro lo dominante es el pequeño propietario, negando así el peso 
determinante que tienen los grandes propietarios, como hemos visto en el capítulo 

23· Jesús Silva Hcrzog, op.cit. pp. 490-491. 

:!4. ldetÍ1. p. 491 
25• ldem. p. 490 
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anterior; Si bien a éstos no se les declara inexistentes, se pretende hacer creer que son 
fenómenos aislados que están en procesó de asimilación por el régimen de los primeros. 

Contradictoriamente esta legislación agraria considera pequeño propietario tanto a un 
minifundista que detenta 1 hectárea como a quien tiene 200, lo cual es una evidente 
aberración desde todo punto de vista racional. Este amplio paraguas en que se convierte 
el concepto de pequeño propietario, permite encubrir legalmente a propietarios con 
extensiones que no pueden considerarse pequeñas, a la par que facilita el camino para 
encontrar los más diversos subterfugios que utilizan quienes centralizan propiedades por 
arriba del máximo establecido por la ley. Paralelamente, con este concepto aceptado 
legalmente, se permite que grandes propietarios se beneficien de las políticas agrope­
cuarias estatales destinadas formalmente a los pequeños propietarios, que en realidad 
están dirigidas a beneficiar a la pequeña y gran burguesía agraria. 

La realidad del agro mexicano es más compleja. La estratificación de los propietarios 
es un abigarrado mosaico en el que encontramos desde los que cuentan con menos de 
una hectárea, hasta los que suman decenas de miles, y algunos de éstos las tienen 
legalmente ya que cuentan con certificados de inafectabilidad ganadera o con amparo 
agrario. Pero en esa heterogénea estructura de la propiedad privada de la tierra, en los 
edremos se encuentran los polos que la dominan. 

Dentro de la superficie total censada apreciamos en un extremo al 57.3% de las unidades 
con extensión de hasta 5 hectáreas que se asientan en el 1.2% de dicha área. Mientras 
en el otro polo se localiza el 2.1 % de unidades cuya extensión es superior a las 500 
hectáreas, quienes acaparan el 68.8% de la superficie total de unidades con dimensión 
máxima de 5 hectáreas, cuenta con el 9.2% del total 26 • 

En tierras de labor la situación es similar. El 68.8% del total de de unidades, con 
dimensión máxima de 5 hectáreas, cuentan con el 9.2% del total de dicha área. En el 
otro extremo el 2% de unidades, cuya extensión es superior alas 100 hecláreas, centraliza 
el 40.5% de la superficie 27. 

D. Estratificación social de los propietarios 

Como apuntamos páginas atrás la extensión de la unidad de producción, por si misma, 
no es suficiente.para darnos una idea más o menos completa de su realidad y de la de su 
posesionario, para lo cual habría que relacionarla con el capital y demás recursos técnicos 
necesarios para la producción. No obstante esta verdad, consideramos que es ilustrativo 

26· Censo Agrfcolu ganadero)' Ejida/, Resumen general, México 1975. 
27·Jdcm 
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intentar una estratificación de los poosesionarios privados de acuerdo a latlimensión de 
sus unidades, ya que, insistimos, no es lo mismo un propietario con una hectárea, que 
qon 50 o con más de 200. Aunque la ley a los tres los considera pequeilos propietarios, 
la realidad demuestra que esto no es as(. 

Esta aproximación la desarrollaremos a partir de las tierras de labor, porque en lo. 
fundamental son las que dan más garantías a sus posesionarios de poder obtener algún 
producto a cambio del trabajo invertido. Aunque es sabido que muchos propietarios, 
principalmente pequeños de verdad, cuentan con tierras no aptas para la agricultura, lo 
cual hace más drámatica la realidad del agro mexicano. 

Cuadro No. 36 
Clasificación social de los predios y de sus propietarios. 

1970 

·Prt:dios No.de Predios .. Supcrficielln.'I. .. Cla~ificación social de los Picdios 

Total 824.939 100.0 10,385.SSJ too.o 
l.Hastnllul. 281.095 J4.I 166.090 1.6 Propicd.1.LitJccrunpesinoproletariuido 
2.0cl.hSha.. 285.973 34.7 788.234 7.6 PropledOO de c.:i.mpcsino scmipmlctllrio 
3.DcS.I a IOha. 99.937 12.1 766.689 7.4 Propiedad de c:impesino medio 
4.0cl0.la2Sha. 80288 9.7 J,339.695 12.9 Propiedad c:ipitnlisia pequeña 
S.De2S.1 nlOOha 60.732 7.4 3,117.146 30.0 Propiedad capitalisl!l media de campesino rico 
6. Oc 100.1 y mM 16.814 2.0 4,207.699 40.S Propiedad capitalista de gmn burgunfa 

Fucnh:: Elaboración propia con ba.<.e en V. Censo~ ~rola, gllllAdcro y cjidal, Resumen general 1975. 

Para avanzaren una clasificación social de los predios de propiedad privada -obviamente 
también de su propietarios- hemos elaborado el cuadro 36, el cual está inspirado por los 
trabajos de Lenin en los que el autor realiza una importante diferenciación social de los 
campesinos 28• · 

En páginas anteriores al analizar la estructura de la tenencia de la tierra y su evolución, 
hemos destacado el proceso de centralización que ha redundado en la desaparición de 
una parte considerable de las unidades pequeñas. Esta dinámica ha conducido a una 
importante proletarización y pauperización del campesinado pobre. No obstante esta 
situación generada por el avance de la producción capitalista en el agro, siguen 
perviviendo campesinos que conservan una pequeña y mísera parcela que más que 
redituarles beneficios les significa una carga, tanto en trabajo como en pequeñas 
inversiones que aún le hacen para cultivarla. El apego a la propiedad de la tierra, as( sea 
un jirón, es la más fuerte argamasa que logra preservar unido al campesino a su parcela. 

28
• N. Lenin, La cuestidn agraria)' los cr(ricos de Marx. El programa agrario de la Social democracia 

e11 la primera revoluci6n R11sa de 1905·1907 
El desarrollo del capitalismo en R11sfa. En Obras completas Tomos 3 y Xlll, España. Ado al Editor, 1977. 
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En el cuadro 36, ese tipo de predios se ubican en las propiedades de hasta I hectárea. 
Representan el 34.1 % del total y apenas cuentan con el 1.6% de la tierra de labor, la 
extensión promedio de esas unidades es de 0.6 hectárea. Es evidente que una parcela de 
esa dimensión no da el sustento necesario para sostener a una familia. Sus propietarios 
m'as bien son asalariados permanentes, unos como proletarios agrlcolas y otros han 
tenido que emigrar para trabajar en las ciudades (especialmente en la industria de la 
construcción) desde donde regresan para cultivar y cosechar su pedazo de tierra. 

Ese tipo de propietario más bien es un campesino completamellfc prolctarizado -quizá 
el término más adecuado para identificarlo sea el de proletario co11 parcela 29 -que de 
la venta de su fuerza de trabajo obtiene los recursos que le permiten mantener a su 
familia. Incluso su mujer tiene que asalariarse en labores domésiicas para ayudar a 
complementar los ingresos, lo propio harán las hija< al contar con la edad que se los 
permita. 

El estrato de 1. 1 a 5 hectáreas agrupa el 34.7% de predios, pero únicamente tiene el 7 .6 
de superficie de labor. Sus propietarios son campesinos muy pobres entre los cuales se 
encuentran proletarios con parcelas que no se les puede agrupar en el nivel anterior 
debido a la estratificación que de las unidades se hace en el Censo Agrícola. Empero, 
buena parte de los posesionarlos de hasta 5 hectáreas pueden ser clasificados como 
semiproletarios. También se trata de campesinos pauperizados cuya tierra si bien les 
reporta una mayor producción que a los que cuentan con parcelas de hasta 1 hectárea, 
aún les es insuficiente para mantenerse ellos y sus fn¡nilias, por lo que tienen que 
asalariarse determinadas épocas del año para complementar su sustento. 

En este tipo de parcelas se emplea sólo el trabajo familiar, no se usa trabajo asalariado 
(hay arreglos, sobre to.do entre familiares, de ayudarse trabajando unos días la parcela 
de uno y otros días las parcelas de otros, pero este tipo de trueque de trabajo no significa 
contratación de trabajadores asalariados), los implementos de trabajo utilizados son 
rudimentarios y en lo general la nueva tecnología está ausente de estas explotaciones. 
La producción que levantan es para el autoconsumo, ya sea com.o productos directos 
que se han cosechado, o bien la parte de ella que es comercializada se hace con el fin de 
adquirir bienes de consumo. La porción de la cosecha que estos productores venden, lo 
hacen con acaparadores debido a que no tienen la capacidad para llegar a los centros de 
abasto de las ciudades. 

29· Esta calegoría utilizada por Le nin es aplicada al agro mexicano por Francisco Ornar Lerda, en su lrnbo.jo 
La difere11ciación social e11 los ejidos)' com1midades agrarias, publicado en Investigación Económica 
t70, octubre-diciembre t984, Facultad de Economía, UNAM. 
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En las unidades de hasta 5 hectáreas (sumadas las de basta 1 hectárea más las de 1.1 a 
5 hectáreas) se localizada la inmensa mayoría del campesinado pobre que centraliza la 
mayor parte (68.8%) de los predios de tierras de labor de propiedad privada, pero que 
de superficie sólo tienen el 9.2% de la misma. Entre ellos se encuentra lo fundamental 
del proletariado agr!cola, sea que se contrate de manera permanente o bien en forma 
eventual, como semiproletario. 

En las unidades de 5.1 a 10 hectáreas, especialmente en el nivel cercano a las 5 hectáreas, 
todavía se localizan campesinos pobres semiproletarios, pero la gran mayoría de los 
propietarios que componen este estrato son campesinos medios que si bien no pasan 
penurias tampoco son acomodados. En estas parcelas aún juega un papel importante el 
trabajo familiar, pero a la par también se emplea trabajo asalariado, especialmente en 
los momenfos que el ciclo productivo .lo requiere, como puede ser en las siembra o en 
la cosecha. 

Esos predios de 5.1 a 10 hectáreas suman el 12.1 % del total y cuentan con el 7.4% de 
la tierra de labor privada. Los mismos aún son explotados con instrumentos y técnicas 
rudimentarias. Son pocos, especialmente los cercanos alas 10 hectáreas, los que emplean 
instrumentos de trabajo modernos (así sea rentados, como lo hacen con tractores o 
cosechadoras) y nuevas tecnologías concretadas en semillas mejoradas y fertilizantes 
adecuados. 

La comercialización de las cosechas levantadas en esas explotaciones en lo fundamental 
se hace con los acaparadores, porque son raros los propietarios que cuentan con 
transporte propio o que se animan a pagar flete y aventurarse a los centros de abasto de 
·las ciudades. En ocasiones los acaparadores son también los proveedores de crédito, 
quienes por esta vía adquieren de antemano las cosechas. 

Los predios de 10.1 a 25 hectáreas conforman peque1ias propiedades capilalistas en 
manos de campesinos acomodados que ya empiezan a adoptar cierta organización 
empresarial, tanto en la producción como en la administración. Estas unidades suman 
el 9. 7% del total y acaparan el 12. 9% de tierra de labor privada. En este estrato se observa 
el inicio del cambio de la proporción entre predios y hectáreas. Por primera vez el 
porcentaje de unidades es menor al de superficie que les corresponde, lo que significa 
que de este nivel en adelante una mayor cantidad de tierra se distribuye entre un menor 
número de posesionarlos. La extensión media de las explotaciones que nos ocupa es de 
16.7 hectáreas, en las del rango anterior(5.l a 10 hectáreas) la media es de 7.7 hectáreas. 

En estas pequeñas propiedades capitalistas el trabajo familiar ya no es fundamental, ser.í 
el trabajo asalariado la base del proceso de producción. Asimismo los instrumentos de 
trabajo utilizados tenderán a ser má' modernos. En este nivel es más común la propiedad 
de tractores e implementos semejantes, y el uso de semillas mejoradas, fertilizantes y 
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fungicidas. La propiedad de transporte, o la renta del que se requiere, le permite a esos 
pequeños capitalistas comercializar directamente sus productos con los intermediarios 
que controlan los centros de abasto o con las procesadoras de alimentos. Igualmente de 
manera directa pueden adquirir sus insumos. 

La propiedad capitalista media se ubica en predios de 25.1 a 100 hectáreas. Los dueños 
son campesinos ricos, bien acomodados en todos los aspectos, que centralizan el 30% 
de la tierra de labor controlando sólo el 7.4% de los predios. En este nivel hay 
propietarios que también cuentan con tierras de riego, pastizales y bosques. Sus 
extensiones de tierras de labor las amplían con parcelas de campesinos pobres que loman 
en arriendo. Así, por diversas vías conforman grandes explotaciones que configuran 
importantes empresas capitalistas, cuya organización de la producción no conoce otra 
racionalidad que la de la ganancia. 

En este nivel el trabajo utilizado es completamente asalariado, el trabajo familiar ya no 
juega ningún papel, salvo el del dueño que esté al frente de la empresa. En el proceso 
de producción se buscaemplearmaquinariamodema, as[ como insumos mejorados, para 
lo cual se realizan importantes inversiones de capital. Si se requiere crédito, este 
campesino rico tiene fácil acceso al que proporciona la banca comercial. Para transportar 
y comercializar la producción se tiene en propiedad los camiones req.ueridos. 

Finalmente está la gran propiedad capitalista cuyos predios son mayores de 100 
hectáreas. Del total de unidades representan el 2%, pero de la superficie de labor tienen 
el 40.5%. A esa extensión habría que agregar la que controlen en arriendo, o las 
propiedades de tierras de riego, pastos y bosques, con las que configuran importantes 
empresas capitalista•. 

En este estrato se ubica la gran burguesla agraria terrateniente que tiene propiedades 
superiores a las 200 hectáreas permitidas por la ley, para lo cual se vale de diversos 
subterfugios, como es el de utilizar a las leyes y a los gobernantes en beneficio propio. 
Cuenta con predios de tierras de labor de miles de hectáreas que ni siquiera aparecen en 
los censos, porque las tiene formalmente repartidas entre familiares y empicados de 
confianza. 

En este nivel se encuentran los principales beneficiarios del amparo agrario y de los 
certificados de iilafectabilidad ganadera, quienes obviamente no son pequeños propie­
tarios, por lo que supuestamente los protege la ley. Entre estas grandes propiedades se 
localizan unidades susceptibles de ser afectadas y repartidas entre campesinos solicitan­
tes. Esto muy raramente sucede, para que se instrumente una acción semejante deben 
conjugarse una serie de problemas políticos que empujen al gobierno en tumo a verse 
obligado a expropiar algún o algunos latifudios, como aconteció en los últimos meses 
del sexenio de Luis Echeverría Alvarez. 
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La gran propiedad capitalista depende completamente del trabajo asalariado. Por lo 
regular los propietarios radican en las ciudades, sus hijos realizan estudios en el 
extranjero o de menos en una universidad privada del país. Son asiduos visitantes de 
Las Vegas, a donde van a probar si la suerte les es tan favorable como en el régimen de 
la revolución mexicana. 

En la explotación de esos predios se emplea la mejor tecnología. Buena parte de la 
producción está destinada al mercado externo y a la industria nacional. Esta gran 
burguesía agraria cuenta con excelentes relaciones con los órganos de poder estatal y 
federal, lo cual le asegura la implementación de políticas agrarias completamente 
favorables. El poder y relaciones de este estrato no se limitan al agro. Sus intereses están 
concatenados con la industria, el comercio y la banca a través de importantes inversiones. 

Este panorama de la propiedad privada de la tierra muestra la heterogeneidad de la 
misma. A la vez confirma la predominancia de los grandes propietarios a quienes la ley 
cataloga corno pequeños propietarios y les proporciona los mecanismos para encubrir 
sus latifundios. Los verdaderos pequeños propietarios, compuestos por los campesinos 
proletarios, semiproletarios y medios representan el 80.9% de los predios privados de 
tierras de labor, pero únicamente concentran el 16.6% de dicha superficie, que por lo 
regular se trata de las peores tierras. La mayoría de estos campesinos se encuentra en la 
más aguda miseria. De entre ellos ha salido la enorme masa de emigrantes, trashumantes 
o permanentes, que principalmente se dirigen a las ciudades en busca de empleo o de 
un mejor lugar para mendigar y asegurar su subsistencia. 

2. La Posesión Ejldal 

A.Antes de la revolución de 19/0. 

El ejido producto de la revolución de 1910 y de todas las modificaciones que los 
epígonos de .la misma le han hecho, no es igual al exido de la época colonial, pero su 
raigambre es tan profunda que incluso sus antecedentes se remontan a la época 
prehispánica, donde localizamos las formas de tenencia de la tierra denominadas 
calpulalli y altepetlalli. 

Cuando las tribus emigrantes prehispánicas, compuestas por pequeños clanes y dirigidas 
por ancianos, determinaban el lugar donde finalmente se asentarían sus integrantes, 
procedfan alevantar sus casas y a posesionarse de las tierras que precisaban para producir 
lo necesario para mantenerse. A estos barrios o colonias los llamaban calpulli y a las 
tierras del mismo calpulalli. 

El calpulalli estaba distribuído entre todos los miembros del calpulli y era administrado 
por un Consejo de Ancianos. Los poseedores gozaban parcialmente del derecho de 
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herencia de sus parcelas.pudiendo sólo heredarlas de padres a hijos; las mismas también 
eran inalienables. Un vecino perdía el derecho sobre su parcela cuando se cambiaba a 
otro poblado o cuando dejaba de cultivarla por tres años consecutivos. Si esto sucedía, 
o cuando la familia desaparecía, la tierra se asignaba a otro miembro del calpulli. De tal 
forma, el calpulalli nunca podía ser vendido, otorgado o traspasado a otro calpulli, pero 
sí podía ser rentado a otro poblado, para cubrir necesidades públicas o colectivas. 

A diferencia del Calpulalli, el Altepetlalli no estaba parcelado ni se trabajaba individmd­
mente, sino que era explotado en común, siendo utilizado para el pastoreo, para la leña, 
etc. Eventualmente algunas porciones de estas tierras eran cultivadas colectivamente, 
con la finalidad de obtener lo necesario para pagar Jos impuestos y cubrir algunos gastos 
públicos 30• 

Pero ·con la conquista, como escribe Wistano Luís Orozco, "el fiero castellano, que había 
despojado de todo al pueblo vencido, le despojó también de Ja tierra, consumando con 
esto el más inmoral y el más infame de los pillajes. 

" Cuando se reflexiona sobre Ja anulación que hizo el conquistador de todos Jos derechos 
establecidos sobre la propiedad de la tierra, y el universal despojo verificado de un sólo golpe, 
retrocede espantada la imaginación ante las terribles consecuencias que para las rv.as 
vencidas tuvieron aquellos actos" 31, 

Durante la colonia la esencia del Calpulalli se mantuvo bajo la forma de la tierra de 
común repartimie11to que, como anota Salomón Eckstein, era similar al calpulalli 
indígena, y las leyes novohispanas conservaron todos los reglamentos nativos: "La tierra, 
como un todo, era considerada de propiedad exclusiva del poblado; por Jo tanto no podía 
ser vendida ni fraccionada; debía dividirse y cultivarse individualmente por los campe­
sinos del poblado, cuyos derechos eran hereditarios y cesaban únicamente cuando se 
aumentaban o dejaban de trabajar sus parcelas. La única diferencia introducida fue que 
la redistribución de las parcelas vacantes pasó a ser responsabilidad del Ayuntamiento, 
que tomó el lugar del Consejo de Ancianos" 3'. 

Fue en este período cuando en Ja Nueva España se empezó a emplear el término exido, 
que proceded e la palabra latina exi111s: salida. Diversos autores que se refieren al mismo, 
coinciden al señalar que con él se identificaba a las tierras localizadas a la salida de Jos 
pueblos y que eran de beneficio común de los indígenas, en las que pastaban sus animales 
y de las que recogían la leña que necesitaban. 

30· Al respecto se pueden consultar las obras citadas en las notas 3 y4,yde Francisco González de Cossfo, 
Historia de la tentncia y explotacidn del campo mtxicano, Tomo 1, México, SRA CEHAM, 1981. 
31 · Wistano Luis Orozco, los EjidoJde los ... p.88. 
32 Salomón Eckstcin, El Ejido Coltctivo en Mixico, México, FCE, 1978, p. 14. 
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Sin embargo en la realidad no existía una diferenciación tan tajante. Por ejemplo, el 
fundo legal que es considerado como otro tipo de posesión compuesta por los solares 
·urbanos sobre los que los indígenas erigían sus viviendas, en la Recopilación de Indias, 
Ley 8a. Título 3, Libro 60., también se enmarca dentro del término exido. Como lo 
demuestra Wistano Luis Orozco en su detallado estudio intitulado Los Ejidos de los 
Pueblos, el término fundo legal es utilizado en las colecciones oficiales de Jalisco 
posteriores a la independencia. Y siendo más precisos, "en las Reales Cédulas que fijaron 
para el distrito de la Audiencia de México la concesión irreductible,• no se da a ese 
terreno ningún nombre. Se dice allí, simplemente, que esa extensión de tierra es para 
que los indios siembren y vivan"33• 

De acuerdo con todas las leyes y Reales Cédulas, al exido se le asignan diversas 
funciones, como la de servir para pastoreo, para recolección de leña, espacio para los 
asentamientos humanos y tierra de labor. Empero, siempre se mantiene la constante de 
que se trata de tierras para uso común. Porque los "pueblos tienen necesidad de tierras 
libres; es decir de propiedad comunal no sólo para sus panteones humildísimos, establos, 
estancias de recuas, sencillos paseos, almiares y corrales para sus ganados; sino que sus 
exidos son la vida misma de sus moradores pobres, quienes de verdad necesitaban esas 
tierras 'para sembrar y vivir', según la paternal expresión de Felipe 11" 34• 

El término exido procedía de España, e identificaba a una posesión de tierras comunales. 
Al trasladarlo a la Nueva España se hizo adecuándolo a la situación que privaba en dicha 
colonia, no se trató de una simple copia al carbón. Lo cierto es que el exido tenía mucho 
parecido con formas de tenencia existentes en la época prehispánica. 

No obstante las leyes de la colonia que garantizaban a los indígenas una porción de tierra, 
así fuera limitada, los conquistadores, sacerdotes y demás aventureros se encargaron de 
arrebatárselas y someterlos a una especie de esclavitud. De esa manera se desarrolló la 
formación de enormes latifundios. 

El despojo a que eran sometidas las tierras en posesión de los indígenas, prácticamente 
no conoció tregua en el México independiente. La Ley de Desamortización de Bienes 
de la Iglesia y Corporaciones de 25 de junio de 1856, confirmada por la Constitución 
de 1857, no sólo expropia al clero, el más grande latifundista, sino también a las 
comunidades indígenas, cuyos bienes territoriales son considerados de manos muertas 
y por lo tanto puestos en venta. 

33
· Wistano Luis Orozco, Los Ejidos de las ... pp. 4R.49. 

34· ldcm. p. l 98 
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Se llegó al extremo de interpretar a dichas leyes con el fin de negar toda personalidad 
jurídica a las comunidades, y darles por disueltas: "Ninguna ley federal ha declarado 
disueltas esas comunidades; pero los tribunales hacen este raciocinio: Estando decretada 
la desamortización de bienes de las comunidades de indígenas por el artículo 25 del 
reglamelllo de la ley del 25 de junio de 1856; y siendo la propiedad co1111in la razón de 
ser de dic/1as comunidades, extinguida legalmente esa propiedad, las comunidades 
mencionadas ha dejado de existir ipso facto como personas jurídicas. A este paralogis­
mo aparatoso llegan únicamente ciertos tribunales, que gozan reputación de sabios; ... otros 
tribunales de menos cartel no gaslan esos esfuerzos de imaginación; pero todos hacen lo 
mismo; todos niegan a las comunidades de indígenas su personalidad jurídica" 35• 

Originalmente la Ley de Desamortización exceptúo de la expropiación a los exidos y 
terrenos de los pueblos destinados a un servicio público; sin embargo, el 9 de octubre 
de 1856, la Secretarla de Hacienda expidió una circular que alentó la liberación de esos 
bienes. En la Constitución de 1857 se detennina tajantemente la desamortización de las 
propiedades de las corporaciones civiles y ecleciásticas. Durante las guerras de Reforma 
y contra la invasión francesa, el eje de las afectaciones no fue la posesión comunal, pero 
restablecidas la República y la Constitución y terminados de repartir los bienes ecleciásticos, 
se procedió contra las comunidadades. Es conocido como este proceso se profundizó dumnte 
la dictadura porfirista, según se puede constatar en la Ley de tierras de 1894) en la Ley 
general de 18 de diciembre de 1909, amén de una serie de circulares al respecto 36• 

Asl las grandes haciendas acumularon decenas y centenas de miles de hectáreas de 
tierras, que a final de cuentás en su mayorla pasaron a ser de manos muertas, solamente 
que manos laicas, ya no clericales. Con el saqueo ejecutado por las compañlas deslin­
dadoras, surgieron y se desarrollaron enonnes haciendas, y las existentes se ampliaron.' 
Lo poco que quedara a los "pueblos libres", a las comunidades indígenas, les fue arrebatado. 
Frank Tannebaum en su libro The Mexica11 Agrairan Revolution, afinna que al finalizar el 
poñlriato, más del !'5% de las aldeas comunales habfan perdido sus tierTa.s 37• 

Los pueblos y comunidades ofrecieron resistencia al robo que les hadan las haciendas 
protegidas por el régimen dictatorial de Porfirio Dfaz. Es célebre la famosa oposición 
de la tribu yaqui a la arremetida de la dictadura y de los latifundistas que pretendfan 
robarles sus tierras. A esa ofensiva rapaz y a la digna defensa que los yaquis hicieron, 
se dio en llamar "la guerra del yaqui". Tropas de la dictadura iban y venfan pero eran 
incapaces de doblegar a esos aguerridos guerreros, a quienes ni siquiera los aztecas 

3~· ldem. p. 99 

J6. ldcm., p.182; y del mismo nutor: Legislación y jurisprudencia ... op.cit. 
También la obra citada de Jesús Silva Hcrzog, Capítulos lll y IV. 

37. Citado por Fricdrich KalS, La Servidumbre Agraria en México et1 la Epoca Porfiriaua, México, Era.· 
t980, p. t3. 
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pudieron someter por lo que llegaron a ciertos acuerdos con ellos. Las tropas asesinaban 
indiscriminadamente a mujeres, hombres y niños yaquis; cuando lograron apresar al jefe 
Cajeme no lo quebraron ni con las brutales torturas, y tenninaron asesinándolo frente a 
otros miembros de la tribu detenidos. De inmediato la comunidad nombró a Tetabiate 
como el nuevo líder que debía continuar la batalla. 

Quienes se oponían al robo de sus tierras eran asesinados de inmediato, o bien se les 
vendía como esclavos para que fueran a trabajar y morir en las plantaciones de Yucatán 
o del Valle Nacional. El cuadro dramático de esta realidad, es magistralmente pintado 
por John Kenneth Turner en su ya famoso libro México Bárbaro 38• 

Esa dinámica llevó a una gran polarización entre los latifundios y las posesiones de los 
fundos y ejidos. Fernando González Roa, citando a "El señor Brismade", destaca dicho 
contraste: 

"En Chihuahua, Luis Tenazas posee unos sesenla mil kilómetros cuadrados, una área mayor 
que la di: Costa Rica, y en Hidalgo, el Ferrocarril Central Mexicano atraviesa treinta leguas 
[Legua= 5,572 metrasJ de terrenos de José Escandón. Las propiedades de Lorenzo Torres de 
Sonora, de Gurza Hcnnanos de Durango, de los Cedros en Zacalecas, de Zúñiga Noriega en 
el estado de México, de Gnrcfa Pimenlcl en Marcios, de Juventino Ramírez en Puebla, y de 
los Madero en Coahuila. son unos cuantos de tos muchos ejemplos de las enormes propiedades 
de familias que están diseminadas por todo el paf s. Las propiedades de las dieciocho compañías 
de terrenos más importantes, suman el promediode4,444 kilómetros cuadrados cada una, o sea 
la mitad de Ja extensión de Portugal; en tanto que unas cuantas docenas de compañías son dueñas 
del 10 por 100 del área totaJ, o sea una mitnd de lo que poseen los pequeños agricultores, y el 67 
por 100 más que los fundos y ejidos. Toda la población libre de México está pues restringida 
práccicamente a una cuarta parte del área total, y ésta de segunda clase o peor; en tanto que Ja 
mayorpartede los terrenos nacionales del presente, son montañas, desiertos o terrenos pantanosos. 
ActuaJmente varios miles de individuos y unas cuantas compafl.ías tienen poder legal para excluir 
a una nación de quince millones de habitantes, de la mejor parte de su propio país" 39• 

El problema de la tenencia de la tierra, concentrada en su absoluta mayoría en manos 
de unos cuantos latifundistas, quienes para lograrlo se valieron de la violencia-despo­
jando a los pueblos y comunidades y a pequeños propietarios, y sometiendo a los 
antiguos propietarios a la miseria del peonismo en la hacienda o a la renta de las tierras 
que antes eran suyas- fue uno de los cauces fundamentales que alimentaron el río de 
fuego en que se convirtió la revolución de 1910. 

Este conflicto de la tierra no tenía una expresión homogénea a lo largo y ancho del país, 
porque el desarrollo económico del mismo también era diverso. Había importantes 
diferencias entre el.desarrollo seguido por las haciendas del norte con las del centro, o 

38· John Kennet Turner, México Bdrbaro,México, B. Costa Amic, Editor, 1967. 
39

• Fernando González Roa, op.cit.1 p. 137 
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ambas con las del sureste, de los estados de Tabasco, Chiapas y Yucatán. En esta última 
región se erigieron grandes haciendas a partir del robo de las tierras de las comunidades 
indígenas, y para su explotación se valían del trabajo forzado, que era de esclavos. John 
Kenneth Turner dice que en Yucalán "los esclavos son: 8 mil indios yaquis, importados 
de Sonora; 3 mil chinos (coreanos) y entre 100 y 125 mil indígenas mayas, que antes 
poseían las tierras que ahora dominan los amos henequeneros" 40• 

En el centro del país también las haciendas se crearon sobre la base del despojo de las 
tierras de los pueblos y comunidades. En esta región debido a la densidad de la población 
no les hacía falta mano de obra, más bien les sobraba, lo contrario de lo que sucedía en 
el sur; a los despojados los utilizaban como peones acasillado> y, principalmente, 
eventuales, y como arrendatarios de las tierras que les usurparon. 

En el norte también se saquearon las Tierras de las tribus. Al igual que en el sur, en esta 
región escaseaba la mano de obra, no contaba con importantes concentraciones de 
población-como en el centro· de las cuales reclutar sus peones, la que existía tenía la 
alternativa del trabajo en las minas o el empleo al otro lado de la frontera, y también 
había una capa de cierta importancia de pequeños rancheros independientes. Esto llevó 
a combinar el trabajo forzado con el peonismo y el arrendamiento de parcelas; pero a la 
par se daba el fenómeno de un relativo mejor trato a los peones y a fos arrendatarios, 
por ejemplo, "Francisco l. Madero estableció escuelas y servicios médicos en su 
hacienda de La Laguna, y en tiempos de hambre o de desempleo proporcionaba 
alimentos a los habitantes de las aldeas cercanas que trabajan temporalmente en su 
hacienda (y a muchos que no trabajan), Con esto, Madero ganó una gran popularidad y 
su hacienda fue la más productiva de La Laguna. Muchos otros hacendados siguieron 
su ejemplo" 41• 

La disímbola situación que vivía la población campesina al estallamiento de la revolu­
ción, determinó su actitud ante la misma y el tipo de exigencias sobre el reparto agrario. 
De ahí que las huestes acaudilladas por Emiliano Zapata, que se movían en el centro y 
suroeste del país, fueron las más consecuentes impugnadoras del latifundismo, deman­
dantes de la restitución de las tierras usurpadas y reparto a quienes no contaban con ellas, 
y se mantuvieron firmes sin aceptar transacciones intermedias, hasta el asesinato de 
Zapata. 

40· John Kennet Tumer, op.cit. p.13 
41 • Fricdrich Kats, op.cit., p.44 
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B.Fra11cisco l. Madero se 11egó a restituir las tie"as usurpadas. 

El llamado Aposto! de la Revolución, Francisco I. Madero, para convocar formalmente 
al levantamiento armado, elaboró el Plan de San Luis-Manifiesto a la Nación; en el 
último párrafo de la cláusula 3a. de éste plan, Madero aseguró que al triunfo de la 
revolución se restituirían "a sus antiguos poseedores los terrenos de que se les despojó 
de un modo tan arbitrario" 42• Esia promesa indudablemente influyó para que el 
movimiento zapatista le otorgara su apoyo y se levantara en armas contra la dictadura. 
Al ser derrocado Porfirio Díaz e instalado en el poder Madero, los zapatistas y demás 
campesinos pobres esperaban que se les reintegraran sus tierras, lo cual los llevó a presionar 
a Madero, quien al respecto declaró que "no se pueden satisfacer en toda su amplitud las 
aspiniciones contenidas en la cláusula tercera del Plan de San Luis Potosr• y consideró al 
reparto que por su propia mano realizaban los canipesinos pobres, como un acto de 
hostilidades contra las hacienda• que se tenía que "suspender absolutamente". 43 Madero, 
incluso, llegó a negar que él hubiese prometido reintegrar las tierras a los campesinos 
despojados y mucho menos que para tal efecto fuera a afectar las haciendas 44• 

De tal forma, Francisco l. Madero poco o nada se preocupó por resolver a los campesinos 
pobres el problema de la tenencia de la tierra y más bien, en su corto período de gobierno, 
se ocupó en dar seguridad a los hacendados, reducida élite de la cual era un miembro 
conspicuo 45• 

42· Unicamente en este párrafo se refiere al problema agrario; 

"Abusando de 111 ley de terrenos baldíos, numerosos pequeños propietarios, en su mayoría 
indfgenas1 han sido despojados de sus terrenos, ya por Acuerdo de la Secretaria de Fomento 
o por fallos de los tribunales de la Repdblica. Siendo de toda justicia restituir a sus antiguos 
poseedores los terrenos de que se les despojó de un modo tnn arbitrario, se declaran sujetas a 
revisión tales disposiciones y fallos, y se exigirá a los que los adquirieron de un modo tan 
inmoral, o sus herederos, que los restituyan a sus primitivos propietario~. a quienes pagarán 
también una indemniz.ación por los perjuicios sufridos. Sólo en el caso de que esos terrenos 
haynn pasado a tercera persona, antes de la promulgación de éste plan, los antiguos propie· 
torios recibirán una indemnización de aquellos en cuyo beneficio se verificó el despojo" Plan 
de San Luis ·Manifiesto a la Naciót1, reproducido en: Francisco González de Cossío, op.cit. 

43• John Womack, Zapata y la revol1tció11 mexicana, México, Siglo XXI, 1969, p. 88. 
44

· En carta dirigida al director de El Imparcial, con la finalidad de salirle al paso a insistencias de "que 
Cn las promesas de la Revolución figuraba el reparto de tierras al proletariado y se ofreció Ja división de 
los latifundios de unos pocos privilegindos con perjuicio de las clases menesterosas ( ... )quiero de una vez 
por todas rectificar esa especie l .. J Siempre he abogado por crear la pequeña propiedad, pero eso no quiere 
decir que se vaya a despojar de sus propiedades a ningún terrateniente/ ... / una cosa es crear la pequeña 
propiedad por medio del esfuerzo constante y otra es repartir las grandes propiecladcs, lo ci.ial nunca he 
pensado ni ofrecido en ninguno de mis discursos y proclamas". En Lucio Mcndicta y Nllñez, El problema 
agrario en México, México, Editorial Poml.1 S. A., 1983, p. l81 
45· Cu~berland Charles C., op.cit. 
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C.Para el campesinado revolucionario 

Ante ·la actitud negativa de Madero, los zapatistas proclamaron el Plan de Ayala y 
entraron en franco enfrentamiento armado contra el gobierno maderista, lo que explica la 
respuesta de Madero al director del Diario del Hogar, cuando éste le consultó si podía publicar 
el Plan. de Aya/a: "Si, publfquelo para que todos conozcan a ese loco de Zapata". 46 El 
enfrentamiento duró hasta que Madero fue derrocado y asesinado por Victoriano Huerta, 
quien encabezó un golpe de estado que contó con la asesoría y apoyo de la embajada 
estadounidense. 

El programa agrario del zapatismo está contenido en el Plan de Ayala, enarbolado por 
esta fuerza revolucionaria mientras tuvo existencia y reivindicado posteriormente de 
manera individual por los eiúntegrantes de la misma 47• En primer lugar plantea la 
restitución de las tierras, montes y aguas que hubiesen sido usurpados a los pueblos o 
ciudadanos. El artículo sexto así lo especifica: "que los terrenos, montes y aguas que 
hayan usurpado los hacendados, científicos o caciques a la sombra de la justicia venal, 
entrarán en posesión de esos bienes inmuebles desde luego, los pueblos o ciudadanos 
que tengan sus títulos, correspondientes a esas propiedades,. .. manteniendo a todo trance 
con las armas en la mano la mencionada posesión, y lo; usurpadores que se consideren 
con derecho a ellos lo deducirán ante los tribunales especiales que se establezcan al 
triunfo de la revolución." 

Pero también da una alternativa a los campesinos sin tierras y sin derechos de restitución, 
como lo afirma el articulo séptimo del mencionado Plan: 

"7o. En virtud de que la inmensa mayoría de los pueblos y ciudadanos mexicanos no son más 
duellos que del terreno que pisan, sufriendo los horrores de la miseria sin poder mejorar en 
nada su condición social ni poder dedicarse a In industria o a la Agricultura, por estnr 
monopolizadas en unas cuantas manos las tierras, montes y aguas; por esta causa se expro­
piarán previa indemnización, de la tercera parte de esos monopolios a los poderosos propie­
tarios de ellos, a fin de que los pueblos y ciudadanos de México, obtengan ejidos, colonias, 
fondos legales para pueblos o campos de sembradura o de labor y se mejore en todo y para 
todo la falta de prosperidad y bienestar de los mexicanos". 

Para pensiones e indemnizaciones de guerra se propone usar la> propblades de los 
enemigos de la revolución según el articulo octavo: 

"So. Los hacendados, científicos o caciques que se opongan directa o indirectamente al 
presente plan, se nacionalizarán sus bienes y las dos terceras partes que a ellos les correspon-

46· En John Womack, op.cit.; p. 39.0 
47· Plan de Aya/a, reproducido en John' Womnck,op.cil. Todas las referencias siguientes son de esta obra. 
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dan, se destinarán para indemnizaciones de guerra, pensiones de viudas y huérfanos de las 
víctimas que sucumban en Ja lucha del presente plan". 

Finalmente, el articulo 9o. asienta que "Para ejecutar los procedimientos respecto a los 
bienes entes mencionados, se aplicarán leyes de desamortización y nacionalización ... " 

El zapatismo sistematiza su concepción de refoima agraria y reafirma sus tradiciones 
comunitarias en la Ley Agraria de 28 de octubre de 1915 -firmada cuatro años después 
de signado el Plan de Aya/a-de laque·John Womack opina que es "tan original como 
su Plmtde Ayala".48• El articulo lo. de esta ley reafinnaelcontcnidoesencial del articulo 
60. del Plan de Aya/a en cuanto a restituir "a las comunidades e individuos" los bienes 
usurpados, pero la ley agrega que para ejecutar de inmediato esta decisión, bastará "que 
aquellos posean los títulos legales de fecha anterior al año de 1856, o sea del año de la 
Ley de Desamortización. El articulo too. promete que todo el que solicite un predio 
podrá ser satisfecho con las tierras confiscadas a los enemigos de la revolución y lo 
expropiado a las propiedades que excedan el máximo permitido, las cuales se dividirán 
"en lotes que serán repartidos entre los mexicanos que los soliciten, dándose la prefe· 
rencia, en todo caso, a los campesinos." Y en el siguiente artículo también toma en cuenta 
a los aparceros y arrendatarios en pequeño: 

"Artfculo l lo. A los actuales aparceros o arrendalruios de pequeños predios seles adjudicarán 
éstos en propiedad, con absoluta preferencia a cualquier otro solicitante, siempre que esas 
propiedades no excedan de ta extensión que cada lote debe tener confonne a lo dispuesto en 
el artículo nnteríor." 

Es en esta Ley Agraria Zapatista donde se explicita la inalienabilidad de la tierra 
.repartida: 

"Artículo 140. Los predios que el Gobierno ceda a comunidades o individuos, no son 
enajenables, nl pueden gra.\'arse en fonna alguna, siendo nulos todos los contratos que tiendan 
a conlrarío.r esta disposición." 

"Artfculo 150. Sólo por herencia 1egftima pueden unnsmirirse los derecho::; de propiedad de 
los terrenos fraccionados y cedidos por el Gobierno a los agricultores." 

"Artículo 260. El propietario de un lore está obligado a cultivarlo debidamente, y si durante 
dos años consecutivos abandona.re ese cuhivo sin causa justificada, será privado de su Jote el 
cual se aplicará a quien lo solicite." 

Es evidente que la concepción agraria del zapatismo está profusamente impregnada de 
la tradición comunitaria, cuyas raíces más profundas se habfan desarrollado exactamente 
en la zona geográfica donde esta corriente revolucionaria asentaba su influencia. Por 
esto mismo la demanda de reintegración de las tierras usurpadas tuvo un fuei-te impacto 

48
· Esta ley está reproducida en Womack John, op,cit. 

139 



y en esa misma proporción ganó adeptos en el centro y sur del país y terminó, incluso, 
influyendo al norte. 

Esta profunda raigambre comunitaria es lo que determina que en el artículo sexto del 
Plan de Aya/a se asiente que se devolverán las tierras que bajo esa forma, a través de 
los siglos, habían pasado por generaciones de padres a hijos. Con este mismo espíritu, 
en la ya citada Ley Agraria se explicita que se respetará dicha estructura organizativa. 

ºArtículo 3o. La nación reconoce el derecho tradicional e histórico que tienen los pueblos, 
rancherías y comunidades de la República, a poseer y administrar sus terrenos de común 
repartimiento, y sus ejidos, en la forma que juzguen conveniente." 

Por la predominancia de esa vieja costumbre, igualmente en el artículo séptimo del Plan 
de Aya/a se asegura que el reparto de las tierras expropiadas tendrá como fin crear 
"ejidos, colonias, fundos legales para pueblos o campos de sembradura o de labor". 

Y para que no quede ninguna duda, en la mencionada Ley Agraria, en los artículos ya 
citados se determina la inalienabilidad de la tierra repartida y la obligación de trabajarla, 
so pena de perderla si por dos años consecutivos, sin causa justificada, se deja de laborar. 

El peso de las viejas tradiciones sobre la tenencia de la tierra, lo confirma Antonio Díaz 
Soto y Gama, uno de los asesores de Zapata en materia agraria y el más elocuente 
defensor del Plan de Ayala en la histórica Convención de Aguascalicntes en 1914, al 
afirmar que: 

ºdada la necesidad de defender al campesino contra su imprevisión y de garantizar la 
conservación de los bienes comunales, se prohibió ... la venta y enajenación en cualquiera otra 
forma, de tos terrenos, montes y aguas que así se repartiesen o adjudicasen; con lo que se 
respetó y ratificó la vieja y sabia tradición del CALPULLI'' ~9• 

A pesar del importante peso que en el agrarismo de Zapata tenía la posesión comunitaria, 
como anotamos en páginas anteriores, nunca pretendió abolir la propiedad privada, a la 
cual se le deja existir implícitamente en el Plan de Ayala y explícitamente en la 
mencionada Ley Agraria. 

Refiriéndose al Plan de Ayala, el autor antes citado, destaca la heterodoxia del mismo 
en cuanto a la posesión de la tierra y da una interpretación, muy peculiar y discutible, 
de la finalidad de cada una de estas formas: 

"Todas las formas o moda1idades fecundas de propiedad quedan as( amparadas: la parcela 
ejidal, protectora de Ja vida, de la salud, del decoro y de la libertad del indfgena y del mestizo 

49· Antonio Dfaz Soto y Gama, La cuestldn agraria. .. , op.cit. p.22. 
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sin recursos; la pequeña propiedad -rancho o granja- para el ranchero de raza blancu o para 
el mestizo evolucionado¡ y In mediana propiedad o sea la porción que en lo que Fuera el 
Jntifundio, se deja en propiedad, al hacendado, a fin de que en esa porción reducida a la 
categoría de mediana propiedad, concentre todos sus esfuerz.os y todos sus recursos, en vez 
de dispersarlos sobre una enorme extensión, no susceptible de ser debidamente atendida" ~1• 

Pero sin lugar a dudas, para el zapatismo "la principal preocupación era la restitución y 
dotación de tierras comunales a los pueblos" si. Cuando esta corriente hablaba del ejido, 
como hemos visto, la impregnaba de una connotación totalmente comunitaria. Para ella 
esto conformaba el contenido esencial de su concepción agraria. Como veremos, a final 
de cuentas poco o nada prevaleció de ella en el ejido que se impulsó con la reforma 
agraria realizada por la corriente que salió triunfante, militar y políticamente, de aquélla 
contienda revolucionaria. 

El villismo, la otra gran corriente revolucionaria campesina que tuvo una participación 
de primera magnitud en la revolución de 1910, explicitó de manera sistemática su 
concepción y alternativa al problema agrario en la Ley Agraria del General Francisco 
Villa s2• En ella no reivindica la restitución de las tierras usurpadas a los pueblos y 
comunidades, por lo que jamás se refiere al ejido; s3 únicamente prevé dejar para el uso 
común los bosques, agostaderos y abrevaderos de los terrenos que se parcelen (Art. 120.) 
Cuando se refiere a los pueblos indígenas (Art. 4o.) determina que se expropiarán los 
terrenos que los circundan "en la extención necesaria para repartirlos en pequeños lotes 
entre los habitantes", pero únicamente para quienes "esten en aptitud de adquirir 
aquellos" porque dicha ley dispone que todos los lotes entregados a los campesinos 
"serán enajenados a los precios de costo además de gastos de apeo, deslinde y fraccio· 
namiento, más un aumento de diez por ciento que se reservará a la Federación para 
.formar un fondo destinado a la creación del crédito agrícola del país" (Art. 120.). De la 
tierra repartida sólo se considera inalienable la parte denominada patrimonio familiar, 
cuya extensión es de 25 hectáreas o menos y su transmisión se hará únicamente por 
herencia (Art. 170.) En la fracción IIl del Artículo 12 advierte sobre la posibilidad de 
que la tierra entregada se deje de cultivar: "Las enajenaciones quedarán sin efecto si el 
adquiriente dejara de cultivar sin causa justa durante dos años la totalidad de la tierra 
cultivable que se le hubiere adjudicado; y serán reducidas si dejare de cultivar toda la 
tierra laborable comprendida en la adjudicación." 

so. ldcm. p. 12 

s 1 ldcm. p. 29 

!'i2· Ley Agraria del General Francisco Villa, reproducida en lfigenia M. de Navarrcte, op.cil. 
53· Esto se debe fundamentalmente a que en c1 norte, 1n zona en que nació y se desarrolló, tenía su influencia 
fundamental y de ahí nutría sus filas no existía la gran tradición comunitaria como en la mayor parte del 
centro y sur del país, por lo que tampoco tenía la herencia de lucha en defensa de las posesiones hurtadas 
por las haciendas. 

141 



Esta ley refleja fielmente los intereses de las huestas que integraban el ejército villista, 
que en lo fundamental eran rancheros, pequeños productores y, en menor medida, peones 
cuya vida no era la miseria sufrida por sus homólogos del centro y sur del país; incluso 
los mineros y ferrocarrileros que también engrosaron sus filas, tenfan una referencia 
inmediata como campesinos. Obviamente este amplio abanico de campesinos no veía 
la solución a su problema sobre la tierra en las reivindicaciones zapatistas, ellos 
esperaban recibir una propiedad que les permitiera producirno sólo para su autoconsumo 
sino también para concurrir al mercado. En lo que sí coincidían con los zapatistas es que 
para resolver el problema agrario se debía partir de la liquidación del latifundismo "· 

No obstante que la Ley Agrária del General Francisco Villa no contempla las demandas 
zapatistas, no significa que Villa y su corriente tuvieran oposición a las mismas, como 
sí fue el caso de Venustiano Carranza, que analizaremos más adelante. Muy al contrario, 
el villismo, siempre que fue necesario, apoyó e hizo suyo el Pla11 de Aya/a, como se 
demostró en la Convención de Aguascalientes, en la que logró imponer, sobre la mayoría 
carrancista que se oponía, que se invitara a los zapatistas a enviar delegados a la misma, 
y cuando éstos se hicieron presentes les dió todo su aval, con lo que determinó que dicha 
convención, incluídos los carrancistas encabezados por Alvaro Obregón -quien con su 
olfato político supo percibir lo impolítico que hubiese sido hacer valer su mayoría formal 
ya que la fuerza militar estaba principalmente del lado de la División del Norte, como 
se dio en llamar al ejército villista- hicieran suyo lo fundamental de dicho plan. 

D. Vemtstiano Carranza, acérrimo enemigo del ejido. 

Venustiano Carranza fue senador porfirista y era gobernador del estado de Coahuila al 
momento del golpe de estado huertista. Como jefe de las primeras fuerzas que se 
dispusieron derrocar al usurpador, formuló el Plan de Guadalupe. En éste documento, 
para nada se refiere al problema agrario ni a ninguna otra reivindicación social 55• Desde 
que asumió el poder, ya derrocado Huerta, hasta la Convención de Aguascalientes, de 
manera sistemática manifestó su renuencia a dar respuesta satisfactoria a las demandas 
de los campesinos pobres. Los zapatistas que se mantuvieron firme~ en sus demandas 
sufrieron las arremetidas de Carranza, quien por todos los medios pretendía aplastarlos, 
recurriendo a medidas militares de exterminio genocida. No obstante, estos intentos 
fueron en vano porque el zapatismo, profundamente arraigado entre los pueblos que 
influía, se mostró incólume a pesar de las bajas. 

Fue por el empuje del villismo que Carranza se vió obligado a acceder a la realización 
de la Convención, y a través de la cual pretendía llegar a acuerdos que maniataran 

54• Ver Antonio Dfaz Soto y Gama, op.cit. pp.29-30 
55· Manifiesto a la Nacid11 y Plan de G11adal11pe, reproducido en Primer reparto de tierras del constitucio­
nalismo, Lucio Blanco, México, CEHAM, 1982. 
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principalmente a los villistas; pero la presencia de los zapatistas, los únicos con un 
programa político que responde a los intereses del campesinado -a pesar de todas sus 
limitaciones-, hicieron girar radicalmente la situación en dicho evento, el camino que 
seguirá la asamblea pasa a estar determinado por la corriente zapatista totalmente 
apoyada por los villistas, quienes antes de que los primeros arribaran sentían que ya 
habían sidq entrampados por las carrancistas, según escribe Antonio Díaz Soto y Gama 
que le confesó el general Felipe Angeles 56. Como anota Adolfo Gilly, "La llegada de 
los zapatistas provoca en el plano político de la Convención el acontecimiento que 
Carranza, pero Obregón sobre todo, sólo concebían y se preocupaban por evitar en el 
plano militar: la conjugación entre zapalismo y villismo. El hecho es tan terminante, que 
arrastra de inmediato a toda la Convención, incluidos los delegados carrancistas que no 
tienen programa ni objeciones fundadas que oponer" 51• 

A pesar de las maniobras de Obregón para evitar una ruptura en la Convención, esta 
decide desconocer a Carranza y nombrar un presidente interino, quien debido a la 
continuación de la terquedad del presidente desconocido, se ve precisado a declararlo 

. rebelde y nombrar a Villa jefe de operaciones de los ejércitos de la Convención, siendo 
que días antes en una solución mediadora la asamblea había acordado los ceses de 
Carranza como presidente y de Francisco Villa como jefe de la División del Norte. 

Carranza huye hacia Veracruz a donde se le va unir Alvaro Obregón con todos los 
recursos humanos y materiales que pudo mantener consigo. Posteriormente desde ahí 
lanzarán una nueva ofensiva política y militar contrae! zapatismo y el villismo, contra 
este último se abocarán totalmente a buscar su derrota militar. 

Mientras las tropas de los dos ejércitos campesinos entran triunfantes a la ciudad de 
México, previa entrevista histórica de sus caudillos en Xochimilco, Venustiano Carranza 
saca las conclusiones políticas de su derrota y comprende que el arraigo de sus 
adversarios radica en la comprensión del problema agrario, cuya máxima elaboración 
la representa el Plan de Ayala que responde a los anhelos del campesinado sojuzgado y 
humillado por largos años de dictadura que se encargó de arrebatarle sus tierras. Así que 
se apresta a corregir el error de no ubicar en su real dimensión la demanda de tierras de 
los campesinos. 

Asimismo le resultaba indispensable a Carranza cohesionar a su estado mayor militar, 
en el que se encontraban oficiales que consideraban necesario resolver el problema 
agrario entregando a los campesinos las tierras de los grandes latifundios -tal como en 

56· Antonio Díaz Soto y Gama, La Re\•0[11ción Agraria del S11r )' Emilia110 Zapata su Caudillo. México, 
El Cnbn\lito, 1976, p. t82-183. 
51· Adolro GiUy, La Revoluci611 Interrumpida, México, El Caballito, 1975, p. 132. 
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su momento lo realizó el general Lucio Blanco- por lo cual eran atraídos por el Plan de 
.Ayala. 

El 6 de enero de 1915, Carranza expide en la ciudad de Veracruz un decreto a través del 
cual pretende quitar las banderas agraristas a los ejércitos campesinos, principalmente 
al zapatista que cuenta con su Plan de Ayala. De éste retoma aspectos fundamentales 
que van a lograr un impacto entre los campesinos, y principalmente le permite reagrupar 
poHticarnente a sus oficiales. As! ese decreto sirve de frente poHtico a la embestida 
militar que lanza el Ejército Constitucionalista al mando del General Alvaro Obregón . 

. Aquel decreto, mejor conocido como la Ley del 6 de enero de 1915 ss, es considerado 
como el punto de partida de la reforma agraria. En él se empieza a desdibujar el contenido 
social del agrarismo zapatista, que con los años hábilmente se encargará de sepultar la 
facción que salió triunfante de aquella lucha revolucionaria. 

En sus considerandos, la mencionada ley empieza por.reconocer el hecho obvio que 
anteriormente Carraoza no admitía, de "que una de las causas más generales del malestar 
y descontento de las poblaciones agrfcolas de este país, ha sido el despojo de los terrenos 
de propiedad comunal o de repartimiento," 

"Que el despojo de los referidos terrenos se hit.o no solamente por medio de enajenaciones 
llevadas a efecto por las Í:lutoridades políticas en contnivención abierta a las leyes menciona· 
das, sino también por concesiones, composiciones o ventas concertadas con los ministros de 
Fomento y Hacienda, o a pretexto de apeos y deslindes, para favorecer a los que hacían 
denuncios de excedencia o demasías, y de las llnn)adas compañías dcslindadorns: pues de 
todas estas maneras se invadieron los terrenos que durante largos años pertenecieron a los 
pueblos y en los cuales tenfnn éstos la base de su subsistencia;" 

ºQue ... , siempre han quedado burlados los derechos de los pueblos y comunidades .. .'' 

"Que privados los pueblos indígenas de las tierras, aguas y montes ... y concentrada la n 
propiedad rural del resto del país en pocas manos, no ha quedado a la gran masa de la población 
de los campos otro recurso para proporcionarse lo necesario a su vida que alC¡uilar a vil precio 
su trabajo a los poderosos terratenientes, trayendo esto, como resultado inevitable, el estado 
de miseria, abyección y esclavitud de hecho, en que esa enorme cantidad de trabajadores ha 
vivido y vive todnvfa". 

Y se llega a una conclusión semejante a la que el zapatismo había arribado hacfa años, 
pero sin el profundo contenido social que éste le daba: "Que en vista de los expuesto, 
es palpable la necesidad de devolver a los pueblos los terrenos de que han sido 
despojados, como un acto de elemental justicia y como la única forma efectiva de 
asegurar la paz y promover el bienestar y mejoramiento de nuestras clases pobres, sin 

~8 · Decrero del 6 de enero de 19 J 5, en La Primera. Ley Agraria del Constitucionalismo 6 de enero de 1915, 
CEHAM, pp. 87-93. Las siguientes citas son de esta obra. 

144 



que a esto obsten los intereses creados a favor de las personas que actualmente poseen· 
los predios en cuestión ... " 

Se contempla la posibilidad de "que, en algunos casos, no pueda realizarse la restitución 
de que se trata, ya porque las enajenaciones de los terrenos que pertenecían a los pueblos 
se hayan hecho con arreglo a Ja ley, ya porque Jos pueblos hayan extraviado los títulos 
o los que tengan sean deficientes, ya porque sea imposible identificar Jos terrenos o fijar 
la extensión precisa de ellos, ya, en fin, por cualquiera otra causa; pero como el motivo 
que impide Ja restitución, por más justo y legitimo que se le suponga, no arguye en contra 
de la difícil situación que guardan tantos pueblos, ni mucho menos justifique que esa 
situación angustiosa continúe subsistiendo, se hace preciso salvar la dificultad de otra 
manera que sea conciliable con los intereses de todos:" 

Y para mostrar el supuesto interés en dar solución al problema agrario, se faculta "a las 
autoridades militares superiores que operen en cada lugar, para que, efectuando las 
expropiaciones que fueren indispensables, den tierras suficientes a Jos pueblos que 
carecían de ellas, realizando de esta manera uno de los grandes principios inscritos en 
el programa de la Revolución, y estableciendo una de las primeras bases sobre las que 
debe apoyarse la reorganización del país". 

Pero se advierte que con las restituciones y dotaciones "no se trata de revivir las antiguas 
comunidades, ni de crear otras semejantes sino solamente de dar esa tierra ala población 
rural miserable que hoy carece de ellas ... " 

El articulado que compone el decreto sistematiza los pasos a seguir para restituir y dotar 
de tierras a los campesinos. El punto de partida es la nulificaci6n de todas las formas 
que dieron lugar al despojo de tierras, aguas y montes. En el artículo lo. se declaran 
nulas todas las transacciones y arbitrariedades que condujeron a "las enajenaciones de 
tierra, aguas y montes pertenecientes a Jos pueblos, rancherías, congregaciones o 
comunidades". 

El decreto también toma en cuenta a quienes no pueden beneficiarse de la restitución, 
para lo cual detennina Ja expropiación de tierras con la finalidad de dotarlos con las 
mismas: 

"Artículo 3o. Los pueblos que necesitándolos, carezcan de ejidos o que no pudieren lograr su 
restitución por falta de títulos, por imposibi1idnd de identificarlos o porque legalmente 
hubieren sido enajenados, podrán obtener que se les dote del terreno suficiente para recons­
tituirlos conforme a las necesidades de su población, expropiándose por cuenta del Gobierno 
Nacional el terreno indispensable para ese efecto, del· que se encuentre inmediatamente 
colindante con los pueblos interesados". 
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Los artículos del 60. al 9o. especifican a qué autoridades deben presentarse las solicitudes 
tanto de restitución como de dotnción y los pasos que se seguirán hasta su satisfacción: 
"se presentarán en los Estados directamente ante los gobernadores, y en los territorios 
y Distrito Federal, ante las autoridades políticas superiores", pero por problemas de la 
guerra o por falta de comunicaciones, "podrán también presentarse ante los jefes 
militnrcs que estén autorizados especialmente para el efecto por el encargado del Poder 
Ejecutivo" (Art. 60.). Estas autoridades, contando con las solicitudes, oirán "el parecer 
de la comisión local agraria sobre la justicia de las reivindicaciones y sobre la conve­
niencia, necesidad y extensión en las concesiones de tierras para dotar de ejidos, y 
resolverá si procede o no la. restitución o concesión que se solicita" (Art. 7o.). A renglón 
seguido, en éste mismo artículo se estipula que en caso de ser afirmativa la resolución, 
"pasará el expediente al comité particular ejecutivo que corresponda, a fin de que, 
... proceda a hacer entrega provisional de ellos (los terrenos) a los interesados". En el 
articulo 80. se retoma esta parte y agrega que el expediente" se remitirá a la comisión 
local agraria, la que lo elevará con un informe a la Comisión Nacional Agraria". Esta 
comisión dictamina sobre dichas resoluciones "y en vista del dictamen que rinda el 
encargado del Poder Ejecutivo de la Nación, sancionará las reivindicaciones o dotacio­
nes efectuadas, expidiendo los tftulos respectivos" (Art. 9o.). 

En este decreto es claro el giro de 180 grados dado por Carranza. Se patentiza el 
compromiso impuesto a los carrancistas por la profundización de la lucha campesina. 
La fuerza de las circunstancias demostró a Venustiano Carranza "La necesidad de 
devolver a los pueblos los terrenos de que han sido despojados ... como la única forma 
de asegurar la paz" como paso previo para reestructurare! Estado y asegurar nuevamente 
el dominio de la burguesía. Carranza no creía porque, a diferencia del zapatismo, no 
estaba convencido que de verdad fuera de justicia reintegrar las tierras a los despose Idos, 
por eso primero intentó por otros medios aplastarlos sin cederles un ápice, pero la derrota 
propinada por los ejércitos campesinos en la Convención de Aguascalientes le llevó a 
comprender la necesidad de una maniobra táctica para desarmar políticamente a sus 
adversarios. En el futuro ya verla como maniobrar nuevamente para escamotearle al 
campesinado lo que se habla visto obligado a cederle. 

Con esta Ley del 6 de enero de 1915 el carrancismo cede ante la fuerza campesina, pero 
hábilmente le limita el profundo contenido comunitario que el Plan de Ayala daba al 
reparto agrario, ·aunque debido a lo experimentado durante el porfiriato, anota que es 
necesario buscar la forma que de el carácter de inalienabilidad a lo reintegrado a los 
campesinos. Sobre estos aspectos, los considerandos de dicha ley concluyen señalando 
que "es de advertir que la propiedad de las tierras no pertenecerá al común del pueblo, 
sino que ha de quedar dividida en pleno dominio, aunque con las limitaciones necesarias 
para evitar que ávidos especuladores particularmente extranjeros, puedan fácilmente 
acaparar esa propiedad, como sucedió casi invariablemente con el repartimiento legal-
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mente hecho de los ejidos y fundos legales de ·los pueblos, a raíz de la Revolución de 
Ayutla". 

En el decreto en sí, se deja para el futuro la definición del carácter final que tendrán los 
terrenos restitufdos y el momento y la forma en que se dividirán: 

ºArtfculo 11 o. Una ley reglamentaria detenninará Ja condición en que han de quedar los 
terrenos que se devuelvan o se adjudiquen a los pueblos y la manera y ocasión de dividirlos 
entre los vecinos, quienes entretanto los disfrutarán en común" 

Como anotarnos páginas atrás, esta ley empieza a desdibujar el carácter comunitario de 
los ejidos, tal como los campesinos armas en manos lo plasmaron en el Plan de Ayala. 
Terminar de borrar dicho contenido ya no corresponderá a Carranza, quien acabó 
asesinado -habiendo previamente hecho lo mismo con Emiliano Zapata-, sino que será 
tarea de sus seguidores quienes con una mayor habilidad política lograrán quedarse con 
el poder, desde el cual maniobrarán todo lo necesario para controlar al campesinado. 

Derrotado el ejército villista y reducido a destacamentos guerrilleros, y arrinconados los 
zapatistas en su zona de influencia que militarmente cada día era menguada, Venustiano 
Carranza volvió a instalarse en Palacio Nacional y empezó a considerar que llegaba el 
momento de iniciar el recorte de lo que presionado había cedido en la Ley del 6 de e11ero 
de 1915. El 19 de septiembre de 1916, emitió un decreto con dicha finalidad. Este no 
goza de la propaganda y publicidad oficial que siempre se le hace a la primera, y más 
bien es muy poco conocido. 

Como anotarnos anteriormente, la Ley del 6 de enero de 1915 ordena que las reintegra­
dones y dotaciones de tierras deben efectuarse de inmediato porque las resoluciones, 
aunque provisorias, tienen carácter perentorio; mientras, el expediente puede seguir 
todos los trámites y pasar por todas las instancias señaladas por la misma ley. El decreto 
del 19 de septiembre de 1916 determina que ya no se haga más entrega de tierras, hasta 
que no se hayan cumplido todos los trámites y de finalmente su veredicto el ejecutivo 
nacional. Con esta medida-que encierra un Proceso que bien podría llevarse varios años­
de hecho se para el reparto agrario que de por sí era muy raquítico. Asimismo se libra 
formalmente a los constitucionalistas triunfantes de las exigencias que los campesinos 
podían hacerles para que cumplieran con lo que ellos mismos habían decretado. 

El citado decreto de 1916 se compone de un artículo único que reforma los artículos 7o, 
80 y 9o. de la Ley del 6 de e11ero de 1915 59• Finalmente dichos artículos quedaron con 
el siguiente contenido: 

59· Decreto del 19 de septiembre de 1916, reproducido en Antonio Díaz :Solo y Gama, La Cuestión 
· Agraria .. ., pp.44-46. Las siguientes referencias son de esta obra. 
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"Artículo 7o. La autoridad respectiva. en vista de la solicitud presentada, oirá el parecer de 
la Comisión Local Agraria sobre la justicia de las reivindicaciones y sobre la conveniencia, 
necesidad y extensión de las concesiones de tierras para dotar de ejidos~ y resolverá si procede 
o no la restitución o concesión que se solicita. 

"Artículo So. La resolución de los gobernadores o jefes militares, ya sea favorable o adversa 
a la solicitud presentada, tendrd el cardcter de provisional, y deberd ser revisada por el 
Encargado del Poder Ejeclltivo de la Nación~ a cuyo efecto, el expediente pasará a la 
Comisión Local Agraria y ésta, a su vez, lo remitirá íntegro, con todos sus documentos y 
demás datos que estime necesarios, a ta Comisión Nacional, dejándose copin completa de él. 

"Artículo 9o. La Comisión Nacional Agraria, recibido el expediente, dictmninard sobre la 
aprobación, inodificación o revocación de las resoluciones elevadas a su conocimiento, y en 
vista de su dictamen, el Encargado del Poder Ejecutivo de la Naci611 dic1ará ta resolución 
que proceda, de la que se enviará copia debidamente autorizada a la Comisión Local 
respectiva para su notificación a los interesados y su debido cumplimiento. Si la resolución 
es favorable, 111 Comisión Local pasará dicha copia, así como la del expediente, al Comité 
Particular Ejecutivo, 11 fin deque, deslindando, identificando y midiendo los terrenos, proceda 
a hacer entrega de ellos a los interesados" (subrayados en el original). 

En los artículos anteriores se encuentran los antecedentes del intrincado laberinto que 
los campesinos tienen que recorrer en la búsqueda de la restitución o dotación de sus 
tierras, tarea que les lleva varios años, y algunos de ellos mueren sin verla concluida. El 
zapatista Antonio Dfaz Soto y Gama sobre este aspecto opina que: 

"En efecto, carranza había parado en finnc la aplicación de la famosa ley del 6.de enero de 
1915, al refonnarla en lo esencial, por et decreto dcl 19 de septiembre de 1916, que suprimió 
las dotaciones provisionales de ejidos, base o condición imprescindibles de la reforma agrarin 
en materia ejidal, para dejar en pie solamente dotaciones definitivas, que sólo el Presidente 
de ta República podía conceder. De este modo Carranza. pudo frenar a su antojo ta repartición 
de tierras, al extremo de que sólo llegó a otorgar unas cuantas posesiones definitivac;" 

Y más adelante, en una nota de pie de página, reitera: 

"que los pueblos quedaban, con esa supresión que les negaba la inmediata posesión de 
las tierras solicitadas, en la imposibilidad práctica de esperar, durante uno o más afias, 
que viniese la resolución presidencial, única que podrfa, en caso de ser favorable, darles 
esas tierras, sin las cuales sMZRSo/oáiera imposible 60. 

Los hechos dempstraban la profunda oposición de Venustiano Carranza a la reconstitu­
ción de los ejidos, tal parecía que su punto de vista, en el fondo, era porque estos 
desaparecieran. Así, de 1916 a 1920 únicamente repartió 381, 926 hectáreas entre 334 
ejidos, con lo que se benefició a sólo 77,203 campesinos, a quienes en promedio les 

60· Antonio Díaz Soto y Gama, !A Revoluci611 Agraria del Sur ... , pp.291-292. 
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correspondieron 4.9 hectáreas. 61 • A estos ejidos repartidos, la voz popular los llamaba 
"ejidos de atole con el dedo" 62• 

Las anteriores cifras son irrisorias, más bien parecen mostrar una burla al campesinado 
que apenas estaba deponiendo las armas. Esto resulta más obvio si recordamos que esa 
situación se da cuaodo el fuego de la revolución aún no se extinguía totalmente, las 
brazas aún irradiaban un fuerte calor que finalmente consumiría al mismo Carranza, 
quien no tuvo la capacidad política de saber interpretar los signos de los tiempos, y 
aquellos tiempos aún eran borrascosos, como lo mostrarían los años subsiguientes. 

Finalmente, debido a las presiones del descontento campesino y de los zapatistas que 
partiéiparon en la XXIX Legislatura, Alvaro Obregón se vió precisado a derogar el 
decretó de 1916. La experiencia de los años posteriores, hasta la fecha, muestra que 
formalmente se acabó con los obstáculos que impedían que los campesinos entraran de 
inmediato en posesión de las tierras, pero en la práctica siguieron existiendo y más tarde 
se volvieron a introducir gradualmente en la legislación agraria. 

Efectivamente a la Ley del 6 de enero de 1915 se le asigna la función de mojonera 
histórica, porque con ella se ubica el momento en que oficialmente se inicia la reforma 
agraria. Y con justa razón, porque con dicha ley da comienzo la reforma agraria 
concebida por la facción triunfaote -primero encabezada por Carranza y después por 
Obregón- la cual poco tiene que ver con la exigida con las armas en las manos por el 
cao1pesinado revolucionario. De éste se tomaron parcial y distorsionadamente algunas 
demandas con un doble propósito, por una parte debía servir como una especie de 
compromiso interclasista que permitiera apaciguar a los campesinos, con la finalidad de 
dar paso a la reordenación del Estado capitalista; y por otra parte y ligada a la anterior, 
también debía ser útil para vaciar de todo el contenido social que, principalmente, el 
Plan de Ayala daba a la restitución y dotación de ejidos. 

Por esto mismo, la mencionada ley es el punto de partida de la transformación del 
contenido del concepto ejido. Toda la concepción comunitaria, colectivista, que el 
zapatismo se empañaba en mantener va a ser tirada por la borda pero de manera gradual. 

No es gratuito que la Ley del 6 de enero de 1915, advierta que con las restituciones y 
dotaciones "no se trata de revivir las antiguas comunidades, ni de crear otras semejantes", 
y que dicha "propiedad de las tierras no pertenecerá al común del pueblo, sino que ha 
de quedar dividida en pleno dominio, aunque con las limitaciones necesarias para evitar 
que ávidos especuladores ... puedan fácilmente acaparar esa propiedad ... " No cabe duda 
que las anteriores frases son premonitorias, con bastante anticipación pusieron en claro, 

61. Ver cuadro número 36 
62· Antonio Dínz Soto y Gama, l..JJ Cuestión Agraria. .. , p . .78 
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blanco sobre negro, a donde llegaría el ejido. Desde luego Carranza añorab¿ que ese 
final se viera más o menos rápido, pero la realidad de las presiones campesinas llevó a 
sus herederos a tener que recorrer caminos no tan directos, pero que al final condujeron 
al mismo objetivo. 

Es conocido que el redactor de la Ley del 6 de enero de 1915 fue Luis Cabrera 
-considerado por-James D. Cockcroft como uno de los "precursores intelectuales de la 
Revolución Mexicana"- quien se convirtió en importante ideólogo de Venustiano 
Carranza 63• El contenido de la mencionada ley está directamente relacionado con el 
punto de vista que este personaje tenfa sobre la reintegración de los ejidos, y que en 
mucho es representativo del que prevaleció finalmente entre los triunfadores de la 
revolución de 1910. Para Cabrera, la restitución de los ejidos debía servir en el aspecto 
político para quitarle al zapatismo su base social, y en el económico debía fungir como 
un complemento al salario del campesino que forzosamente debía vender su fuerza de 
trabajo, pues, según nos dice, "ciertas clases rurales siempre y necesariamente tendrán 
que ser jomaleros11 64. 

El 3 de diciembre de 1912 Luis Cabrera afirmaba en la Cámara de Diputados que "En 
"--:----la-actuafu!.ad ... el jornalero es el enemigo natural del hacendado, principalmente en el 

Sur de Puebla, enNrorelos;i:n el Estado de México, bajo la forma del zapatismo, pero 
esta insurrección tiene principalmente una causa económica. La población rural necesita 
complementar su salario: si tuviese ejido, la mitad del año trabajaría como jornalera, y 
la otra mitad del año aplicaría sus energías a esquilmarlos por su cuenta. No teniéndolos, 
se ve obligada a vivir seis meses del jornal, y los otros seis meses toma el rifle y es 
zapatista" 65 • 

E. En el Artículo 27 Constit11cio11al y sus refomias 

Teniendo asegurado el triunfo sobre el campesinado revolucionario, Carranza convocó 
a un Congreso Constituyente que inició sus actividades el 21 de noviembre de 1916. No 
está por demá, recordar que el zapatismo y el villismo, presentes en la Convención de 
Aguascalientes, Ílo participaron en este congreso que sólo dio cabida al ala triunfante66; 

63· bis James. D. Cockcroft, Precursores intelectuales de la Revolllción Mexicana; México, Siglo XXI, 
197l. . 
64· Luis Cabrera, Ui Reconstitucl611 de los Ejidos de las Pueblos como medio de suprimir la esclavi111d 
del jornalero mexlca110, en la Primera Ley Agraria del Constitucionalismo ... , p.36. 
61 ldem. 
66· En el lapso entre ambos eventos se sucedieron la derrota del ejército villistn y el acosamiento sin tregua 
contra los zapatistas, quienes cada día que pasaba se encontraban má.i;¡ debilitados. Lo que parlamentaria· 
mente no se pudo arreglar en aquella convención, se definió posteriormente por la fuerm de las armas. 
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la convocatoria especificaba que para participar en el mismo había que aprobar el Pla11 
de Guadalupe, o sea, había que hacer fe de carrancismo 67• 

La ausencia de delegados villistas y zapatistas no fue impedimento para que en la 
realidad de los debates hicieran acto de presencia las ideas del campesinado revolucio­
nario. Así fuera parcial o distorcionadamente, sus puntos de vista sobre la reforma 
agraria se hicieron escuchar. Desde luego, Carranza no quería saber nada de ellas, por 
lo mismo su proyecto de Artículo 27 pretendía ser una pesada lápida que las dejara 
sepultadas. Pero la llamada ala jacobina del congreso 68, en lo general se percataba de 
la necesidad de impulsar cambios serios que tendieran a modificar la realidad socioeco­
nómica de miseria que habían observado por toda la república. Este sector comprendía 
que la mejor forma de consolidar el triunfo sobre el campesinado revolucionario era 
tomando en cuenta sus demandas, así fuera parcialmente: Sabía que para derrotar 
plenamente al zapatismo hacía falta desarmarlo políticamente. De tal forma, el proyecto 
de Venustiano Carranza fue rechazado y se elaboró uno nuevo. 

"El a lajacobinadel Constituyente, que impuso a Carranza las refonnas, contaba con el apoyo 
indirecto de Obregón, entonces secretario de Guerra. Posiblemente no era la intención de 
Obregón ir tan lejos, pero en el con nielo de Carranza con los jacobinos dio a éstos el respaldo 
decisivo para imponerse, porque en el nito mando cammcista él era quien comprendía que 
para consolidar los triunfos militares sobre los ejércitos campesinos era imprescindible hacer 
profundas concesiones a las fuerzas de la revolución que en conjunto eran las decisivas; y 
que la condición para mantener la precaria unidad en el constitucionalismo era precisamente 
aceptar en la ley constitucional buena parte de la política de la izquierda, pues en nombre de 
esa política se habían reunido las fuerzas que habían permitido derrotar al villismo y aislar al 
zapatismo"M. 

El artículo 27 constitucional emanado de los debates del Congreso Constituyentes fue 
el sello que lacró el compromiso de la facción triunfante en la revolución (dentro de la 
cual logró avanzar más el ala radical) con el campesinado revolucionario, quien 
ciertamente se e.ncontraba derrotado pero no aplastado, por lo que amenazaba con volver 
a levantarse si no se daba solución al conflicto que lo llevó a tomar las armas. El 
desarrollo ulterior de esta alianza dependería de la propia evolución de la lucha de clases. 
Después de la oleada revolucionaria se pasó a la recomposición del estado y del poder 
de la clase dominante. Esta se encargó de, a través de los lustros, ir recortando lo que se 
había visto obligada a ceder. Emitió leyes y decretos y reformó la Constitución con esta 
finalidad. Solamente a través de nuevos ascensos de sus luchas, el campesinado ha 

67· La convocatoria al Constituyente esta reproducida en El agrarismo en Ja Conslitucid11 de 1917, 
CEHAM, México t982. 
68· Es1a ala en cierta medida estuvo acaudillada por el General Francisco J. Mujica y se componía de 
militares creados al calor<le la lucha revolucionaria que llegaron al congreso oliendo a pólvora. 
69· Adolfo Gilty, op.cit. p.230. 
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logrado arrancar que se cumplan, así sea parcialmente, algunos aspectos de aquel 
compromiso. 

En el artículo 27 de la Constitución promulgada el 5 de febrero de 1917, "Se declaran 
nulas todas las diligencias, disposiciones, resoluciones y operaciones de deslinde, 
concesión, composición, sentencia, transacción, enajenación remate que hayan privado 
total o parcialmente de sus tierras, bosques y aguas, a los c'onducñazgos, rancherías, 
pueblos, congregaciones, tribus y demás corporaciones de población, que existen 
todavía desde· la ley del 25 de junio de 1856; y del mismo modo scnín nulas todas las 
diligencias, disposiciones, resoluciones y operaciones que tengan lugar en lo sucesivo 
y produzcan iguales efectos. En consecuencia todas las tierras, bosques y aguas de que 
hayan sido privadas las corporaciones referidas, serán restituídas a éstas con arreglo al decreto 
del 6 de enero de 1915 , que continuará en vigor como ley constitucional. En el caso de que 
con arreglo a dicho decreto no procediere por vía de restitución la adjudicación de tierras que 
hubiere solidtado alguna de las corporaciones mencionada' se le dejarán aquéllas en calidad 
de dotación, sin que en ningún caso deje de asignárnele" 70• 

Más adelante se aclara que "Sólo los miembros de la comunidad tendrán derecho a los 
terrenos de repartimiento y serán inalienables los derechos sobre los mismos terrenos 
mientras permanezcan indivisos, así como la propiedad, cuando se haya hecho el 
fraccionamiento.'' 

En efecto, el artículo 27 constitucional incorporó el contenido de la ley del 6 de enero 
de 1915, con lo cual formalmente se explicita la reconstitución de los ejidos, pero ni 
implícita ni explicitarnente se acepta que éstos tienen el derecho de mantener su 
organización comunitaria, lo cual constituía la sabia que les daba vida y que fue 
reivindicada por el zapatismo. De tal manera, dicho artículo constitucional, al igual que 
la mencionada ley, sólo adopta la forma del ejido porque este se encontraba muy 
arraigado entre el campesinado, a quien era indispensable hablarle en sus propios 
términos, pero lo vaciaron de toda su esencia comunitaria. 

Es bien sabido que en la práctica las restituciones no prosperaron, se pusieron uno y mil 
obstáculos para rechazar las solicitudes de las mismas. Han sido muy pocas las que han 
obtenido una respuesta favorable. Así que quienes quedaron en el poder después de la 
revolución, optaron por hacer el reparto agrario bajo la forma de dotaciones, asestando 
de esta forma un golpe más al ejido originario. Lo único que de éste se conservó fue el 
aspecto de la inalienabilidad, y fundamentalmente se mantuvo por el temor de que 
nuevamente los campesinos fueran despojados de sus tierras como aconteció en todo el 

70
· lnidaliva sobre el Arlfculo 27 Constitudo11al, op.cit., pp.53-54 
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período anterior a la revolución, lo cual, bien sabían, podría volver a ser fuente de serios 
conflictos. · 

Después de la promulgación de la constitución y hasta Ja fecha, se han emitido un sin 
fin de leyes y decretos tendientes a delimitar Ja creación y funcionamiento de los ejidos. 
Cada uno de ellos refleja en cierta manera el reflujo y a veces el ascenso de las luchas 
campesinas, pero en lo fundamental se han mantenido en la constante de subordinar a 
los ejidatarios a los intereses del desarrollo capitalista en la agricultura. Han estado 
presentes los intentos de reducir el ejido a su mínima expresión a través de diversas vías. 

De las reformas a este artículo constitucional, las más importantes en cuanto al ejido. 
son las efectuadas en 1931yen1946. La primera estuvo dirigida a afectar el artículo 
lOo. de la Ley del 6 de enero de 1915 en el que se especifica que los afectados por las 
restituciones y dotaciones podrían "ocurrir ante los tribunales a deducir sus derechos 
dentro del término de un año, acontar desde la fecha de las resoluciones". Pero el mismo 
artículo aclara que en caso que la resolución judicial les beneficiara, "la sentencia sólo 
dará derecho a obtener del Gobierno de la Nación la indemnización correspondiente" . 

. Sin embargo, los hacendados con el apoyo de las autoridades lograron que en base a 
este artículo se les proporcionara el recurso de amparo contra las resoluciones del Poder 
Ejecutivo de la Nación, lo cual llevó a limitar aún más el débil reparto de tierras, 
provocando una fuerte efervescencia en el agro mexicano. La reforma constitucional 
determinó que los propietarios afectados no tenían derecho a apelar a ningún recurso de 
carácter judicial en contra de las resoluciones, acabando así con el amparo agrado. 

Ante Ja falta de una dirección política independiente la agitación en el agro fue canalizada 
hacia los mecanismos de control estatal por el gobierno de Lázaro Cárdenas, Jo cual 
aseguró que en 1946, durante el gobierno de Miguel Alemán, los terratenientes lograran 
que se reformara lo reformado para resguardar sus grandes extensiones de las demandas 
campesinas. En este sentir, se agregó a la fracción XIV del Artículo 27 Constitucional 
la garantía de que los propietarios "podrán promover el juicio de amparo contra la 
privación o afectación agraria ilegales de sus tierra• o aguas"; 71 para Jo cual, primero 
tienen que obtener certificados de inafectabilidad. 

Asimismo se amplió la extensión de la llamada pequeña propiedad -que no es más que 
el subterfugio jurídico para enmascarar a la gran propiedad-. Con estas reformas y la 
expedición de certificados de inafectabilidad ganadera, empezados a otorgar durante el 
sexenio cardenista, 72 la propiedad privada, en particular la gran propiedad, se impuso 

71. Las reformas alemanistas al Artículo 27 Constitucional están reproducidas en: Jesús Silva Herzog, El 
agrarismo mexicano y la reforma agraria, M6xico,FCE1 1974. 
72. Con el Decreto de lo. de marzo de 1937. l..1zaro Cárdenas inició la entrega de los certificados de 
innfectabilidad ganadera. 
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sobre el minifundio y el ejido, revirtiendo parte de las reformas contenidas en la 
Constitución de 1917, especialmente las referidas al ejido. 

F. Obstác11los J11rfdicos Posteriores 

Al instrumentarse el reparto agrario se negó a los peones acasillados el derecho a gozar 
de él, jurídicamente así se estableció en el Reglamento Agrario de 17 de abril de 1922. 
En el artfculo 140. de la Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierras y ag11as de 21 de 
marzo de 1929, se niega tajantemente a estos peones ser considerados como núcleos de 
población y, por lo tanto, a beneficiarse de tierras y agua. El fuerte ascenso de la lucha 
campesina obligó a los gobernantes a suprimir esta aberración de la legislación agraria 
y a explicitar que los núcleos de población formados por los peones acasillados tan1bién 
pueden solicitar tierras, lo cual se integró al Código Agrario del 22 de marzo de 1934 
-que por cierto fue el primer código agrario del pafs- en el que además se reconoció a 
estos campesinos el derecho a ser considerados en los censos agrarios de los pueblos 
circunvecinos o de formar nuevos centros de población agrícola 73• 

Con la finalidad de reglamentar la Ley del 6 de enero de 1915 y el Art. 27 Constitucional, 
el 28 de diciembre de 1920 se emitió la Ley de Ejidos, que en lo esencial se limita a 
codificar las circulares expedidas hasta la fecha por la Comisión Nacional Agraria. Esta 
ley reafirma que las dotaciones serán definitivas y su ejecución tendrá que esperar hasta 
que se realicen todos los trámites, tal como lo estableció el decreto del 19 de septiembre 
de 1916. Los núcleos de poblaciones que obtenfan las dotaciones de tierras, poco tiempo 
después enfrentaban el problema de su crecimiento y la necesidad de más tierras, por lo 
que demandaron la ampliación de los ejidos. A estos requerimientos , las autoridades 
respondieron legislando en el sentido de que la ampliación de los ejidos sólo era 
procedente diez años después de haber sido otorgada la dotación, según se estipuló en 
la Ley de Dotaciones y Restituciones de Tierras y Aguas de 21 de marzo de 1922.74 Esta 
limitante fue derogada por el Código Agrario del 22 de marzo de 1934, aunque en la 
práctica los campesinos saben lo complicado y difícil que es obtener la ampliación ejidal. 

Con la Ley de Patrimonio Parcelario Ejidal de 1925, posteriormente reformada e 
incorporada al Código Agrario, se legitimó y dio un fuerte impulso a la división de los 
ejidos en parcelas, que los ejidatarios prácticamente asumieron como de su propiedad. 
Jurídicamente, el ejidatarios pasó a ser el posesionario de la parcela; puede usufructuarla 
pero no enajenarla, únicamente por herencia la transmite a sus familiares y la propiedad 
se conserva para el núcleo ejidal. Con esta fragmentación de los ejidos, desde el inicio 
del reparto agrario, dentro del conjunto de ejidos han predominado los parcelados; los 

73· Lucio Mcndieta y Núñcz, op.cit., y Tirado de Rufz Rosa Marra, Desarrollo l1istórico de la polftica 
agraria sobre Ja tenencia de la tierra 1910-1971 en lfigcnia M. de Navarrcte, op. cit. 
74· Ibid. 
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colectivos creados durante el cardenismo, aparte de ser pocos, sufrieron los embates 
disgregadores de los gobiernos postcardenistas." Fue hasta el gobierno de Luis Eche­
verrfa que se pretendió dar un nuevo impulso a Ja forma colectiva, para lo cual se reformó 
el Art. 27 Constitucional, pero sin lograrse mayores resultados, a pesar de las especta­
tivas que se crearon. 

En esta ofensiva contra el ejido se ubica la Ley de Fomento Agropecuario, dada a luz el 
2 de enero de 198176• Esta Ley es considerada por algunos analistas como una contra­
rreforma más derechista que las reformas alemanista. El objetivo de la misma fue dar el 
marco juridico al Sistema Alimentario Mexicano, ambos enfocados a minar aún más Jos 
carcomidos cimientos del sistema ejidal y Jo que aún queda del comunal. Cuando se 
conoció el proyecto de esta ley, se suscitaron fuertes críticas, incluso dentro de las fuerzas 
prifstas, como las manifestadas por la "Diputación Obrera" y de organizaciones sociales 
como el Parlamento Indígena77• 

Un objetivo de Ja LFA es formar e impulsar las Unidades de Producción que deben ser 
el producto de la asociación de pequeños propietarios con ejidatarios y comuneros. Con 
ésta acción se legaliza y fomenta el avance del capital sobre Jos ejidos en tanto que los 
posesionarios simplemente arrendarían sus parcelas, conviertiéndose en asalariados 
encubiertos que no recibirán ni el salario mínimo determinado para sus zonas ni, mucho 
menos, las prestaciones que deben gozar los trabajadores. Con ésta ley se abren aún más 
las puertas a las empresas transnacionales agroalimentarias. Asimismo, se busca una 
mayor subordinación de los ejidatarios al Estado, al condicionarles Ja asignación de los 
recursos materiales y técnicos al cumplimiento de los planes gubernamentales que serán 
dictados desde las oficinas. Este autoritarismo se acentúa al delegar todo el poder de 
decisión en la SARH, la que unilateralmente determinará en tomo a todos los aspectos 
del agro. 

15· "Los ejidos colectivos fueron un gran éxito, tanto desde el punto de vista económico como social, 
mientras el clima po1ftico continúo siénddoles favorable. Cuando la marea política se volvió contra ellos, 
se hizo la parcelación de Jos ejidos por ta fuerza, y funcionarios que se oponían vigorosamente al 
movimiento fueron designados para ocupar puestos claves en todos los niveles administrativos y políticos. 
El descontento, la desconfian1.a mutua y el antagonismo social reinaron enlre los ejidatarios y de este 
modo se puso en movimienlo el proceso de división progresiva". Salomón F.ckstein, El ejido coleclivo en 
Mi.rico, México, FCE, t978, p. 157 
76

· Ley de Fomento Agropecuario. 
77

· Las protestas del Parlamento Indígena en la Revista Proceso 273, lo. de diciembre de 1980; y el 
documento de la Diputación Obrera: Con la asociaci6n de ejidararios·propietarios existe el peligro de 
revivir el latifundio, reproducido en la revista Nueva Antropología 17, México mayo 1981. 
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Por otra parte en la Ley Federal de Reforma Agraria está claramente explicada Ja forma 
de propiedad ejidal y sus limitaciones 78• El artículo 51 establece que "el núcleo de 
población ejidal, es propietario de las tierras y bienes que en la misma se señale con las 
modalidades y regulaciones que esta ley establece". En el artículo 52 se define que "Los 
derechos que sobre bienes agrarios adquieran Jos núcleos de población serán inaliena­
bles, imprescriptibles, inembargables e intransmisibles y por tanto, no podrán en ningún 
caso ni en forma alguna enajenarse, cederse, transmitirse, arrendarse, hipotecarse o 
gravarse, en todo o en parte. Serán inexistentes las operaciones, actos o contratos que 
se hayan ejecutado o que se pretendan llevar a cabo en contravención de este precepto. 
Las tierras cultivables que de acuerdo con la ley puedan ser objeto de adjudicación entre 
los miembros del ejido, en ningún momento dejarán de ser propiedad del núcleo de 
población ejidal''. En el artículo 75 se aclara que "Los derechos del ejidatario sobre la 
unidad de dotación y, en general, los que le correspondan sobre los bienes del ejido a 
que pertenezca, serán inembargables, inalienables y no podrán gravarse por ningún 
concepto. Son inexistentes los actos que se realicen en contravención de este precepto." 
Estos derechos, especifica el artículo 76, "no podrán ser objeto de contratos de aparcería, 
arrendamiento o cualesquiera otros que impliquen la explotación indirecta o por terceros, 
o el empleo de trabajo asalariado, excepto cuando se trate de: J. Mujer con familia a su 
cargo, incapacitada para trabajar directamente Ja tierra ... II. Menores de 16 años que 
hayan heredado los derechos de unejidatario; III. Incapacitados; y IV. Cultivos o labores 
que el ejidatario no pueda realizar oportunamente aunque dedique todo su tiempo y 
esfuerzo." Y se determina en el artículo 85 que" El ejidatario o comunero perderá sus 
derechos sobre la unidad de dotacción y en general los que tenga como miembro de un 
núcleo de población ejidal o comunal, a excepción de Jos adquiridos sobre el solar que 
le hubiere sido adjudicado en la zona de urbanización, cuando l. No trabaje la tierra 
personalmente o con su familia, durante dos años consecutivos o más, o deje de realizar 
por igual lapso los trabajos que Je correspondan, cuando se haya determinado la 
explotación colectiva ... II. Hubiere adquirido los derechos ejidales por sucesión y no 
cumpla durante un año con las obligaciones económicas a que quedó comprometido 
para el sostenimiento de la mujer e hijos menores de 16 años o con incapacidad total 
permanente que dependían del ejidatario fallecido ... III. Destine los bienes ejidales a 
fines ilícitos; IV. Acapare la posesión o el beneficio de otras unidades de dotación, en 
Jos ejidos ya constituídos; y V. Sea condenado por sembrar o permitir que se siembre 
en su parcela, mariguana, amapola o cualquier otro estupefaciente." Y en el artículo 65 
se aclara que "los pastos, bosques y montes ejidales y comunales pertenecerán siempre 
al núcleo de población, y en tanto no se determine su asignación individual serán de uso 
común." 

78· úy Federal de Reforma Agraria, Editorial Pomla S.A .. 
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En lo fund~ental esta forma de propiedad ejidal se mantiene, aunque en la práctica 
sufre algunas alteraciones. Lo substancial de ella que es la inalienabilidad del ejido se 
conserva hasta la fecha. Este es el punto más atacado por la burguesla, quien exige que 
esa gran parte de la tierra agraria sea reintegrada a In circulación capitalista para que ella 
pueda intervenir con sus capitales sin toparse con dicho obstáculo, lo que, de suceder, 
se traducirla en un cambio radical en la estructura de la tenencia de la tierra, dando lugar 
a una nueva concentración de la propiedad agrlcola basada en el despojo de los 
ejidatarios, que legalmente se haría a través del mercado. 

Los gobernantes posrevolucionarios han mantenido la inalienabilidad principalmente 
por conveniencias políticas, aunque en detcnninados momentos también ha habido 
motivos económicos. Ellos bien saben que reintegrar a la circulación mercantil las 
posesiones ejidales significa que los ejidatarios serán desposeídos, con lo cual el régimen 
perdería una de las bases fundamentales en que se sustenta y estaría latente la posibilidad 
de violentos estallamientos campesinos. Las experiencias de finales del siglo pasado que 
desembocaron en la revolución de 1910, es un recuerdo que mantienen vivo los 
gobernantes mexicanos. Asimismo tienen presente que incluso el hecho de contener el 
reparto agrario y tratar de congelarlo debido a las presiones de los terratenientes, como 
lo intentaron Obregón y Calles, ha provocado fuertes conflictos en el agro. El reparto 
agrario cardenista impidió que esta situación saliera del control del régimen. 

Igualmente, el reparto ejidal con su carácter inalienable ha sido la base fundamental que 
ha permitido mantener al campesinado atado a su tierra, regulando de esta forma la 
emigración masiva hacia las ciudades y sus inevitables presiones económicas y de 
urbanización características de estos procesos. Hasta finales de los años sesenta en 
México no se registró una avalancha masiva de población de origen campesino hacia 
las ciudades, como sí sucedió en otros países latinoamericanos. El ejido durante un largo 
lapso aseguró un mlnimo sustento a los campesinos, el cual complementaban asalarián­
dose por temporadas. Pero el inevitable proceso de descampesinización que conlleva el 
desarrollo capitalista en la agricultura, terminó rompiendo el esquema anterior al 
incrementar la expulción, por diversas vías, de los campesinos. No obstante estos 
cambios, el régimen mexicano no se ha atrevido a privatizar los ejidos como a gritos lo 
pide la burguesla. Para llegar a esto tal vez se requiera de un cambio radical de régimen 
político, lo cual parece que empezó a suceder desde el gobierno de Miguel de la Madrid. 

G. El carácter de la posesió11 ejidal 

Sobre el carácter real de la forma de posesión ejidal, hemos venido hablando a lo largo 
del texto, empero, creemos necesario sintetizar nuestro punto de vista. Con el reparto 
agrario, lo que de hecho se estructuró fue la propiedad parcelaria de la tierra, bajo el 
marco jurídico de la inalienabilidad con el fin de impedir que los ejidatarios fuesen 
expropiados nuevamente; este rasgo jurídico hace que el ejidatario, a diferencia del 

157 



campesino parcelario clásico, no sea propietario pleno de su parcela. Jurfdicamncte, 
segun podemos leer en la Ley Federal de Reforma Agraria, 78 el propietario de la tierra 
ejidal es el núcleo poblacional (Art.' 51); este puede ceder individualmente la posesión 
de las parcelas susceptibles de cultivo; de tal manera, los ejidatarios no tienen derecho 
a enajenar bajo ninguna forma la parcela, ni arrendarla, y todo contrato realizado en este 
sentido, de antemano es declarado inexistente (Art. 750.). 

En la realidad de los hechos cotidianos, las parcelas ejidales únicamente conservan la 
inalienabilidad en tanto que no pueden venderse de manera legal. Fuera de esta 
restricción jurídica, los ejidatarios proceden como propietarios privados al rentar las 
tierras; contratar trabajo asalariado cuando necesitan y pueden hacerlo; subordinarse 
(asociarse) a las empresas agroindustriales que les dictan qué cultivar y cómo hacerlo; 
empeñar las parcelas a los terratenientes y caciques; vender, en el caso de los distritos 
de riego, su derecho de agua para riego; e incluso en las áreas ejidales cercanas a las 
ciudades, los ejidatarios venden sus parcelas, pero como no pueden proporcionar 
documentos debidamente legalizados -lo cual sabe el comprador- únicamente endozan 
sus papeles de posesionarios. Todos estos mecanismos antiejidos han sido legalizados 
con la ley de Fomento Agropecuario. 

La privatización de las tierras ejidales cercanas a las áreas urbanas, es fomentada por las 
grandes inmobiliarias y demás traficantes del suelo, quienes a precios irrisorios las 
compran a sus poseedores para después revenderlas a precios elevados bajo la forma de 
lotes en fraccionamientos para asent1unientos humanos o para la edificación de indus­
trias. Esta práctica ilegal es apoyada por el Estado que se encarga de expropiar esas 
posesiones y venderlas como propiedad privada. Para ejecutar esta acción, el Estado se 
basa en el Artículo 27 Constitucional, en el que se establece que "la propiedad de las 
tierras/.,./ corresponde originalmente a la nación". Así por ejemplo, de los 82 ejidos que 
existfon en el Distrito Federal, 42 han desaparecido "devorados por el asfalto y las 
construcciones y los restantes están ya ocupados en un 60% de su superficie." 79• 

También la explotación petrolera ha sido una forma de liquidación del ejido, cuyas 
extensiones son expropiadas por el Estado que se compromete a indemnizar a los 
ejidatarios. En los años del boom petrolero, esto causó grandes protestas de campesinos 
que bloquearon carreteras exigiendo que mínimamente se les cumpliera con la indem­
nizáción. Para legalizar esta liquidación del ejido, el gobierno de José López Portillo 

· reformó los artículos 7o. y IOo. de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional 
en el Ramo del Petróleo'º· . 

79·Jdem 
80

· Emilio Pradilla Cubo~. El aecimh•11to 11rbc1110 de\•om la tierra a¡:rfco/a, en Uno mas Uno, 20 de julio 
de 1984. Este tema es nmpliamenh! tratado por Jorge Duraud, La cilldad inwJt/e al ejido. México. 
ediciones de la casa chata, 1983. 
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Asimismo, las áreas comunes de bosques y pastos que por falta de recursos técnicos y 
de capital no pueden explotar los ejidatarios, los utilizan directamente los ganaderos o 
las empresas madereras. En el primer caso a veces media la renta de los pastos, pero lo 
más común es que los ganaderos sin ningún acuerdo previo suelten a pastar sus ganados 
en las áreas ejidales de beneficio común. En la explotación de los bosques es muy 
conocido como se firman contratos cediendo los derechos ejidales a las empresas, de 
cuyos beneficios muy poco o nada reciben sus posesionarios originales. 

Lo que queda claro es que el ejido no tiene un carácter comunal, como hay quienes 
sugieren al sostener que la revolución garantizó el triunfo de la forma comunitaria. 
Nuestra amplia disgresión en ·páginas anteriores, que rastrea al ejido.desde sus orígenes 
hasta el contenido que le dio la fracción triunfante de la revolución de 19 IO, así lo 
corrobora. Es cierto que el ejido actual, a final de cuentas, tiene antecedentes en el exido 
de la época colonial, e incluso el mismo se remonta hasta las formas comunitarias 
precolombinas, pero las metamorfosis que éstas han sufrido a través de los siglos y de 
las presiones de la lucha de clases, han dado por resultado el ejido que actualmente 
conocemos, carente totalmente del contenido comunitario. 

Penetración de las relaciones sociales de producci611 capitalista e11 el ejido. 

El marco jurídico que prescribe totalmente la enajenación de las tierras ejidales, en la 
realidad no ha asegurado que las misma.' se mantengan bajo la explotación y usufructo 
de los ej idatarios. Esto no ha sido posible debido a que las relaciones sociales de 
producción capitalista al ser dominantes en la formación social mexicana, se han 
extendido a todos los rincones de la producción, sea industrial o agrícola; ésta es una 
ley tendencia! del desarrollo capitalista, presente en todos los países donde predomina 
dicho sistema. La historia económica muestra que no ha habido un valladar inexpugna­
ble, sea jurídico o de relaciones de producción, que finalmente pudiera contener el 
dominio pleno de dichas relaciones capitalistas, lo más que se ha podido hacer es 
retrasarlo, pero jamás evitarlo. México no podía ser una excepción a esta regla por demás 
comprobada. 

El desenvolvimiento de las relaciones capitalistas implica la expropiación de los 
pequeños productores, quienes al ser desposeidos de sus medios de producción no les 
queda otro recurso que proletarizarse, porque para vivir deben vender su fuerza de 
trabajo. Igualmente, el avance de estas relaciones, no está por demás recordarlo, no se 
da de manera lineal, sino que transita por caminos sinuosos a través de los cuales 
instrumenta mecanismos para subsumir formas de producción pretéritas, haciéndolo 
tanto en la producción como en la circulación, o sea en el mercado. Las relaciones 
capitalistas no penetran al ejido de manera pura y homogénea, sino de forma muy 
desigual y a veces apenas disfrazadas. Esto se ve claramente en los resultados de diversos 
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estudios de casos. Las siguientes páginas están dedicadas a mostrar el avance de las 
relaciones sociales de producción capitalista en los ejidos. 

a. Concentraci6n de las parcelas ejidales en manos privadas a través del arrendamiento. 
La burguesía agraria al no poder concentrar la tierra ejidal por la vía directa de la 
apropiación privada, ha recurrido al subterfugio del arrendamiento de las parcelas, 
logrando así la constitución de grandes unidades de producción explotadas de manera 
centralizada; práctica desarrollada con la evidente complacencia de las autoridades. El 
arrendamiento de tierras ejidales, no se refleja en los censos agrarios, así que su 
existencia ha poúido comprobarse a partir de estudios de campo que demuestran lo que 
los campesinos tanto han denunciado políticamente. Esta costumbre está ampliamente 
extendida tanto en los distritos de riego como en tierras de temporal. 81 Por este 
mecanismo, las relaciones capitalistas penetran la posesión ejidal. 

b. La proletarizaci6n de los ejidatarios. Los ejidatarios que rentan sus parcelas, para 
subsistir se contratan como asalariados que laborarán ya sea en sus antiguas posesiones 
o en el lugar que requieran de su fuerza de trabajo, aunque para esto tengan que migrar 
a las ciudades en las que trabajarán en la industria de la construcción, en los servicios o 
en otras actividades económicas. Incluso los ejidatarios que conservan sus parcelas, en 
buena parte se ven precisados a alquilarse como asalariados para obtener lo necesario 
para su subsistencia. A través de estas diversas formas de proletarización de los 
ejidatarios, también las relaciones de producción capitalista invaden el ejido. 

En el ya citado estudio de Francisco Lerda, 82 que tiene como fuente de información el 
censo ejidal de 1970, se muestra que el 75% de los ejidatarios trabajan como asalariados, 
a quienes el autor denomina proletarios con tierras. Sobre esta realidad, hay quienes 
argumentan que no se trata de proletarios, sino de campesinos que simplemente 
complementan su ingreso, lo cual refuerzan con el argumento de que poseen tierra. Sin 
embargo, es pertinente recordar que en determinados países, el capitalismo se desarrolla 
en el agro asegurando una parcela a los proletarios agrícolas con la finalidad de que 
complementen su salario ya que por los ciclos naturales no hay una explotación agrícola 
permanente y por lo mismo no se asalaria durante todo el año a los proletarios, de tal 
forma que las temporadas en que no perciben salario obtienen su sustento de lo cultivado 
en sus parcelas, lo cual es un mecanismo que favorece al capital agrario ya que le asegura 

BI. Esta reforma esta reproducida en Mcndicta y Núñez Lucio, op.cit.; el artículo IOo. sintcti1.a esta 
agresión a los ejidos: "La industria petrolera es de utilidad pública priorilaria sobre cualquier aprovedm· 
miento de la superficie y del subsuelo de Jos lerrenos, incluso sobre la tenencia éJe los ejidos o comunidades 
y procederá la ocupación provisional, la definitiva o In expropiación de los mismos, mediante la 
indemnización legal, en todos los casos en que lo requieran la Nación o su industria petrolera". 
82 Sergio Reyes Osario, et al, Estructura agraria y desarrollo agrfcola en México, México, FCE, 1974; 
Salomón Eckslein, op. cit¡ Susana Glantz, El Ejido colectil•o de Nueva Italia, SEP INAH, México 1974. 
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trabajadores cuando los requiere sin necesidad de comprometerse a contratar los 
ininterrumpidamente, como sucede en la industria. El ejido ha cumplido con esta 
función, de ser complemento del salario, aunque el actual desarrollo capitalista en el 
agro más bien pretende concentrar en manos de la burguesía agraria las tierras ejidalcs. 

Este desarrollo capitalista en el agro, que implica proletarios con tierra, ya lo analizaba 
Lenín para el caso de Rusia, señalando "que en nuestra bibliografía se interpreta a 
menudo con excesiva rigidez la tesis teórica de que el capitalismo requiere un obrero 
libre, sin tierra. Esto es perfectamente cierto como tendencia fundamental, pero el 
capitalismo penetra en la agricultura con especial lentitud y en formas extraordinaria­
ment.e diversas. La asignación de tierra al obrero del campo se efectúa muy a menudo en 
interés de los mismos propietarios rumies, y por eso el tipo de obrero ruml con "nadie!" 
(parcelas entregadas a los campesinos rusos en usufructo, poco después de la desaparición 
del regimen de servidumbre por la reforma de 1861. Estas parcelas no podían ser enagenadas) 
es propio de los países capitalistas. En los distintos estados adquiere fonnas diversas/ .. ./ 
Cada uno de ellos ostenta las huellas de un sistema agrario peculiar, de una historia 
peculiar de relaciones agrarias, pero eso no es obstáculo para que el economista los 
incluya en un sólo tipo de proletario agrícola. La base jurldica de su derecho al trozo 
de tierra es del todo i11difere11te para esa calificacicfo. Bien le pertenezca la tierra en 
plena propiedad (como el campesino con parcela) bien se la de únicamente en usufructo 
! .. ./, bien por último, la posea como miembro de la comunidad campesina gran rusa, la 
cuestión no cambia lo más mínimo". Y a continuación agrega: "Al incluir a los 
campesinos pobres entre el proletariado rural no decimos nada nuevo. Esa expre~ión se 
ha utilizado ya por muchos escritores, y sólo los economistas del populismo hablan con 
tenacidad del campesinado en general, como de algo anticapitalista, cerrando los ojos 

.al hecho de que la mayoría de los 'campesinos' han ocupado ya un lugar del todo 
detenninado en el sistema general de la producción capitalista, precisamente el lugar de 
obreros asalariados agrícolas c industriales"". 

c. El avance de la prod1lcci611 capitalista e11 los ejidos. Entre los ejidatarios que aún 
conservan sus tierras y las cultivan, también se puede destacar que avanzan las relaciones 
de producción capitalista. Jurídicamente los ejidatarios deben trabajar sus parcelas con 
su fuerza de trabajo y la de su familia; tienen prohibida, salvo contadas excepciones, la 
contratación de trabajo asalariado. Sin embargo, ésta limitante es una formalidad porque 
quienes lo requieren lo ocupan sin importar la legislación existente. En los censos 
agrícolas esto se puede detectar observando el número de asalariados (eventuales y 
permanentes) ocupados por los ejidatarios: en 1950 fueron 517,826; 674,995 en 1960 y 

83· Francisco Lerda, Acerca de la diferenciación social e11 los ejidos}' comunidades agrarias, op. cil. 
También aporta interesante infonnación el libro de Luisa Paré, El proletariado agrfcola e11 México, 
México, Siglo XXI, 1974. 
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en 1970 1.399,502. En dos décadas el trabajo asalariado utilizado en los ejidos se 
incrementó 270.3%84. 

El desarrollo de las relaciones sociales de producción capitalista en los ejidos, también 
se manifiesta en el incremento de su gasto en tecnologfa: según la información con que 
se cuenta, en 1960 en éste rubro se gastaron 195.6 millones de pesos (corrientes) y 1.180 
en 1970. Lo mismo podemos destacar si tomamos en cuenta el aumento del número de 
maquinaria en poder de este sector: así tenemos que en 1950 eran propietarios de 3,618 
tractores; de 11.036 en 1960 y en 1970 de 26,946. De sembradoras (para tractor y para 
tiro de animales) en los mismos años pasó de 27.428 a 32,156 y 59,737. Y finalmente, 
de cultivadoras (para tractor y para tiro de animales) eran propietarios de 91,009 en 1950; 
de 105,743 en 1960y de 170,066en 1970. 

Los tractores en propiedad de los ejidatarios se incrementaron 744.8%; las sembradoras 
217.8% y las cultivadoras 186.9%. 85 Esta mayor mecanización de la explotación ejidal 
relacionada con el aumento en el uso de trabajo asalariado y con el hecho de que cada 
vez más su producción se destina el mercado, lo único que muestran es la creciente 
penetración de las relaciones capitalistas en el ejido. 

Carácter de la producción e fida/ 

El acelerado desarrollo de las relaciones de producción capitalista en los ejidos, en 
general tiene a éstos al borde de un colapso, que no se consuma por la inalienabilidad 
de la tenencia de la tierra; figura jurídica que se ha tomado en una traba objetiva al 
desarrollo del capital y por lo mismo el campesino pobre, ni en los períodos de auge ha 
logrado proletarizarse totalmente. Estos ejidatarios que son sémiproletarios o pro/eta­
rios con tierras, principalmente aquellos que aún con su trabajo y el de su familia trabajan 
la parcela, no creemos que desarrollen una forma de producción mercantil simple, 
porque una condición básica de ella es que el productor directo debe ser independiente, 
como poseedor de sus medios de producción y por su libertad para determinar lo que 
produce sin que se lo dicten presiones externas. Fundamentalmente una forma de 
producción se define a partir de las relaciones sociales de producción que en su seno 
dominan y no por las relaciones mercantiles, estas pueden incidir y por lo mismo 
coadyuvan a precisar sobre una caracterización pero no son lo predominante. El ejido 
guarda formas de econonúa parcelaria 86, pero en proceso de desmoronamiento debido 
a que la introducción de las relaciones capitalistas de producción han reducido cuanti-

84• bis Clodomiro Santos de Morais, Diccionario de reforma agraria latinoamericana, Educa. Centroa­
merica 1973. 

SS. N. Lenfn, El desarrollo del capitalismo en Ru.via, op. cit. p.p. 186-IB7 

86. Censos agrícola<, ganaderos y ejidnt. 1950. 1960 y t970. 
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tativa y cualitativamente la importancia de ella. Por lo mismo, aunque para el productor 
la parcela es su principal instrumento de trabajo no es su fundamental fuente de empleo 
ni Je garantiza los bienes que necesita para subsistir, a pesar de que lo esencial de su 

. producción la destine. para su subsistencia; paulatinamente esta forma de explotación 
agrícola ha agotado el suelo y su producción en general es incapaz de competir con la 
producción capitalista que lo hace en una escala superior. No obstante, el ejidatario 
-como Marx lo decía con respecto al campesino parcelario- "Mientras el precio del 
producto cubra su salario, cultivará su campo, y ello inclusive y a menudo hasta llegar 
a un mínimo físico del salario" 87• 

Por otra parte, una buena cantidad de los ejidatarios que todavía trabajan directamente 
su parcela, no actúa libremente para decidir qué producir. Si son sujetos de crédito para 
Banrural, es a cambio de que produzcan lo que sus lécnicos les indican. Esto se da de 
manera aún más tajante para los ejidos colectivos subordinados por un control más 
directo a dicho banco, o en el caso de los cañeros que están comprometidos a producir 
únicamente caña para el ingenio, en torno al cual se encuentran sus tierras. Otros 
ejidatarios comprometen su producción, incluso desde antes de iniciarla, con empaca­
doras o procesadoras de alimentos, de quienes reciben créditos e insumos mejorados a 
cambio de producir y venderles lo que ellas les indican, subordinándose así al capital 
industrial y/o comercial. 

Pinrumente, a los ejidatarios que no son subordinados a través de éstos mecanismos, la 
ley del valor se les impone vla el mercado, integrándolos así al modo de producción 
capitalista y haciéndoles sentir el rigor de sus leyes. Aún el mismo ejidatario que destina 
la producción para su sustento, tiene que concurrir al mercado para intercambiar su 
producción por los valores de uso que requiere para existir. Sin embargo, en su mayor 
parte la producción ejidal es para el mantenimiento de los productores, con ella parcial 
o totalmente los ejidatarios reproducen el valor de su fuerza de trabajo. De esta forma 
la burguesía agraria cuenta con fuerza de trabajo disponible en los periodos que ella la 
requiera, sin la obligación de mantenerla contratada por todo el año, como si sucede con 
el proletariado industrial. Así la producción del ejidatario en su mayoría es un comple­
mento del salario, o viceversa, que obtiene al emplearse en determinadas épocas. Los 
ejidatarios que no logran asalariarse, o emigran o se quedan en sus parcelas a languidecer. 
Si bien la producción ejidal en su mayor parte es para el sostenimiento de los ejidatarios, 
esto no ocurre de manera directa a través del autoconsumo, una proporción de la misma 
entra al circuito del mercado en tanto los ejidatarios la venden. Esta comercialización 
no se da, en lo primordial, porque exista un excedente, sino porque dichos productores 
necesitan comprar otros bienes para su mantenimiento como puede ser la ropa u otros 
objetos que ellos no elaboran o para cubrir gastos imprevistos como los de enfermedad. 

87. ldem. 
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muerte, casorios, o algunos más. Lo que en un momento el ejidatario vende después se 
verá obligado a comprarlo a un precio superior. Las leyes del mercado se imponen y 
arrastran al ejidatario con buena parte de su producción. 

Según el V Censo Ejidal de 1970 la producción agrícola ejidal se estimó en 9,834,149 
pesos, de ella el 86.5%, 8,510,265 pesos, fue vendida. Aunque tenemos la duda de si en 
efecto es tan alta la proporción de la producción agrícola ejidal comercializada, o si hay 
cierta sobrestimación, lo cierto es que una parte importante de la misma sí va a parar al 
mercado. De la producción ejidal agropecuaria la parte vendida es más elevada, pues de 
11,090,926 pesos en que es estimada la primera, se realizan en el mercado 10,080,771, 
o sea el 90.9%88• Muy aparte de que se pueda discutir si el ejido es una variante de 
propiedad privada, como nos inclinamos a creer, lo cierto es que la producción que de 
él se obtiene en lo fundamental va a parar, de una u otra forma, al mercado, y la que es 
utilizada directamente como bien de autoconsumo, finalmente sirve para el funciona­
miento del sistema capitlllista porque, entre otras vías, asegura la existencia de fuerza 
de trabajo contratable por temporadas. 

Esta realidad está presente tanto en los ejidos parcelados como en los pocos colectivos 
que aún existen. Igualmente la forma de apropiación de la producción ejidal tiene un 
carácter privado, tanto en los parcelados como en los colectivos, en estos últimos se 
reparte el producto entre los componentes de la unidad colectiva y ellos saben lo que 
hacen con su parte. Irónicamente es de este tipo de ejidos, que en algunas personas ha 
sido causa de sueños socializantes, de donde logran surgir productores que terminan 
formando parte de la mediana burguesía agraria. De la misma forma, la producción de 
los ejidos colectivos en su absoluta mayoría si no es que en su totalidad va al mercado, 
porque en lo fundamental su producción es de carácter comercial. 

De tal forma, el ejido colectivo está plenamente integrado, e incluso más que el ejido 
parcelado, a la producción capitalista, y con mayor rigor sufre sus leyes y sus conse­
cuencias disgregadoras. En estos ejidos la ley del valor se dejasentiren toda su magnitud, 
sometiendo la producción a la ley de la ganancia y por lo tanto a la competencia en el 
mercado. El carácter colectivo no imprime ninguna dinámica socializante, muy al 
contrario asegura una mayor racionalidad capitalista de la producción ya que permite, 
por sus dimensiones y por la capacidad de contar con capital, el uso de maquinaria 
moderna, insumos mejorados y la consecuente mayor división técnica del trabajo. En 
esta dinámica, el ejido colectivo profundiza las relaciones sociales capitalistas en lugar 
de transformarlas. Como anota Michel Gutelman: 

88· Una explicación detallada sobre la propiedad parcelaria, en Karl Marx, El capital, Tomo IIUVol. 8, 
Mddco, Siglo XXI; t98t. 
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"En el modo de producción capitalista, el ejido colectivo no puede funcionar sino sometién­
dose a lns normas de la producción para el mercado. No se le puede considerar sino como un 
productor mercantil colectivo. Posee sus medios de producción y conserva paras( la totalidad 
del producto de su trabajo (después de deducir, naturalmente, las contribuciones fiscales). 
Siendo así, el ejido colectivo, como cuo.Jquicr otra unidad de producción agrícola debe ser 
afectado por las leyes de transfonnación capitalista de Ja agricultura y en particular sufrir de 
un modo u otro los efectos del proceso de diferenciación social. De hecho se advierte un 
proceso de este tipo en las comunidades colectivas al t6nnino del cual ciertos ejidatarios se 
transforman en pequeños productores mercantiles individuales ( ... ), mientras que otros se 
convierten en semiproletarios, y aún en proletarios" 19, 

3. La Posesi6n Comunal 

En el agro mexicano, junto a la propiedad privada y el ejido coexisten formas de 
propiedad comunal, que analizándolas de manera estricta muestran ser residuos de esa 

. antigua forma de propiedad y producción hoy subsumidas por Ja forma capitalista que 
amenaza con desapareeerlas totalmente, tanto del plano económico como cultural. 

Originalmente la forma comunitaria desarrolla relaciones sociales de producción basa­
das fundamentalmente en el trabajo colectivo, de cooperación cuyo objetivo es asegurar 
los bienes de consumo que requiere la comunidad para su existencia y desarrollo, de tal 
nianera que la producción en lo esencial es de valores de uso. Un modo de producción 
de tal naturrueza implica una estrecha relación entre los productores y las condiciones 
naturales de la producción. 

Como vimos páginas antes, en la época de los aztecas las tierras del calpulalJi se regían 
esencialmente por normas comunitarias, al igual que las del altepetlalli, y a pesar de las 
transformaciones que les impuso la Colonia, en dicho período se conservaron formas 
comunitarias como lo fue el exido. Formalmente las leyes de indias protegían las 
posesiones comunales, pero en la práctica fueron devastadas para dar paso a la formación 
de inmensos latifundios. La suerte de las comunidades está íntimamente ligada a la suerte 
que corrió el exido, como hemos mostrado más atrá<. Tal como anotamos en páginas 
anteriores, la embestida que las comunidades sufrieron durante la colonia no logró su 
desintegración como prácticamente si se obtuvo con la arremetida lanzada contra ellas 
por la República Liberal y por la dictadura porfirista, pero a costa de un sin fin de 
levantamientos indígenas entre los que destacan los denominados Guerra de Castas en 
Yucatán y Guerra del Yaqui en Sonora, que manifestaron la valerosa resistencia de las 
comunidades contra el robo de sus tierras y en defensa de la vida de sus integrantes, 
quienes estaban amenazados de externúnio. Durante la Revolución de 1910, fue el 
zapatismo la corriente que de la manera más consecuente sostuvo la batalla por la 
reintegración de los bienes y propiedades usurpados a las comunidades, e incluso 

89· fbid., p. to25. 
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proponía la forma de organización comunitaria para las tierras que se entregaran a los 
campesinos que no contaran con derechos para la restitución. 

Derrotada esta corriente revolucionaria del campesinado, la fracción triunfante retomó 
algunos aspectos de su programa agrario pero anulándoles todo el contenido comunita­
rio, con lo cual dio la estocada definitiva contra las comunidades que por siglos y a través 
de grandes luchas hablan defendido su existencia. Formalmente los triunfadores acep­
taron que se reconocerían las comunidades existentes y se reintegrarían las tierras 
hurtadas a las demás. En los hechos esto se hizo a cuentagotas y más bien se ha orillado 
a los solicitantes de restitución de tierras comunales a que las acepten bajo la forma de 
dotación ejidal. Así las comunidades han estado condenadas a su desaparición. 

El régimen de propiedad de las comunidades es semejante al de los ejidos. El Código 
Agrario de 1934 así lo estableció, con la diferencia que las tierra• comunales no podían 
ser fraccionadas en parcelas; pero en 1958 se expidió un reglamento donde se establece 
el derecho de titulación en propiedad privada de parcelas poseídas individualmente por 
comuneros o por propietarios que no lo sean, siempre y cuando no rebasen el límite de 
50 hectáreas y que la adjudicación personal sea reconocida por la comunidad 90• 

Con este marco legal otorgado por la reforma agraria, las comunidades viven su total 
desintegración, sus tierras se transforman en propiedad privada. ObseíVando esta 
realidad, el Centro de Investigaciones Agrarias llegó a la siguiente conclusión: 

"En general, puede decirse que Ja propiedad comunal original de los pueblos se halla en 
desintegración. Raros son los casos en los que la tierra de labor sea efectivamente comunal. 
Por lo general Ja tierra cultivable es apropiada y usufructuada en forma individual y sus 
poseedores consideran sus lotes o parcelas como propiedades privadas, aún cuando no las 
tengan registradas como lales o no posean los U'tulos respectivos" 91• 

La forma de tenencia comunal de la tierra de labor prácticamente ya no existe, lo poco 
que de ella se localiza en zonas muy apartadas del país, donde las condiciones climáticas 
y los tipos de suelo, aunado a la falta de recursos técnicos y de capital, obligan a mantener 
una agricultura de subsistencia basada principalmente en el sistema de roza. Cuando las 
relaciones mercantiles alcanzan a estas comunidades, también se inicia su desintegra­
ción, lo mismo ocurre cuando alguna explotación capitalista se instala en lugares 
cercanos, como ha sucedido en los estados de Chiapas y Tabasco con la explotación 
petrolera. 

Los bosques y pastos que las comunidades aun mantenían bajo el régimen comunal, 
igualmente han sufrido los embates disgregadores d.el capitalismo. Grandes empresas 

90· V Censu Ejidal 1970, Resumen Especia/,SIC, México 1976, Volúmen 11, Cuadro 11. 
91 • Michel Gutelman,Copitalismo y Reforma Agraria en México, M~xico Era. 1974, p. 155 
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madereras con la anuencia del gobierno federal y los gobiernos estatales explotan 
indiscriminadamente los bosques de propiedad comunal sin que los indígenas reciban 
algún beneficio. Los pastos de las comunidades, de la misma forma son utilizados por 
los ganaderos. 

El desarrollo capitalista en el agro ha logrado prácticamente eliminar la propiedad 
comunal de la tierra, y con ello también ha liquidado las relaciones sociales de 
producción basadas en el trabajo colectivo y de cooperación. Anulada la economía de 
tipo natural, la población indígena ha 'sido integrada al circuito del mercado y de la 
producción mercantil, convirtiendo su propia fuerza de trabajo en mercancía. A la 
liquidación económica de las comunidades le ha seguido su extinción en el ámbito 
cultural. Actualmente, de la forma de propiedad comunal, de sus relaciones sociales de 
producción y de su superestructura jurídico-poHtico-cultural, sólo quedan vestigios, 
residuos que el desarrollo capitalista amenaza con terminar de absorber. 

92. Sergio Reyes Osario, et. al, op.cit., pp. 538-539 

93. ldem., p.540 
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Cuarta Parte: La Reforma Salinista 
al artículo 27 constitucional 

Estando concluido nuestro trabajo sobre Ja tenencia de la tierra en México, se efectuó 
· la reforma al artfculo 27 constitucional, la cual indudablemente operará profundas 

transformaciones, no sólo en la estructura de la tenencia de la tierra, sino en el conjunto 
del sector agrario, y asimismo repercutirá en el resto de la economfa del país. Por la 
importancia de ese cambio, es que nos vimos precisados a agregar el presente capftulo 
que aborda especfficamente el tema de dicha reforma. 

Tan trascendental es la reforma al artfculo' 27 constitucional que el conocimiento de la 
iniciativa, enviada a la Cámara de Diputados por el presidente Carlos Salinas de Gortari, 
de inmediato generó un amplio y profundo debate, el cual sin duda se extenderá por un 
largo periodo. El cambio toca al ejido, uno de los pilares sobre los que se erigió el Estado 
emergido de la revolución de 1910, lo cual da para efectuar diversas lecturas en torno a 
lo que ya es conocido como la contrarreforma salinista. Las siguientes páginas están 
dedicadas a contribuir en esa reflexión. 

Nuestro punto de partida y eje de análisis es que la reforma al 27 constitucional forma 
parte del proyecto neoliberal que desde 1982 se instrumenta en el pafs, cuyo objetivo 
no sólo es cambiar el modelo de acumulación de capital, sino transformar radicalmente 
las bases del Estado mexicano posrevolucionario. En· esta perspectiva, el nuevo bloque 
polltko que llegó al poder ¡n el sexenio de Miguel de la Madrid Hurtado está operando 
un desmantelamiento de los articulos esenciales de la Constitución Polftica, aquellos 
que definen el pacto social sellado en el Congreso Constituyente de 1916-1917, y 
consolidado con las reformas cardenistas de los años treinta. 

En esa perspectiva de análisis es que empezaremos por ver, en términos generales, el 
marco general del proyecto neoliberal que se implementa en México, así corno de sus 
objetivos centrales, entre los cuales ubicamos las reformas constitucionales, como es la 
del articulo 27, para posteriormente pasar a analizar la reforma misma, y finalizar 
planteando las posibles repercusiones que dicha reforma' tendrá en el agro, no sólo en 
lo que hace a la tenencia de la tierra. 

l.La reestructuración neoliberal 

La ·reforma salinista al articulo 27 constitucional -cuya iniciativa envió el jefe del 
Ejecutivo a la Cámara de Diputados el 7 de noviembre de 1991, y como Ley fue 
publicada el 6 de enero de 1992 en el Diario Oficial-, forma parte de la profunda 
transformación neolibernl que el nuevo bloque gobernante está instrumentado en la 
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estructura económica nacional y cuyas repercusiones alcanzan a todas las actividades 
que guardan cierta importancia en el país. Es a lo que oficialmente se llama la 

· modernización de México, también identificada como reestructuración. 

El gobierno de Carlos Salinas de Gortari ha continuado y profundizado la política de 
reestructuración capitalista iniciada durante el gobierno de Miguel de Ja Madrid Hurtado, 
la cual está armonizada con las estrategias que en el plano mundial impulsa el imperia­
lismo norteamericano a través de los organismos financieros internacionales, como el 
Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial. 

Ese proyecto neoconservador tiene como meta central erigir en México un nuevo modelo 
de crecimiento económico, cuya fuente de acumulación sea el mercado internacional; a 
diferencia del periodo anterior en que Ja base de Ja acumulación fue el mercado interno, 
sustentado en Ja sustitución de importaciones'. En esta perspectiva, el salinismo está 
profundizando la integración de la economfa mexicana al mercado internacional, 
especialmente al estadounidense. Como una muestra de su decisión integraeionista, el 
gobierno de Carlos Salinas ha apostado todas sus cartas a la finna del Tratado de Libre 
Comercio (TLC) con los Estados Unidos, y como prenda de buena voluntad ha 
instrumentado una apertura indiscriminada del mercado mexicano a los capitales y a la 
producción extranjera. A esta apertura responde principalmente la reforma al artículo 
27, como veremos más adelante. 

Para hacer avanzar su proyecto económico, al neoliberalismo mexicano le resulta 
indispensable atraer capital externo que invierta en el país, al cual le ofrece como 
atractivo las ventajas comparativas de una fuerla de trabajo sumamente barata y Ja 
frontera con el enonne mercado estadounidense, amén, desde luego, de una política de 
inversiones extranjeras que ya le permite a éstas controlar el 100 por ciento del capital 
de empresas ubicadas en actividades económicas en las que antes tenía vedado hacerlo. 
En esa dinámica, el salinismo urge a que el aparato económico se modernice, para que 
así incremente su productividad vía el aumento de la explotación de los trabajadores y 
sea competitivo en el mercado internacional. Tarea nada fácil si se recuerda que en las 
anteriores décadas de crecimiento económico el Estado fomentó el desarrollo de una 
burguesía parasitaria, cuyas ganancias dependieron, más que de su capacidad empresa­
rial, del apoyo irrestricto que la política estatal le brindó por diversas vías. 

1 Miguel Angel Rivera Ríos, Crüis y reorganización del capitalismo mexicano 1960-1985, México, 
Editorial Era, 1986. José Vnlenzueln Feijóo, El capitalismo me.ticano en Jos ochen1a, México, Editorial 
Em, 1987. Adolfo Gilly, Nuestra caida tn la modernidad, México, Joan Baldó i Climent. Editores, 1988. 
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A. El fin del pacto social emergido de la revolución de 1910 

Una orientación clave de la restructuración neoliberal es el desmantelamiento del Estado 
como agente regulador de la vida económica, función lillie cumplió en las décadas 
pasadas basándose tanto en el diseño e instrumentación de una política ad hoc, como en 
la propiedad de empresas vitales para el desarrollo. Estas acciones sustentaban su 
legitimidad en la Constitución Polftica emergida de la revolución de 1910. El arrasa­
miento del "sector social" de la economía instrumentado desde el gobierno de Miguel 
de la Madrid, a través de la venta de las empresas estatales productivas, o bien el simple 
cierre de las que no lo son y que por lo mismo no existen para ellas compradores, 
responde a esa misma política. 

Asimismo, esa reestructuración avanza en el abatimiento de las principales conquistas 
sociales que los trabajadores de la ciudad y del campo han obtenido en décadas de lucha 
-algunas de ellas datan incluso de la revolución Méxicana-, y que igualmente tienen 
como basamento jurídico la Carta Magna promulgada en 1917, documento en el que se 
plasmó el pacto interclasista que permitió concluir la lucha armada iniciada en 1910. En 
el sector laboral, también desde el sexenio presidencial pasado, se instrumenta una 
ofensiva cuyo objetivo central es cambiar las relaciones sociales entre el capital y el 
trabajo, parlo cual su eje de ataque busca el desmantelamiento de los contratos colectivos 
para sacar de ellos lo fundamental de las conquistas de los trabajadores, para así desproteger 
al asalariado frente al patrón y asegurar un incremento de la explotación.2 

Esa acometida que se instrumenta desde el Estado responde claramente a los intereses 
de un nuevo bloque financiero mexicano profundamente entrelazado con el capital 
financiero internacional, quien de hecho es el que determina la polftica general del 
gobierno, y es el que en la realidad controla el poder estatal. Como anota Adolfo Gilly,"el 
poder real, el que toma las decisiones de fondo que después los gobernantes traducen 
en actos administrativos, ya no es controlado como antes por el aparato estatal (y su 
partido el PRI), que lo detentó ininterrumpidamente desde Obregón hasta López Portillo. 
El poder real e11 México reside hoy en un bloque crecido en los años setenta y 
consolidado en los años ochenta cuyo eje decisorio es el capital financiero mexicano 
inextricablemente entrelazado con el capital financiero internacional 

2 Arturo Angui~no (coordinador),La modemización de México, UAM-X, Mé:\ico 1990. Grnciela Ben­
susan y Carlos García (coordinadores), Estado y Sindicatos Crisis de 1ma relació11, México, UAM-X y 
Friedcrich Ebert Stifung, 1989. Alejandro Alvarez Béjar {coordinndor), La clase obrera y el sindicalismo 
mexicano, Facul1nd de Economía, México, UNAM, 1990. Es1heln Gu1iérrcz Garza {coordinadora), 
Testimonios de la crisis. /.Reel·tr11ctllraci6n productfra y clase obrera, México, Editorial SXXI, 1985. 
PRD, Relatorfasdel Foro Nacional sobre Reformas a la Ltgisla- ci6n lAboral (11,12 y 13 de agosto de 
1989), Mé>ico t989. 
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º ... el grupo salinista encarna la tentativa de pasar, desde arriba y entre pocos, a un nuevo 
sistema en el cual el modo de dominación corresponda a las necesidJdes presentes de ese 
capital, sin la menor 'tutoría del Estado'. Ese cambio fue preparado por Miguel de la Madrid".3 

Si bien ese relevo en el bloque hegemónico se inició durante el gobierno de Miguel de 
la Madrid, es en el transcurso del gobierno salinista cuando se están ejecutado los 
cambios decisivos. Pero para que esas modificaciones sean profundas y duraderas, sus 
autores siempre han estado claros que las mismas tienen que quedar asentadas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por lo cual es indispensable 
aplicarle a ésta una contrarreforma, al igual que a leyes secundarias respectivas. Con 
esas .reformas también se evidencia que el viejo pacto social, cuyo sustento se encuentra 
en la revolución mexicana y en el gobierno cardenista, ha sido completamente modifi­
cado y se avanza a la edificación de uno nuevo, en cuya labor la iniciativa y decisión 
están plenamente en manos del aparato estatal y del nuevo bloque financiero dominante. 

En la perspectiva de la reestructuración neoliberal la liquidación del ejido ha sido un 
objetivo fundamental, no sólo porque esa forma de tenencia tiene bajo su poder el 50 
por ciento de la tierra agraria, sino especialmente porque ella entraña una fonna de 
relación social que, al quedar plasmada en la Constitución de 1917, habla fungido como 
un valladar que impedla tanto al capital extranjero como a las sociedades mercantiles 
(máxima fonna de organización empresarial) ser propietarias de tierras, a la par que 
limitaba, en cierta forma, el libre desarrollo del capital en el agro. Sin embargo, también 
es cierto que el capital encontró los subterfugios que le permitieron penetrar con sus 
relaciones de producción, e incluso subsumir, a la posesión ejidal.4 

Así, la transfonnación fundamental que se busca del ejido no es en tanto fonna de 
posesión y de producción, sino como relación social, y contra ella de alguna forma 
siempre se habían manifestado la mayoría de los gobiernos posrevolucionarios, aunque 
no habían contado con la coyuntura histórica favorable para instrumentar su desapari­
ción, como ahora se está haciendo.5 

3 Adolfo Gilly, "Guanajuato/l", I..a Jomada, 7 de septiembre de 199 J. Subrayados en el original. 

4 Esta realidad está analizada por Francisco Ornar Lerda, "La diferenciación social en los ejidos y 
comunidades agrarias", en la revista lnvesrigación Económica No.170, M~xico, Facultad de Economía· 
UNAM, octubre·dicicmbre. 1984. Desde otra perspectiva tambi~n está documentado ese proceso en el 
libro de Sergio Reyes Osario, et al., Estructura agraria y desarrollo agrícola en Mlxico, México, FCE, 
1974. 

5 "Ln tenencia de Ja tierra no es la propiedad personal de una ollao de un sombrero: Es una relación social 
(como Jo es también el capital), a lravés de Ja cual se define una relación con el poder, con Ja sociedad, 
con su economía, su polflica y su cullura". Adolfo Gilly, "La tierra, fa sangre y el poder", en LA jornada 
6, 7 y 8 de diciembre de 199_1; M~xico, Ln cita es del 6 de diciembre. · 
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B. El carácter global de la contrarreforma 

En el contexto del proyecto general de las transformaciones que se instrumentan en el 
país, los cambios al sector agrícola son vitales, sobre todo por la larga y profunda crisis 
que éste arrastra desde los años sesenta, la cual temtinócon la autosuficiencia alimentaria 
y llevó a una creciente dependencia de la importación de alimentos6• Ya en anteriores 
gobiernos se instrumentaron proyectos para enfrentar la crisis agrícola, como lo fue el 
Sistema Alimentario Mexicano que no reportó los beneficios que se anunciaron, y más 
bien configuró un sonado fracaso. 

En la contrarreforma salinista del agro obviamente no existe como meta recuperar la 
autosuficiencia alimentaria, sino insertar dicho sector en la nueva división internacional 
del trabajo agrícola, de tal forma que concurra al mercado internacional para vender los 
productos que en térn1inos de costos le conviene producir, e importar los que sean 
necesarios y que producen las grandes transnaeionales (como los alimentos), en función 
de la teoría de los costos comparativos. De esta forma, la soberanía en el aspecto 
alimentario queda subordinada a las leyes del mercado, las cuales están atravesadas por 
fuertes intereses pollticos, amén que hoy "es la inversión extranjera directa quien ejerce 
el liderazgo en las principales ramas alimentarias"'. Para avanzar en esa dinámica se 
requiere una vastísima capitalización que saque de su marasmo al agro, la cual se 
pretende lograr de inversores privados, nacionales y extranjeros, motivo por el que se 
están creando las condiciones para darles a aquéllos las suficientes garantías, lo que ha 
implicado la contrarreforma constitucional al artículo 27. Así, el agro, como el resto de la 
econorrúa, queda expuesto a las presiones del capital transnacional y de sus intereses 
geopolíticos. 

En la contrarreforma que está en marcha en el agro mexicano, especial relevancia han 
tenido las presiónes ejercidas por los intereses del capital financiero internacional a 
través del Banco Mundial, del Fondo Monetario Internacional y de las negociaciones 
para la firma del TLC, quienes han urgido al gobierno mexicano para que acelere la 

6 Este tema está runp1inmentc tratado por David Barkin y B1anca Suárez, El fin de la autosuficiencia 
alimentan·a, México, Centro de Ecodesarrollo-Editorial Nueva Imagen, 1982. Un .estudio de la crisis 
alimentaria actual se encuentra en el libro de José Luis Calva, Crisis agrícola y alimetJJaria en México 
1982· 1988. México, Fontamara, 1988. También se puede ver el libro coordinado por Gonzalo Anoyo, 
La ptrdtda de la autosuficiencia alimentarla y el auge de la ganadería en México, México, Pllll.a y 
Valdes-UAM-Xochlmilco, 1989. En tomo a las opiniones sobre la crisis alimentaria en vísperas de In 
contrarrefor- ma, Jaime Goniález Graff, "La rcfonna del campo mexicano", en~ No. 167, noviembre 
1992. 

7· Felipe Torres Torres, l.iJ segunda fase de la nwdemii:.aci6n agrfcola en Mb.ico: un a11dlisis prospectivo, 
México, UEc-UNAM, 1990; p.117. Una amplia explicación sobre este fenómeno se encuentra en Pierre 
Salama, La dolariZPci6n. Ensayo sobre la moneda, la industrializaci611 y el endeudamiento de los fJa(ses 
subdesarrollados, México, SXXl, 1990. · 
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apertura del agro a las inversiones extranjeras, libere los precios agropecuarios, abra el 
mercado mexicano a los productos agrícolas extranjeros, cancele subsidios y demás 
apoyos estatales al agro, concluya el reparto agrario y, por lo tanto, liquide al ejido. · 

"Una característica de la etapa globalizadora es que pensar la situa-ción actual desde la 
perspectiva de los Estados nacionales comienza a ser una linútación teórica y práctica. 
Las entidades globales tienen la capacidad de fustigar a los países; además las corpora­
ciones multinacionales (CMN) realizan un intento constante de absorver, subordinar y 
finiquitar a los otros sistemas de acumulación y producción. 

"En este momento no es admisible separar la iniciativa de reforma del artículo 27 constitu­
t:ional, las condiciones subyacentes en la finnn del Tratado y del desenvolvimiento mundial 
de las CMN. Hay antecedentes conocidos sobre las razones por las cuales el gobierno 
mexicano ha sido persuadido de instaurar las poHticas que conocemos hacia el agro. Las 
propuestas del Banco Mundial de modificaciones al sector agropecuario( ... ) como condición 
pnra otorgar préstamos fonmm parte de esos antecedentes. También está la propuesta del 
Banco Mundial de realizar una desrcgulación del sector, consistente en la creación de 
unidades .de producción entre ejidatarios y empresarios privados, libertad para nrrendnr y 
establecer acuerdos de aparcería, y renta de parcelas".1 

En esa perspectiva, el neoliberalismo busca readecuar el agro en función de los 
requerimientos internos que está imponiendo la restructuración económica del pafs con 
su nuevo modelo de acumulación de capital, y de acuerdo a su inserción en la nueva 
división internacional del trabajo. Ambas vertientes sin duda acelerarán lo que comun­
mente se llama la transnacionalización de la agricultura mexicana•. 

Ciertamente diversos gobiernos posrevolucionarios pretendieron dar por terminado el 
reparto agrario, e incluso algunos soñaron con terminar con el ejido, todo con la finalidad 

8· Emilio López Gámez, "Refonna al 27 y multinacionales", La Jornada, 24 de noviembre de 1991. En 
el mismo tenor está el artículo de Rodrigo A. Mcdellfn, "La iniciativa presidencial", en El Perfil de La 
Jornada, debate sobre el ejido, 26 de noviembre de 1991. 

9 En el actual debl\te sobre las implicaciones de lo.contrarreforma agraria, el tema de la transnncionaliza­
ción del agro est.1 abordada por los autores citados en las dos notas anteriores y, entreottos, tam- bién por 
Jorge Calderón, "Un modelo alternativo de desarrollo rural versus transnacionalización y polnri1.ación de 
la agricultura mexicana", que se encuentra en el libro coordinado por Juan Pablo Arroyo Ortíz, El sector 
agropecuario e11 elfuturode la economfa mexicana, México, Fundación Friedrich Naumann, FE-UNAM 
y Colegio de Economistas, A.C., 1991. Luis García H., "Reflexiones en torno a la moderni1...ación 
agropecuaria y el mercado", en el libro coordinado porCuaht6moc Gonzálcz Pacheco, La modcmizació11 
del sector agropecuario, México, IIEc-UNAM, 1991. En ese mismo libro se encuentra el trabajo de Jorge 
Calderón Sala1.ar, "Desarrollo rural y transnncionali1.ación agroalimentaria en México". Aunque no 
inscrito en el actual debate, pero si abordando el tema de la trnnsnacionalización de la agricultura 
mexicana, está el libro de Steven E. Sanderson, La transformaci6n de la agricullurs mexicana. Estructura 
imemacional y 1101ftica del cambio rural. México, Conaculta y Alianza Editorial Mexicana, 1990. 
Analizando ese tema en vísperas de la contrarrefonna agraria está el trabajo de Jaime 
"La rcfonna del campo mexicano", en Nexos No.167, noviembre de 1991. 
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de dar las mejores garantías para que el capital pudiera moverse en el agro libremente 
y sin peligros de expropiaciones. En esa dinámica las políticas gubernamentales mantu­
vieron una ofensiva permanente contra el ejido, creando infinidad de subterfugios para 
que el capital pudiera operar en el ·agro, sin embargo el ejido se rnantenfa, e igualmente 
seguía vigente la posibilidad del reparto de tierras. 

No obstante la constante ofensiva contra el ejido, con la que se obstaculizó su desarrollo, 
se permitió el rentismo de las parcelas ejidales, se promovió la asociación de ejidos con 
empresarios, e incluso se llegó a contemplar dar por terminado el reparto agrario, no 
debe verse a la contrarreforma salinista únicamente como Ja lógica conclusión de ese 
proceso, con la cual se leg:iliza lo que en la práctica ya estaba hecho'º· Esta no sólo es 
mucho más profunda, sino que implica un cambio histórico que sienta las bases para la 
liquidación .del ejido, y se inscribe en un proceso que está echando abajo los pilares 
fundamentales sobre los cuales se erigió el Estado emergido de la Revolución Mexicana. 
Cambio que ni Miguel Alemán se atrevió siquiera a plantear. El asalto neoliberal contra 
el ejido es para negar a éste completamente, para desparecerlo. 

2. La reforma snlinista 11 

Si bien el salinismo considera que llegó el momento de transformar radicalmente las 
bases fundamentales del pacto social emergido de la revolución de 1917 y consolidado 
con las reformas cardenistas, para avanzar a la estructuración de un nuevo país donde 
lo individual domine sobre lo social, asegurar la completa penetración del capital 
financiero a todos los rincones de la actividad económica, y entregar lo fundamental de 
las decisiones políticas nacionales a los poderosos grupos financieros, sabe igualmente 
que las medidas que instrumente en esa dinámica pueden causar irritación social que incluso 
se exprese en actos de descontento. 

A. Un preámbulo demagógico 

En el proceso de reforma al artículo 27 constitucional se evidenció un especial cuidado 
en la forma de presentarla públicamente, se le aderezó con bastante demagogia. Este 

10 Hay diversos puntos de vista que consideran que la refonna sali· nista legaliza lo que desde hace años 
se venía dando en la práctica. Por ejemplo, ver de Felipe Torres Torres, "El ala rota del tecnocjido'', en 
Problemas del Desarrollo No.89, Vol. XXlll, abril-junio 1992, México, IJEc-UNAM. 

11 En el corto periodo que medió cnlrc el envío de la iniciativa de reforma y su aprobación en el Congreso 
de Ja Unión, se desarrolló un rico debate sobre el tema, el cual puede encontrarse especialmente en 
periódicos y revistas. Esta discusión eslá particulannente recogida en el suplemento semanal del 
UnomásUno, coordinado por Julio Moguel, el cual posteriormente ndoptó el título de CampoUno. 
Asimismo La Jornada dedicó algunos suplementos, conocidos como Petji/ de lA lomada, el cual 
posteriormente adoptó el nombre de lA lomada del Campo. 
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ingrediente se puede observar desde la "explicación de motivos" de la iniciativa de ley, 
hasta hechos simbólicos, como el que en todo acto oficial en que se trataba el tema de 
dicha reforma siempre se hacía ~ajo una enorme imagen de Emiliano Zapata, como para 
exorcisar a los demonios que pudieran desatarse con esa contrarreforma neoconserva­
dora.12 

La "explicación de motivos" de la iniciativa evidentemente tiene como objetivo central 
tratar de mostrar que la reforma al artículo 27 se inscribe dentro de las grandes 
transformaciones sociales que ha tenido el México independiente en su marcha hacia 
una mayor justicia social, especialmente en las logradas con la revolución de 1910: 
"Hemos decidido el cambio para preservar y fortalecer lo nuestro, lo cercano, y lo 
importante [ ... ]Debemos preservar lo valioso que hemos conquistado por esas luchas del 
pasado y debemos construir las bases para la lucha actual y futura del campesino por su 
libertad, dignidad y bienestar. La presente iniciativa está inscrita en la gran corriente 
histórica de nuestra reforma agrada y recupera. frente a nuevas circustancias, sus 
planteamientos esenciales. Cumple con el mandato de los constituyentes, recoge el 
sacrificio y la visión de quienes nos precedieron, responde a las demandas de los 
campesinos de hoy y a las exigencias de una sociedad fortalecida, plural y movilizada 
para la transforrnaci6n11

• 

Asimismo, en esa "explicación de motivos" se asegura que con la reforma propuesta en el 
campo mexicano se avan1.ará a un plano más igualitario y de mayor libertad: "Debemos 
actualizar nuestra reforma agraria para incrementar la libertad y la autonomía de todos Jos 
campesinos en la realización de sus aspiraciones de justicia[ ... ] Ampliar justicia y libertad 
son Jos objeLivos de esta iniciativa, como lo han sido los de las lucha.o; agrarias que nos 
precedieron"1

'. 

12 Al respecto se puede consultar a Rodrigo A. Medellín, op. cit. Asimi!>mo, un ejemplo de los excesos 
demagógicos en torno a la rcfonna al 27 constitucional, lo aportaron et diputado Alfredo Accvcdo Muñoz. 
y et titular de In Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, Carlos Hank González., en sendos 
discursos pronunciados en la ciudad de Ayala, Morelos, con motivo del 80 aniversario de la proclamación 
del Plan de Ayala, ahí el primero afinn6 que "si el general Zapata viviera, daría al presidente Salinas de 
Gortari un abrazo de hombre por la iniciativa de reformar el artículo 27 constitucional para llevar jus­
ticia y libertad al ejidatnrio y al comunero"; de inmediato Carlos Hank, lratando de superar el servilismo 
del diputado, retomó esas pa- labras para llevarlas a niveles aún más demagógicos, diciendo: "habré de 
transmitirle al presidente de In República, Carlos Salinas de Gortari, el mensaje del diputado, en donde 
le dice que el pueblo, que los campesinos de Marcios están de su lado y que si Emiliano Zapata viviera 
habría de darle un abrazo a su amigo Carlos Salinas de Gortari". En l..n lomada, 29 de noviembre de 
t99t. ' 

13 Presiclencia de la República, Etr marcha, la reforma que necesita el campo mexicano, publicado como 
suplemento en todos los diarios y algunas revistas. 
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Pero quizá el máximo acto de demagogia de la reforma al 27 constitucional, es el de 
"elevar a nivel constitucional el reconocimiento y Ja protección al ejido y la comuni­
dad"14, explicitándolo en la nueva fracción VII de dicho artículo: "Se reconoce la 
personalidad jurídica de los núcleos de población ejidales y comunales y se protege su 
propiedad sobre la tierra, tanto p~ el asentamiento humano como para actividades 
productivas"15• 

No se requiere ser Pitonisa para prever que los cambios ya aprobados llevarán inelucta­
blemente a la liquidación de esas formas de posesión y de sus relaciones sociales, asi 
como a situaciones políticas imprevisibles en tanto se ha acabado con un pilar funda­
mental del pacto interclasista lacrado en 1917 con el Artículo 27 constitucional, base 
fundamental de la relativa paz social que la clase dominante y su Estado lograron 
imponer después de la revolución. 

B. El fin del reparto agrario 

De las modificaciones introducidas al articulo 27, los puntos centrales son: dar por 
concluido el reparto agrario, con lo cual a la vez se da seguridad a la gran propiedad de 
que ya no existirá la posibilidad de afectársele en el futuro para satisfacer demandas 
campesinas de tierra; y abrir plenamente las puertas del agro para que el gran capital, 
nacional y extranjero, y sus sociedades mercantiles, incursionen libremente en él 16• 

El sueño de los gobiernos posrevolucionarios, desde Venustiano Carranza, al fin es 
concretado por el gobierno de Carlos Salinas de Gortari: "reconocer que culminó el 
reparto de tierra que estableció el articulo 27 constitucional en 1917 y sus sucesivas 
reformas''. y no precisamente porque ºya no hay tierras para satisfacer esa demanda 
incrementada por la dinámica <lemográfica"17, porque es de sobra conocida la existencia 
de enormes latifundios, cuyos dueños han contado con el respaldo de los gobiernos 
federal y estatales para poder evadir la ley. 

14 Jdcm., "explicación de motivos". 

15 "Decreto por el que se reforma el artículo 27 de In Constitución Polílica de los Estados Unidos 
Mexicanos'', Diari'! Oficial.de la Federación, 6 de enero de 1992. 

16 Ver de Eduardo Nava, Tierra, Estado y privatiuzción. La reforma al art(c11lo 27: una desamortizacid11 
anticampesina. Escuela de Economía. Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo, 1991. 

17 Presidencia de la Reptlblica, op. cit. 

- Constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos, Comisión Federal Electoral, 
México 1985; Artlculo 27. 
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Por tal motivo se derogaron las cláusulas de la X a la XIV y Ja XVI. En ellas se prometía 
Ja dotación de tierras a Jos núcleos de población, se definían las instancias que debían 
cumplir con dicho cometido, se determinaban los trámites que tenían que efectuar los 
solicitantes de tierra•, se señalaba Ja etapa final del proceso que llega hasta el presidente 
de Ja República "para que éste dicte resolución como suprema autoridad agraria"", y se 
explicitaban las medidas posteriores, como son Ja indemnización de Jos latifundistas 
expropiados y el fraccionanúento de las tierras adjudicadas al ejecutarse la resolución 
presidencial. Desde Juego el derecho de amparo contenido en Ja fracción XIV fue 
derogado, porque al ya no existir el reparto agrario terminó el peligro para los grandes 
propietarios. 

Acab':ir con el reparto agrario era un paso indispensable que requerían dar los neolibe­
rales salinistas, porque sólo así pueden otorgar plena certidumbre a los capitales que 
quieren atraer al campo mexicano, como claramente se explicita en Ja "explicación de 
motivos" de Ja iniciativa de ley: "La inversión de capital en las actividades agropecuarias 
tiene hoy pocos alicientes debido en parte a Ja falta de certeza para todas las formas de 
tenencia que se deriva de un sistema obligatorio para el Estado de reparto abierto y 
permanente" 19• 

C. Apertura a las sociedades mercantiles y al capital lransnaclonal 

Desde luego para animar al gran capital financiero a inv~rtir en el agro no basta acabar 
con el reparto, hay que darles paso franco a sus sociedades mercantiles como se anota 
en Ja "explicación de motivos": "Para reactivar Ja producción y establecer de manera 
sostenida su crecimiento son necesarios los cambios que atraigan y faciliten Ja inversión 
en las proporciones que el campo ahora demanda. Para lograrlo. se requiere seguridad 
pero, también, nuevas fomms de asociación [ ... ] Por eiio, conviene eliminar los impe­
dimentos a las sociedades mercantiles para dar capacidad a Jos productores de vincularse 
efectivamente a las condiciones del mercado"2º. 

Así, el anterior postulado de la fracción IV del 27 constitucional en el que se establecía 
que "las sociedades mercantiles. por acciones no podrán adquirir, poseer o administrar 
fincas rústicas" fue cambiado para quedar de Ja siguiente forma: "Las sociedades 
mercantiles por acciones podrán ser propietarias de terrenos rústicos pero únicamente 
en la extensión que sea necesaria para el cumplimiento de su objeto"21 • Por el mismo 

18 Presidencia de la República, op. cit. 

19 Idem. 

2° Constitución Polflicn y Decreto por el que se reforma el Artículo 27 ... , op. cit. 

21 Presidencia de la República ... , op. cit., y Decreto por el que se reforma el Artículo 27 ... , op. cit. 
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motivo fue reformada la fracción VI, de la cual se eliminó la parte en la que se definían 
las cor¡¡oraciones y núcleos poblacionales que podfan ser propietarios de tierras. 

D. Para liquidar al ejido y reconstiulr las grandes propiedades 

Determinado el fin del reparto agrario y abiertas las puertas del campo a las sociedades 
mercantiles, lo consecuente era asegurar la privatización de las tierras ejidales existentes. 
En la "explicación de motivos" de la iniciativa de reforma se asienta que "los poseedores 
de parcelas podrán constituirse en asociaciones, otorgar su uso a terceros, o mantener 
las mismas condiciones presentes. La mayoría calificada del núcleo que fije la ley podrá 
otorgar al ejidatario el dominio de su parcela, previa regularización y definición de su 
posesión individual". En la fracción VII del artículo reformado queda que la ley 
"establecerá los procedimientos por los cuales ejidatarios y comuneros podrán asociarse 
entre sí, con el Estado o con terceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratándose de 
ejidatarios, transmitir sus derechos parcelarios entre los miembros del núcleo de pobla­
ción; igualmente fijará los requisitos y procedimientos conforme a los cuales la asamblea 
ejidal otorgará al.ejidatario el dominio de su parcela. En caso de enajenación de parcelas 
se respetará el derecho de preferencia que prevea la Iey"22• 

Con estos cambios, legalmente el ejidatario podrá entregar en arriendo su parcela, 
asociarse con quien pueda, y al tener el derecho a obtener el "dominio de su parcela", o 
sea a escriturarla como de su propiedad, en consecuencia podrá venderla. Ciertamente 
se ponen taxativas a este proceso de privatización (la asamblea ejidal "otorgará al 
ejidatario el dominio sobre su parcela", "en caso de enajenación de parcelas se respetará 
el derecho de preferencia que prevea la ley"), pero realmente esas han sido concesiones 
formales que no podrán detener la ofensiva del capital sobre el agro. 

Si cuando estaba prohibida la renta de parcelas cjidales esa era una práctica común, e 
igualmente se realizaba ilegalmente la venia de ellas de manera subrepticia (acentuada 
esa práctica en las áreas urbanas), sería ingenuo pensar que ahora que está legalizado 
rentar y vender, y que el proyecto económico del Estado es de completa apertura de 
todas las áreas al gran capital, la posesión ejidal vaya a pervivir. El sistema político 
prifsta tiene mucha experiencia como para que con facilidad instrumente asambleas de 
ejidatarios en las que se acuerde entregar el dominio privado de las parcelas, o bien 
adecuar el "derecho de preferencia" a los requerimientos del empresario que quiera 
adquirirlas. Las sociedades mercantiles, como lo han mostrado en la industria, en el 
comercio y en las demás actividades económicas, subsumirán a los pequeños propieta­
rios a las necesidades de la producción capitalista. 

22 Idem. 
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Previendo que una de las críticas a la reforma al articulo 27 serla que con ella se abrirá 
el paso a la formación de grandes propiedades, la "explicación de motivos" dela iniciativa 
se adelanta asegurando lo contrario: "Desde hace casi una década el anonimato en la 
propiedad accionaria dejó de existir y,con ello, seevitael riesgo dela formación de latifundios 
encubiertos. El tiempó del latifundio es el pasado. No más propiedad individual de enormes 
extensiones e improductivas. No lo permitiremos en la ley, ni lo tolera la práctica social". 
Pero en el cuerpo del proyecto de decreto no se concreta esa condena al latifundio. Es en la 
reforma definitiva, después del fugaz debate en la Cámara de Diputados, donde se explicita 
en Ja fracción XV: "En Jos Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los latifundios"23• 

Implícitamente el latifundio eslaba prohibido en el articulo 27 original, sin embargo ese 
no fue obstáculo para que en la práctica existiera y los gobiernos posrevolucionarios se 
encargaran de protegerlo. Igualmente los monopolios están proscritos en el resto de las 
actividades económicas, pero también es un secreto a voces la existencia de los mismos. 
La fuerte centralización de la propiedad es una ley del desarrollo capitalista, y hasla 
ahora no ha habido legislación formal que lo impida, en el marco de una sociedad 
capilalista. Mucho menos se podrá frenar con la prohibición formal que al1ora se 
explicitó en el texto constitucional, cuando en la práclica del conjunto de la economla 
mexicana la política neoliberal favorece la formación de grandes concentraciones 
económicas, y lo atestigua la forma en que fue vendida la banca y las empresas estatales 
para favorecer a los grandes grupos financieros. Al liquidarse la inalienabilidad del ejido, 
es inevitable que las posesiones ejidales y comunales pasarán a engrosar las enormes 
propiedades capitalistas. 

De acuerdo a las extensiones que podrá tener un propietario, son 100 hectiireas de riego, 
o 200 de temporal o 400 de agostadero de buena calidad u 800 de bosque, mL'nte o 
agostadero en terrenos áridos; y "se considerará pequeña propiedad ganadera la que no 
exceda por individuo la superficie necesaria para mantener hasta quinientas cabezas de 
ganado mayor o su equivalente ea ganado menor'"'. La sociedad mercantil puede 
acumular hasta 25 veces cualquiera de esos limites. De bosque 20 mil hectáreas, o 5 mil 
de temporal, etcétera; y en tierras para la explotación ganadera la extensión es flexible, 
lo cual da mayores oportunidades, como ahora sucede, de que existan grandes latifundios 
ganaderos. Pero como es costumbre en las grandes propiedades, una familia con 
testaferros tendrá la posibilidad de controlar plenamente una sociedad, y por otras vías, 
aunque legalmente no esté permitido, detentar propiedades aún mayores, como ha sido 
común en toda la época posrevolucionaria. 

23 Decreto por el que se reforma el anfculo 27 ... , op. cit. 

24 idcm. 

179 



E. La completa negación del ejido 

Ya de por si el artículo 27 constitucional era pródigo con la propiedad privada, ahora 
una parte de la fracción XV, con algunas adecuaciones quedó esencialmente como 
estaba: "Cuando debido a obras de riego, drenaje o cualesquiera otras ejecutadas por los 
dueños o poseedores de una pequeña propiedad se hubiese mejorado la calidad de sus 
tierras, seguirá siendo considerada como pequeña propiedad, aun cuando, en virtud de 
la mejoría obtenida, se rebasen los máximos señalados por esta fracción, siempre que 
se reunan los requisitos que fije la ley""· De esta forma, por ejemplo, una sociedad 
mercantil con 5 mil hectáreas de tierras de temporal, con toda tranquilidad puede 
transformarlas en área de riego. 

No es temerario asegurar que esta reforma al articulo 27 realizada por el neoliberalismo 
salinista, es la contrarreforma que finalmente cerró el círculo para estrangular la esencia 
de la reforma agraria plasmada por los constituyentes de Queretaro en 1916-1917, lo 
cual significa un cambio histórico en las bases del régimen y del Estado posrevolucio­
narios. Finalmente, sin subterfugios, el gran capital podrá penetrar plenamente en el agro 
y subsumir a la pequeña propiedad y a otras formas de producción. Aunque demagógi­
camente se diga que con esa reforma constitucional se fortalece al ejido, es evidente que 
éste tenderá a desaparecer, habrá una nueva centralización de la tierra y, por lo tanto, 
también se registrará una importante expulsión de campesinos hacia las zonas urbanas, 
después de que hayan sido expropiados de sus parcelas. 

"La gran apuesta a la cual se lanza el actual gobierno es una novedad. Es la negación del ejido 
y de la tierra como patrimonio inalienable de la nación [ ... J es la apertura ilimiladndel mercado 
de la licrra. Es la ntianza del cstl\do con los lerralcnicntcs actuales y fUturos, contra Jos 
campesinos. Es la ruptura de la prenda de la alianza. que, en México, sustenta la empresa 
hislórica nacional codificnda en l:t Constitución de 1917. Hace mucho que los gobiernos del 
PRI venínn caminando en ese sentido. Pero Carlos Salinas es el primero que se ha atrevido a 
pasar Ja raya. Habrá que v.ersi esa raya era de las que se podían y debían pasarse, o de las que 
no"16• 

Como hemos anotado más atrás, la contrarreforma agraria forma parte de las grandes 
transformaciones que el neoliberalismo está ejecutando en el pals, y aquélla junto con 
otros cambios constitucionales se planearon para llevarse adelante después de tener un 
total control de la Cámara de Diputados, por eso se esperó a que pasaran las elecciones 
del 18 de agosto de 1991. en las que el bloque en el poder a toda costa aseguró tener la 
mayoña, aunque esta sea espúrea. 

25 Adolfo Gillf. La tierra, la sangre y el poder, op. cit., 8 de diciembre. 

26 Carlos Ramírcz, "Indicador Polf1ico'', El Fit1m1ciero, 29 de noviembre de 1991. 
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Según un análisis de Carlos Ramlres, la reforma al 27 fue precedida por una serie de 
cambios en asuntos relacionados con el agro, efectuados desde un año antes: La casi 
desaparición de CONASUPO para dejar la comercialización plenamente en manos de 
los empresarios privados. "El.fin de las tasas de interés preferenciales para el campo y 
su definición en términos de rentabilidad bancaria''. La casi desparición de los bancos 
de fomento agropecuario. "El fin de la estructura de los precios de garantía como una 
forma de garantizar ingresos seguros para el campo". Excepcional apoyo a la asociación 
de ejidatarios con empresarios, como el caso de Balopilas, para tratar de convencer de 
la bondad de la fórmula." Aceleración de la apertura comercial del sector agropecuario". 
"Disminución del gasto público para el sector agropecuario". "Profundización del 
discurso del fin del reparto de tierras". El "copamicnto de la Confederación Nacional 
Campesina, mediante la utiliwción del dirigente Maximiliano Silerio Esparza como el 
inte11de11te de la reprivatización del campo". "Y 11eo/iberalizació11 de las dependencias 
centrales que tienen que ver con el campo"27. 

3. Probables consecuencias de la reforma al 27 constitucional 

El proceso de reforma al artículo 27 constitucional fue verdaderamente vertiginoso, en 
noviembre de 1991 se presentó la iniciativa y para diciembre estaba aprobada. Muy 
aparte de las transgresiones jurídicas que ese procedimiento haya causado, el hecho más 
evidente es que se efectuó una modificación sustancial sin haber consultado siquiera a 
quienes se iba a afectar, porque ni en la campaña para las elecciones de agosto de ese 
año los candidatos a diputados y senadores del PRI llevaron entre su programa dicha 
reforma Uunto con las demás que están haciendo), ni mucho menos en su campaña 
presidencial Carlos Salinas llegó a plantear que impulsaría esos cambios, de tal forma 
que la ciudadanía jamás los aprobó, por lo cual la reforma se ha realizado a espaldas de 
la Nación. Esto se agrava si se loma en cuenta que los diputados y senadores prifstas 
elegidos han sido severamente señalados como producto de un gran fraude, de tal forma 
que su legitimidad, y la del Congreso de la Unión, están seriamente cuestionadas28• 

27 Sobre los problemas jurídicos de In rcformn se puede consultar a Luis Javier Garrido, "La enmienda", 
en La Jornada. 15 de noviembre de 1991. Asimismo es interesante el discurso que Cuauhtémoc Cárdem1s 
pronunció en el 77 aniversario de la ley del 6 de enero de 1915: "No existe una autoridad constitucional 
p.irn derogar los mandatos de la ley del 6 de enerQ de 1915 y del artículo 27 de nuestra Constitución. Estos 
mandatos constituyen la decisión política fundamental que adoptó el pueblo de México en el Congreso 
Constituyente de 1917 como resultado primigenio de la Revolución Mexicana. Todo intento, bajo las 
condiciones m.:tualcs, por derogar los mandatos del artículo 27 constitucional, y los acto<; de autoridad o 
de los particulares derivados de esos intentos, deben necesariamen1c consillerarse constitucionalmente 
nulos de pleno derecho". En la revista Coyuntura No. 21, México, enero de 1992, p.2. 

is Julio Mogucl, ''La desamortización de la propiedad social en el campo". Felipe Torres Torres, "El ala 
rota del tecnoejido"; ambos trabajos en la revista Problemas del Desarrollo, No.89, op~ cit. 
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Es indudable que la rapidez con que se efectuó el cambio constitucional fue con la 
intención de evitar que la oposición política y los mismos afectados, los campesinos, 
pudieran organizarse y oponer resistencia al a/baza 11eo/iberal. Incluso es poco probable 
que después de casi 10 años de una bárbara ofensiva que desde el Estado se ha 
instrumentado contra los trabajadores del campo y de Ja ciudad, realmente fuera posible 
levantar una oposición masiva entre el campesinado. Esto Jo saben los hombres del poder 
y por eso actúan como lo están haciendo. 

Pero a pesar de esas maniobras de los hombre del poder, los cambios con sus consecuencias 
negativas sobre el campesinado pobre se dejarán sentir en el medim10 plazo. Tarde o 
temprano el ancestral problema generado por la propiedad de la tierra, y ya sin el amortigua­
dor social del ejido, se presentará de manera explosiva, tal como apareció con las revuelt.'l' 
agrarias de fines del siglo pasado y con las que se vivieron en las primeras décadas del 
presente, que en un primer momento confluyeron en la revolución de 1910. 

En pocos años se empezarán a sentir las consecuencias económicas y sociales de la 
reforma al artículo 27 constitucional. La desamortización de tierras ejidales que está en 
marcha pondrá en circulación una cantidad de tierras que palidecerá la propiciada por 
la República Liberal y las Compañías deslindadoras de la época porfirista. Este proceso 
conducirá a una fuerte centralización de la tierra en pocas manos, como ya se ha 
experimentado en todos los países donde se ha dado paso libre a la penetración capitalista 
a la agricultura. Nuestro pafs sumfrió esa realidad a fines del siglo pasado y a principios 
del presente, cuando la expropiación y titulación en propiedad privada de las posesiones 
de las comunidades y de los pueblos, llevó a la formación de grandes haciendas29 . 

En un estimación realizada por el investigador Emilio Pradilla Cabos, partiendo de que 
los ejidatarios cuenten con menos de 5 hectáreas como lo afirma la ley, calcula que "cada 
acción de concentración de la propiedad" y de acuerdo con los límites que marca la 
nueva legislación, desplazará a 20 familias en zonas de riego y humedad dedicadas a 
cultivos varios, a 30 en las abocadas al cultivo del algodón y a 60 en las dedicadas a 
plantaciones; esa expulsión de familias campesinas se duplicará en áreas de temporal 
(20, 60 y 120 familias), se cuadruplicará en agostaderos de buena calidad (80, 120 y 240 
familias) y en monte o agostadero árido la expulsión se multiplicará por 8 ( 160, 240 y 
480 familias); en unidades forestales se afectaría a 160 familias. "La constitución de una 
sociedad mercantil agrícola podrá desplazar entre 500 y 1.500 familias, y una forestal 
hasta a 4.000 familias"'º· 

29 Emilio Pradilla Cabos, ln conrrarreforma agraria y la cuestión rerritnrial. Ponencia presen!ada en el 
encuentro de la Red Nacional de Investigación Urbana. Universidad Autónoma de Hidalgo, s/f. 

30 José Luis Calva, ''Preámbulo del 11.C. La Reconstitución de los Latifundios en los Albores del Siglo 
XXI", El Financiero, 10 de febrero de 1992. También fue publicado en la revista Problemas del 
Desarrollo, No.89, op. cit. 
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Si con la existencia del ejido y los valladares que imponía el artículo 27, el capital 
encontró las vías necesarias para avanzar a una fuerte concentración de la propiedad, 
ahora con mucha mayor facilidad podrá lograrlo. En un interesante ejercicio efectuado 
por José Luis Calva, publicado con el sugestivo titulo "Preámbulo al TLC. La Recons­
titución de los Latifundios en los Albores del Siglo XXI", tomando como base los 
cambios constitucionales el autor demuestra cómo 10 mil propiedades podrán centralizar 
la mitad y hasta las dos terceras partes del suelo agrícola. 

En ese análisis Calva pone como ejemplo el Valle de Mexicali, que "cuenta con 200 mil 
hectáreas de tierras inigadas donde viven, por regla general bastante bien, 1 O mil agricultores: 
ejidatarios, colonos y propietarios privados, cada uno de los cuales dispone de 20 hectáreas 
como insólito caso regional del reparto igualitario de Ja tierra( ... ) Pues bien: bajo Ja forma de 
sociedades mercantiles será jurídicamente factible que 80 haciendas, con 2 mil 500 hectáreas 
cada una, acaparen toda' las tierras del valle. Y si se dedicm1 a la siembra de frutales, fi\Slo 28 
haciendas por acciones podrán acaparur Ja totalidad de ticmlS irrigadas en Mexicali"31 • ' 

Esa posibilidad, que ya está contemplada y avalada jurídicamente, es Ja que configurará 
el futuro del agro mexicano. Pero Ja centralización de Ja tierra se verá acentuada por 
otros mecanismos también legalizados con la reciente reforma constitucional, como son 
las asociaciones con participación, entre pequeños propietarios (ejidatarios) con em­
presarios agrícolas, tipo el experimento de Vaquerías, pero sin el gran apoyo estatal que 
se le ha dado al mismo; el arriendo de parcelas ejidales o de las mismas transformada' 
a propiedad privada, que junto con Ja asociación con participación facilitarán la forma­
ción de enormes propiedades que indudablemente serán operadas por Jos agronegocios, 
.fundamentalmente dominados por el capital extranjero que ahora puede legalmente 
incursionar en el agro32, 

La centralización de Ja tierra agrícola tendrá como punto de partida la expropiación de 
millones de campesinos, quienes por diversos mecanismos serán forzados a 'vender sus 
parcelas, y por esa vía expulsados del campo. Como Jos expropiadores no tendrán la 
capacidad de ofrecerles empleo como proletarios agrícolas, estos campesinos terminarán 
emigrando, quizá primero lo hagan buscando trabajo en regiones agrícolas cercana• a 
su pueblo, pero finalmente se dirigirán a las ciudades, Jo cual agravará, llevando a niveles 
insospechados, Jos problemas urbanos que ya se viven en las urbes. 

31 Al respcc!o de las "nuevas vías de concentración de la tierra", se puede consultar de José Luis Calva, 
"Los Costos Sociales de la Contrarrcfomm del 27", en la revista Coyuntura No. 21, enero de 1992. 
También del mismo autor, "Zapata en el umbral del Siglo XXI'' La Jornada, 3 de diciembre de 1991. 

32 José Luis Calva, Probables efectos de 1111 tratlldo de Libre Comercio e11 el Campo Mexicano, México, 
Fonlamara, t991, pp. 37-39. 
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Los especialistas calculan, en una primera etapa, la expulsión de 3 millones de familias 
campesinas, lo cual implicará la demanda de 4.5 millones de empleos. Evidentemente 
la economía mexicana no tiene la capacidad de absorvcr esa mano de obra. Se estima 
que se requeriría un crecimiento de la economía del 9% anual durante los próximos 35 
años para empicar a los actualmente desempleados, a quienes lleguen a la edad de 
trabajar y a los que serán expulsados del agro33• 

Esa enorme masa de mano de obra que no encontrnrá empico tenderá a emigrar, una parte 
hacia los Estados Unidos, lo cual generará fuertes conflictos urbanos en la• poblaciones 
mexicanas fronterizas, como son Tijuana, El Paso y Ciudad Juárez, debido a que son 
convertidas en ciudades de paso por parte de los migrantcs, e incluso algunos se quedan a 
vivir en ellas, formando enormes cinturones de miseria. Asimismo, de manera inmediata las 
ciudades ubicadas en el centro y sur del país recibirán a buena parte de los campesinos 
expulsados de sus tierrns, fenómeno que agravará los conflictos urbanos que ya sufren. Ni 
las ciudades fronterizas con sus maquiladoras, ni las que se localizan en el centro y sur del 
país, cuentan con la infraestructura industrial y de servicios capaz de absorber a toda esa 
fuerza de trabajo. "Si en las condiciones anteriores, las necesidades, carencias y déficits de 
.vivienda y servicios urbanos de todos conocidos no fueron resueltos, en medio del incremento 
de las migraciones producido por la privatización de la tierra y la integración comercial con 
Norteamérica, podrá alcanzar niveles drrunáticos""'· 

Si durante la década de los ochenta y lo que va de los noventa la crisis y los planes 
económicos neolibcrales llevaron al florecimiento de la economía informal, especial­
mente la que se concreta en los vendedores ambulantes que han saturado las principales 
calles de las grandes ciudades35, las migraciones que generará la desamortización de la 
propiedad social del suelo agrícola inevitablemente serán el fertilizante que multiplicará 
el comercio informal y un sinnúmero de formas de mendicidad que hoy se practican 
cotidianamente en las ciudades. 

33 Emilio Pradilla Cabos, op. cit. También sobre los cfeClos que la contrarreforma al artículo 27 
constitucional tendrá sobre el proceso de urbaniz.nción, ver de Basilio Vcrduzco, Refonna Agraria·Re· 
fonna Urbana. Los conflictos que vie11e11. Mimeo. JNESER, Universidad de Gundnlajnra, s/f. 

34 Dada la fuerza que ha adquirido el sector informal de la economía, diversos estudios y reportajes hn 
merecido, entre clips se puede consultar: Femando Cortés y Osear Cuellar (coordinadores}, Crisis y 
reproduccidn social. Los comercialltes del sector infonnal, México, FLACSO·Migucl Angel Porrúu, 
1990. 

35 Revista Nueva Antropolog(a No.37, México, abril 1990; todo el número está dedicado a la temática 
bajo el título general El secror injom1al desde una perspectiva antropoldgica. Alfredo Acle Tomasini, 
"Alumbrando la economía subterránea", El Financiero, 28 de enero 1991. Raúl Monge, "El comercio 
ambulante en la capital: cadena de beneficios, desde el vendedor hasta los funcionanarios", en la revista 
Proceso 818, 6 de julio, 1992. 
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Para el caso de tierras ejidales y comunales que·nún quedan junto a las ciudades, su 
proceso de privatización y urbanización ahora será mucho más fácil y acelerado36• Esta 
nueva situación abrirá las puertas a un rápido y anárquico crecimiento urbano. 

Por otra parte, la privatización de la propiedad social en el agro inevitablemente 
conducirá a una mayor concentración del ingreso en el sector, lo cual agudizará los 
grados de miseria que ya se sufren. Se agravará el empobrecimiento de los campesinos, 
"porque al aumentar el número de familias sin tierras, aumentará la oferta de mano de 
obra rural, sin que haya mayor generación de empleo en el campo, porque precisamente 
al sumarse grandes explotaciones agrícolas, disminuirá la cantidad de trabajo necesaria 
por hectárea laborable y por unidad animal. La fuerza de trabajo va a ser sustituida por 
maquinaria; y esto agravará el desempleo agrícola; aumentará las presiones sobre los 
mercados de trabajo y, en consecuencia, empeorarán las condiciones de trabajo y los 
salarios de losjornaleros"37• 

Pareciera ser que los neoliberales, quienes tienen mucho en común .con lo científicos 
porfiristas, están llevando al país a una encrucijada como la vivida a principios de siglo. 
A la falta de democracia y al fraude electoral ("sufragio efectivo ... "), se suman el 
acrecentamiento de la miseria y una enorme concentración de la riqueza, en la que en 
un futuro no lejano destacarán las enormes propiedades de tierras agrícolas. Al final del 
siglo, como lo fue en sus inicios, el problema de la tierra volverá a ser por demás 
explosivo. 

36 Sobre el proceso de urbanización que los ejidos cercanos a lns ciudades han venido sufriendo, ver de 
Jorge Durand, La ciudad invade al ejido, México, Ediciones de La Casa Chata, l983. De Jorge Alonso 
ed., Lucha urbana y acumulación de capital, Mc!xico, c~iciones de la Casa Chata, 1980. 

37 José Luis Calva, Los costos sociales ... , op. cit. p.5 
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Conclusiones 

La evolución de la estructura de la tenencia de la tierra en América Latina muestra una 
clara dinámica a la concentración de la propiedad en pocas manos, incluso eso se da en 
los países que vivieron importantes refonnas agrarias, como son Bolivia, México y Pení. 
Esto evidencia que dicho proceso es una tendencia también del desarrollo capitalista, 
por lo cual donde hubo reformas agrarias, pero inmersas en el modo de producción 
capitalista, la dinámica fue la misma que donde no las hubo, aunque guardando cada 
caso sus particularidades. 

México, pn!s que vivió una profunda reforma agraria, de ninguna forma fue la excepción 
a la monopolización de la tierra, como lo ilustra el hecho de que un 40% de las unidades 
de propiedad privada, menores a 5 hectáreas, desaparecieran, a la parque se fortalecieron 
las propiedades mayores. Esta dinámica ha sido acentuada al ritmo de la penetración de 
las relaciones capitalistas en la agricultura, y más aun cuando éstas subsumen lo que 
queda de modos de producción pretéritos, como es la comunidad, o de formas sui generis, 
como lo es el ejido. 

Empero; debido a que, en México, constitucionalmente está prohibida la existencia de 
grandes propiedades, quienes las detentan se las ingenian para encubrirlas, disfrazándo­
las de varias pequefias propiedades a nombre de otras personas, tanto familiares como 
diversos testaferros, para lo cual cuentan con el apoyo de las autoridades agrarias. Por 
lo mismo, el levantamiento de la infonnación censal se encarga de disimular la existencia 
de latifundios, lo que hace muy dificil detectar la dimensión real de los mismos, aunque 
estudios de caso han logrado ubicar algunos de ellos con cierta precisión. 

En cuanto a la posesión ejidal, el proceso centralizador ha recorrido caminos más 
sinuosos, debido a que su anterior carácter inalienable no pennitía la enajenación de ese 
tipo de tierras, de tal forma que el rentismo y la compra-venta ilegal fueron las vías que 
permitieron que medianos y grandes propietarios privados también concentraran en sus 
unidades de producción tierras ejidales, obviamente de las más útiles. Incluso un 
fenómeno detectado en estudios de caso, muestra que los ejidatarios prósperos también 
tendieron a centralizar mayor cantidad de tierras ejidales, a costa de los ejidatarios 
pobres. 

Las tierras comunales igualmente han sufrido los embates de los grandes propietarios, 
quienes paulatinamente se las han ido apropiando, a pesar de que legalmente también 
son inalienables; especialmente los bosques comunales son usufructuados por las 
empresas madereras y papeleras, así como los pastos son aprovechados por los ganade­
ros. Desgraciadamente los levantamientos censales han dado muy poca importancia a 
las tierras comunales, es hasta el censo de 1970 que hay un poco más de información al 
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respecto, y en él se evidencia el debilitamiento en que se encuentra ese tipo de posesión .. 
Aunque siempre, por las informaciones cotidianas que dan cuenta de los conflictos que 
enfrentan las comunidades, se ha sabido la triste realidad que ella• viven. 

No obstante que en el artículo 27 constitucional se prometió la restitución de las tierras 
comunales usurpadas durante Ja dictadura porlirista, la realidad es que muy pocas de 
esas tierras fueron restituidas, los gobiernos posrevolucionarios más bien optaron por la 
dotación ejidal, dejando que las comunidades languidecieran, como de hecho se lo 
propuso Venustiano Carranza desde la Ley del 6 de enero de 1915. 

Ese proceso lesivo en contra de las comunidades indígenas no es un fenómeno propio 
de México, es la situación que han enfrentado en otros paf ses donde igualmente el avance 
de la• relaciones capitalistas de producción van disolviendo las relaciones que aún 
perviven de antiguos modos de producción, como ha sucedido en Perú y Bolivia, casos 
que abordamos al principio de nuestro trabajo. 

Asimismo, las transformaciones en Ja estructura de la tenencia de la tierra, se manifiesta 
en todos los tipos de tierras agrícolas, diferenciándose también la calidad de la tierra 
acaparada por pequeños y grandes propietarios. Los medianos y grandes propietarios 
tienden a concentrar las mejores tierras, a la par que a los pequeños propietarios, 
especialmente los mínifundistas, les corresponden las peores. Obviamente que las tierras 
de menor calidad, inclusive inservibles (como las incultas improductivas), están en su 
mayoría en manos de pequeños propietarios y de ejidatarios. 

La calidad de la tierra poseída por pequefios y grandes propietarios, igualmente se va 
diferenciando de acuerdo a los recursos tecnológicos con que cada uno de ellos cuenta 
para explotarla. Por lo regular, los grandes propietarios tienen el capital que les permite 
introducir la infraestructura que asegura una mayor vida útil de sus terrenos, a la vez 
que les reportan mejores cosechas. 

As!, además de que en general las tierras comunales y ejidales, en su mayoría son de 
mala calidad, por el tipo de explotación a que son sometidas (intensiva, sin rotación de 
cultivos, con el escaso o nulo uso de abonos y fertilizantes, y sin los instrumentos 
adecuados), se desgastan más rápido, e igualmente la no introducción de ciertas mejoras 
que las protejan, permite que los elementos naturales las erosionen aceleradamente. 

Como se constata a lo largo de la investigación, las tierras entregadas a los ejidatarios 
no fueron de la mejor calidad, sino exactamente lo contrario, mayorjtnriamente fueron 
de las peores. Esto fue así desde el primer momento que se inició el reparto agrario, y 
con el tiempo la situación empeoró, incluso durante el reparto cardenista se entregó una 
buena cantidad de tierras no aptas para la agricultura. Igualmente, por décadas ha sido 
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un secreto a voces que tierras ejidales de buena calidad, como las de riego, son rentadas 
a empresarios capitalistas, siendo que la legislación agraria lo prohibía. 

Asimismo, los ejidatarios recibieron la tierra pero no los recursos para efectuar una 
explotación cientlfica de la misma. De tal forma que las propiedades ejidales fueron 
sometidas al monocultivo, mayoritariamente el maíz, que las desgastó con rapidez. 
Desde luego, tampoco la inmensa mayorla de los ejidatarios ha contado con el capital 
para mejorar sus tierras, de tal forma que asegure mejores cosechas y una mayor vida 
útil de las mismas. Además, el ejido ha tenido que sufrir las políticas que contra el mismo 
han instrumentado la mayoría de los gobiernos posrevolucionarios, con el fin de apoyar 
e impulsar a la gran propiedad privada. 

Originalmente la tierra ejidal entregada a partir de la revolución tenía un canícter 
colectivo, siendo excepcionales los ejidos parcelados. Sin embargo, poco a poco las 
autoridades agrarias tendieron a fraccionar los ejidos para que cada ejidatario contara 
con su pedazo de tierra individual, aunque, repetimos, legalmente no la pudiera enajenar. 
El banderazo para acelerar esa fragmentación fue la emisión de la Ley de Pmrimonio 
Parcelario Ejida/ de 1925. 

Con el tiempo se mostró lo nocivo de dicha división ejidal, no sólo por el impulso al 
individualismo, sino por las dificultades que presentó para una mejor explotación de la 
tierra. Fue durante el gobierno de Lázaro Cárdenas cuando los ejidos colectivos 
recibieron un apoyo importante, pero después se regresó a la política de la parcelación; 
en el gobierno de Luis Echeverría se habló e hicieron muchos planes en tomo a 
colectivizar los ejidos, pero los resultados fueron muy pobres: de 5 mil ejidos que en el 
papel se colectivizaron, sólo 800 llegaron a funcionar como tales y tuvieron resultados 
económicos. 

De nuestra investigación también se concluye que el ejido posrevolucionario es algo 
completamente diferente a la posesión comunal, aunque sus rafees se remontan a las 
viejas posesiones comunales de la época prehispánica y al exido del periodo colonial. 
Esto lo demostramos haciendo un seguimiento de lo que fue el exido original, así como 
la posesión comunal, y las transformaciones que ha sufrido. En este sentido el ejido casi 
nada tiene que ver con la propiedad comunal Boliviana y Peruana que abordamos al 
inicio del trabajo. ""· 

En el transcurso de la revolución iniciada en 1910, las huestes zapatistas demandaron 
'1a reintegración de las tierras usurpadas y su derecho a conservar sus centenarias 
estructuras y relaciones comunales, lo cual hicieron realidad únicamente durante el 
tiempo que gobernaron el estado de Morelos. Los villistas, que fue la otra gran fuerza 
campesina de la revolución, no exigían para sí la devolución de ejidos, porque para ellos 
no era esa su tradición, y, por lo tanto, no era su alternativa la posesión comunal, sino 
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que, por su extracción de rancheros norteños, así como de otro tipo de trabajadores, 
reivindicaban la entrega de medianas propiedades; coincidiendo con los zapatistas en la 
necesaria afectación de los latifundios para satisfacer la demanda de ambos bandos. 
Empero, al calor de la lucha los villistas se aliaron con los zapatistas, y apoyaron a éstos 
en sus reivindicaciones, para juntos enfrentar al carrancismo. 

El carrancismo desde siempre se manifestó tajantemente en contra de la reintegración 
de la' tierras a los campesinos, por lo cual combatió sin misericordia al zapatismo, que 
era la corriente que tenla un programa muy claro al respecto. Sin embargo, la fortaleza 
que los ejércitos campesinos tomaron en la Convención de Aguascalientes, y la necesi­
dad de Venustiano Carranza por unificar a su Estado Mayor, en el cual habfa oficiales 
que, sintiendo la presión campesina, se manifestaban por realizar un reparto agrario, es 
que lo llevó a dar un viraje formal. Asf, se pronuncia en favor de entregar las tierras a 
los campesinos, lo cual concreta en la Ley Agraria del 6 de enero de 1915, pero en la 
que también nulifica la posibilidad de que las tierras devueltas reasuman su forma 
comunitaria. 

Cuando Carranza se volvió a instalar en el poder, consideró necesario realizar otra 
maniobra política para revertir lo concedido en dicha ley, emitiendo as[ el decreto del 
19 de septiembre de 1916, con el cual dio marcha atrás en lo esencial de lo cedido en la 
ley de enero de 1915. Sin embargo, al calor de los radicales debates del constituyente 
de 1916-1917, en la elaboración del articulo 27 constitucional (entre otros artículos), 
Carranza tuvo que ceder al ala jacobina de sus fuerzas, la cual estaba por el reparto 
agrario como una forma de consolidar el triunfo militar que ya tenían claro sobre el 
campesinado revolucionario. De esa forma, se estableció en la Constitución la reinte­
gración de tierras a los campesinos o, en su defecto, la dotación bajo la forma de ejido. 
Desde luego, a este ejido se le quitó el contenido social que le daba el zapatismo, su 
esencia comunal, dejándolo como un híbrido, que ni es posesión comunal, ni es 
propiedad privada. 

Con el tiempo, y teniendo en contra la polftica de casi todos los gobiernos revoluciona­
rios, el ejido terminó funcionando como una especie de propiedad privada, con la 
limitación de que no podía ser enajenado. La penetración de las relaciones capitalista• 
en el ejido, terminaron subsumiéndolo, subordinándolo en todos los niveles a las leyes 
del mercado, e incluso generando el surgimiento y desarrollo de medianos capitalistas 
entre los ejidatarios. Las polfticas estatales claramente coadyuvaron en esa dinámica. 

Eso explica que, a pesar de la revolución, de la reforma agraria (la cual alcanzó su punto 
más alto en el sexenio presidencial cardenista), y de los discursos agraristas de los 
gobiernos posrevolucionarios, lo que se fortaleció fue la propiedad privada, con el 
consecuente debilitamiento del ejido. Ciertamente se asestó un golpe mortal al gran 
latifundio como poder económico y, sobretodo, político, pero se le permitió existir como 
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gran propiedad capitalista. Incluso el reparto agrario cardenista afectó a pocos latifun­
dios, la mayoría de ellos sólo se transfonnaron y pudieron seguir existiendo, ya sin el 
poder que tenfan sus propietarios como oligarqula terrateniente, dándose así paso al 
dominio de la burguesía industrial y financiera. 

En efecto, desde Venustiano Carranza los gobiernos posrevolucionarios manifestaron 
una finne oposición al ejido, con la excepción, principalmente, del gobierno de Lázaro 
Cárdenas, y en menor medida del de Luis Echevcrría. Ya en 1925 Plutarco EHas Calles 
había declarado el fin del reparto agrario. Miguel Alemán con su contrarreforma al 
articulo 27 constitucional asestó un serio revés al ejido y fortalició a la propiedad 
privada. Sin embargo, la fuerza de las luchas campesinas y del agrarismo tcnninaron 
contrarrestando la idea de dar por concluído el reparto y avanzar al desmantelamiento 
del ejido. Pero ésto no fue suficiente para evitar que el ejido fuera resintiendo la oposición 
gubernamental, y paulatinamente tendiera a debilitarse, a la par que se fortalecía la 
propiedad privada. 

En el transcurso del gobierno de José López Portillo se hizo otro fuerte intento, a través 
· de la Ley de Fomento Agropecuario, de avanzar en una mayor subordinación del ejido 

a la propiedad privada, vla la asociación entre ambas partes. Empero, los resultados no 
fueron muy halagüeños para el proyecto gubernamental. Sin embargo, lo que destaca 
siempre es la casi permanente posición oficial contra el ejido por muy diversas vfas y 
formas. 

En la perspectiva de nuestras hipótesis de trabajo, de que la tendencia en la estructura 
de la tenencia de la tierra agrícola ha sido hacia el fortalecimiento de la gran propiedad 
privada y al debilitamiento de la posesión ejidal, es que consideramos de vital impor­
tancia los cambios que en el ámbito agrario está ejecutando el gobierno de Carlos Salinas 
de Gortari. Es lo que, esencialmente, nos llevó a integrar como última parte de nuestra 
investigación la reforma salinista al artículo 27 constitucional. 

Lo que ya se puede apreciar, es que en el gobierno de Carlos Salinas se ha dado el paso 
definitivo contra el ejido: se decretó el fin del reparto agrario y se han creado las 
condiciones jurídicas para desaparecerlo, a la vez que se otorgan plenas garantías a los 
empresarios y a sus sociedades de inversión para que incurcioncn en el agro, empezando 
porque estas llltimas podrán tener propiedades de tierras (anteriormente prohibido en el 
texto constitucional); y se proporcionan los subterfugios legales que podrán usarse para 
avanzar hacia una fuerte concentración de la propiedad agrícola en pocas manos. Para 
que el gran capital, nacional y extranjero pueda hacer eso y más, es que se reformó 
radicalmente el artículo 27 constitucional. 

Empero, la contrarreforma agraria salinista no sólo se ubica en la casi permanente 
ofensiva contra el ejido que analizarnos en nuestra investigación •. sino que, sobre todo, 
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marca un cambio radical en la política del Estado mexicano, porque implica un giro 
profundo en las bases que lo han sustentado y le dieron legitimidad. Ningún gobierno 
posrevolucionario había ido tan lejos, porque todos los anteriores al de Carlos Salinas 
de Gortari se basaban en el pacto social establecido en los artículos fundamentales de la 
Carta Magna, el cual fue fortalecido y consolidado con las reformas cardenistas, a pesar 
de los cambios sufridos durante el gobierno de Miguel Alemán. 

El contexto de esta contrarreforma agraria es la reestructuración capitalista que instru­
menta el nuevo bloque político que hegemoniza en el Estado desde el ascenso de Miguel 
de la Madrid en 1982, la cual a la vez es parte de la reestructuración que se instrumenta 
por todo el mundo. Es lo que hace la gran diferencia con la embestida antiejidal de 
anteriores gobiernos, porque la actual, repetimos, arremete contra lo esencial de las bases 
del Estado posrevolucionario y liquida el pacto social en el que éste se sustentaba. Por 
lo mismo, está por verse si ya existían las condiciones sociales que proporcionen las 
garantías para que esa contrarreforma agraria avance hacia el final que sus autores se 
han fijado, porque de no ser asi, pueden desalarse fuerzas que por diversas vías se 
opongan a esas transformaciones, y terminen no sólo revirtiendo las contranreformas 
que el nuevo bloque en el poder ha impuesto, sino que trastoquen todo el orden social 
que l1a prevalecido en las últimas décadas: 

El salinismo está consciente de ese gran peligro, y aunque ha mostrado determinación 
por correrlo, loma todas las precauciones que considera posibles. En el caso de la 
contrarreforma agraria asume un discurso demagógico, para tratar de hacer creer que 
los cambios son parte de una supuesta consolidación de la reforma agraria, y de un 
fortalecimiento del ejido, como es el elevar a rango constitucional la posesión ejidal. 
Amén de ·que se apoya en una serie de dirigentes agrarios que supuestamente son de 
izquierda. Asimismo, instrumenta políticas como las de Solidaridad y Procarnpo, con 
las cuales pretende mostrar al campesinado el supuesto apoyo del gobierno a los 
campesinos pobres, para hacer más digerible la contrarreforma agraria. Como diversos 
analistas han señalado, dichas políticas tienen un tinte plenamente electorero, pero 
igualmente sus autores buscan que las mismas sirvan para un proyecto de más largo 
plazo. 

Ciertamente la reforma salinista al artículo 27 constitucional abre la posibilidad de una 
agudización de la concentración de la tierra en pocas manos, pero quizá tan grave como 
la que existía a principios de siglo, y especialmente afectará a las posesiones que aún 
están en manos de los ejidatarios, sobre ellas tiene puesta la vista el capital. Es la apuesta 
definitiva para liquidar al ejido y reintegrar a la circulación capitalista toda la tierraejidal, 
tal y como lo añoraba Venustiano Carranza. 
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